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La pobreza no está escrita en los astros;

el subdesarrollo no es el fruto

de un oscuro designio de Dios.

Eduardo Galeano

Las venas abiertas de América Latina
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Introducción

 

Este  libro,  titulado  -

da sociojurídica crítica, se nutre de una serie de capítulos organizados en torno a un hilo conductor que interpela la agrariedad  como  fenómeno  social,  desde  diversas  aristas inclusivas,  aunque  excedentarias,  de  lo  jurídico.  Quienes colaboramos con su factura partimos de concebir el Derecho en  general,  y  el  Derecho  positivo,  en  particular,  como  un emergente  cultural  y,  en  consecuencia,  indisociable  del contexto en el cual se origina, pero también del escenario en el que se aplica. Es, entre otras, por esta razón que el 

 

-

gable interseccionalidad de lo jurídico. En este sentido, se aprecia en el libro un particular énfasis en las no menores tensiones habidas entre sectores del agro argentino; tensio-nes que expresan con claridad meridiana, intereses econó-micos y políticos que operan, en la mayoría de las situacio-nes, como determinantes en el campo jurídico agrario.

Siguiendo el orden expresado en el índice, el libro comien-za con el Capítulo titulado “El Derecho Agrario como expre-sión jurídica de la agrariedad” en el cual Marisa Miranda, da  cuenta  de  su  evolución  conceptual  a  partir  de  la  per-cepción de la naturaleza y los cambios en las Ciencias de la Vida. Desde esta óptica, plantea diversas problemáticas 
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que inciden en la actividad y estructura agrarias desde los inicios de la intervención humana sobre el ecosistema natu-ral, a lo largo del devenir civilizatorio y hasta nuestros días.

En el Capítulo 2, Marcela De Luca se ocupa de “La políti-ca agraria y el Derecho Agrario. Re-pensando alternativas para  enfrentar  la  crisis  civilizatoria”,  haciendo  el  necesa-rio  hincapié  en  las  disputas  originadas  entre  los  sectores agrícologanaderos  del  país.  De  ahí,  la  autora  interpela  el concepto mismo de política agraria y se detiene en particu-lar en algunos de los instrumentos jurídicos mediante los cuales aquélla adquiere operatividad.

Seguidamente, Flavio de Dios proporciona, en el Capítulo 3, una fundamental mirada de la política agraria a través del análisis de la distribución, uso, aprovechamiento y con-servación del suelo agrícolaganadero. A partir de indagar sobre el concepto mismo de política, el autor advierte que esta constituye un término multivocal (distintas formas de 

-

ces dependerán del contexto en que se pronuncie. Desde ese lugar, enfoca la cuestión del suelo.

El  Capítulo  4,  elaborado  en  coautoría  por  Agustina Ocampo,  Agustín  Lezcano  Cirone  y  Leandro  Vero  abor-da  una  cuestión  trascendente  en  el  enfoque  disciplinar propuesto:  la  problemática  ambiental  en  la  realidad 

-

mativa vigente reguladora del desarrollo sustentable en Argentina.  Encontramos  aquí  los  fundamentos  que  le-gitiman  una  lectura  del  Derecho  Agrario  como  Derecho Agroambiental.
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Marina Lanfranco se ocupa, en el Capítulo 5, de la in-terseccionalidad patente entre Derecho Agrario, Derechos Humanos y perspectiva de género. En él, invita a pensar la agrariedad advirtiendo la necesidad de observar prácti-cas ancestrales de economía y cultura, llevadas a cabo en 

-

tos y almacenarlos, intercambiarlos, comercializarlos; así como de obtener las materias primas y elaborar vestimen-tas, viviendas, herramientas y tecnologías para transmitir historias y saberes de generación en generación. 

Y, el Capítulo 6, de autoría de Juan Ignacio Moreno, tra-baja la cuestión de los agroquímicos en la legislación y ju-risprudencia bonaerense. Temática que, como es dable su-poner, implica necesariamente la observancia de los princi-pios básicos del Derecho Agrario, los cuales instrumentan la  política  agraria,  signada,  por  la  problemática  agroam-biental y la perspectiva de género.

-

tas  clave  y,  a  la  vez,  echan  luz  sobre  el  estado  actual  de nuestro Derecho Agrario.

Así las cosas, el objetivo central de este libro -denomi-nado  comúnmente,  libro  de  cátedra-  consiste  en  proble-matizar nuestro campo disciplinar deconstruyendo el en-

interior a través del tiempo. Así las cosas, entendemos que esta iniciativa constituye una obra necesaria, aunque no 

partir  de  invitar  a re-pensar  la  agrariedad,  dando  para 

-
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cilitar el abordaje aun de los aspectos que no fueron inclui-dos en esta obra.

Con lo dicho, si bien el texto abarca diversos temas del programa, cabe señalar que no lo comprende en su totali-dad. No es eso lo pretendido desde la Cátedra. La idea cen-tral  consiste  en  dar  herramientas  para  aprender  (y  apre-

modo, que el/la estudiante desarrolle habilidades para en-

la mirada de la agrariedad.

Bienvenidxs, pues, aquellxs que se interesan por este en-

-

.
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CAPÍTULO 1

El Derecho Agrario como expresión jurídica de la agrariedad

Marisa Adriana Miranda

Si la miseria de los pobres no es causada por  las leyes de la naturaleza, sino por nuestras instituciones, grande es nuestro pecado

Charles Darwin

Diario del viaje de un naturalista alrededor del mundo

en el navío

 

Hacia una comprensión ampliada

del campo disciplinar

Para comenzar a abordar el estudio del Derecho Agrario es necesario, primero, convenir qué entendemos por agra-riedad, toda vez que ésta resulta un concepto de fundamen-tal  importancia  a  los  efectos  de  determinar  los  contornos disciplinares. Sobre el tema, partiremos de la propuesta del jurista italiano Antonio Carrozza, quien, en 1972, consideró que la actividad productiva agraria consiste en el

desarrollo de un ciclo biológico concerniente a 

la cría  de animales o de vegetales, que aparece ligado directa o indirectamente al disfrute de las fuerzas y de los recursos naturales, y que se re-suelve económicamente en la obtención de frutos 
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-

recto,  tal  como  están,  o  bien  previa  una  o  múl-

De esta manera, cabe asumir que la actividad productiva agraria es el común denominador para una racional agru-pación de las normas del Derecho Agrario o mejor dicho de los institutos de los cuales la norma es parte, para poder comprobar que tales institutos efectivamente entran den-tro de la competencia de nuestra disciplina (Malanos, 2022, 

de corte extrajurídico, dando nacimiento, a inicios de la dé-cada  de  1970,  a  la  escuela  moderna  del  Derecho  Agrario 

 

se encuentran ligadas a la tierra o a los recursos naturales y  están  condicionadas  por  las  fuerzas  de  la  naturaleza,  y ello es lo que diferencia, lo que individualiza y distingue a la agricultura de las actividades secundarias en tanto que en  estas  los  procesos biológicos  se  encuentran  totalmente dominados por el ser humano. 

Ahora bien, en honor a la verdad, cabe reconocer que ese enunciado tomó como antecedente la tesis de los profesores platenses Rodolfo Carrera y Andrés Ringuelet, lo que signi-

-

-

cación de su objeto de estudio, en cuanto piedra angular del problema. La teoría de Carrera y Ringuelet tuvo su origen en torno a 1948, cuando Rodolfo Carrera -profesor de Derecho Agrario de la Universidad Nacional de La Plata- se interesa 20
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por los trabajos del Ingeniero Andrés Ringuelet sobre el ele-mento  agrobiológico  en  la  actividad  agraria.  Sintetizados los aspectos centrales de esta doctrina, a la cual Carrozza llamó “escuela argentina de Derecho Agrario”, sus autores entendían  que  tierra,  vida  y  trabajo  del  hombre  eran  los elementos constitutivos de la actividad agraria, en cuanto industria genética de producción, la cual era realizada por el hombre mediante su trabajo en la tierra a través de un 

consumirlos, venderlos o industrializarlos. Esta postura fue llevada por Ringuelet a la primera asamblea del Instituto 

celebrada  en  Florencia,  en  1960.  Y,  también  defendida por  Carrera  en  la  VI  Conferencia  Regional  para  América Latina  de  la  FAO  y  en  la  V  Conferencia  Interamericana de Agricultura de la OEA, celebradas en México en 1960 e 

-

nera, el elemento constitutivo esencial de nuestro Derecho era, según esta postura, la actividad agraria como industria 

Nótese, empero, que para Carrozza, la agrariedad no re-quería necesariamente del elemento tierra, tal como lo ha-bían  expresado  años  antes  los  profesores  platenses.  Para ese  doctrinario  italiano  lo  trascendente  era,  pues,  el  ciclo biológico en el cual existen, además, otras formas prescin-dentes de la tierra, tales como la hidroponía. 

Así las cosas, puede entenderse por agrariedad la utiliza-ción productiva de los recursos brindados por la naturaleza 
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de las sociedades humanas. Ahora bien, dado que el análisis de este concepto amerita desbrozar múltiples miradas, par-timos de sostener la necesidad de un enfoque inter y trans-disciplinario de las problemáticas asociadas, desafío que im-pone  abarcar  diversas  disciplinas  jurídicas  y  no  jurídicas, implicadas, directa o indirectamente, en aquel concepto. En efecto,  la  agrariedad  involucra  una  serie  de  componentes excedentarios, aunque condicionantes de un enfoque neta-mente jurídico. Entre ellos se encuentran desde los estudios agronómicos y edafológicos que informan respecto a la ca-pacidad productiva del suelo hasta las indagaciones clima-

-

líticas económicas, a nivel nacional o internacional, que, en ocasiones,  determinan  la  producción  del  agro.  Lo  cultural 

es, a la vez, otro condicionante a tener en cuenta cuando se analizan  las  características  socioproductivas  de  un  país  o región y, por lo tanto, se pretende legislar sobre ellas. Y así podríamos continuar enunciando relaciones explícitas o im-plícitas de lo agrario con diversas ramas del saber.

Recién  una  vez  internalizadas  estas  cuestiones,  cabe abocarnos al estudio de la faz normativa de la agrariedad, encarnada por el Derecho Agrario. Ello, teniendo en cuen-ta la unidad epistemológica de todo el Derecho, por cuanto su división constituye una estrategia didáctica más que un parcelamiento  epistémico  efectivo.  En  este  sentido,  cabe sostener  que  la  agrariedad  percibida  desde  su  regulación normativa  implica  necesariamente  una  mirada  que  abor-22
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de los institutos fundamentales del Derecho Agrario, desde una perspectiva actual e integradora de conceptos históri-cos con la realidad socioeconómica de nuestros días. Al res-pecto, destacamos la dinamicidad propia de un objeto de es-

-

disciplinario -vale aclarar, a nuestro criterio término más 

 

1 por la heterogeneidad de las activida-

des que regula.

La historia de la ciencia y su impacto

en el mundo agrario

Sin  pretender  realizar  aquí  un  análisis  exhaustivo  de 

agrario,  es  necesario  repasar,  cuanto  menos,  desde  una perspectiva sociológica, aspectos de la historia de las cien-cias de la naturaleza que impactaron en la realidad agro-pecuaria. 

Nuestro recorrido sociohistórico se inicia con la conquista 

mirada del mundo natural, dado que implicó un fundamen-tal cambio de paradigma respecto a las características de 

 

1

-

noamericano, FIDAC, San José, 1982. No obstante, está incluida en el texto citado elaborado conjuntamente con Carrozza.
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decididamente en la concepción de la agrariedad.

-

vos descriptos por los viajeros en el Nuevo Continente per-mitió reconocer ciertas diferencias más o menos marcadas 

los europeos. Una taxonomía que, en líneas generales, obe-decía al mandato de la Iglesia Católica y estaba basada en 

vivos  permanecían  iguales  e  idénticos  desde  que  Noe  los rescató  en  su  arca  hasta  el  presente.  Esta  teoría  biológi-

 

nuevas  variantes  de  especies  ya  reconocidas  en  el  Viejo Continente o bien, el encuentro con otras especies autócto-nas de América obligó a revisar esos presupuestos conside-rados como paradigma establecido. En efecto, ellos no res-pondían  satisfactoriamente  al  mundo  natural  encontrado en los viajes de los conquistadores. Comienza, entonces, una etapa de crisis paradigmática, resultando necesario buscar otras explicaciones que den respuesta a los hallazgos antes ignotos. Nacen así las primeras tentativas evolucionistas, o protoevolucionistas, como paradigma emergente; en cuanto ellas ostentan un poder explicativo más satisfactorio ante las preguntas no resueltas por el paradigma establecido. La lucha paradigmática entre sendas vertientes daría lugar a 

Kuhn,  es  denominado  período  de  ciencia  revolucionaria. Etapa que se mantiene hasta que el paradigma emergente 24
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-

viéndose, a partir de entonces, a un estadio de normalidad o calma paradigmática.

Dicho  esto,  nos  detendremos  brevemente  en  aspectos centrales  del  paradigma  evolucionista  y  sus  implicancias en lo agrario.

En  efecto,  si  hablamos  de  evolucionismo  resulta  inme-diata la  asociación con Charles  Darwin, aun cuando cabe reconocer  la  previa  existencia  de  otras  tesis  de  ese  tipo, constituyendo  el  Conde  de  Buffon,  un  protagonista  clave. Además,  mediante  el  devenir  de  sus  ideas,  podremos  ad-vertir las interrelaciones entre ciencia y poder, las cuales 

Este  conde,  cuyo  nombre  verdadero  era  Georges-Louis 

-

dad de las Américas”, mediante la cual sostuvo que el con-

-

camente  más  inmaduro,  comparándolo  con  el  mundo  an-tiguo, y que en él la vida animal sufría una degeneración y  consecuente  detención  de  su  desarrollo  (Gerbi,  1992,  p. 

Estados Unidos, país joven que aún se encontraba en la eta-pa de su organización. Desde allí, Thomas Jefferson y otros tomaron la iniciativa e instaron a Buffon a reescribirla. Así, quien fuera presidente de los Estados Unidos, se sentía en parte ofendido y en parte decepcionado por la tesis de quien era el principal historiador natural del mundo. La retracta-ción solicitada, si bien habría sido aceptada por un Buffon 

25

Marisa Adriana MIRANDA y Agustín Lezcano CIRONE - Coord.

por  entonces  muy  enfermo,  quedó,  empero,  trunca  por  la 

Ahora bien,  al hablar de  “inmadurez”  y  “degeneración” del continente americano, Buffon y sus seguidores adopta-ban conceptos que implican una idea evolutiva de la natura-leza, sumergiendo la naturaleza en la historia; pudiéndose sostener que en sus mentes se estaba generando la idea de un protoevolucionismo. Evolucionismo cuyo representante más emblemático será Charles Darwin.

La teoría darwiniana de la evolución de las especies se sostiene  fundamentalmente  en  dos  principios  rectores:  la lucha por la vida y la supervivencia del más apto. En efec-

presidida  por  el  azar,  que  será  quien  determine  las  con-diciones para que una especie sobreviva y otra decaiga. Y Darwin la denomina selección natural. Sobre este sustrato, un primo suyo, Francis Galton, le asignará a esta tesis un carácter  predictivo,  instalando  su  propuesta  de  selección 

 

Inquires into Human Faculty and its Development a partir de la conjunción de dos términos griegos eu-genes, de buen linaje, como “ciencia del cultivo de la raza, aplicable al hom-bre, a las bestias y a las plantas” (Álvarez Peláez, 1988, p. 

-

gaba a dejar actuar el azar y demandaba, a veces, muchos siglos de espera para obtener al más apto, Galton propone predecir quién será el más apto, es decir, quién ganará en la lucha por la vida y, desde ahí, establece una economía de 26
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cuidados, desestimando  a  quienes saldrían perdedores  en esa lucha. 

-

ye un rasgo típico de la agricultura y la ganadería, siendo, por ende, central su importancia en el abordaje del Derecho Agrario. En efecto, las exigencias productivas asociadas a 

consumidores, los imperativos estatales y el contexto inter-nacional, entre otros, obligan a diseñar estrategias de selec-

las múltiples necesidades de una economía a gran escala. 

como un elemento constitutivo de la agricultura y ganade-ría actual, y enfatizando en su carácter predictivo, antici-patorio  de  quiénes  -con el  tiempo- “ganarían” en  la  lucha por la vida, se evitaban cultivos y crianzas que no llegarían 

-

tramos con especies que no resistirían el almacenaje para la  posterior  venta  o  bien  no  obtendrían  aceptación  en  los mercados, ya sea por las preferencias de los consumidores o por su costo. Y allí entra en juego la selección.

Paralelamente,  también  durante  la  segunda  mitad  del siglo XIX, el biólogo alemán Ernst Haeckel, quien ha sido tildado como más darwinista que Darwin se convirtió, ade-más, en un acérrimo defensor de la teoría del inglés. Y con-cibió una imbricación entre la idea darwiniana de “selección natural” y el mecanismo de la “herencia de los caracteres adquiridos”  propiciado  por  Jean-Baptiste-Pierre-Antoine de Monet, caballero de Lamarck. Así las cosas, el darwin-
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transformista que hibridó la mencionada teoría de la “se-lección natural” de Darwin con la “herencia de los caracte-res adquiridos” de Lamarck mediante la “vía haeckeliana” 

Esta mirada, complementó las 

estrategias selectivas de sesgo eugénico, y se convirtió en una práctica indisociable de la producción agrícola y gana-dera.

Del ecosistema al agroecosistema.

Claves para entender la problemática

de la agrariedad

El  impacto  adquirido  en  nuestro  campo  disciplinar  por las tesis naturalistas antes mencionadas resultó determi-nante de la forma de explotación de la naturaleza. Una na-turaleza que fue asimilada por Ernst Haeckel a las socieda-des humanas. Así, destacaba que: 

La  historia  de  los  pueblos,  la  historia  uni-

versal, debe explicarse también por la selección natural...  No  obstante,  no  carece  de  interés  el demostrar aquí que la selección natural no obra 

-

Todos los niños débiles, enfermizos, afectados de algún vicio corporal, eran condenados a muerte 
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la que el pueblo de Esparta debió aquel grado de fuerza viril y de ruda virtud heroica (Barrancos, 

De  esta  forma,  Háeckel  explicaba,  al  estilo  de  Buffon, las  características  de  la  humanidad  no  europea,  a  la  que veía en un estadio evolutivo inferior, próximo a la vida de los  primates.  Desde  luego,  aún  allí  operaban  las  leyes  de la  dinámica  evolutiva,  razón  por  la  cual,  encontraba  que los  indios  pieles  rojas  en  la  América  del  Norte  hacían  su propio  esfuerzo  de  sobrevivencia  frente  al  embate  de  los blancos,  mediante  una  selección  eutanásica  de  los  recién nacidos, eliminando a los débiles y menos dotados. En ese 

los indios vedas o los australianos de raza negra presenta-ban una mayor proximidad psicológica con los vertebrados 

altamente civilizados.

Más  allá  de  ello,  y  desde  una  perspectiva  sistémica, Haeckel  fue  también  el  responsable  de  crear,  en  1869,  el 

 

estudia las relaciones de los seres vivos y el ambiente. Se pasaba, entonces, de los análisis zoológicos y botánicos con-siderados de manera aislada, a comprender las relaciones habidas entre tal o cual animal o vegetal y el medio en el 

una ciencia de relaciones, circunstancia que coadyuva deci-didamente para entender la crianza de ganados y el cultivo 
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del fundo, tal como actividades principales en la producción agropecuaria. 

Años después, en 1935 el botánico inglés Alfred George Tansley introduce el término ecosistema para referirse a un concepto  ecológico  holístico  e  integrativo  que  combina  los organismos vivos  y  el ambiente físico en un sistema. Así, 

formado  por  un  conjunto  de  organismos  vivos  (elemento 

-

-

nismos interdependientes que comparten el mismo hábitat.

Hasta  aquí  encontramos,  pues,  el  ecosistema  natural, es decir, sin intervención humana mediada por decisiones productivas  antrópicas  y  prescindente  del  complejo  agro. Ahora bien, una vez introducidas esas decisiones producti-vas por los sujetos agrarios, ya fueran estos públicos o pri-vados, ese ecosistema natural es deliberadamente alterado para el desarrollo de la explotación agropecuaria deseada. Se  origina,  entonces,  el  agroecosistema,  que,  en  términos biológicos, es un ecosistema debilitado, en atención, funda-mentalmente, a la exigua variabilidad biológica producto de esas decisiones productivas. Estas últimas, responsables de transformar un ecosistema en un agroecosistema abarcan un abanico inconmensurable de opciones, las que van desde la elección de cultivos ecológicos hasta crianzas intensivas 

por el concepto de utilidad, y con evidentes distintos niveles 

Una de las mayores expresiones de ese impacto durante 30


Derecho y agrariedad

la segunda mitad del siglo XX es la constituida por la deno-minada Revolución Verde. 

En esta sintonía, y ante el incremento notorio de los na-cimientos ocurridos  en países occidentales luego termina-

-

cido como baby boom-, vio nuevamente la luz el  principio de escasez malthusiana, reformulado, en general, a partir de  la  enunciación  del  neomalthusianismo.  Desde  ahí  se abonó  la  idea  de  que  un  incremento  sustantivo  de  la  po-

no sería compensado por el incremento de los rindes de la tierra para alimentación (los cuales crecerían en progresión 

alguna de sendas variables. Para ello, sostener el control de los nacimientos no resultaba claramente viable, menos aun luego de conocidos los horrores del nazismo. La solución pa-recía ser intervenir sobre los rindes, acrecentándolos, bajo el argumento de estar técnicamente en condiciones óptimas para  alimentar  a  una  población  mundial  en  creciente  ex-pansión.

Entre los años 1950 y 1960, en Estados Unidos, empie-

el aumento de la producción agrícola que se estaba dando en el país y que, más tarde, se extendería a otros países del mundo. Ese conjunto de mejoras técnicas en la agricultura puesto en marcha hacia la década de 1960, fundamental-mente en India, Pakistan, Turquía y Filipinas -aun cuando se  pensó  en  extenderlo  a  otras  regiones  del  mundo-  reci-bió el nombre de Revolución Verde. El agrónomo Norman 
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Borlaug fue quien empezó a investigar con especies de arroz, trigo y maíz para conseguir variedades más productivas, ya que la baja producción de los cultivos tradicionales no tenía capacidad para satisfacer la demanda alimentaria de una población que no paraba de crecer. Borlaug, con la expecta-tiva de introducir de lleno esa revolución en Sudamérica, visitó Argentina varias veces y durante los años 60, trabajó junto al INTA Marcos Juárez en la selección de campos ex-perimentales en Argentina para el desarrollo de cultivares adaptados a la producción local. 

 La necesidad de esta revolución se debe a que la agri-cultura tradicional parecía no poder dar respuesta a la de-manda  incremental  de  alimentos.  Así,  construida  bajo  el argumento inapelable de erradicar el hambre y la desnutri-ción, también se originó una devastación ambiental de los ecosistemas, con repercusiones altamente negativas. 

Las  características  fundamentales  de  esta  revolución, llevada a cabo inicialmente sobre trigo, maíz y arroz, con-sistieron en la intervención protagónica de los laboratorios agronómicos, que eran quienes generaban las semillas óp-

-

Además,  se  incluyeron  mejoras  estéticas  y  organolépticas que facilitaban su preferencia por parte de los consumido-res, respecto a los cultivos tradicionales; y eran, asimismo, más resistentes a las condiciones climáticas adversas. Este cambio  en  la  explotación  agropecuaria  implicó  una  gran utilización de agua para riego, el uso de grandes cantidades 
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una mejor producción; y la mayor dependencia al petróleo como generador de combustibles para el funcionamiento de la maquinaria agrícola imprescindible para el cultivo de es-tos productos. En este contexto ingresa, además, la biotec-nología agropecuaria o agrobiotecnología, generando para-lelamente, una mayor dependencia económica a los países generadores del   en detrimento de los que poseen 

los recursos naturales sobre los cuales éste debe aplicarse. 

Lejos  de  contribuir  a  la  erradicación  del  hambre  mun-dial, el modelo actual de agricultura y ganadería profundi-za  la pérdida  de  soberanía  alimentaria,  incluso  en  países productores de materias primas del agro, al tiempo que los 

-

cientes. 

selectivo propio de la agrariedad, dotado de características transhistóricas, estuvo y está necesariamente fundado en el principio de escasez malthusiano e instrumentado mer-ced a la eugenesia. Y, nos convoca a interpelar el concepto mismo de utilidad en el mundo natural, puesto que, pare-ce lógico que nadie cultive o críe lo que no le resulte útil. Temática  en  la  cual  se  dan  problemáticas  más  que  preo-cupantes, toda vez que la utilidad (leída, en nuestros días, fundamentalmente,  desde  los  rindes  y  las  variaciones  de 

selectivo utilizado en el agro. Selección que amerita ser re-visada, a su vez, a la luz de las repercusiones ambientales 

y  contextualmente  ineptos,  considerados  inútiles.  Debate 
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protagónico vigente en nuestros días y que irrumpe en el Derecho Agrario actual, dando lugar a una impostergable mirada agroambiental, la cual adquiere legitimidad merced a la insustituible presión selectiva originada por las diver-sas actividades agrarias, y su innegable repercusión en el entorno.

Derecho Agrario, autonomía

o especialidad disciplinar

Si pretendemos reconstruir aspectos del itinerario segui-do  por  la  normativa  agraria,  en  cuanto  expresión  emble-mática del Derecho, cabe reconocer sus antecedentes más remotos en el Código de Hammurabi, proveniente de la re-copilación de la legislación existente en Babilonia hacia el año 1750 a.c. por el rey persa Hammurabi; y en el texto le-gal romano originado hacia mediados del siglo V a.c. conoci-do como Ley de las XII Tablas. Ajena a cualquier referencia erudita o caprichosa, resulta lógica la mención de estos cor-pus puesto que, el Derecho -todo Derecho- no posee carác-ter predictivo en términos epistemológicos, sino que regula relaciones preexistentes, siendo por entonces agrarias las relaciones  que  estos  cuerpos  normativos  eran  llamados  a reglamentar. No obstante, el Derecho Agrario como es con-cebido en la actualidad, no fue conocido ni en la antigüedad, ni en Grecia y Roma, limitándose, por entonces, sus norma-tivas al campo del ius civile.

Ahora bien, más allá de esas legislaciones que hoy pue-
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autorizada doctrina contemporánea, el primer acercamien-to histórico al origen del Derecho Agrario como ciencia se sitúa en la Italia de principios del siglo XX, seguido de cerca 

-

XVIII y principios del XIX. No obstante, estos acercamien-tos estaban desprovistas de una continuidad metodológica y  se  encontraron  con  el  obstáculo  que  representó  para  lo 

 

en cierto modo, cualquier regulación diferenciada. Esta es-pecie de des-agrarización del Derecho impactó en diversos países que tomaron de fuente al código francés, incluyendo, de más está decirlo, al Código Civil argentino. En este con-texto,  el  Derecho  Agrario  quedó  absorbido  en  el  Derecho Civil, desconociéndose todo reclamo de autonomía o espe-

harto negativa en las relaciones sociales con pretensión de regulación normativa originadas en el mundo agrario. 

Esa realidad adquirió notoriedad en los legítimos recla-mos de los chacareros expresados en el denominado Grito de 

2 La libertad, entendida desde el contexto del 

Derecho Civil napoleónico, distaba de los requerimientos de 

 

2 -

careros que, originada en Alcorta -Santa Fe- se extendió hacia el sur de esa provincia, Buenos Aires y Córdoba, entre los que destacamos el 
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la particular tutela legislativa exigible para lo agrario. En efecto,  una  lectura  jurídica  de  los  reclamos  realizados  en esa protesta agraria habilita la intención de los huelguis-

-

socioeconómica del agro. Así, desde la duración de los con-tratos de arrendamientos hasta la posibilidad de constituir un domicilio especial distinto del real del arrendatario y la obligación de comprar o vender la producción a persona o empresa determinada por el arrendador, constituyeron los ejes problemáticos sobre los cuales se concentró la protesta. Ellos, autorizados legalmente por el Código Civil, no resul-taban legitimados en la realidad agraria. Y, tal fue la en-vergadura de estos reclamos que dieron origen a la creación 

-

guras estas claramente constitutivas de la parte más débil de la relación contractual de entonces.

Por  su  parte,  la  ya  existente  Sociedad  Rural,  fundada 

-

pietarios de tierras dedicados a la agricultura y la ganade-ría. En síntesis, podríamos convenir que el Grito de Alcorta admite ser leído como prueba del reclamo de la necesaria autonomía  o  especialidad  legislativas  de  nuestra  discipli-

innegable. 

En esta sintonía, es dable advertir que el concepto de Derecho  Agrario  ha  sido  percibido  desde  múltiples  pers-pectivas  y,  además,  que  los  cambios  habidos  en  su  con-36
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cepción involucran, paralelamente, las controversias res-

la existencia de principios generales comunes a ella, y, a la  vez,  propios,  que  permiten  diferenciarla de otra  rama jurídica. Aquí nos remitiremos a los debates doctrinarios iniciados  en  la década de 1920 desde  donde  se defendie-ron  dos  posturas,  en  principio,  antagónicas:  la  sostene-dora de la autonomía del Derecho Agrario y la defensora de su especialidad. Estas miradas quedaron expuestas en Italia, entre los años 1928 y 1931, y pueden sintetizarse en las posiciones adoptadas por dos escuelas doctrinarias, expresadas con profundidad en las páginas de la di Diritto Agrario . La Escuela Técnica Económica condu-cida por el mentor de esta revista y fundador de nuestra 

defensor  de  la  autonomía  del  Derecho  Agrario,  la  cual 

tierra, como “cosa” productiva, consideraciones históricas, criterios económicos y en el tecnicismo de la agricultura, lugar  desde donde concebía el Derecho Agrario como jus proprium. Por su parte, la Escuela Jurídico-formal condu-

-

lista, basándose en la norma más que en la realidad y en las leyes económicas que la gobiernan negaba la autono-mía de nuestro Derecho. En resumidas cuentas, la teoría 

fronteras claras entre éste y las otras ramas del Derecho; mientras  que  la  contraria  a  la  autonomía,  consideraba a  nuestro  Derecho  dentro  del  tronco  común  del  Derecho 
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Civil, aun cuando, sus particularidades lo hacían suscep-

El  eje  del  emblemático  debate  entre  Bolla  y  Arcángeli se  centraba  en  la  existencia  o  inexistencia  de  principios propios y exclusivos, que permitieran distinguirlo de otras ramas  jurídicas  y,  a  la  vez,  dotados  de  coherencia  lógica interna. Sin embargo, cabe destacar que, contextualizando 

-

cendiente carrera política durante el régimen de Mussolini, llegando  a  ocupar  diversos  cargos,  desde  diputado  hasta Subsecretario de Estado de Finanzas entre 1934 y 1935. Fue, asimismo, miembro del Consejo Nacional de Corporaciones y vicepresidente de la Confederación Nacional Fascista de Campesinos. Por su parte, el profesor Bolla fue quien creó, en  1922,  la                               .3  Según  este  autor, el  Derecho  Agrario  debía  tomar  en  cuenta  los  elementos históricos, criterios económicos y motivos ideológicos; y así comenzar a impulsar la necesidad de un sistema coheren-

-

dinación entre las normas del Derecho Privado y Derecho Público.  En  esta  lógica,  la  principal  fuente  del  Derecho Agrario era la costumbre, como una forma de mantener el ambiente histórico y económico propio del mundo agrario. 

El  debate  doctrinario  trabado  entre  Arcángeli  y  Bolla 

-

 

3  Una  sentida  referencia  a  la  vida  de  Bolla  fue  publicada  por  su discípulo,  Ballarín  Marcial  quien  no  escatima  elogios  intelectuales  y 
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ción del Congreso Internacional de Derecho Agrario, Santo Domingo, República Dominicana, en septiembre de 1986 y reproducido en el capítulo de su exclusiva autoría, titula-do “Autonomía y especialidad” del texto publicado junto a 

la ocasión, ese autor costarricense enfatiza que, la ciencia del Derecho Agrario nació en 1922 con la fundación de la 

 y la aparición de la primera cáte-

dra de Derecho Agrario, ambas iniciativas a cargo de Bolla. 

Asimismo,  en  Argentina,  destacamos  la  propuesta  pre-sentada  por  el  profesor  de  la  Universidad  Nacional  del Litoral,  Raúl  Mugaburu,  quien,  contemporáneamente  a Bolla  en  1933  enuncia  su  teoría  autonómica  del  Derecho Rural.

Ahora bien, recién en la década de 1970, y merced a la teoría de la agrariedad de Carrozza, surge la denominada Escuela moderna del Derecho Agrario. Podríamos decir -si-guiendo a Carrozza- que este debate sobre el problema de la autonomía se ha convertido en una discusión puramente académica, puesto que se encuentra con la realidad de un 

-

obstante,  paralelamente,  la  problemática  agraria  se  com-plejizaba, ante la irrupción de las exigencias provenientes de  la  perspectiva  ambiental.  Desde  esta  mirada,  comien-zan  a  advertirse  los  perjuicios  ocasionados  por  las  activi-dades  agropecuarias,  así  como  por  la  utilización  de  insu-

para combatir las especies inútiles que turban su existencia 
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insumos, denominados genéricamente como agroquímicos, fueron tempranamente denunciados por la bióloga marina Rachel Carlson, quien, en 1962 publica su emblemático tex-to Silent Spring 

Revolución Verde y, a nivel jurídico, merced al hito que sig-

sobre  el  Medio  Humano,  más  conocida  como  Conferencia de Estocolmo, celebrada en esa ciudad europea en de 1972.

Prosiguiendo  con  la  evolución  conceptual  del  Derecho Agrario,  no  es  casual  que  la  cuestión  ambiental  comien-ce  a  formar  parte  de  su  agenda.  Así,  en  el  VI  Congreso Internacional de Derecho Agrario, de los Recursos Naturales y  el  Medio  Ambiente  rural  que  tuvo  lugar  en  Rosario  en 1994 -y del cual tuvimos la oportunidad de participar como 

Alberto Germanó recordaba que hasta la década de 1940 el fundo rústico constituía la realidad económica de la época, el elemento fundamental de la hacienda agrícola, el factor productivo esencial. Se ignoraba por entonces otra forma de producción agraria, siendo, por ende, entendido el Derecho Agrario  como  “el  Derecho  de  la  empresa  agraria  ejercida sobre un fundo agrícola”. Advirtiendo, a su vez, la pérdida de centralidad de la tierra en pos del ciclo biológico como elemento fundamental, por lo que nuestro derecho pasa a ser “el Derecho de la empresa que cuida el ciclo biológico de seres vegetales y animales”, poniendo particular énfasis en el momento de la producción, y sólo en un segundo plano el momento del comercio. 
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La tesis esgrimida por Germanó destaca, así, la categoría 

el profesor de Roma que “por lo tanto la actividad agraria 

productos  para  introducir  en  el  mercado  agrícola”,  y  que son  ellos  lo  que  hace  su  especialidad,  a  su  diferenciación con los productos industriales, “al modo difuso” y atomiza-do de ser de las empresas agrarias, y sobre todo a las le-yes económicas que gobiernan a la demanda por lo que al 

-

ción sucede el criterio de las leyes económicas que regulan el mercado de los productos agrícolas, criterio que estima esencial para distinguir la empresa agraria de la comercial, y ello es así dado que su característica fundamental “es la de  satisfacer la  necesidad  esencial  de  la  alimentación  del ser humano, dotada de demanda inelástica, requiriéndose, por ende, la necesidad de protección del agricultor y de un régimen especial y de poner en equilibrio las distintas for-

 

agrario” imponen cambios en su objeto de estudio así como, también,  en  materia  de  su  enseñanza.  Es  decir,  ya  no  es el  Derecho  Agrario  tradicional  entendido  como  Derecho fundiario, ni tampoco un Derecho de la agricultura en su 

-

tender el objeto a las modalidades con que el agricultor se 

A su vez, la tesis del Derecho Agroalimentario, del juris-ta español Alberto Ballarín Marcial, lo considera abarcati-
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vo de las producciones obtenidas en el “ager”, es decir en el fundo, sean éstas de carácter alimentarias o no, pero tam-bién todas aquellas que son típicamente alimentarias, aun obtenidas fuera de este medio natural por lo que considera que la expresión clásica “Derecho Agrario” pasa hoy a ser 

-

rio”, toda vez que el objeto del nuevo Derecho “agro alimen-tario” no es ya la tierra, ni siquiera la empresa, ni la refor-ma  agraria,  “sino  el  complejo  agro  alimentario”  (Brebbia, 

-

vernaderos y granjas en cuanto sean de productos alimen-tarios. Además, los productos obtenidos por procesos bioló-gicos controlados por el hombre, ya sea madera, productos 

incumbencia del Derecho Agroalimentario resulta, además, comprensivo de la distribución y el consumo de productos agrarios. En esta sintonía, resulta por demás atractiva la tesis de este doctrinario según la cual por estos tiempos el objeto de estudio del Derecho Agrario debería hacerse cargo de lo agroalimentario -es decir, lo inclusivo de las produc-ciones realizadas en invernaderos y granjas en cuanto sean de  productos  alimentarios-  en  cuanto  comprensivo  de  un todo  excedentario  del  fenómeno  producto  para  llegar  con su  regulación  hasta  su  distribución  y  consumo  (Ballarin 

-

talaciones sin tierra, sólo debían ser incluidos en el Derecho Agrario si eran  de  carácter  alimentario;  lugar desde  don-de enmarca su axiología, vinculada a la protección jurídica agraria. Al salirse de la problemática de la tierra, sólo los 42
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alimentos  debían  preocupar  al  legislador  (Malanos,  2022, 

Entre los tantos conceptos de Derecho Agrario que se han enunciado  durante  el  siglo  XX,  puede  recuperarse  el  del mencionado Arcángeli, para quien nuestro Derecho es “el complejo de normas, sean de Derecho Privado o de Derecho Público, que regulan los sujetos, los bienes, los actos y las relaciones jurídicas pertenecientes a la agricultura”; mien-tras que Emilio Romagnoli lo conceptualiza como “el siste-ma de normas, tanto de Derecho Público como de Derecho Privado, en materia de personas, bienes, actividad, actos, derechos  y  relaciones  atinentes  a  la  agricultura”.  Otras orientaciones doctrinarias, en cambio, procuran ver a esta disciplina como el “derecho de la empresa agraria” (Fulvio 

del  empresario  agrícola”.  Por  su  parte,  Antonio  Carrozza sostiene que el Derecho Agrario es “el complejo ordenado y sistematizado de los institutos típicos que regulan la ma-teria agricultura sobre el fundamento del criterio biológico 

el conjunto de normas que regulan cuanto se 

a la explotación y a la empresa agraria y al con-

mediante una adecuada y permanente acción de reforma-, todo ello en el ámbito de la ordenación del territorio y el objeto inmediato de la defensa del agricultor, la producción de alimentos vegeta-

43

Marisa Adriana MIRANDA y Agustín Lezcano CIRONE - Coord.

el desarrollo y mantenimiento del equilibrio eco-lógico, mediante la conservación de la naturale-za y el aprovechamiento racional de los recursos 

Según  nuestro  maestro,  el  Profesor  de  la  Universidad 

Derecho Agrario es el

orden jurídico que rige las relaciones existen-

tes  entre  los  sujetos  agrarios,  con  referencia  a objetos  agrarios  y  con  el  propósito  de  proteger los  recursos  naturales  renovables,  fomentar  la producción agropecuaria y asegurar el bienestar 

Corresponde ahora, para concluir el análisis respecto a la autonomía o especialidad disciplinar, referirnos a la tradi-cionalmente denominada autonomía didáctica. Sobre ella, el  panorama  es  bastante  disímil.  Hay  universidades  que, como las de La Plata, del Litoral y de Rosario lo enseñan de manera independiente, otras lo incluyen en el marco del Derecho de los Recursos Naturales, del Derecho Ambiental o bien, en un bloque conjunto con el Derecho de la Minería y Energía. Sin embargo, cabe recordar que el Derecho cons-tituye un orden cuya unidad es intangible y sólo se admite 

de  sus disposiciones a determinadas formas de conductas 

regulación jurídica rige formas de comportamientos, cuyos propósitos inmediatos determinan modalidades propias del quehacer humano, que impone la conveniencia de legislar-44
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que nada escape a su total integración. De manera que, si bien el Derecho en sí contiene (o, al menos aspira a conte-

-

-

tante adentrarse en las trabazones que ligan las relaciones intersubjetivas en la comunidad. 

Nótese, asimismo, que la autonomía didáctica del Derecho Agrario  fue  aconsejada  aun  por  quienes,  como  Arcángeli, negaban la existencia de principios jurídicos propios y ex-clusivos que caracterizaran a la disciplina, reconociendo la conveniencia de su enseñanza especial (Brebbia y Malanos, 

 

Repensar el objeto del Derecho Agrario

a partir de los desafíos contemporáneos

 

de nuestra disciplina, indudablemente contexto dependien-

 

que fue entendido como Derecho genérico de la agricultu-ra; como un Derecho del fundo y de los productos agrícolas; como Derecho de propiedad de la tierra; como un Derecho de los contratos agrarios; como Derecho de la actividad bajo forma de empresa; como Derecho de los recursos naturales; como Derecho del territorio productivo; como Derecho agro-

-
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ambiental. Según nuestra postura, el Derecho Agrario (ya 

que la sustentan (en el supuesto de haber sido incorpora-

que lo interpela desde diversos campos. 

En  efecto,  tomando  como  uno  de  los  ejemplos  más  em-blemáticos  que  expresan,  en  tiempos  recientes,  esa  dina-micidad, cabe mencionar la inclusión en su abordaje de la perspectiva  ambiental,  convirtiéndose,  pues,  su  objeto  de estudio en agroambiental. De manera que, desde un enfo-que actual de nuestra rama jurídica se impone la incorpo-ración de esa mirada, en cuanto recepción ineludible de la problemática vinculada a la presión selectiva originada por las  diversas  actividades  agrarias,  y  su  lógica  repercusión en  el  entorno.  No  obstante,  en  la  concepción  del  Derecho Agrario  actual  que  proponemos,  caracterizada  por  un  ob-jeto  de  estudio  eminentemente  ampliado  y  dinámico,  se incluyen, además, perspectivas abarcativas de la explota-ción familiar y, a la vez, también la producción orientada 

-

meno  francés  de  las  cadenas  agroalimentarias,  mediante las cuales el producto nacido de la explotación y a través de diferentes líneas o sectores de tratamiento y comercio, llega hasta el consumidor de acuerdo con el precio y las condicio-

 

Paralelamente,  este  imprescindible aggiornamento  del objeto de estudio del Derecho Agrario también debe tener en cuenta la inclusión del análisis jurídico de la moderna bio-46
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tecnología agropecuaria, o agrobiotecnología. En este mar-co, y habida cuenta de la extensión e importancia caracte-

-

el modelo agropecuario, estimamos necesario un abordaje jurídico crítico, que atienda la regulación de esas activida-des, complejizadas hoy en día merced a las intervenciones biotecnológicas  modernas,  las  cuales,  con  la  introducción de la transgénesis, generan nuevas problemáticas. Como es sabido, a partir del descubrimiento de la cadena de Ácido 

-

animales y vegetales, creando los denominados Organismos 

-

tos de ingeniería genética y transgénesis aplicados al agro. En  este  marco,  el  Derecho  Agrario  es  la  disciplina  mejor posicionada epistemológicamente para abordarlas.4

Las cuestiones agrobiotecnológicas deben ser analizadas, 

-

cia indiscriminada en el medio rural de productos que re-sultan dependientes de la utilización de agroquímicos y, por 

-

mentaria del país, dado que quienes tienen el   de 

 

4 Coincidimos, al respecto, con lo manifestado por Facciano, quien, aplicando la teoría de Carrozza a la actividad agrobiotecnológica, sos-tiene que ésta es subsumible dentro de la misma, al igual que, como su natural consecuencia, también lo es su marco regulatorio en el Derecho 
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los OGM también poseen las patentes de los agroquímicos 

OGM. Asimismo, la biotecnología agropecuaria también in-

en el ambiente rural, turbando de esta manera los princi-pios ambientales e prevención y precaución; principios que, tal  como  veremos  en  este  capítulo,  resultan  incluidos  de manera indefectible entre los principios fundamentales del Derecho Agrario actual. 

A  ellos  se  agrega  como  principio  medular  de  nuestra disciplina  la  perspectiva  de  género.  Ello,  puesto  que  es bien sabida la desigualdad laboral existente entre muje-

adquiere contornos extremos cuando la mujer se convier-te en madre. Así, si bien la maternidad, en términos la-borales, siempre resulta una complejidad para las muje-res, más aun lo es cuando ellas laboran en la producción agropecuaria. Agravándose aun más la cuestión con las tareas  de  cuidado  atribuidas  culturalmente  a  las  muje-res. Un cuidado que, ya sea de sus hijos o de sus padres, siempre  implica  un  desdoblamiento  de  responsabilida-des en ellas que generan altas situaciones de estrés. En efecto, en este breve recorrido sobre el objeto de estudio del Derecho Agrario cabe interrogarnos, con mayor pro-fundidad, en la necesidad o conveniencia de  aquél  para receptar la perspectiva de género; y advertir la exigencia de revisar desde esta perspectiva tanto su marco episté-mico como su locus práctico. Es decir, si la realidad de las “mujeres del campo” debe ser pensada desde la premisa 48
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que, sintéticamente, nos permite sostener que el Derecho 

sobre  ello  constituye  un  imperativo  que  resulta  indiso-ciable de la problemática actual. De esta manera, y ha-ciéndonos eco de la particular dinamicidad, reconocemos que nuestro Derecho, como cualquier otra disciplina ju-rídica o extrajurídica, debe incorporar la perspectiva de 

5  Así  lo  sos-

tiene,  por  ejemplo,  el  Programa  “Género  y  Derecho”  de la Universidad de Buenos Aires, el cual tiende a contri-buir a la transversalización del enfoque de género en la Facultad de Derecho. Ello, teniendo en cuenta, además, una metodología que “analiza y visibiliza las desigualda-des construidas a partir de las diferencias sexuales, des-

-

viesan las relaciones sociales y que ocupan un lugar cen-tral en los debates sobre todas las disciplinas académicas 

Dicho 

esto, enfatizamos aquí en la imperiosa necesidad de que el  Derecho  enseñado  en  las  Facultades  de  la  República Argentina, sea, en realidad, un Derecho que, advirtien-do aquellas desigualdades de género, trabaje en función de revertirlas. Para avanzar en este sentido, se requiere, además, de un trabajo didáctico inclusivo de la perspecti-va de género en su enseñanza universitaria. 

 

5 Sobre la inclusión de la perspectiva de género en la enseñanza del Derecho en general, remitimos a: González, 2019. 
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Desde esta sintonía, cabe agregar que aquellos mentados 

-

cos del Derecho Agrario tradicional, no podrán ser entendi-dos, hoy día, como violatorios de los principios de eticismo y solidaridad, presupuestos insoslayables del denominado Derecho Ambiental, inclusivo, de manera indisociable, del paradigma de los Derechos Humanos. Integración que, ade-más, debe incorporar un enfoque desde la ineludible pers-pectiva  de  género.  Ello,  toda  vez  que  el  Derecho  Agrario -como  toda  rama  jurídica-  debe  contemplar  las  diversas fuerzas que operan en la  realidad  que  propone gestionar, entre las cuales podemos mencionar los poderes económi-

En  resumidas  cuentas,  el  estudio  del  Derecho  Agrario impone en nuestros días, incluir, en el marco de la dinami-cidad propia de su objeto de estudio disciplinar, las proble-máticas agroambiental y agroalimentaria imbuidas, nece-sariamente, de la perspectiva de género. 

Esta perspectiva, eminentemente integradora de las di-

la necesaria actualidad que permite abordar las diversas e innovadoras gestiones sobre el mundo natural, marcadas, como anticipamos, por el principio de utilidad. Así las co-sas, y teniendo en consideración la advertencia hecha por 

respecto  a  la  particular  sensibilidad  del  Derecho  Agrario para “reaccionar” ante los problemas sociales y económicos y las variadas soluciones que a los mismos aportan los cam-biantes  enfoques  según  épocas  y  lugares,  resulta  induda-50
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ble la necesidad de una nueva reformulación, para el caso ampliatoria,  de  su  objeto  de  estudio.  En  efecto,  ante  este fenómeno  inclusivo  de  los  nuevos  paradigmas  que,  como el  ambiental,  vienen  a  resolver  viejos  problemas  o,  como el agrobiotecnológico, que se enfoca en los nuevos avances 

impostergable de incluir la perspectiva de género en todo abordaje jurídico, y, por ende, también en el objeto de es-

que atraviesa su corpus hermenéutico, doctrinario y legis-lativo. 

agrarista  que  excluya  alguno  de  esos  tres  pilares  (el  am-

caería  en  la  inobservancia  del  mandato  de  los  Derechos Humanos resultando, por lo tanto, ilegítima. 

 

del Derecho Agrario 

Convengamos en que la existencia de principios es, con-

constitutivo.  Así,  desde  el  autor  español  Ballarín  Marcial -discípulo de Bolla- hasta quien fuera profesor de nuestra Facultad, Antonino  Carlos Vivanco,  lo  han  reconocido ex-presamente; entendiendo el primero que sin principios ge-nerales no hay sistema posible de Derecho Agrario, y que descubrir estos principios, aplicarlos y tenerlos en cuenta para  toda  elaboración  doctrinal,  es  una  de  las  tareas  del 
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agrarista en tanto que jurista. Por su parte, Vivanco tam-bién sostiene la existencia de principios apriorísticos extraí-dos del Derecho puro y del contenido empírico de la legis-lación agraria. Estos principios, además, también detentan 

 

una adecuada interpretación legislativa. 

En  esta  sintonía  retomaremos  la  teoría  de  nuestro Derecho  elaborada  por  Vivanco  para  luego,  intentar,  a partir de ella, actualizarla conforme la mirada actual que proponemos. Así, a partir del concepto de Derecho Agrario elaborado  por  este  jurista,  surgen  los  principios  rectores, que, en resumidas cuentas, se reducen a la conservación del recurso natural renovable; el incremento racional de la pro-ducción; y la seguridad y el progreso social (Vivanco, 1967, 

 

Respecto al primero de estos principios, Vivanco entien-de que se debe una especial protección a los recursos natu-rales renovables, limitándose el derecho a su disponibilidad en función a la capacidad productiva de los mismos. Sobre el particular, y en atención a las “actualizaciones” impues-tas por los hechos y reconocidas por el Derecho (recordemos las previsiones del art. 41 de la Constitución Nacional y del 

consideramos  oportuno  revisar  esta  tradicional  distinción de  los  recursos  naturales  en  renovables  y  no  renovables, y sostenemos la conveniencia de tratar a todos ellos desde 
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contextuales  antes  descriptos,  algo  inadecuada  (Carrozza 

 

como  renovables  -como,  por  ejemplo,  la  tierra  productiva o la fauna silvestre- sigan hoy manteniendo esa categoría en atención a las características de las explotaciones agro-pecuarias  instaladas  cuanto  menos  desde  la  Revolución Verde. La necesidad  de  protección de “todos” los  recursos naturales se armoniza así con el principio de sustentabili-dad ambiental de jerarquía constitucional. 

El segundo de los principios antes referidos sostiene que toda norma jurídica debe garantizar el fomento y la produc-ción de la actividad productiva agraria. Ello, toda vez que la actividad agraria representa el contenido material de la normatividad jurídica agraria; y, a la vez, es de necesidad social en  atención directa con la satisfacción de necesida-des vitales de las poblaciones humanas; teniendo en cuenta -sostenemos nosotros- la explotación racional de los recur-sos  naturales  implicados  en  la  producción,  circunstancia también asociada a la ética intergeneracional implícita en el principio de sustentabilidad ambiental. 

Asimismo,  el  tercero  de  los  principios  enunciados  por 

-

ducción agropecuaria. Un interés que es excedentario de lo agrario propiamente dicho, e impacta, según nuestra mira-da, en diversos aspectos de la vida en sociedad, que van des-de las relaciones familiares y de género hasta la economía 
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familiar y comunitaria. De manera que este interés social implica, para nosotros, una política distributiva de la rique-

Recordemos aquí, por ejemplo, la agricultura familiar y su impostergable fortalecimiento.

En este marco, cabe convenir -retomando a Vivanco- que 

-

Son múltiples los ejemplos que denotan las inequidades en el  ámbito  rural,  los  que  mantienen  en  diversos  países  de 

rurales, despreciando la dignidad humana y de justicia so-cial; olvidando la inmanencia de que, a mayor justicia social corresponde siempre un mayor desarrollo.

Finalmente, podríamos sostener la explícita vinculación entre los distintos estadios del proceso agrícola y ganadero, en  cuanto  principio  de  coordinación  sistemática,  que  per-mita asegurar y garantizar la producción agropecuaria en todas  sus  fases,  percibida  desde  una  especie  de  concepto de verticalidad -en el sentido de producción vertical-. Para 

los productos agrarios, los cuales, con excepción en líneas generales, de la horticultura, requieren indefectiblemente de un procesamiento antes de su puesta en venta para el consumo humano. 

De esta manera, sostenemos que el Derecho Agrario hoy debe incluir un enfoque agroambiental, interpelado desde las  prácticas  agrobiotecnológicas  y  transversalizado  por una perspectiva de género. Lógicas que resultan esencial-54
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mente nutridas por el principio de precaución, mediante el cual

cuando una actividad constituya amenaza po-

tencial, pero incierta por falta de información o 

grave o irreversible, tanto presente como futuro a la salud o al medio ambiente, habilita y obliga a los poderes públicos a adoptar medidas preven-tivas efectivas, proporcionadas y de carácter pro-visional, previa evaluación experta del riesgo de producción del mismo (Facciano y Moresco, 2020, 

Ese principio, aplicado -a diferencia del de previsión- ante 

-

tituye una de las piedras angulares del desarrollo sostenible impuesto a nivel constitucional. Así, en materia de preven-ción, el Estado u otro sujeto conminados a adoptar  la dili-gencia debida, se destacan las obligaciones de conformar un 

-

cunstancias normales, que de las actividades desarrolladas en áreas bajo su jurisdicción no surjan daños a otros sujetos internacionales;  hacer  uso  diligente  de  ese  aparato  según la  magnitud  de  los  riesgos  emergentes  de  las  actividades; prohibir  las  actividades  ciertamente  dañosas; exigir  el uso de tecnologías limpias; crear sistemas que permitan a even-tuales víctimas condiciones rápidas de reparación, entre las 

Mientras que el principio de precaución consiste en una obligación  por  parte  del  sujeto  decisor  de  agotar  las  vías 
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para alcanzar las certezas necesarias en torno a la existen-cia o no del riesgo sospechado antes de autorizar una acti-vidad y cubrir las seguridades básicas acordes al potencial riesgo dudoso afrontado. De permitirse la actividad, obran-do con ligereza ante la duda y producirse un daño, se habría incurrido en imprudencia en la gestión de gobierno, gestión que lleva implícita la “custodia” de los bienes comunes de conformidad a las previsibilidades disponibles. Bien seña-lan numerosos convenios internacionales que la aplicación de la cautela es un verdadero “deber”, implicando su inob-servancia violación de la obligación de comportamiento es-tablecido de tomar debida previsión de los potenciales ries-gos y obrar conforme a las potenciales consecuencias de los actos. Señala, al respecto, que debe tenerse en cuenta que, de producirse un daño como consecuencia de la falta de cau-tela, ese daño no será una mera privación de una ventaja o 

-

torno vital insustituible y, frecuentemente, no reparable en su  integridad,  con  consecuencias  difícilmente  predecibles 

De esta manera, ambos principios -el de prevención y el de precaución- pensados desde su destinatario principal, el  ambiente,  incluyen  una  necesaria  ampliación  fáctica hacia  lo  agroambiental.6  Por  ello,  involucran,  por  ejem-plo,  la  responsabilidad  del  Estado  en  la  autorización  de 

 

6 Para una mirada ampliada de estos principios, remitimos a: Silva Hernández, 2019.

56


Derecho y agrariedad

agroquímicos altamente tóxicos, así como en su control de venta y aplicación, período de carencia y demás cuestiones concatenadas. 

Así las cosas, sostenemos que la integración de los prin-cipios  tradicionales  del  Derecho  Agrario  con  los  nuevos principios  recién  referidos,  involucran  de  manera  directa los Derechos Humanos, tornando su observancia imposter-gable.

La actividad agraria y su importancia

para nuestra disciplina

De lo dicho hasta aquí se evidencia que, en gran medi-da, el Derecho Agrario tiene por objeto el estudio y la ins-trumentación normativa de la actividad agraria,7 teniendo como faro axiológico y hermenéutico los principios genera-les antes expuestos. 

Entendemos  inicialmente  por  actividad  agraria  a  una forma de actividad humana tendiente a hacer producir a la naturaleza orgánica cierto tipo de vegetales y de animales 

-

-

 

-

 

7  Coincidimos  aquí  con  el  enfoque  dado  por  Leonardo  Pastorino 
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rita, a la vez, distinguir dos términos que suelen ser usa-dos erróneamente como sinónimos: lo agrario y lo rural. El primero implica productividad de la naturaleza, mientras que, lo rural se encuentra fundamentalmente vinculado a su ubicación. Sendas expresiones, ambas provenientes del latín, fueron utilizadas ya en el Derecho Romano; mediante la palabra agrario, en cuanto originada en el término agra-rius, ager, se hace referencia a la tierra productiva; mien-tras que el vocablo rural, derivado de rurales, rus, es, por 

urbs. Ello, aun cuando hoy 

día cabe sostener que lo agrario no requiere necesariamen-te del factor tierra, el cual, si bien constituye un elemento usual, no es imprescindible (pensemos, por ejemplo, en los 

 

-

tras que lo rural ocuparía el lugar contrario a lo urbano, a lo citadino. Y, si bien es habitual que la actividad agraria se desarrolle en ámbitos rurales, la ruralidad de lo agrario no constituye un elemento esencial. En efecto, existe activi-dad agraria en ámbitos urbanos, de la misma manera que no toda actividad realizada en el campo es agraria per se. Marco en el cual se inserta lo agroambiental como compren-sión de la insustituible presión selectiva originada por las diversas actividades agrarias, y su ineludible repercusión en el entorno.

Ahora  bien,  retomando  nuestra  pregunta  resulta  claro 

manera  decisiva  en  nuestro  campo  disciplinar,  comienza 58
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antes de la preparación del suelo y la siembra. En efecto, el laboratorio resulta aquí indispensable para producir avan-ces del conocimiento que permitan satisfacer de mejor ma-nera  las  necesidades  básicas  a  las  cuales  está  llamado  el Derecho Agrario. Así, podría decirse que la actividad agra-

-

pieza, en cierta medida con la experimentación de labora-torio para lograr el objetivo productivo deseado de acuerdo a las pautas de utilidad que signan estos procedimientos.

agrario, es decir, hasta donde deberían llegar los alcances de su normativa y la aplicación de sus principios, funda-mentalmente tuitivos, sería ubicado, entonces, en la pers-pectiva  agroalimentaria,  incorporada  gracias  a  Ballarín Marcial a la dogmática actual del Derecho Agrario, contex-to en el que este autor ubica al Derecho Agroalimentario, ocupado, además de la producción agraria, del comercio de los productos agrícolas en el sentido de las organizaciones comunes de mercado. De manera que el fenómeno agroa-limentario se compone de todos los productos vegetales o animales  destinados  a  la  alimentación  humana  bien  sea directamente o a través de su previa transformación cuya obtención se realiza ya fuera ligada o desligada del cultivo del suelo. Así, según este doctrinario, las preocupaciones actuales abarcan a la totalidad del sistema agroalimenta-rio, desde la producción al consumo; advirtiendo que esa perspectiva  incluye,  en  su  seno,  tres  subsistemas,  el  del Derecho  Agrario,  el  del  Derecho  Alimentario  y,  por  últi-mo, el del Derecho Agroalimentario strictu sensu (Ballarin 
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de los mismos.

En este marco, y siendo conscientes de que la actividad agraria  por  excelencia  es  la  productiva,  manifestándose concretamente en la agricultura y la ganadería, subyacen a ellas, la explotación racional y sustentable exigida para llevarlas a cabo, compartiendo la necesidad de integrar es-tos saberes a una perspectiva agroambiental y de género. 

-

cisiva en el concepto mismo de actividad agraria.

No obstante, existen también otras actividades que po-dríamos  ubicar  en  una  especie  de  zona  gris,  entre  ellas, las denominadas por Vivanco actividades accesorias. Ellas abarcan las actividades extractivas de productos vegetales o animales, o, directamente, de vegetales o animales; y la 

-

cación radica en que, en el primer caso, por medio de ella se  combaten  especies  dañinas  que  afectan  la  producción agrícola y ganadera. La capturativa, en cambio, parece más discutible  como  actividad  accesoria,  puesto  que  sólo  sería tal en el supuesto de caza en cotos o de siembra de peces, es decir, si existe producción de la naturaleza al estar asegu-rada la reproducción de esos seres.

Y, a la vez, hay otras actividades, denominadas conexas o vinculadas, sobre las cuales nos detendremos ahora. En efecto, la actividad agraria no concluye con la cría de ga-nado, el cultivo del fundo y la silvicultura (o cultivo de bos-

italiano de 1942, las actividades denominadas conexas, es 60
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decir, la manufactiva, la transportiva, la procesativa y la lucrativa,  si  cumplen  una  relación  complementaria  a  la 

caso, son consideradas actividades agrarias conexas. Sin embargo, ante la ausencia de esa relación complementa-ria, esas mismas actividades son denominadas vinculadas 

-

rio considerar que para que una actividad vinculada sea considerada  conexa,  y,  por  lo  tanto,  agraria,  se  requiere del cumplimiento de dos conexidades. La conexidad objeti-va y la subjetiva, resultando ambas exigibles al momento de  caracterizar a  la  mencionada  actividad  como  agraria. La primera de ellas, la conexidad objetiva, impone la exi-gencia de un ligamen económico con la actividad agraria propia, siendo usualmente aceptado para discernirlo acu-dir al criterio de normalidad, esto es que la actividad en cuestión sea más importante y habitual que la actividad agraria típica. De esta manera la conexidad objetiva esta-ría cumplimentada. No obstante, para que una actividad sea  considerada  agraria  debe  cumplir,  además.  la  exis-tencia de una conexidad subjetiva, es decir, que el mismo titular  de  la  empresa  agraria  -ya  fuera  persona  física  o jurídica- sea quien tiene a su cargo la industrialización y comercialización  de  esos  productos.  Recién  contando  con ambas conexidades -objetiva y subjetiva- de manera con-

 

Ahora bien, se advierte claramente que para resolver la 

-
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mercial  debimos  apelar  a  construcciones  doctrinarias  y  no legislativas. Ello, dado que en nuestro Derecho Positivo no 

la  misma  debe  buscarse  en  normativas  individuales  que, como tales, sólo se ocupan del objeto en concreto regulado. Así, y a modo de ejemplo, recordemos que el Código Rural de la Provincia de Buenos Aires entiende por establecimiento 

todo inmueble que, estando situado fuera de los 

ejidos de las ciudades o pueblos de la Provincia, se destine a la cría, mejora o engorde del gana-do, actividades de granja o cultivo de la tierra, a la avicultura u otras crianzas, fomento o aprove-

Y extiende, además, sus alcances a “toda otra forma de explotación derivada directa o indirectamente de la activi-dad rural, esté ubicado o no dentro de los ejidos urbanos y 

Mientras tanto, la Ley 26.727 de Trabajo Agrario, consi-dera como actividad agraria a

toda aquella dirigida a la obtención de frutos o 

productos primarios a través de la realización de tareas  pecuarias,  agrícolas,  forestales,  hortíco-las, avícolas, apícolas u otras semejantes, siem-pre que éstos no hayan sido sometidos a ningún tipo  de  proceso  industrial,  en  tanto  se  desarro-

 

qué entiende por ámbito rural:

62


Derecho y agrariedad

aquel que no contare con asentamiento edilicio 

intensivo, ni estuviere efectivamente dividido en manzanas, solares o lotes destinados preferente-mente a residencia y en el que no se desarrolla-ren en forma predominante actividades vincula-das a la industria, el comercio, los servicios y la administración pública

 

A su vez, esta ley incluye como actividad laboral agraria a todas aquellas actividades que, sin realizarse en estable-cimientos industriales y aun cuando se desarrollen en cen-tros urbanos, se concentren en la manipulación y almace-namiento  de  cereales,  oleaginosos,  legumbres,  hortalizas, semillas  u  otros  frutos  o  productos  agrarios,  así  como  las que se prestaren en ferias y remates de hacienda; y el em-

La disparidad observada en tan sólo estos dos ejemplos permite advertir cierta disgregación del concepto de activi-

a acudir a las construcciones doctrinarias antes expuestas.

toda actividad agraria -de cualquier tipo que ella fuera- re-sulta  evidentemente  condicionada  por  las  características particulares del ecosistema en el cual se desarrolla, y que lo convierten en un agroecosistema. Pero, también, de otras características  tradicionalmente  enfatizadas  por  Carrera 

-

63

Marisa Adriana MIRANDA y Agustín Lezcano CIRONE - Coord.

(nacimiento, crecimiento, reproducción y muerte de los se-

rodea a toda producción agropecuaria, resultante, más allá de estos vaivenes, de aspectos coyunturales no menos signi-

desde el precio de los productos en los mercados del país y del exterior, hasta los gustos de los consumidores pasando por  aspectos  sanitarios  no  menos  importantes  y,  para  los cuales, las decisiones de política agraria resultarán gravi-tantes al momento clave de la elección decisoria productiva. 

resolverá en primer lugar, si produce o deja su predio ocioso, y, en su caso, qué produce, en qué cantidad, bajo qué pautas de  cuidado  ambiental, si  produce  él mismo  -a  nivel  indivi-dual o empresarial- o pone en manos de otros interesados su infraestructura rural mediante diversos tipos de relaciones 

otro lado, encontramos a otro sujeto agrario, fundamental: el Estado, quien, como custodio de los bienes naturales, de-berá ejercer su función tutelar decidiendo, mediante sus ór-ganos de gobierno, desde las exigencias sanitarias de estos productos  hasta  los  impuestos  que  graven  la  producción  o la no producción, entre otros. Entre las primeras encontra-mos, entre otras, las diversas autorizaciones de utilización de agroquímicos y el modo de su aplicación, así como tam-bién de productos agrobiotecnológicos, dotados ambos casos de sus consecuentes chequeos de inocuidad. Y, entre las se-gundas, diversas políticas agrarias, entre las cuales pueden mencionarse el impuesto a la tierra libre de mejoras y a los 64
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latifundios, por mencionar tan sólo algunos casos.

Para  dar  cierre  a  este  capítulo,  cabe  enfatizar  que  esta deconstrucción  no  constituye  un  mero  ejercicio  intelectual 

-

 

los principios generales rectores sin desconocer, dicho sea de paso, su paralela incidencia en el fuero que le corresponda.

Estructura agraria argentina.

Aportes histórico-jurídicos

La actividad agraria origina, en cierto modo, la estructu-ra agraria, entendida ésta como

“la  conjunción  de  las  relaciones  sociales, eco-

nómicas y jurídicas que surgen por la actividad agrícola y que tienen por objeto los bienes, servi-cios y obras que por su naturaleza o destino son indispensables para el desenvolvimiento de la co-

-

cias de la política agraria en los vaivenes propios de la acti-

un país o región. En efecto, la estructura está constituida por relaciones, siempre surgidas de la actividad agraria y que  involucran  a  diversos  sujetos  agrarios,  ya  sean  estos 

-

-

tructura,  las  interrelaciones  existentes  entre  los  diversos 
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sujetos agrarios, las cuales, en general, son reguladas por el Derecho Agrario. 

Así las cosas, podríamos entender que, en atención a las particulares  características  del  objeto  de  estudio  discipli-nar, esencialmente dinámico y concentrado en regular las diversas  actividades  agrarias,  resulta,  en  cierta  medida, contexto-dependiente. Al respecto, amerita considerar par-ticularmente que esa dependencia contextual no sólo abar-ca lo ambiental, sino también las diversas respuestas polí-ticas ante determinados eventos surgidos en el país o en el exterior, pero con impacto local. 

Si bien somos conscientes de que desde el mismo momen-to en el cual los españoles conquistaron América se produ-

8 en 

atención a las características de este texto, no abundaremos en ellos, remitiendo al lector a la fecunda bibliografía espe-

durante el siglo pasado el antes abordado Grito de Alcorta puede ser leído como un iniciático cambio estructural, pues-

de los dueños de la tierra respecto a los trabajadores -fue-ran éstos arrendatarios, aparceros, medieros o peones ru-rales- generó la creación de una institución representativa de esta parte, considerada por entonces, la más débil de la relación. Y cuyos reclamos, canalizados orgánicamente des-de la Federación Agraria Argentina condujeron, años más 

 

8

66


Derecho y agrariedad

-

ria de sus contratos agrarios. Estos cambios, expresados a simple modo de ejemplo con la revuelta campesina de 1912, expresan la dinamicidad propia de la actividad agraria, así como de su regulación jurídica visibilizada desde el concep-to de estructura. 

A  su  vez,  el  siglo  XX  estuvo  trágicamente caracterizado por las dos guerras mundiales, cuya repercusión en materia 

-

ción estatal en las economías de los Estados productores. Por entonces, la actividad agraria había dejado de ser una activi-dad de subsistencia para tornarse en una actividad de suma 

ostensiblemente  la  producción  agraria,  circunstancia  que demandaría, además, la regulación de ciertos aspectos tales como  la  producción,  la  comercialización  y  la  industrializa-

entonces, el Estado argentino comienza a intervenir en ma-teria agraria, y, en concreto, en la comercialización de gra-nos y carnes, originando, en nuestro país, la creación de la Junta Nacional de Carnes y de la Junta Nacional de Granos, ambas en la década de 1930. Se advierte, por entonces, un sustancial  cambio  estructural  que,  paralelamente,  expresa los riesgos originados por la exacerbación de una actividad que, dependiente inexorablemente de un ciclo biológico, re-quería de mayores rindes en menores tiempos. Sobre el par-ticular, constituye un dato trascendental la crisis de 1929, momento hasta el cual nuestro país había alcanzado una re-
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lación comercial sustancial con Gran Bretaña. No obstante, a partir de esa crisis se dispusieron medidas restrictivas al comercio internacional, resultando altamente favorecidos los vínculos entre ese país y los miembros de su imperio, razón 

 

la reducción de cuotas de exportación de Argentina a Reino 

Roca-Runciman, el cual fue, con razón, catalogado de leonino por diversos autores, advirtiéndose como única ventaja para nuestro  país  el  compromiso  asumido  por  Gran  Bretaña de autorizar la importación del 15 % de la cantidad total de car-nes importadas de Argentina siempre que fuera provenien-

 

-

bio  estructural  evidente  en  el  país,  el  que  quedó  plasma-do en la creación de la Junta Nacional de Carnes por ley 11.747 en 1933 como organismo autárquico. Las funciones 

-

 

A  este  escenario  se  agrega  la  investigación  propiciada  en 1934  por  el  senador  por  Santa  Fe,  Lisandro  de  la  Torre, quien indaga respecto a la forma en la cual se estaba desa-rrollando el comercio de carnes; denunciando la situación compleja que atravesaba nuestro país en atención a la ac-tuación de las empresas extranjeras avaladas por el referi-do pacto Roca- Runciman. 
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impacto  económico  en  la  Argentina  agropecuaria,  pues-to  que  Inglaterra  levantó  las  restricciones  a  la  importa-ción de carnes, hasta entonces regulada (Brebbia, 1992, p. 

comercio exterior, instrumentada mediante la creación del 

 

que fue reemplazada, hacia 1950, por el Instituto Ganadero Argentino. Situación que se mantiene, sin cambios sustan-ciales, hasta la recreación de la Junta Nacional de Carnes por el gobierno de facto asumido en 1955.

La Junta, nuevamente categorizada como entidad autár-quica,  tenía  a  su  cargo  la  promoción  de  la  producción,  el control del comercio y la industrialización de ganados y car-

de las carnes en el país y a la ampliación de los mercados externos. Hacia la década de 1960 las empresas que habían dominado  el  mercado  comienzan  a  ser  reemplazadas  por fábricas  más  chicas  y  distribuidas  en  un  sector  más  am-plio del territorio nacional, incrementándose por entonces el  consumo  interno  de  la  producción  pecuaria,  siendo  las 

-

Análoga  suerte  tuvo  la  Junta  Reguladora  de  Granos, también  creada  en  1933  mediante  decreto  31.864/33,  ins-trumento normativo que disponía que ese organismo com-praría  todo  el  trigo,  lino  y  maíz  que  se  le  ofreciera  a  los precios básicos y que los vendería a los exportadores con-
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forme a los precios del mercado internacional con destino a 

un intermediario entre los productores y exportadores, fa-cultando,  empero,  al  sector  privado  a  intervenir  en  el  co-mercio pagando precios iguales o superiores a los básicos. A partir de 1946 se crea el Instituto Argentino de Promoción 

Granos y Elevadores, con funciones de regulación del mer-cado, contralor del comercio y explotación de la red de eleva-dores. Luego, en 1956, se crea la Junta Nacional de Granos como entidad autárquica, con funciones análogas a las que originariamente tenían la Junta Reguladora de Granos y la Comisión Nacional de Granos y Elevadores (Brebbia, 1992, 

Este vaivén de políticas intervencionistas y no interven-

agraria argentina; la cual sintió el indudable impacto pro-ducido en ella por el decreto del Poder Ejecutivo Nacional n° 2284/91, denominado “desregulación económica”. Mediante él  quedaron  transferidas  las  funciones  de  los  organismos intervencionistas  diseñados  durante  el  siglo  XX  -como  el caso  de  las  Juntas  de  Carnes  y  Granos-  en  la  Secretaría 

quien tenía a su cargo la política comercial interna y externa de los productos agropecuarios (Facciano y Moresco, 2020, 

reforma del Estado, el Poder Ejecutivo Nacional mediante el decreto 660/96 disuelve muchos otros organismos vincu-lados a nuestra disciplina e incrementa las competencias de 70
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un nuevo macro-organismo, denominado Servicio Nacional 

-

tidad que fusionada el anterior Servicio Nacional de Sanidad 

-

lo 38 del referido decreto instituye a aquel nuevo Servicio, como organismo descentralizado que operará en el ámbito de la Secretaria de Agricultura, Pesca y Alimentación del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos, trans-

y obligaciones de las entidades fusionadas.

Paralelamente,  en  el  mismo  contexto  neoliberal,  la 

-

diante la cual se creó la Comisión Asesora de Biotecnología 

-

Agropecuaria produce un impacto considerable en la acti-vidad  del  sector  y  en  el  medio  ambiente”  y,  toda  vez  que por entonces ya existían solicitudes formales para realizar ensayos en Argentina de variedades de plantas transgéni-cas creadas por biotecnología, parecía necesario regular la 

-

rantizara el equilibrio agroecológico. 

La CONABIA, funcionando también en el ámbito de la referida Secretaría, estaba integrada por 16 miembros,9 y 

 

9  Dos  representantes  del  Instituto  Nacional  de  Tecnología  Agro-

Aires;  dos  representantes  del  Foro  Argentino  de  Biotecnología;  dos 
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tenía funciones de carácter eminentemente consultivo, ase-sorando a la Secretaría de Agricultura sobre los requisitos técnicos y de bioseguridad que deberían reunir los materia-les genéticos obtenidos por biotecnología, en forma previa a que los mismos sean incorporados al biosistema; debiendo, a su vez, proponer normas y opinar en los temas de su com-petencia. 

Al año siguiente, la SAGPyA dicta la Resolución 656/92, referida a las normas para el diligenciamiento de los per-misos para experimentación y liberación al medio de orga-

 

representantes del Comité de Biotecnología de la Asociación Semille-ros  Argentinos;  dos  representantes  del  sector  pecuario  privado;  dos 

-

zación Agrícola; el Director General del Servicio Nacional de Semillas; el  Administrador  General  del  Servicio  Nacional  de  Sanidad  Animal 

 

SAGPyA,  está  compuesto  por  28  miembros  (dos  representantes  del 

-

versidad de Buenos Aires, dos del Foro Argentino de Biotecnología, dos del Comité de Biotecnología de la Asociación de Semilleros Argentinos, dos del sector pecuario privado, dos del Consejo Nacional de Investiga-

cuatro  del  Servicio  Nacional  de  Sanidad  y  Calidad  Agroalimentaria, dos de la Secretaría de Recursos Naturales y Desarrollo Sustentable de la Presidencia de la Nación, dos de la Secretaría de Salud del Ministerio de salud y Acción Social, dos de la Sociedad Argentina de Ecología, dos de la Cámara de Sanidad Agropecuaria y Fertilizantes, la Directora de la Dirección de Producción Agrícola de la Dirección Nacional de Produc-ción y Economía Agropecuaria y Forestal como Coordinadora Técnica y el Director de la Dirección Nacional de Producción y Economía Agrope-
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-

ye un dato menor para nuestro análisis, que en el Anexo III de la Resolución de 1992 se regula la exigencia de “permiso” para la experimentación o liberación al medio de microor-

formulario  a  ser  completado  en  el  supuesto  de  realizarse pruebas en laboratorio-bioterio; en animales en condiciones controladas;  o  a  campo,  para  producción  a  escala  piloto  o para manipular microorganismos por técnicas de ADN re-

-

ces  cierto  relajamiento  en  materia  de  control  sobre  ino-cuidad  de  productos  agrobiotecnológicos,  estableciéndose por Resolución de la SAGPyA número 289/97, los diversos requisitos  a  cumplimentar  para  realizar  una  experimen-tación o liberación al medio de OGM, previéndose antes e ser autorizados, diversos estadios de análisis de su inocui-dad,  que  oscilan  desde  el  otorgamiento  de  permisos  para la realización de una prueba de laboratorio-invernadero;10 la realización de una prueba a campo;11 y la multiplicación 

10 En este caso, se requerirá la descripción del sitio y su ubicación; la cantidad máxima de material vegetal que se cultivará; las medidas de aislamiento y bioseguridad; los métodos propuestos para el control de  potenciales  vectores  de  material  genético  recombinante,  de  cual-quier naturaleza; y las técnicas para detectar la transferencia de genes desde el OGM al ambiente biótico.

11 Aquí se impone la descripción del sitio y su ubicación exacta en 

contenga sólo material transgénico; la cantidad de semillas a utilizar; el plano de siembra incluyendo la orientación cardinal; el contrato de 
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precomercial del material. 

Evaluada  la  solicitud,  la  CONABIA  se  expide  respecto a la conveniencia de autorizar o rechazar la liberación del OGM,  elevando  el  dictamen  a  la  SAGPyA;  destacándose que  una  vez  concluido  el  experimento  autorizado,  deberá 

-

rimento queda correctamente concluido si, además de este 

por parte del solicitante y ha habido ausencia de divergen-cias entre las condiciones autorizadas y las observadas en el sitio de experimentación o liberación, por los inspectores habilitados por la autoridad competente.

A  renglón  seguido,  no  obstante,  comienzan  a  relativi-zarse  las  exigencias  referidas,  al  permitir  a  los  solicitan-

permisos  para  aquellos  que  ya  hubieran  obtenido  autori-zaciones  para  experimentación  o  liberación  al  medio  de 

-

ción para la comercialización de la semilla”, debiendo el que pretenda comercializarla -además de haber sido “autoriza-

por  el  Instituto  Nacional  de  Semillas  para  la  inscripción 

alquiler, en caso que el campo no sea propiedad del solicitante; la infor-mación acerca de las medidas de aislamiento reproductivo propuestas; los métodos planteados para el control de potenciales vectores del ma-terial genético recombinante, de cualquier naturaleza; las técnicas para detectar la transferencia de genes desde el OGM al ambiente biótico; y la distancia a caminos más cercanos, a lugares muy transitados y a los límites de la explotación.
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del material en el Registro Nacional de Cultivares y en el Régimen  de  Fiscalización;  y  cumplir  -en  caso  de  ser  ello pertinente-  con  los  requisitos  establecidos  por  el  Servicio 

en  materia  de  autorizaciones  para  la  comercialización  de agroquímicos; estableciéndose que la CONABIA solicitará el dictamen técnico de la Dirección Nacional de Mercados Agroalimentarios, en relación a la conveniencia de la comer-cialización del material transgénico. Hecho esto, la referida 

de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación para su 

Cronológicamente hablando, luego siguen dos Resolucio-

a  la  autorización  para  la  liberación  al  medio  de  la  semi-lla de maíz transgénico resistente al herbicida Glufosinato 

-

diante Resolución 372/98 tan sólo cuatro meses después del otorgamiento  del  permiso  originario.  Camino  este  último que el mismo organismo no tardó en desandar, fundándose en cuestiones de índole económica.12 Prosiguiendo, diremos 

 

12  En  efecto,  la  Resolución  739/99  suspende  la  producción  y  co-mercialización de la semilla y de los productos y subproductos de ella provenientes de variedades e híbridos de maíz transgénico resistente al herbicida Glufosinato de Amonio, derivados del evento de transforma-ción T14, en virtud -por una parte- de la “potencial pérdida del mercado europeo de maíz”, cuyas compras totales anuales promedian las dos mi-llones ochocientas mil toneladas y, por otra, porque la empresa titular 
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que mediante Resolución de fecha 8 de octubre de 1998 se prevé la información a presentarse para la liberación al me-dio de la semilla de maíz transgénico tolerante al herbicida Glifosato. 

Pese a estar exhaustivamente establecidos los requisitos a cumplir para la tramitación de permisos para experimenta-ción o liberación al medio de OMGs, mediante la Resolución 131 del año 1998, la SAGPyA aprueba los formularios para 

permisos, aceptando sugerencias de la CONABIA relativas a  la  necesidad  de  una  evaluación  “más  ágil”  de  la  solici-tud formulada. La Resolución 131 permite, de este modo, agilizar  la  obtención  de  permisos  para  experimentación  o liberación al medio de organismos vegetales genéticamente 

vapuleada Resolución 656/92 respecto a  los microorganis-

la ausencia de derogación expresa o tácita de los Anexos III 

es viable en el supuesto de vegetales superiores. 

Siguiendo el laxo camino adoptado, vemos que si bien la Resolución  289/98  autoriza  la  liberación  al  medio  de  una 

la  autorización  para  la  comercialización  hasta  el  cumpli-miento de los requisitos pertinentes para su uso alimenta-

 

del registro en la República Argentina “ha solicitado el pase a archivo del mencionado registro”.
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rio, humano y animal, antes de los dos meses la autorización 

-

pio se hizo mediante la Resolución 0/98 respecto a semillas de algodón transgénico, las cuales, a menos de dos meses de autorizarse su liberación pero no su comercialización, son también autorizadas a ser comercializadas por medio de la Resolución 428/98. 13

Luego  de  ello,  el  mismo  organismo  dicta  la  Resolución 511/98, disponiendo requisitos y criterios a los que se sujeta-rán las solicitudes de autorización para uso alimentario de 

fue menester evaluar documentos de la FAO y de la OMS referidos al tema, amén de analizar las normas establecidas al efecto por Australia, Canadá, Estados Unidos, Japón y la Comunidad Económica Europea. En este contexto, el Poder Ejecutivo Nacional dicta, el 26 de julio de 1999, el Decreto 815, mediante el cual se instaura el Sistema Nacional de Control de Alimentos. Éste tiene por objetivo fundamental la aplicación del Código Alimentario Argentino en todo el territorio de la Nación, incorporándose al mismo “toda nor-mativa vigente que haga a la elaboración, transformación, transporte,  distribución  y  comercialización  de  todos  los 

 

13 Los ejemplos no terminan aquí, puesto que mediante la Resolu-ción 721/99, se autoriza la liberación al medio de la semilla de algodón transgénico tolerante al herbicida Glifosato, sin implicar dicho acto la autorización para la comercialización; mientras que a través de la Re-solución de la SAGPyA que lleva el número 32/2001 fue autorizada la producción y comercialización de esa semilla, así como de los productos y subproductos derivados de ella.
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conservaba amplias facultades en lo referido a la inocuidad, salubridad y sanidad de productos alimenticios.

Dicho  esto,  cabe  enfatizar  en  la  importancia  adquirida por los OGM, advirtiendo, además, su usualmente indiso-ciable imbricación con los agroquímicos, patentados por las 

a los OGM; notándose, además, la pérdida de soberanía ali-

-

rales ocasionados por el ingreso -en gran medida, indiscri-minado-  de  OGM  a  la  Argentina,  circunstancia  que  alte-ró ostensiblemente la estructura agraria local. Así, bajo el amparo  de  una  normativa  sancionada  ad-hoc  y  haciendo caso omiso a los principios constitucionales en materia de salud humana y ambiental, se afectaron las relaciones la-borales, sociales, económicas y jurídicas generadas por una 

-

lución al problema del hambre en el mundo, repercutió de inmediato en la desocupación rural, incrementando de este modo, la pobreza que prometía resolver. 

Pengüe quien enfatiza que estas nuevas tecnologías, incor-poradas en la región pampeana argentina,

tendrán efectos directos e inmediatos sobre los 

resultados de la empresa agropecuaria, pero ge-nerarán además, cambios no sólo en este ámbito productivo, sino que sus efectos tendrán impac-tos directos e indirectos sobre el medio ambiente 
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y los distintos actores sociales, mucho más inten-sos que aquellos originados en su momento, por la  conocida                       (Pengüe,  2000,  p. 

A  su  vez,  debe  quedar  aquí  planteado,  aun  cuando  su tratamiento sea diferido para otra oportunidad, que el me-joramiento  vegetal  por  agrobiotecnología,  y  su  intento  de obtener legitimación ética y jurídica mediante las apocalíp-ticas profecías neomalthusianas, no hace más que profun-

y  países  pobres  (mayoritariamente propietarios  de  los  re-

-

yor biodiversidad se encuentra en países subdesarrollados o en vías de desarrollo, al tiempo que han sido los países desarrollados,  aplicando  el  mejoramiento  vegetal,  los  res-

-

cos. Esta disociación entre países pobres que heredaron sus recursos genéticos, y países ricos que los obtuvieron a partir de aquéllos, y los transformaron en productos de altísimo 

temprano lleva a analizar el Derecho de propiedad intelec-

Dado que la biotecnología moderna debe ser considerada, 

-

mandas sociales, a  la vez que,  en lo personal, nos  adscri-bimos a la concepción del Derecho como emergente social, 

-

ral- sobre las características del elemento discursivo legal 
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en lo que respecta a su actuación como indicador de dos rea-

del “poder constituido” para con la población, por una parte; 

en cuya formulación actúan, predominantemente, factores económico-estratégicos.

En efecto, el análisis de la agrobiotecnología nos permite 

manera sincrónica en la estructura agraria, la cual, dicho sea  de  paso,  tampoco  suele  ser  uniforme  en  todo  el  país. Fundamentalmente,  en  el  caso  argentino,  país  que,  como es  bien  sabido,  posee  una  interesante  variedad  climática, 

en las estrategias de desarrollo y, consecuentemente, en la 

siendo probablemente más apropiado hablar de estructura agraria regional que de estructura agraria argentina. Ello, teniendo presente, además, que si bien la estructura posee, en general, una mayor estabilidad que la actividad agraria que la genera, tampoco cabe sostener la existencia de una estructura agraria dada, para un contexto concreto, inmo-

-

tructura agrarias son estáticas, ambas poseen un dinamis-mo propio y que, si bien la actividad ostenta, por su misma naturaleza, cambios más rápidos, ellos también impactan, 

Sin  embargo,  en  el  contexto  de  una  necesaria  revisión 

de  Santiago  Sarandon  respecto  a  la  imperiosa  necesidad 80
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de decidir qué tipo de agricultura se pretende en nuestro país, y cuál es la relación entre la sustentabilidad -uno de cuyos componentes es la biodiversidad- y la agricultura.14

 

Estados,  es  decir,  la  coexistencia  estadual  en  la  sociedad pre-universal, destacando -también con él- las “dos caras” de  la  soberanía:  una  que  mira  hacia  el  interior,  otra  que mira hacia el exterior; recordando que todo Estado se en-cuentra con dos tipos de límites: los que derivan de las rela-ciones entre gobernantes y gobernados, los límites internos, y, los que derivan de las relaciones entre los Estados, los límites externos. Estos últimos, condicionados por el nivel de cohesión interna de los países. 
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CAPÍTULO 2

La política agraria y el Derecho Agrario. Re-pensando alternativas para enfrentar la crisis civilizatoria

Marcela De Luca

En  este  contexto  de  crisis  civilizatoria  globalizada,  se juega la conciencia planetaria del límite y el salto a otras posibilidades, que abrevamos en el mejor entendimiento, comprensión y sentires de nuestros propios mundos, de su historia,  sus símbolos,  categorías  y  proyectos, abordados en  la  diversidad  de  temáticas, de autores,  sus  géneros  y estilos

Diana Braceras, 

Comunidad política o monopolio del poder 

 

¿Qué vinculación existe entre el Derecho Agrario

y la política agraria?

Como  se  anticipó  en  el  capítulo  anterior,  el  Derecho Agrario  -como  todo  el  sistema  jurídico  en  su  conjunto-  se caracteriza por su complejidad y dinamicidad. Complejidad que  se  traduce  en  un  entramado  de  ramas  jurídicas  con múltiples vasos comunicantes, perspectiva muy distinta a la de una pirámide ordenada en compartimentos estancos. A la que también se suma la necesidad de practicar la inter-disciplina, recurriendo a otros saberes (Ecología, Sociología, 
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que giran en torno a la actividad agroambiental.

En  torno  a  la  dinamicidad  cabe  preguntarnos  ¿Cómo 

el objeto de estudio como en los cuerpos normativos o en las prácticas de lxs actorxs sociales involucrados? ¿Dónde podemos buscar las razones por las cuáles en un momento 

-

gente?

Una hipótesis de respuestas posibles nos lleva a recupe-rar para el Derecho, como ciencia social y producto cultural, algunas  dimensiones  que  muchas  veces  son  desatendidas 

-

tica y la histórica. 

En la base o como motor de los cambios en los cuerpos 

intereses -económicos o extraeconómicos- que son resueltos 

-

cando a otros o instalando unos valores diversos a los exis-tentes, cuya implementación en el tiempo permitirá, en un 

-

luar sus efectos en los justiciables. Por ello, al momento de analizar herramientas jurídicas, es relevante desentrañar 

de una manera determinada. Muchas veces se encuentran explicitados en los fundamentos de elevación de un proyec-to de ley, en los considerandos de otro tipo de resoluciones o en el propio texto legal. De no ser así, pueden colegirse de un análisis crítico y profundo de los objetivos planteados y 86
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de los instrumentos o medidas mediante los cuales se pro-pone cumplirlos. 

Este aconsejado ejercicio epistemológico, esclarecido ese campo  de  disputa,  nos  permite  conocer  e  interpretar  la  o las  decisiones  que  lxs  operadorxs  jurídicxs  han  tomado. También las de los jueces y juezas. En otras palabras, ese ámbito decisional es el de la política. Detrás de toda norma-tiva, práctica o incluso sentencia; existen unas decisiones políticas  precedentes,  que  están  conectadas  con  un  para-digma ideológico y que se enmarcan en un contexto político, económico, social y cultural situado. Esta perspectiva inte-gral y contextualizada es la que nos permite analizar e in-terpretar críticamente el objeto en estudio. Todo lo demás, será una repetición memorística. 

Concordante con lo hasta aquí expuesto, la política agra-ria  -interrelacionada  con  las  políticas  sociales,  culturales y  económicas-  es  el  ámbito  decisional  en  donde  se  eligen los instrumentos que se consideran más adecuados para lo-grar el desarrollo económico (haremos una observación al respecto  en  el  apartado  que  sigue,  en  donde  proponemos 

de la comunidad a partir de la orientación de las prácticas de  lxos  actorxs  sociales  involucrados  en  la  actividad  y  la 

De  estos 

dos conceptos, abordados en la unidad temática II del pro-grama de estudio, -

rácter relacional.

Consecuente con la visibilización de la puja de intereses subyacente, la política agraria trabaja sobre las relaciones 
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de poder que se tejen entre lxs actorxs sociales y entre éstxs y los bienes naturales y demás medios de producción invo-lucrados en la actividad agroambiental; ya sea al momento de diagnosticar el estado de situación como al momento de 

respecto,  recomendamos  completar  este  ítem  con  la  cate-

permanente, política agraria de cambio (transformación o 

En  este  sentido,  entendemos  pertinente  complementar esta noción de estructura con la de territorio acuñada desde la geografía crítica. El autor brasileño Bernardo Mançano 

 

ya que ella en sí misma es una relación de poder que debe ser debatida constantemente. Sin embargo, desarrolla unas 

-

-

de  territorio  son  las  relaciones  sociales  que  junto  con  los elementos naturales interactúan dinámicamente en el pro-

para  asegurar  la  existencia.  Estas  relaciones,  que  conlle-van intenciones y acciones15, importan relaciones de poder y asimetrías que nos permiten hablar de los territorios como 

 

15 Aquí encontramos otra coincidencia con Vivanco en cuanto con-sidera que en la política agraria son requisitos esenciales las ideas y la 
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campos de disputa; con multidimensionalidad -dimensiones ambientales, sociales, culturales, económicas- y multiesca-laridad -escala local, nacional, regional, internacional-. La complejidad, dinamismo e interseccionalidad de estas inte-racciones nos permite, incluso, poder pensar distintos terri-torios en un mismo territorio. Particularmente, volviendo a 

Vivanco -desarrollo y bienestar social de la comunidad- el 

En  esta  condición,  una  determinada  región 

es escogida para la implantación de políticas de desarrollo, en gran parte a partir de los intere-ses  del  capital.  Las  comunidades  campesinas, evidentemente,  tienen  menor  poder  político  y, por  tanto,  tendrán  menor  poder  de  decisión  en la determinación de las políticas, por más que el 

-

deramiento” de las comunidades rurales. De este modo, las políticas promueven el fortalecimiento de  las  relaciones  capitalistas  en  detrimento  de las  no  capitalistas,  familiares  y  comunitarias. 

de comunidades rurales, que pierden sus territo-rios para el capital, que necesita apropiarse con-tinuamente de los territorios campesinos para su 
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transformaciones necesarias para remediarlas. En tal caso, el Derecho Agrario será la herramienta jurídica para viabi-lizar las medidas idóneas para lograrlo. Destacamos que el Derecho es uno de los instrumentos de la política agraria. Tanto dentro de las regulaciones como en el ámbito gene-ral de las acciones políticas existe una amplia variedad de instrumentos. En tal sentido recomendamos visitar el capí-

-

agraria.

A estas alturas la lectora o el lector podrían preguntar-se ¿Por qué a veces, advertidas o reclamadas esas inequi-dades por algún sector, el Derecho hace caso omiso? Pues la  no  respuesta  también  es  una  forma  de  decidir  políti-camente. Será la evidencia de que el sector que se siente postergado ha perdido la puja de intereses que menciona-mos desde el inicio. Y es allí donde reside el motivo de la resistencia o la lucha que ha promovido y promueve trans-

-

tudiantes  de  Derecho  y  futurxs  operadorxs  jurídicxs,  en primer lugar si vamos a analizar críticamente el Derecho vigente a partir de perspectivas como las que sugerimos en los párrafos que anteceden. También, si vamos a ejercer la práctica  de  escucha  de  lxs  actorxs  sociales  involucrados. Y, en última instancia, si vamos a poner nuestra creativi-dad y capacidad argumentativa para que el Derecho sea una herramienta de transformación. O, en cambio, repeti-remos de memoria el orden establecido, normalizando una 

90


Derecho y agrariedad

superestructura al servicio de una estructura que se apar-te del bien común. 

 

 Vivanco agrega al desarrollo económico y bienestar so-

“la conservación de los recursos naturales renovables y de los  bienes  productivos  en  general;  el  incremento  racional de la producción agropecuaria, la equitativa distribución de los bienes y cargas y el desarrollo de la comunidad rural en 

 

queremos, qué proyecto de país pensamos. Y, en primer tér-mino, qué entendemos por desarrollo. 

Desde el punto de vista teórico, estos primeros interro-gantes nos llevan a un universo de debates geopolíticos, te-leológicos  y  hasta  ontológicos  que  escapan  a  la  extensión de  este  capítulo.  Sin  embargo,  intentaremos  aproximar-nos a una perspectiva crítica que se ha ido construyendo a partir de la experiencia de países periféricos, como el caso de América Latina. Un primer cuestionamiento es su irre-mediable  vinculación  con  el  crecimiento  económico.  Esta corriente  economicista  empieza  a  expandirse  desde  los EE.UU.  como  una  postura  política,  ideológica  y  geopolíti-ca después de la Segunda Guerra Mundial, marcando una linealidad  histórica  con  recetas  a  copiar  a-situadamente para  superar  el  supuesto  atraso  del  pasado.  Es  entonces 
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donde  comienzan  a  aplicarse  las  normalizadas  categorías de países subdesarrollados, en vías de desarrollo y desarro-llados, siendo estos últimos los que imponen metas a alcan-zar a los dos primeros para lo que ofrecen ayuda crediticia internacional y, con ello, generar dependencia.16 Siguiendo 

el discurso del presidente Truman del 20 de enero 194917 y la publicación de “Las etapas del crecimiento económico” 

 

Una  segunda  problematización  que  traemos  al  debate es  que  el  desarrollo  debe  afrontarse  con  una  perspectiva ambiental, superando las prácticas productivistas y extrac-tivistas  basadas  en  la  apropiación  ilimitada  del  hombre sobre  la  Naturaleza  impuesta  por  las  reglas  de  valor  del capitalismo patriarcal. Sólo nos resta proponer, desde este paradigma  ambiental,  una  actualización  de  los  términos conservación de los recursos naturales renovables utiliza-

 

16

1944  se  crearon  el  Fondo  Monetario  Internacional  y  el  Grupo  Banco Mundial  con  misiones  complementarias.  Mientras  que  el  segundo 

reducir  la  pobreza  y  aumentar  la  prosperidad,  el  primero  nació  con el objetivo de estabilizar el sistema monetario internacional y actuar como  autoridad  de  supervisión  del  sistema  monetario  internacional, concediendo préstamos a los países que enfrentan problemas de balanza 

17 Conocido como el Discurso de los Cuatro Puntos, precisamente el cuarto es el destinado al programa de asistencia técnica (Harry S. 
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dos por Vivanco, por prácticas productivas en armonía con la Naturaleza, cuidando los bienes naturales no sólo para el presente sino para las generaciones futuras (principio de 

Constitución Nacional. 

Vivanco en cuanto a una política agraria integral que mate-rialice el bienestar social de toda la comunidad, proponien-do la condición de racionalidad al incremento de la produc-ción agropecuaria. Racionalidad que, insistimos, entre sus dimensiones  debe  comprender  la  racionalidad  ambiental. Y, obviamente, con la equitativa distribución de los bienes y cargas.

Soberanía alimentaria, seguridad alimentaria,

prácticas culturales en armonía con la Naturaleza

de política agraria. Sus relaciones con el derecho

humano a la alimentación. 

Precisamente pensando en el bien común y en la racio-nalidad mencionados en el punto anterior, entendemos que la política agraria no puede evadir la crisis alimentaria y la 

para toda la población. Un informe recientemente produci-

 

INDEC, en la Argentina en el primer semestre de 2024 la pobreza creció 11,2 puntos y al menos 5.379.588 personas 
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no llegan siquiera a cubrir la canasta básica de alimentos, situación que impactó directamente en la posibilidad de ali-

-

na y argumenta esta evidencia con tres tendencias propias de  la  política  agraria:  el  refuerzo  en  la  concentración  del sistema agroalimentario argentino, la eliminación de toda política  de  apoyo a  la  Agricultura  Familiar, Campesina  e 

alimentaria. 

Estos datos actuales no deben hacernos perder de vista el carácter estructural y global de esta problemática, que encuentra sus raíces en la forma irracional de producción hegemónica, en términos de Vivanco. 

Desde la Ecología Política se advierte la crisis ecológica global traducida en una fractura geosociometabólica entre la naturaleza humana y la extrahumana que pone en ries-

señala que en lxs más pobres el impacto más letal y direc-to de esa crisis proviene precisamente de la crisis alimen-taria, adjudicándole a la forma en que se ha desarrollado el sistema agroalimentario mundial ser la evidencia más contundente de la crisis de viabilidad ecológica de la hu-manidad.

Se  trata  del  ámbito  donde  con  mayor  fuerza 

cobra relieve la paradoja de la economía moderna 

-

tiera Josué de Castro a mediados del siglo pasa-do, la cuestión de la alimentación es la problemá-
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tica ecológica de primer orden. Afecta al eslabón 

que es el cuerpo. En el caso de los seres huma-nos, la cuestión alimentaria expresa en toda su complejidad la naturaleza política de la ecología propia de nuestra especie; la inescindible imbri-cación entre lo biológico y lo histórico-político que 

-

lidad  de  los  cuerpos  y  en  la  colectividad  de  las poblaciones. En pleno siglo XXI, tras el increíble 

 

desplegada por la racionalidad moderna, la cues-tión  alimentaria  resurge  paradójicamente  como la  principal  amenaza  para  la  sobrevivencia  hu-mana.  En  nuestros  días,  el  propio  sistema  del que depende básicamente la continuidad biológi-ca de la especie se ha convertido en una fuente de  degradación  de  las  condiciones  ecológicas  de sobrevivencia y en un foco potencial de enferme-dades y de muerte. Una porción creciente de la dieta mundial es provista por el sistema de agri-cultura industrial a gran escala, implantado con la denominada Revolución Verde de posguerra, y 

 

estructuralmente dependiente de la quema con-tinua y creciente de energía fósil, la aplicación de 
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fertilizantes, y un modelo tecnológico que combi-na, de un lado, la aplicación masiva de herbicidas y pesticidas de origen químico y, del otro, el uso generalizado de semillas resistentes  a  aquéllos, especialmente producidas a través de la manipu-

no menor es que los principales agentes de este 

-

nacionales que ejercen el control sobre los insu-mos  estratégicos,  la  matriz  tecnológica  global  y las cadenas de valor y de distribución de alimen-

 

ineludibles de política agraria a la soberanía alimentaria; la  seguridad  alimentaria;  la  promoción  de  alternativas de  producción  de  la  vida  en  convivencia  armónica  con  la Naturaleza y la economía popular o social y solidaria.18

¿Por  qué?  Porque  han  sido  una  construcción  histórica contracultural  y  contrahegemónica  elaborada  a  partir  de las experiencias y estrategias de lxs actorxs más perjudica-dos por el sistema dominante. Son principios consolidados desde abajo hacia arriba, por movimientos socioterritoria-les  que  desde  los  territorios  practican  acciones  colectivas transformadoras (

 

18Como el sentido de esta obra es brindar una guía y motivación de lecturas aconsejadas, trazaremos algunos conceptos liminares que ha-brán de ser complementados por el abordaje de tales lecturas sugeridas en la cursada. 
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1.  Soberanía Alimentaria

En 2007, 500 representantxs de más de 80 países, de or-ganizaciones de campesinxs, agricultorxs familiares, pesca-dorxs artesanales, pueblos indígenas, personas sin tierra, trabajadorxs  rurales,  migrantes,  pastorxs,  comunidades forestales,  mujeres,  jóvenes,  consumidorxs  y  movimien-tos  ambientales  y  urbanos  se  reunieron  en  el  pueblo  de Nyéléni en Sélingué, Mali, para fortalecer un movimiento global por la soberanía alimentaria. Este esfuerzo colectivo fue  nombrado  “Nyéléni”  como  un  homenaje  e  inspiración de una legendaria campesina maliense que cultivaba y ali-mentaba bien a su pueblo. De sus deliberaciones surgió una importante declaración que les invitamos a leer completa. 

Estxs  actorxs  diversxs,  pero  con  un  propósito  común, conforman desde la década del 90 La Vía Campesina. Para este movimiento la soberanía alimentaria es:

el  derecho  de  los  pueblos  a  alimentos  salu-

dables  y  culturalmente  apropiados,  producidos mediante métodos ecológicamente respetuosos y 

alimentarios y agrícolas. Pone las aspiraciones y necesidades de quienes producen, distribuyen y consumen alimentos en el centro de los sistemas y políticas alimentarias, en lugar de las deman-

los intereses y la inclusión de la próxima genera-ción.  Ofrece  una  estrategia  para  resistir  y  des-mantelar el actual régimen corporativo de comer-
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cio y alimentación, y proporciona directrices para los  sistemas  alimentarios,  agrícolas,  ganaderos y pesqueros determinados por los productores y 

 

son  los  pueblos  quienes  proclaman  y  exigen  la  operativi-zación  de  su  derecho  a  decidir  qué  comer,  cómo  producir el alimento y establecer los mecanismos para que llegue a toda la comunidad. Ello en respeto de la biodiversidad, las comunidades y actorxs locales, las diversidades culturales, las territorialidades diversas que pueden presentarse en los territorios; con la justicia social, solidaridad, reciprocidad, complementariedad  y  la  cooperación  como  valores  funda-mentales. Muy distintos al individualismo, la meritocracia y la competencia que son las reglas del sistema hegemónico capitalista basado en la maximización de la renta en el cor-

ganancia.

Un punto relevante en la declaración que mencionamos, a  la  par  que  promueve  que  la  soberanía  alimentaria  sea considerada  un  derecho  humano  básico,  reconocido  y  res-petado por las comunidades, los pueblos, los Estados y las instituciones  internacionales;  es  la  lucha  porque  se  reco-nozcan  y  respeten  los  derechos  y  el  papel  de  las  mujeres en la producción de alimentos. También, que se asegure su representación en todos los órganos de toma de decisiones. 

Para el caso de la República Argentina, el último informe anual sobre la situación de la Soberanía Alimentaria en la Argentina de la Red de Cátedras de Soberanía Alimentaria 98
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da cuenta del papel central que ocupan las mujeres tanto en la producción como en la reproducción social y en la or-ganización política de las experiencias relevadas en todas las regiones del país: 

La cotidianeidad de las mujeres pone en evi-

dencia  la  triple  jornada  laboral:  el  trabajo  en las quintas y en las comunidades, las tareas de cuidado  familiar  y  las  responsabilidades  políti-cas  en  las  organizaciones.  Se  destaca  su  rol  en la iniciativa de colectivizar y sostener el trabajo comunitario.  Con  acciones  concretas,  impulsan un  cambio  de  raíz  en  el  que  sueñan  una  socie-dad libre de toda forma de explotación, opresión 

 ¿Frente a quienes exigen y disputan ese derecho? En el escenario de concentración y posición dominante por parte de grandes corporaciones que señala Machado Aráoz, son los  Estados  en  los  distintos  niveles  de  gobierno  quienes deben garantizar y propiciar el ejercicio de ese derecho. Y aquí remitimos a lo dicho en el primer apartado en cuanto 

que los Estados respondan a y respeten esas demandas, los intereses económicos en juego se interponen en esa raciona-lidad y postergan su pleno ejercicio, ya sea por acción u omi-sión. ¿Por qué se acepta hablar con normalidad de libertad de mercado y causa resquemores aceptar la autonomía de los pueblos para construir sistemas agroalimentarios alter-nativos e identitarios? 
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Pero los pueblos resisten y luchan. Así han conseguido que  en  la  Declaración  de  las  Naciones  Unidas  sobre  los Derechos de los Campesinos y Otras Personas que Trabajan 

-

tículo 15.4 establece que:

Lxs campesinxs y otras personas que trabajan 

en las zonas rurales tienen derecho a determinar sus  propios  sistemas  alimentarios  y  agrícolas, reconocido por muchos Estados y regiones como el  derecho  a  la  soberanía  alimentaria.  Esto  in-cluye el derecho a participar en los procesos de toma  de  decisiones  sobre  políticas  alimentarias y agrícolas, y el derecho a una alimentación sana y  adecuada  producida  mediante  métodos  ecoló-gicamente racionales y sostenibles que respeten sus culturas.

En nuestro país, el concepto es expresamente receptado en los artículos 1 y 2 de la ley 27.118 de Reparación Histórica de la Agricultura Familiar, Campesina e Indígena. Toma a la soberanía y la seguridad alimentarias del pueblo como principios  para  declarar  de  interés  público  a  estxs  actor-xs sociales rurales que practican y promueven sistemas de vida y de producción que preservan la biodiversidad y pro-cesos sostenibles de transformación productiva, tanto en lo ambiental como en lo social y en lo económico.

Si  bien  volveremos  sobre  este  texto  legal  más  adelan-

-

portancia  de  este  principio  a  tenor  de  los  arts.  1  y  2  del Código Civil y Comercial sobre las fuentes e interpretación 100
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del Derecho. El nuevo código establece como regla general del Derecho que todo precepto legal debe ser comprendido y entendido en diálogo permanente con las reglas constitu-cionales y las disposiciones que surgen de los tratados sobre Derechos Humanos. Y, también, con los principios y valores jurídicos emergentes del sistema jurídico en su conjunto, en reemplazo de los principios generales del Derecho que pro-ponía el código anterior. Ya no se trata entonces de recurrir dogmáticamente a las teorizaciones abstractas tan comunes en nuestra tradición jurídica; sino de acudir a principios y valores sustanciales, medulares y concretos que deben ras-

Por ello, aunque los contextos políticos, sociales, culturales y económicos sean adversos; es un dato importante tener en cuenta que esta ley vigente consagra estos principios como para tener a mano en la caja de herramientas de un dere-cho crítico con vocación transformadora. Y más aun en la dimensión política que, como entiende Vivanco, implica no sólo ideas sino también acciones. 

2.  Seguridad Alimentaria

En  el  punto  anterior  hemos  visto  cómo  soberanía  ali-

mentaria y seguridad alimentaria se entrelazan virtuosa-

Desde  la  dimensión  de  la  soberanía  alimentaria  como 

-

tuosamente porque esta perspectiva importa una forma de vida alternativa a las reglas del mercado y el capitalismo. Por eso producción local y acceso justo al alimento con me-
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dios alternativos de intercambio son un todo integral. En 

-

mos, es inherente a la soberanía alimentaria el derecho de los pueblos a alimentos nutritivos y culturalmente adecua-dos, accesibles, producidos de forma sostenible y ecológica. Como dijimos previamente esa seguridad está respaldada 

biodiversidad y las prácticas culturales locales; el acceso a la tierra, el agua, las semillas nativas y demás bienes na-turales.

-

taria cuando “todas las personas tienen en todo momento 

inocuos y nutritivos que satisfacen sus necesidades y pre-ferencias alimentarias para llevar una vida activa y sana” 

-

mogeneizante,  muy  distinto  a  la  mirada  local  y  situada de  la  perspectiva  de  la  soberanía  alimentaria.  Habla  de 

llevar  una  vida  activa  y  sana.  Y  entonces  cabe  pregun-tarse:  ¿quién  decide  qué  es  nutritivo  e  inocuo?  ¿Cuál  es 

de llevar una vida sana y activa? ¿Vida activa para qué? Además parte de la base de un derecho individual, desde una  visión  antropocéntrica,  sin  mencionar  la  dimensión colectiva  que  involucra  también,  como  ya  señalamos,  la convivencia armónica con la Naturaleza y el cuidado de los bienes naturales. 
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Profundizamos aun más la mirada crítica cuando el mis-mo informe reconoce que el concepto de seguridad alimen-taria no es un concepto jurídico en sí mismo y que no im-pone obligaciones a los interesados ni les otorga derechos 

Por lo demás, resulta interesante volver a comparar am-bas  perspectivas  tomando como eje  uno  de  los  puntos  del informe  de  la  FAO,  en  el  acápite  que  denomina  “Errores comunes acerca del derecho a la alimentación”, en el sen-tido que el derecho a la alimentación no es lo mismo que el derecho a ser alimentado.

Muchos presumen que el derecho a la alimen-

-

mentos en forma gratuita a quien los necesiten. Llegan a la conclusión de que esto no sería viable o que podría causar dependencia. Se trata de un error. El derecho a la alimentación no es un dere-cho a ser alimentado, sino principalmente el de-recho a alimentarse en condiciones de dignidad. Se espera que las personas satisfagan sus propias necesidades con su propio  esfuerzo y utilizando sus propios recursos. Una persona debe vivir en condiciones que le permitan o producir alimentos o comprarlos. Para producir sus propios alimen-tos una persona necesita tierra, semillas, agua y otros recursos, y para comprarlos necesita dinero y acceso al mercado. El derecho a la alimentación requiere  que  los  Estados  provean  una  atmósfe-ra propicia en que las personas puedan utilizar 
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su plena potencialidad para producir o adquirir alimentación adecuada para ellos mismos y sus familias. No obstante, cuando los habitantes no pueden alimentarse con sus propios medios, por 

un desastre natural o porque se hallan en deten-ción, el Estado debe suministrar alimentación di-

La lectura de este pasaje genera sentipensares diversos. ¿No es contradictorio reconocer el derecho humano a la ali-mentación  y  luego  tener  que  aclarar  que  no  es  lo  mismo que  el  derecho  a  ser  alimentado?  ¿Es  la  conocida  idea  de enseñarnos a pescar y no darnos los pescados para comer? Es cierto que en el último párrafo reconoce situaciones de excepción en que debe proporcionarse el alimento. Pero ¿va-len estas consideraciones en el contexto de crisis alimenta-ria que describimos más arriba?

De otro lado, es cierto que también la perspectiva de la soberanía  alimentaria  reclama  que  los  Estados  provean una atmósfera propicia para que las personas puedan pro-ducir sus alimentos, como dice el informe, que también re-conoce que para esa tarea necesitan tierras, semillas, agua y demás recursos. Agregando que para comprarlos necesi-tan dinero y acceso al mercado.19 -

nar y argumentar. Planteamos algunos ejes para enfrentar 

 

19 Tal vez, la Resolución 61/163 de Naciones Unidas del 17/12/2006 que  mencionamos  en  el  apartado  2.1.3.  contiene  algunos  elementos que ayuden a este debate. Principalmente cuando habla de tradiciones 104
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esos debates: ¿La visión FAO que apela a la potencialidad individual  de  las  personas  para  producir  o  comprar  es  lo mismo que la lógica comunitaria planteada por los produc-tores de La Vía Campesina? ¿Todas las personas partimos con las mismas condiciones para desarrollar esa potenciali-dad individual? ¿Ese deseo que las personas satisfagan sus propias necesidades con su propio esfuerzo y utilizando sus propios recursos es compatible con valores como la solidari-dad, la cooperación o la reciprocidad? ¿El alimento debe ser considerado mercancía? 

3.  El derecho humano a la alimentación

Tratándose del Derecho Agrario, la referencia al dere-cho  a  la  alimentación  no  puede  faltar  como  contenido  y 

-

ducir  los  ciclos  biológicos  de  la  Naturaleza  y  asegurarse así el alimento/subsistencia que las comunidades dejaron de cazar y recolectar? Aunque el contraste es muy gran-de,  frente  a  la  complejidad  de  los  sistemas  alimentarios globales nos parece importante volver a este interrogante iniciático. Aunque los tiempos de la materia sean escasos para  abordar  la  temática  con la profundidad  que  quisié-ramos y la complejidad que reviste, intentaremos dar al-gunas  pautas  esperando  motivarlos  a  ahondar  en  estas cuestiones. 

 

culturales y hace alusión a garantizar una vida psíquica y física, indi-vidual y colectiva. 
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Sin perjuicio de las observaciones efectuadas en el apar-tado anterior, reconocemos la importancia de que el derecho a la alimentación sea considerado un derecho humano fun-damental e inclusivo en ámbito del Derecho Internacional. Se aborda con distintos matices en diversos tratados, reco-mendaciones y resoluciones emitidos por distintas agencias internacionales, incluyendo las instancias jurisdiccionales como la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre los que se incluyen: 

  La  Declaración  Universal  de  los  Derechos 

Humanos en su art. 25 consagra que “Toda per-sona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que  le  asegure,  así  como  a  su  familia,  la  salud y  el  bienestar,  y  en  especial  la  alimentación,  el vestido,  la  vivienda,  la  asistencia  médica  y  los servicios sociales necesarios.”

  El  Pacto  Internacional  de  Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales-PIDESC (rati-

-

11 apartado 1 expresa que “Los Estados parte en el  presente  Pacto  reconocen  el  derecho  de  toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condi-ciones de existencia”. 

derecho  de  toda  persona  a  estar  protegida  con-tra el hambre. Para ello los Estados parte deben 
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adoptar  programas para mejorar la  producción, conservación  y  distribución  de  alimentos  me-diante la utilización de conocimientos técnicos y 

-

ción  y  el  perfeccionamiento  o  la  reforma  de  los regímenes agrarios. 

  Convención  sobre  la  Eliminación  de  Todas 

las  Formas  de  Discriminación  contra  la  Mujer-

 

Estados Parte a garantizar a la mujer servicios apropiados en relación  con el embarazo, el par-to y el período posterior al parto, proporcionando servicios  gratuitos  cuando  fuere  necesario,  y  le asegurarán  una  nutrición  adecuada  durante  el embarazo y la lactancia. 

 Convención sobre los Derechos del Niño, en 

el apartado c del párrafo 2 del artículo 24 obliga a los Estados Parte a combatir las enfermedades y la malnutrición, previendo el suministro de ali-mentos  nutritivos  adecuados  y  de  agua  potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio ambiente. También en el art. 27 se reconoce el derecho de todo niño a  un  nivel  de  vida  adecuado  para  su  desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social; promo-viendo programas de nutrición en caso de ser ne-

  Convención  sobre  los  Derechos  de  las 
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Entre otros preceptos, en el art. 4 párrafo segun-do, compromete a los Estados Parte, con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, a  adoptar  medidas  hasta  el  máximo  de  sus  re-cursos disponibles y, cuando sea necesario, en el marco  de  la  cooperación  internacional,  para  lo-grar, de manera progresiva, el pleno ejercicio de estos  derechos,  sin  perjuicio  de  las  obligaciones previstas en la Convención que sean aplicables de inmediato en virtud del Derecho Internacional.

  Protocolo  de  San  Salvador  de  1988,  adicio-

nal  a  la  Convención  Americana  sobre  Derechos Humanos  en  materia  de  Derechos  Económicos, Sociales y Culturales: Art. 12. Derecho a la ali-mentación  “Toda  persona  tiene  derecho  a  una nutrición adecuada que le asegure la posibilidad de  gozar  del más  alto  nivel de  desarrollo físico, emocional e intelectual. Con el objetivo de hacer efectivo  este  derecho  y  a  erradicar  la  desnutri-ción,  perfeccionar  los  métodos  de  producción, aprovisionamiento  y  distribución  de  alimentos, promover  una  mayor  cooperación  internacional en apoyo de las políticas nacionales sobre la ma-

 La Observación General Número 12, segundo 

período de sesiones 1999, del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, establece que el derecho a la alimentación adecuada se ejerce 
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cuando todo hombre, mujer o niño, ya sea solo o en común con otros, tiene acceso físico y económi-co, en todo momento a la alimentación adecuada o a medios para obtenerla.

 El 23 de noviembre de 2004, los 187 Estados 

Miembros del Consejo General de la FAO adop-taron  un  Conjunto  de  Directrices  Voluntarias 

del  Derecho  a  una  Alimentación  Adecuada en  el  Contexto  de  la  Seguridad  Alimentaria  y Nutricional.  Se  trata  de  recomendaciones  y orientaciones prácticas sobre el mejor modo de respetar el derecho a una alimentación adecua-da  y  a  asegurar  que  las  personas  no  padezcan hambre.

 El Relator Especial de las Naciones Unidas 

-en un informe presentado de conformidad con la resolución 61/163 de la Asamblea General- lo de-

regular,  permanente  y  libre,  sea  directamente, sea mediante compra en dinero, a una alimenta-ción cuantitativa y cualitativamente adecuada y 

-

turales de la población a que pertenece el consu-midor y que garantice una vida psíquica y física, individual  y  colectiva,  libre  de  angustias,  satis-
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En el ámbito nacional, si bien el texto de la Constitución Nacional  no  menciona  expresamente  este  derecho,  pode-

-

corporación  con  rango  constitucional  de  los  Pactos  sobre Derechos  Humanos  arriba  mencionados,  conforme  lo  dis-puesto por el art. 75 inc. 22. También puede inferirse de las previsiones del art. 14 bis, incorporado luego de la deroga-ción (por decreto 229/56 de la llamada revolución libertado-

1949 que en su art. 37 inc. 6 preveía “Derecho al bienestar: El derecho de los trabajadores al bienestar, cuya expresión mínima se concreta en la posibilidad de disponer de vivien-da, indumentaria y alimentación adecuadas, de satisfacer sin angustias sus necesidades y las de su familia en forma que les permita trabajar con satisfacción, descansar libres de preocupaciones y gozar mesuradamente de expansiones espirituales y materiales, impone la necesidad social de ele-var el nivel de vida y de trabajo con los recursos directos o indirectos que permita el desenvolvimiento económico” (CN 

A  lo  largo  de  las  últimas  décadas  se  han  implementa-do diversos programas, con distintas orientaciones confor-me los distintos contextos políticos, sociales y económicos. Entre tales intentos destacamos la promulgación de la Ley 27.462  de  Promoción  de  la  alimentación  saludable  (B.O. 12/11/2021, 34792 -

do frontal. Fundamentalmente busca informar a lxs consu-midorxs para que puedan tomar mejores decisiones al mo-mento de elegir productos alimenticios. También tiene por 110
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objetivos fomentar hábitos saludables y contribuir a la pre-vención de enfermedades relacionadas con la mala alimen-tación,  como  la  obesidad,  la  diabetes  y  las  enfermedades 

-

troducidas por las Disposiciones 11362/2024 y 11378/2024 de la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y  Tecnología  Médica  (

de la ley y han sido cuestionadas, entre otros, por el Colegio de  Nutricionistas  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  (desde el Colegio de Nutricionistas aseguraron que cambios en la Ley de Etiquetado ponen en jaque la alimentación saluda-

 

4. Prácticas culturales en armonía con

la Naturaleza. La agroecología

En consonancia con la noción de soberanía alimentaria, podemos  argumentar  que  la  fractura  geosociometabólica producida  por  las  formas  de  producir  del  capitalismo  re-quiere  re-pensar  las  prácticas  agrícolas  y  ganaderas,  las formas de producción de alimentos y los circuitos median-te los cuales éstos llegan a lxs comensales. No es algo an-tojadizo,  sino  que  responde  al  cambio  de  perspectiva  que propone la soberanía alimentaria, al que podríamos pensar como  un  nuevo  paradigma,  en términos  kuhnianos. O tal vez, una parte muy importante dentro del paradigma am-

Como se analiza en distintos capítulos de esta obra colec-tiva,  el  modelo  agroindustrial  extractivista  cimentado  en paquetes tecnológicos que utilizan insumos dañosos para el 
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ambiente con el único objetivo de maximizar la renta en el menor tiempo posible -por lo que también se lo llama mode-lo de los agronegocios-, es uno de los principales factores de destrucción de los bienes naturales, de la concentración de los medios productivos  y de generación  de  desigualdades, entre otras consecuencias. Hoy es el modelo hegemónico al punto que se ha instalado el sentido común de que se trata del modo convencional. ¿Pero siempre fue así? ¿En los terri-

-

siderar  imprescindible  la  convivencia  entre  la  naturaleza humana y extrahumana? ¿Es posible pensar que se puede producir de otra manera?

Nuevamente intentamos encontrar respuestas en las vo-ces  de  lxs  actores  que  habitan  y  producen  en  los  territo-

miembras  de  la  Coordinadora  Latinoamericana  de 

 

único camino viable y éticamente admisible para lograr la 

los  pueblos  rurales  y  ancestrales,  al  servicio  de  la  huma-nidad.  Es  un  modo  de  ser,  vivir  y  de  producir  con  bases biológicas  y sociales, con  una  fuerte relación  con  la  natu-

reciclaje de productos e insumos, gran autonomía a partir del autoabastecimiento y el abastecimiento local y regional de alimentos saludables.

Las autoras dan cuenta de haber sistematizado, en va-rios años de trabajo, numerosas experiencias prácticas de 112
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la  Metodología  Campesinx  a  Campesinx  -en  donde  el  co-nocimiento se transmite de manera horizontal, solidaria y cooperativa- en los países que integran la CLOC y La Vía Campesina y llegaron a los siguientes resultados: 

-

dad, en armonía y en equilibrio con la naturale-za, no la vemos aislada, está muy vinculada por las luchas por la tierra, el territorio, el acceso al agua,  los  mercados  nacionales  y  locales,  lo  que propicia  autonomía.  Se  inicia  con  los  campesi-nos  y  campesinas,  los  pueblos  originarios  y  las semillas indígenas. Constituye un proceso social, cultural y político y es una herramienta para la transformación colectiva de la realidad, se basa en el intercambio, la cooperación y la acción co-lectiva entre los pueblos, en el diálogo horizontal entre los conocimientos campesinos e indígenas y 

y respeta la Madre Tierra. Las mujeres represen-tan un papel fundamental ayudando a construir nuevas relaciones dentro de la familia contra el patriarcado,  ofrece  atención  y  nuevas  oportu-nidades  a  los  jóvenes,  es  liberadora  y  fortalece nuestra  identidad  colectiva  como  campesinos, pueblos  indígenas  y  otras  poblaciones  rurales, sociales y culturales, produce alimentos sanos, es comunitaria y con valores anticapitalistas.

-

tóxicos,  los  transgénicos,  el  monocultivo,  los 
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agronegocios, la sustitución de insumos y la agri-cultura orgánica neoliberal que mantiene el mo-nocultivo,  las  leyes  y  tratados  de  semillas  y  su mercantilización,  el  verticalismo  y  la  privatiza-ción  de  los  conocimientos,  la  propiedad  intelec-tual sobre la vida, el acaparamiento de tierras y los  grandes  latifundios  privados,  el  patriarcado y otras formas de explotación, el ataque a la na-turaleza, la mal llamada agricultura inteligente, en resumen, estamos contra el capital y el neoli-beralismo que provocan hambre, desnutrición y crisis en el mundo.

-

do la agroecología entre todas las organizaciones de  la  CLOC  y  Vía  Campesina  a  través  de  pro-gramas  de  formación,  visitas  de  intercambios, producción y distribución de materiales educati-

exitosos ; promovemos la creación de programas, escuelas e institutos de formación agroecológicos 

la defensa y el fortalecimiento de los sistemas de semillas campesinas locales, la lucha por la tie-rra  y  el  agua;  exigimos  a  los  gobiernos  a  todos los niveles la adopción de políticas públicas que favorezcan la agroecología y la soberanía alimen-

Para  romper  con  aquel  sentido  común  hegemónico  del que dábamos cuenta al inicio, en las jornadas y congresos 114
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sobre  la  materia  se  alienta  a  la  producción  académica  y 

-

mente, visibilizar que producir de otra manera es posible y desmentir el mito que no resulta rentable, principalmente en cultivos extensivos.20

Existen  distintos  enfoques  respecto  de  la  agroecología. Algunos se limitan a abordarla solamente como una forma de  producir  alternativa.  Otros,  como  Santiago  Sarandón 

-

tos, que reúne, sintetiza y aplica saberes de diversas dis-ciplinas  con  una  óptica  holística  y  sistémica  y  un  fuerte componente ético, para generar conocimientos y aplicarlos al desarrollo de agroecosistemas sustentables. Las autoras/ actoras sociales que citamos más arriba la conciben como una forma de vida. Les acercamos también los argumentos 

-

con lógicas emancipadoras y potencia transformadora.

Los autores analizan seis principios emergentes de otros tantos puntos de análisis sobre los que argumentan sus ló-gicas transformadoras:

 

20 Este argumento es desmentido por numerosas experiencias que se  están  llevando  adelante  en  varios  territorios  de  nuestro  país  y  el mundo. Entre nosotros es paradigmático el caso de La Aurora, un cam-po de 650 has. en Benito Juárez -Provincia de Buenos Aires- trabajado 

agronegocios,  demostró  que  se  puede  producir  sin  agrotóxicos  y  ade-más generar más rentabilidad. La FAO declaró a La Aurora un campo 
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Principio  Político:  Se  proponen  cuestio-

nar y transformar estructuras, no reproducirlas.

Principio  Económico:  Conforman  eco-

nomías basadas en el valor de uso y no en el de cambio

Principio  Organizativo:  Buscan  fortale-

cer  la  organicidad  y  pensar  procesos  colectivos, no proyectos individualizados.

Principio Metodológico: Construyen pro-

cesos horizontales, no jerárquicos.

Principio Pedagógico: Entienden a la for-

mación para luchar y transformar, no para con-formarse.

-

tura y la espiritualidad, desde la conexión con la Naturaleza, no desde el productivismo.

En nuestro país existen muchos colectivos que promue-ven y se apoyan mutuamente para vivir agroecológicamente. Entre ellos podemos destacar la Red Nacional de Municipios 

o la representación local del Movimiento Agroecológico de 

con ambos está el Ing. Agrónomo Eduardo Cerdá que fue el  primer  -y  hasta  ahora  único-  Director  de  Agroecología nombrado en nuestro país, dirección que funcionó dentro de la órbita del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca en el período 2020-2023. Fue disuelta por el DNU 70/23 del 
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también  tiene  un  fuerte  compromiso  con  la  agroecolo-gía,  implementando  diversas  políticas  públicas  para  pro-mocionarla  y  acompañar  a  lxs  productorxs  del  Cinturón Florifrutihortícola  Bonaerense  en  sus  procesos  de  transi-ción. Entre las primeras destaca la construcción colectiva de  la  Tecnicatura  Universitaria  en  Agroecología-TUnA (Res.

apoyada en más de 20 años de docencia, extensión e inves-tigación en la materia. Está dirigida a quienes quieran con-tribuir con el diseño, manejo y gestión de agroecosistemas conforme a los principios de la agroecología. La carrera pro-pone la articulación horizontal de las dimensiones ecológi-ca-productiva, socioeconómica y sociocultural, con un enfo-que integrador e interdisciplinario a lo largo del recorrido académico,  con  una  visión  transformadora  que  promueve 

21

Entre las segundas, además de contribuir con la creación de  circuitos  cortos  de  comercialización  que  mencionare-mos en el apartado siguiente, es relevante la creación de la Biofábrica Escuela de insumos agroecológicos, que por Res. 53/2025 del Ministerio de Desarrollo Agrario de la Provincia 

que cumple con los estándares exigidos para la producción y comercialización de biopreparados agroecológicos (UNLP, 

 

21 Sobre los ejes teóricos y pedagógicos sobre los que se diseñó la tecnicatura se recomienda Bonicatto et al, 2024. 
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Finalmente,  destacamos  que  el  art.  26  inc.  h  de  la Ley  27.118  de  Reparación  de  la  Agricultura  Familiar, Campesina e Indígena, dentro del Título V sobre desarrollo tecnológico, asistencia técnica e investigación; invita a pro-mover y fortalecer formas de producción agroecológica. 

5. Economía popular. Distinciones con las

nociones de economía social y solidaria.

Salvando  los  casos  de  conexidad  objetiva  y  subjetiva, 

-

cesamiento, el transporte o la comercialización de los pro-

se hallan vinculadas a la actividad agraria,

no  precisamente  porque  participen  de  ella 

o  con  ella,  en  la  producción,  sino  por  el  hecho importante, de que según sea la regulación que se  les  aplique  cuando  el  contenido  esencial  de las  mismas  sea  “lo  agrario”,  así  será  también, el grado de protección que se ejerza con relación a  la  producción  agropecuaria.  De  ahí  que  sea indispensable de un modo u otro, relacionarlas con  la  actividad  agraria,  sobre  todo  desde  el 

-

cesamiento como la comercialización o el intercambio de la producción agropecuaria no pueden quedar fuera del radar de  la  política  agraria para  asegurar  su  llegada  a  lxs  con-sumidorxs/comensales y, con ello, el acceso al derecho a la alimentación. 
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Entrelazamos  estos  conceptos  teóricos  de  la  doctrina agrarista clásica con los conceptos que venimos entretejien-do desde la perspectiva de la soberanía alimentaria de los 

 

a la política agraria. 

Esto es lo que surge de la citada Declaración de Nyéléni 

-

buyen  y  consumen  alimentos  en  el  corazón  de  los  siste-mas y políticas alimentarias, por encima de las exigencias de los mercados y de las empresas; generando estrategias para  resistir  y  desmantelar  el  comercio  libre  y  corpora-tivo;  priorizando  las  economías  y  los  mercados  locales  y nacionales. Agrega además que la soberanía alimentaria promueve el comercio transparente, que garantiza ingre-sos  dignos  para  todos  los  pueblos  y  los  derechos  de  lxs consumidorxs  para  controlar  su  propia  alimentación  y nutrición.

La emergencia de la economía popular en nuestro país responde  a  estas  mismas  motivaciones  en  el  contexto  del modelo de exclusión y concentración aperturista neoliberal consolidado en la década del 90 y se visibiliza con contun-dencia después de la crisis del 2001. Su conceptualización no está exenta de debates teóricos desde los puntos de vista económico, político y social. 

Lo que  sí constituye  un  dato material  irrebatible de la realidad  es  que  desde  entonces  hubo  dos  experiencias  co-lectivas de trabajo autogestivo que se hicieron visibles con mucha potencia: la de las fábricas recuperadas y el movi-
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miento piquetero que en sus organizaciones de trabajador-xs desocupadxs hicieron vanguardia en la reconversión de subsidios de desempleo en proyectos productivos autoges-tivos.  Asentados sobre  prácticas asociativas preexistentes empujadas  por  las  clases  subalternas  y  oprimidas,  desde abajo, particularmente vinculadas al universo campesino e indígena y a la centenaria tradición cooperativa argentina. Todos  ellos  tienen  en  común  procesos  de  creación  de  me-dios populares de producción. La clase trabajadora creati-vamente gesta estrategias colectivas a la sobreexplotación o al desempleo, allí donde el Estado y el capital no logran o no quieren dar respuesta. En lo que conecta con la agra-riedad, tenemos distintas líneas del Movimiento Nacional 

-

sas  organizaciones  que  forman  parte  de  la  Coordinadora 

articulan con la ya mencionada Vía Campesina (Mazzeo y 

Ahora, ¿cómo abordar este universo complejo, heterogé-neo y dinámico de movimientos y organizaciones? ¿Es posi-

-

zación prácticas-teoría para que puedan crecer en sus obje-tivos?

Como  dijimos,  hay  muchxs  autorxs,  incluso  carreras  o 

aquí  la  extensión  de  esos  debates  escapa  al  propósito  de este  capítulo.  En  este  sentido  es  lectura  recomendada  la 120
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obra de José Luis Coraggio, economista y actual director de la Maestría en Economía Social de la Universidad Nacional de General Sarmiento. Principalmente uno de sus últimos trabajos elaborado en conjunto con Erika Loritz (Coraggio 

les proponemos de un principio, optamos por acercarles ar-gumentos teóricos construidos con y desde la escucha de lxs protagonistas en estos procesos. Así partimos de la obra co-lectiva coordinada por Miguel Mazzeo y Fernando Stratta que entienden que: 

La  economía  popular  se  presenta  como  un 

conjunto de praxis colectivas (un archipiélago de 

-

mónicas. Praxis capaces de realizar aportes sig-

-

pitalismo y brindar elementos para la consolida-ción de matrices de desarrollo de alternativas, de carácter  “autónomo”,  “endógeno”,  “multidimen-sional”. Praxis emparentadas con el uso racional de los factores productivos y la reproducción am-

-

mía  popular  plantea,  entonces,  la  necesidad  de desarrollar una conciencia y una voluntad popu-

En  concordancia  con  lo  que  expresamos  para  el  caso  de la  soberanía  alimentaria  y  los  principios  considerados  por Giraldo y Rosset para la agroecología, para estxs actorxs de 
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-

-

 

-

 

Y  es  aquí  donde  habemos  de  hacer  una  distinción  en-tre  estas  economías  populares  y  la  llamada  economía  so-cial  y  solidaria.  Ambas  comparten  la  práctica  de  valores/ principios  como  la  solidaridad,  la  complementariedad,  la sustentabilidad ambiental, la equidad, la justicia social, la perspectiva de género, la democracia económica y el prota-gonismo popular. Todos ellos en oposición al individualis-mo, la competencia, el extractivismo, las desigualdades, la meritocracia, la negación de la que llaman “ideología de gé-nero”, la concentración y transnacionalización económicas y la supremacía de las elites dominantes que son la base de sustentación de las reglas de valor del capitalismo. 

Pero, desde esta perspectiva, en las economías populares encontramos un plus político que tiene el potencial trans-formador para conducir a transiciones alternativas al capi-talismo  o  poscapitalistas. A estas alturas  podrán  pregun-tarnos: ¿Por qué les inquietamos con estas miradas supe-radoras? Nuestro argumento es que vivimos en sociedades capitalistas complejas, pero si miramos un poco más arriba de nuestros hombros, no podemos negar que existen inequi-dades, asimetrías y crisis civilizatoria a nuestro alrededor. Y el Derecho crítico no puede esquivar esa realidad, menos 122
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el entorno que nos rodea, para no conformarnos y pensar alternativas creativas. En estos caminos las luchas de los 

sustanciales  en  las  economías  populares.  Así  lo  analiza Verónica Gago:

Las  espacialidades  laborales  de  la  reproduc-

ción  social,  del  trabajo  de  asistencia,  cuidado, educativo, ambiental y de gestión de las violen-cias  en  las  casas  y  en  los  territorios  comunita-rios y vecinales se han visibilizado políticamente como formas de trabajo incluso subalternizadas en  las  representaciones  políticas  de  las  econo-mías populares. Que las economías populares es-tén fuertemente feminizadas, que el protagonis-mo territorial y organizativo sea de mujeres, les-bianas, travestis, trans es algo que se ha puesto en evidencia gracias a la lucha política feminista. 

De  esta  manera,  las  economías  populares  no  son  mar-ginales.  Rebusques  de pobres,  oprimidxs o  desempleadxs. Compartimos con la autora que seguimos que tanto por su extensión territorial creciente como por su capacidad de te-jer redes a múltiples escalas, tanto por su dinamismo políti-co como por su capacidad de impacto en el imaginario públi-co, tanto por los números que cada vez más intentan censar y medir el impacto de las tareas y la diversidad de quienes las realizan; se evidencia que se trata de un fenómeno de mayorías que persiste y re-existe en el tiempo creando in-
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fraestructura popular en contextos adversos, como ocurrió en la pandemia de COVID19. 

Desde este marco más ambicioso, no meramente econo-micista, es que señalamos algunas estrategias vinculadas con nuestra materia: experiencias de producción colectiva, 

-

nes agroecológicos de los diversos territorios, mercados de cercanía o ferias locales en donde se promueve el encuen-

de  precios  de  los  productos  en  asambleas  de  productorxs que contemplan en la ecuación dignidad del trabajo del pro-ductor con accesibilidad de los alimentos para la comuni-dad. En este sentido, nuestra Universidad Nacional de La Plata viene desde hace varios años implementado políticas públicas universitarias en proyectos de acompañamientos a  lxs  productorxs  como  el  Paseo  de  la  Economía  Social  y Solidaria que funciona en los jardines del Rectorado22 o la Comercializadora  La  Justa23.  También  la  instalación  de 

orientada  a  la  producción  de  alimentos  deshidratados  de alta calidad nutricional, destinados a fortalecer la seguri-dad alimentaria de los sectores más vulnerables de la re-gión24. Es importante que conozcamos, participemos y ayu-

 

22 Se puede recabar información en su Instagram https://www.ins-

23 Información disponible en https://lajustaunlp.com.ar/

24 Pueden consultar mayor información en https://unlp.edu.ar/insti-tucional/produccion/planta-de-alimentos-deshidratados-31439/ 124
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demos  a  difundir  estas  prácticas  de  nuestra  comunidad universitaria como parte del compromiso social inherente a nuestro orgullo de pertenecer a la Universidad Pública, Gratuita, de Calidad e Inclusiva. 

¿Sujetos o actorxs sociales agrarios?

La importancia de la Agricultura Familiar,

Campesina e Indígena para la Soberanía

y la Seguridad Alimentarias

 

Vivanco realiza sobre los sujetos agrarios, a cuyas páginas remitimos como complemento necesario de este capítulo25.

Como  un  aporte  más  a  ese  marco  teórico,  en  el  texto que  hasta  aquí  les  presentamos,  hemos  decidido  de  ma-nera intencional referirnos a actorxs sociales o actorxs so-ciales agrarixs. Esta postura, coherente con los propósitos de transformación social que transmitimos desde el inicio, obedece a la decisión de mostrar a las personas organizadas en su faz de actuales o potenciales motores de cambios polí-ticos, culturales, sociales y económicos; atravesados por los paradigmas ambiental y de género que constituyen postu-ras ontológicas, epistemológicas y metodológicas que ya son parte inescindible de nuestros análisis. 

En este sentido, nos espejamos con el rol que Paulo Freire 

-

 

25 Nos referimos al capítulo segundo del título tercero de su obra ya 
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cha en su tierra natal, Brasil. En su obra “Pedagogía de la au-tonomía”, ve en las organizaciones campesinas -como los sin tierra- el potencial político de transformación social. Observa en sus luchas legítimas y éticas, sostenidas en el tiempo, un campo de resistencia y rebeldía frente a las injusticias de las estructuras dominantes. Y, lo que tal vez más nos atrae del pensamiento de Freire es su visión esperanzadora: a partir 

todxs  podemos  convertirnos  en  actorxs  de  transformación 

pensando que la opresión -con sus consecuencias deshuma-nizantes, discriminatorias y destructoras de Naturaleza- es un destino inevitable. Muy por el contrario, es una construc-ción social que puede ser transformada tomando conciencia de nuestras propias capacidades y luchando por nuestros de-rechos. Como siempre se ha hecho en la historia. 

En tal sentido, dedicamos este apartado a invitarles a re-

-

tos  que  hasta  aquí  planteamos,  son  imprescindibles  para la reproducción social y la construcción de formas otras de producir vida y habitar el mundo.

producen el 80 % de los alimentos del mundo en términos de valor. 

Esta tarea tiene la complejidad de que no se trata de un grupo homogéneo. Por el contrario, tienen como una de sus fortalezas  la  diversidad  y  los  saberes  provenientes  de  las prácticas situadas en los territorios. Así lo expresan ellos 
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hemos citado: organizaciones de campesinos y campesinas, agricultorxs  familiares,  pescadores  tradicionales,  pueblos indígenas,  pueblos  sin  tierra,  trabajadorxs  rurales,  mi-grantes, pastorxs, comunidades forestales, mujeres, niños, juventud, consumidores, movimientos ecologistas,  y  urba-nos”.  También  existen  otras  denominaciones  como  chaca-rerxs, puesterxs, criancerxs, artesanos rurales, minifundis-tas, pequeñxs productorxs, chacarerxs, colonxs, banquiner-xs, pescadorxs artesanales …. emergentes de las distintas actividades desplegadas en los territorios.

Por eso no es nuestra intención encasillarnos en catego-rías con la rigurosidad que exigiría una investigación cien-

nuestra materia, lxs pescadorxs o lxs artesanxs rurales no debieran estar incluidos por el simple hecho que la pesca no es una actividad agraria y la transformación de las mate-rias primas (salvo que exista conexidad objetiva y subjeti-

Pero  nos  permitimos  este  momento  de  pensar  salien-do de los límites de lo estricta y técnicamente agrario por dos razones.  La primera,  porque proponer a la  Soberanía Alimentaria como un objetivo de política agraria nos enfren-ta a contemplar esta diversidad y complejidad. La segunda, la  Ley  27.118  de  Reparación  Histórica  de  la  Agricultura Familiar,  Campesina  e  Indígena  vigente  en  nuestro  país, como  desarrollaremos  luego,  recepta  esta  complejidad  y 

En  términos  de  sociología  rural  es  álgido  el  debate  en 
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surgidos en contextos y tiempos históricos diferentes y que mantendrían lógicas diversas. 

Los estudios de Aleksandr Chayánov -economista ruso- de principios del siglo XX, continuados por La Nueva Escuela de  Estudios  Campesinos  con  impronta  multidisciplinar  y 

ayudan a pensar la lógica económica campesina como una lógica distinta a la capitalista. Inspiradora de los estudios latinoamericanos a partir de los ‘70 y de la nueva sociología 

de organización de la producción. Los elementos distintivos son  el  trabajo  familiar  con  escasa  o  nula  contribución  de mano de obra exterior, la  tenencia de  cierta extensión de tierra disponible y sus propios medios de producción. Estas son las bases de la unidad de explotación doméstica cuyo objetivo está en asegurar, de ciclo en ciclo, la reproducción de sus condiciones de vida y de trabajo. Debe generar los medios necesarios para asegurar el sostenimiento biológico de lxs miembrxs de la familia y la satisfacción de otras nece-sidades cultural e históricamente determinadas. También, de los medios para reponer los bienes consumidos en la rea-lización del ciclo productivo.

En esta ecuación de trabajo y consumo, se combinan el tamaño de la familia y la relación entre lxs miembrxs que 

-

mientos  de  estxs  últimxs  sean  mayores,  más  alto  deberá ser  el  grado  de  autoexplotación  del  trabajo  familiar.  La producción se detiene, según esta corriente, en este punto 128


Derecho y agrariedad

de natural equilibrio porque cualquier otro aumento en el desgaste de la fuerza de trabajo resultará subjetivamente 

En  esta  racionalidad  propia,  distinta  de  la  capitalista, no se computan los salarios de lxs productorxs familiares, 

equilibrio  entre  trabajo  y  satisfacción  de  las  necesidades del grupo familiar.

campesina por excelencia que muy bien describe Chayánov es un punto de referencia estático. Los términos campesinx o pequeñx productxr son conceptos teóricos -y por ello de-batibles- pero fundamentalmente son categorías dinámicas en permanente evolución ascendente o descendente. Es me-nester analizarlas desde un conocimiento situado (Leyva et al, 

Aceptamos  el  convite  de  Llambí  a  superar  el  enfoque neoclásico-weberiano que postula analizar en qué grado la realidad empírica se aparta de las condiciones de funciona-miento de un modelo construido teóricamente. En cambio, 

Polanyi  entre  la economía  formal,  como  el  estudio  de  las decisiones racionales por los actores económicos, y la eco-nomía  substantiva”.  Esta  última,  análisis  de  los  procesos por medio de los cuales lxs actorxs generan sus medios de vida, nos ofrece la oportunidad de abrir la caja negra de la agencia humana y comprender tanto la heterogeneidad de lxs actorxs como de sus estrategias en diferentes entornos 
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Antes de adentrarnos en el análisis de los aspectos con-

sobre algunos interrogantes: 

  Siendo  que  estos  actorxs  ocupan  un  rol  tan  estratégi-co para la supervivencia de la naturaleza humana y extra-humana, ¿por qué resulta necesario hablar de ellxs y, más aun, visibilizarlxs? ¿Por qué quienes producen los alimen-tos están luchando para no desaparecer?

Las respuestas son multicausales. Pero en la base está la decisión política de quienes dominan las relaciones de poder, con la acción u omisión de los Estados, de seguir siendo peri-feria priorizando sus procesos de acumulación/riqueza por so-bre la provisión de alimentos a la población. En la actualidad asistimos a la continuidad en la concentración de la tenencia de la tierra y demás factores de producción, mayoritariamen-te a manos de grandes productores, transnacionales y grupos 

concentración de las redes de comercialización, principalmen-

 Siguiendo con las lógicas hegemónicas y su forma de di-visión internacional del trabajo, con el denominado modelo aperturista-neoliberal  implementado  a  partir  de  la  dicta-dura cívico-militar en 1976 adscribimos a otras estrategias del capital reinventado. Como se analiza en otros capítulos de  esta  obra,  la  frontera  abierta  por  la  Revolución  Verde luego  de  la  Segunda  Guerra  Mundial,  que  con  paquetes tecnológicos prometió aumentar la productividad haciendo caso omiso de sus consecuencias ambientales, trajo un giro en la década del ’90 con el ingreso al país de las primeras 130
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a  determinados  venenos/agrotóxicos/agroquímicos,  ambos insumos mercantilizados por los mismos poderes transna-cionales concentrados. Fue el espaldarazo para la consoli-dación del modelo de los agronegocios (Gras y Hernández. 

des-natural-humanizadas. 

Durante  el  período  1990-98  la  evolución  del  sub-sector agrario que podía acceder a esos paquetes tecnológicos y a las exportaciones de commodities fue excepcional. Resultó uno de los más dinámicos de la economía, con tasas inin-terrumpidas de crecimiento, lo que posibilitó mantener el aporte del sector primario y agroindustrial en torno al 30% 

-

centración  respecta  y  una  profundización  en  los  procesos de  expulsión de pequeñas/os productoras/es. Como señala 

-

plotaciones agropecuarias descendió de 472.000 a 297.000, siendo las más afectadas las de menor extensión26. El Foro 

que para 2002 -año de censo agropecuario- sólo el 9,8% de las  explotaciones  agropecuarias  controlaban  el  78%  de  la 

 

26 Las cifras aportadas por el autor citado para el período son elo-cuentes: desaparecieron el 46,4% de EAPs de hasta 25 has., el 37,1% de 25,1 a 100 has., el 32,2% de EAPs de 100.1 a 200 has., el 22,1% de 200,1 a 500 has. y el 3,6% de 500,1 a 1.000 has. Mientras que las EAPs de entre 1.001 a 2.500 has. aumentaron en un 5,8% y las de más de 2.500, 
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tierra productiva en unidades de más de 1000 has., mien-tras que el 57,9% de las/os productoras/es con menos de 100 ha controlaban el 2,8% de la tierra. Dentro de este último grupo había un 35% de explotaciones con menos de 25 ha que ocupaban menos del 0,6% de la tierra.

tendencias. Las explotaciones se redujeron aun más 250.881. La mayor cantidad de EAPs en la Argentina están en la fran-ja de las 100 a 500 hectáreas. Son 57.856 productores que representan el 25% del total y que suman 14 millones de hec-táreas. Por debajo de las 100 has. hay 124 mil explotaciones rurales, que representan el 54% del total pero manejan so-lamente 3,5 millones de hectáreas, es decir sólo el 2% de la 

-

cuarias (apenas el 1% de las 250.881 explotaciones registra-

Lxs  expulsadxs  por  el  sistema,  movimientos  sociales y organizaciones de la agricultura familiar, campesinxs y pueblos originarios; han venido promoviendo acciones colectivas  para  visibilizar  y  luchar  contra  estas  inequi-dades.  Los  aglutina  una  autopercepción  contraria  a  la agricultura  industrial  desentendida  del  saqueo  de  los bienes naturales, el acceso, recuperación y resistencia en 

actorxs  político-sociales27 salieron  a  disputar  espacios 

 

27  En la  historia de  la estructura  agraria  argentina estos  actores socioproductivos  estuvieron  presentes  aún en la época colonial y  han persistido pese a la conformación de la oligarquía terrateniente, la for-132
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y  derechos  en  el  complejo  escenario  hegemónico  de  los agronegocios.

Este modelo de agricultura industrial se publicita como 

 

-

ciales a los que aquí re-vitalizamos con este pasado del que hay que alejarse, en una estrategia de invisibilización que no  es  inocente,  sino  que  responde  a  mantenerlos  en  una subordinación directa o indirecta para alimentar las lógicas de apropiación y acumulación del mercado. 

-

da  (cuarta  clase  junto  a  la  tríada  de  Marx:  proletariado-

como una de las perspectivas para analizar lxs actorxs de las economías mercantiles no empresariales en el sistema capitalista actual. Pueden estar subordinados al capital a través de mediaciones y con modalidades consideradas atí-picas. Una interpretación posible es que el capital lxs tolera porque  asumen  actividades  que  no  le  son  atractivamente rentables. En nuestro caso, la producción de alimentos en fresco que es necesaria para mantener la reproducción de la mano de obra/fuerza de trabajo de las actividades que sí 

 

mación de latifundios, la concentración y extranjerización de la tierra y de los medios de producción o el predominio de los agronegocios. En 

de la ruralidad. 
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abastecen la voracidad de sus lógicas de acumulación. Por ello somete a las familias productoras, campesinxs e indíge-nas a distintos niveles de explotación, pero manteniendo el control sobre los precios en los mercados y sobre las activi-dades de transformación en los sistemas agroalimentarios. Esto será así hasta que sus lógicas avasalladoras lleven a arrasar los territorios, expulsando a lxs pequeñxs produc-torxs a zonas cada vez menos aptas o alejadas. U obligán-

-

milia o algunxs de sus miembros-, forzándolos a ser fuerza de trabajo asalariada, tiempo completo o estacionalmente.

-

terpela a explicar el capitalismo existente en un espacio y un tiempo determinados, de forma situada, instando a lxs investigadorxs  a  no  limitarse  a  constatar  la  presencia  de una clase social en sentido meramente económico. Más bien desafía a desentrañar racionalidades económicas diversas que aporten  potencial  político, proponiendo  y  tratando de fundamentar  ese  potencial  político  en  fuerzas  sociales  en curso. De allí nuestra inquietud por ofrecerles unas mira-das diversas como las desarrolladas en los primeros puntos del capítulo.

Es desde este escenario complejo, asumido como un cam-po  en  disputa  en  distintas  dimensiones,  desde  donde  les 

legal  que  se  propuso  trazar  algunos  objetivos de  políticas agrarias de Estado para fortalecer al subsector que estamos analizando. 
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Histórica de la Agricultura Familiar, Campesina

e Indígena

En este punto queremos ofrecerles una metodología di-versa para el abordaje de un texto legal. En los escritos ju-rídicos tradicionales se suele hacer una transcripción de los artículos de ley y glosar algunos comentarios o interpreta-ciones del autor del escrito. Luego lxs estudiantes leen y re-piten esos contenidos. Esta vez les proponemos no ponernos como intermediarios. Ese contacto primero y directo segui-do de un análisis personal que ustedes pueden hacer sobre las leyes es muy valioso. Pueden aportar interpretaciones creativas, nuevas, transformadoras. Lo otro, es el proceso pedagógico dogmático tradicional: cual si existieran verda-des reveladas, estudiamos lo que unx autxr/intérprete nos dice. En el mejor de los casos, acudimos al buen ejercicio de revisar otrx autxr que aporta una mirada distinta. 

Por eso, en primer lugar,  les  proponemos que para ese ejercicio pongan en diálogo los conceptos que hasta aquí de-sarrollamos en este capítulo con el texto legal a analizar. 

y en qué medida en el objeto de estudio.

De nuestra parte, vamos a ofrecerles algunos ejes de in-terpretación posibles: la contextualización histórica, políti-ca, económica y social de la sanción de la ley; algunos obje-tivos de política agraria propuestos, algunas herramientas 

después, en vez de darles respuestas hechas, dejarles plan-
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teadas  algunas  preguntas  que  les  permitan  ampliar  ese análisis. 

La ley 27.118 se promulgó de hecho el 20 de enero 

de 2015. El proceso de elaboración de ley, desde una pers-pectiva de Derecho crítico, merece una mención explícita. Ya  que  se  trata  de  un  texto  legal  elaborado  desde  abajo 

que  reclamaban  políticas  públicas  para  el  subsector  reu-nidos con autoridades estatales en el Foro Nacional de la 

reunirse en diciembre de 2004 convocando a más de 1.000 organizaciones de todo el país. Se presentó como un espacio de encuentro, discusión y concertación en torno al desarro-llo rural, la agricultura familiar y la situación de los pue-blos  originarios,  que  encontró  su  institucionalidad  formal mediante la resolución 132/06 de la entonces Secretaría de 

El impulso para la concreción de un proyecto de ley federal y  consensuado  que  receptara  los  reclamos  de  las familias productoras  fue,  desgraciadamente,  un  hecho  trágico:  el asesinato en 2011 del joven militante Cristian Ferreyra del 

en un episodio, muchas veces repetido en todo el país, que involucra a sicarios y empresarios que intentan desalojar a lxs campesinxs de los territorios en donde habitan y produ-

Un dato que no debe pasar desapercibido es cuál es 

el título de la ley: de Reparación Histórica. ¿Cuán desprote-gida habrá de ser la situación de las familias productoras, 136
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campesinas e indígenas para que desde el Derecho se plan-tee la necesidad de una reparación histórica?

En  los  puntos  anteriores  hicimos  una  breve  descripción del  contexto político,  económico, social y  cultural  que  llevó a esa situación. Básicamente, el avasallamiento del agrone-gocio  y  otras  actividades  extractivas  y  especulativas  sobre territorios y cuerpos viene desplazando otras formas de pro-ducción y expulsando a quienes las practican. Recordamos, por su elocuencia, el título de un texto que ya citamos y cuya lectura recomendamos: El campo argentino: crecimiento con 

diagnóstico está disponible en los fundamentos de la eleva-ción  del  proyecto  de  ley  al  Congreso  Nacional  (Honorable 

Conteste  con  esa  necesidad  de  reparación,  en  su  artí-culo  1°  se  declara  a  la  Agricultura  Familiar,  Campesina e  Indígena  como  una  materia  de  interés  público.  Ya  ha-bíamos adelantado en el punto 2.1.1. que la  ley introdu-ce  los  principios/objetivos  de  la  Soberanía  y  Seguridad Alimentaria  del  pueblo,  atribuyendo  al  grupo  de  actorxs amparadxs por la ley, su contribución para la resistencia en prácticas de “sistemas de vida y de producción que pre-servan la biodiversidad y procesos sostenibles de transfor-mación productiva”. 

Y aquí van algunos interrogantes para este ejercicio de análisis que les proponemos: 

¿Ven  receptada  en  estas  formulaciones  algunos  de  los conceptos  que  desarrollamos  en  este  capítulo  en  torno  a esos principios?
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¿Qué consecuencias jurídicas les parece que implica que se declare al sector como de “interés público”?

Los objetivos de política agraria que proyecta la ley 

son ambiciosos. Están explícitamente desarrollados en los artículos  2,  3  y  4  pero  también  pueden  colegirse  de  otras reglas. Adviértase que el art. 3 contempla los objetivos ge-nerales que luego son detallados o desgranados en el art. 4, ampliando el abanico de posibles políticas públicas para implementarlos. 

La prioridad está puesta en el incremento de la producti-vidad, coincidente con uno de los objetivos que nos propone Vivanco. Pero también, enlaza ese incremento no sólo con la seguridad y soberanía alimentarias ya citadas, sino que pone en el centro a las personas que llevan adelante estos sistemas de vida. No nos parece una frase hecha sino una 

-

-

nes nos permiten hacer una lectura de la ley en términos de  derechos conquistados/legislados. Dicho de otra  forma: ¿cómo pueden traducirse en derechos estos objetivos de po-lítica agraria planteados?

Esbozamos algunos:

-       El derecho al arraigo, que permita la ra-

dicación de la familia en el ámbito rural elegido 

-       Derecho  al  desarrollo  humano  integral, 

bienestar social y económico de lxs productorxs, de lxs trabajadorxs rurales; pero también extien-de ese derecho a sus comunidades. También es-
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tas  consideraciones  son  contestes  con  la  noción de Soberanía Alimentaria que no piensa sólo en 

de vida diversa para pensar una transformación 

-       Derecho  al  trabajo  en  el  ámbito  rural, 

-

10%  de  población  rural.  Aunque  algunas  otras proyecciones calculan un porcentaje menor pues la categorización del censo de población rural es muy amplia, inclusivo de quienes residen en lo-calidades de menos de 2.000 habitantes (que no 

además de la  población rural  dispersa, o  sea  la que habita en campo abierto. Un análisis profun-do de las críticas a esta forma de medición puede encontrarse, incluyendo proyecciones históricas, en López Binaghi, 26/10/24.

-       Derecho a vivir en armonía con la natu-

raleza y a la biodiversidad (art.3.a en relación con art. 2 

que enlaza con el que tenemos todxs lxs habitan-tes  consagrado  en  el  art.  41  de  la  Constitución Nacional.

-       Derecho  a  la  igualdad  real  (no  sólo  for-

objetivo de política agraria el corregir disparida-
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des  del  desarrollo  regional  con  una  perspectiva de  desarrollo  rural  sustentable.  Igualdad  real/ situada entre las regiones e igualdad real/situa-da para las personas que habitan los territorios. Este principio, que interpela la operatividad del Derecho amparado en el art. 16 de la Constitución Nacional, es uno de los vectores fundamentales de  la  constitucionalización  del  Derecho  Privado expresamente  introducida  en  el  Código  Civil  y Comercial vigente, según surge de los fundamen-tos del proyecto en su elevación al Congreso para su sanción (Proyecto de Código Civil y Comercial, 

de las facultades/obligaciones del Congreso de la Nación según surge del art. 75 inc. 19, segundo 

-  Derecho a la biodiversidad, no sólo en o 

“de” la Naturaleza sino de las prácticas cultura-les  y  los  saberes  diversos  desarrollados  por  las 

- 

interpretación  posible  del  inciso  g  del  art.  3. 

-

que se entiende por desarrollo rural “al proceso de transformaciones y organización del territorio, a través de políticas públicas con la participación activa  de  las  comunidades  rurales  y  la  interac-ción  con  el  conjunto  de  la  sociedad”.  Entonces: 
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¿puede decirse que se encuentra allí contempla-da  la  noción  de  territorio  que  abordamos  en  el punto 1 de este capítulo?

-       Derecho a la no discriminación y a la eli-

minación de las brechas y estereotipos de género. Consagrado  expresamente  como  un  objetivo  de política agraria en el inciso c del art. 4, es com-plementado por las políticas sociales que se pre-vén en el art. 31.

-       Derecho  a  una  jubilación  digna  (art.  32 

- 

-       Derecho a la organización colectiva, pro-

moviendo  el  asociacionismo  y  el  cooperativismo que,  como  ya  dijimos  más  arriba,  tiene  fuerte arraigo en nuestro país y en nuestra legislación que,  desafortunadamente,  muchas  veces  no  es abordada  en  el  transcurso  de  nuestra  carrera (art. 4 incs. d y h y otros artículos de la normati-

-

cer esos procesos organizativos. 

-       Derecho de acceso a la tierra y de la ges-

tión  de  los  bienes  naturales  necesarios  para  la producción:  Contemplado  de  manera  general en  el  inciso  i  del  art.  4,  encuentra  su  desarro-llo  acabado  en  el  Título  III-Bienes  Naturales  y 

-

ritaria para la Agricultura Familiar, Campesina e Indígena nos interpela para re-pensar el dere-
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cho de propiedad consagrado en la Constitución 

decir que la propiedad es inviolable a reconocer que todxs tenemos el derecho humano al acceso a  la  tierra  para  asegurar  nuestra  reproducción social en comunidad? A nuestro entender, espe-

-

tiva y es necesario problematizar desde el ámbito jurídico sobre el tema.

En esta dimensión cobra especial relevancia la 

previsión de un banco de tierras para adjudicar a las familias que ya habitan o que quieran vivir 

-

pecto, no podemos dejar de mencionar otro prin-cipio relevante  en los términos  de las reglas  de interpretación planteadas en el título preliminar del Código Civil y Comercial. Así como lo hicimos con la Soberanía Alimentaria en el punto 2.1.1., es de suma importancia que el art. 15 establece que la tierra es un bien social. También, las pre-visiones sobre la creación de bancos de semillas 

de  Semillas  Nativas  en  el  ámbito  del  entonces Ministerio  de  Agricultura,  Ganadería  y  Pesca 

propuestas  de  educación,  formación  y  capacita-ción situadas, en contexto con el habitar/producir en la ruralidad y el título VII que sugiere un plan de infraestructura para que las familias produc-
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toras  puedan  llevar  adelante  la  gestión  de  los bienes  naturales  y  de  los  distintos  pasos  de  los procesos productivos. 

Podríamos seguir  desentrañando  derechos,  pero  acorde con el ejercicio que les venimos proponiendo ¿qué otros de-rechos pueden colegir detrás de las políticas públicas pla-

-

gislación alguna propuesta o normativa que permita a las familias productoras prácticas vinculadas con la economía popular o social y solidaria? 

¿Quiénes  son  los  sujetos  esenciales/actorxs  que  se 

pretenden fortalecer?

a  quien  lleve  adelante  actividades  agrarias  propias  como las  agrícolas,  pecuarias,  forestales  y  acuícola.  Pero  tam-bién, retomando la advertencia que hacíamos con anterio-ridad incluye a la actividad pesquera artesanal y a activi-dades manufactureras que tengan como propósito agregar valor en los territorios, propósito incluido en varias de las previsiones de la ley.

 Además de esta caracterización por actividad, se agre-gan:  que  la  gestión  del  emprendimiento  productivo  sea ejercida directamente por unx productxr o su familia -es decir que la unidad productiva coincide con la unidad do-méstica,  con  nula  o  escasa  contratación  de  trabajadores en relación de dependencia; que detente la propiedad de al menos parte de los medios de producción y que el produci-do de la explotación sea el ingreso económico principal de la familia. 

143

Marisa Adriana MIRANDA y Agustín Lezcano CIRONE - Coord.

Y, por supuesto, requiere que la familia resida en el lu-gar en donde se lleva adelante la actividad productiva. Pero aquí la legislación que analizamos innova en cuanto priori-za el ámbito rural, pero en varias reglas de su articulado se 

de huertas urbanas.

Además, se exige la registración para poder acceder a los 

 

cuanto al texto legal y a su aplicación, apelando al análisis de racionalidad pragmática al que aludíamos al inicio del capítulo. Aclaramos que éste no podrá ser desarrollado de manera completa en el presente trabajo, pues para concre-tarlo con rigurosidad deberíamos aportar trabajo de campo y datos. Quedará para otros textos futuros.

En primer lugar, la ley se inscribe en un mecanismo de 

-

do  al  reparto  de  competencias  entre  Nación  y  Provincias constitucionalmente diseñado y a la complejidad de las ma-terias que aborda. Sin embargo, creemos que esa decisión política contraría de alguna manera la declaración de inte-rés público del artículo primero y la intención de reparación histórica proclamada. ¿no hubiera sido más acertado recu-rrir al mecanismo de los presupuestos mínimos del art. 41 de la Constitución Nacional? Es cierto que para ello hubie-ra sido necesario el consenso y el compromiso de todas las provincias en el Congreso Nacional, ¿pero los objetivos de la ley no los ameritaban? Un argumento posible para pensar 144
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por qué no se le dio mayor potencia política a la decisión de sancionar una ley como la que analizamos, puede pasar por las inversiones necesarias para cumplir con sus ambiciosos objetivos.  De  hecho,  sí  comprometido  el  Estado  Nacional, no hay en la ley asignación de partidas presupuestarias es-

-

nalidad  del  Poder  Ejecutivo  Nacional.28  Otro  argumento, 

el modelo hegemónico de los agronegocios. Por eso, muchas 

matrices y, esperanzadxs, tratamos de pensar y observar a quienes luchan en los territorios para sostener esta forma otra de producir vida. Como ya expresamos varias veces en este  capítulo,  las  transformaciones  sociales  vienen  desde 

-

rritorios.

Para  completar  la  información,  varias  provincias  adhi-rieron  a  la  ley,  entre  ellas,  Entre  Ríos,  Chaco,  Misiones, Salta, Jujuy; además de la Provincia de Buenos Aires que lo hizo mediante la ley 14.485 sancionada en 2016.

De otro lado, es cierto que la ley está atravesada por la perspectiva de género, ocupándose en varias oportunidades de  las mujeres, niñeces y  diversidades.  Pero  creemos  que hay un punto esencial en donde no se prevé la desigualdad existente: en el acceso a la tierra. Está vastamente proba-

 

28  En  el  anteproyecto  original  sí  se  asignaban  partidas  presu-puestarias,  normativa  que  luego  fue  descartada  en  las  negociaciones parlamentarias para que la ley fuera sancionada. 
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da la discriminación que sufren las mujeres -muchas veces cabezas de  familia- tanto para la adquisición  de tierras  o su tenencia ya sea por arrendamientos, comodatos de mu-nicipios  u  otras  formas.  Siempre  los  contratantes  son  los hombres, aunque sea toda la familia la que  trabaja en la producción. En rigor de verdad, el art. 2 del decreto regla-mentario  292/2023  establece  prioridad  en  la  asignación de recursos a las mujeres y a la población género diversa en cada una de las medidas, políticas y programas que lo 

existen y asegurar la igualdad de acceso a los mismos. Pero 

actual de las políticas de género nos hacen pensar es que, para  ser  reglamentaria,  esta  intención  queda  meramente en la letra del texto. 

Pasaron diez  años de la  promulgación  y sus niveles de aplicación como decisión política nacional han sido escasas. La evidencia empírica más elocuente es la continuidad de las luchas de las organizaciones de productrxs, invitándoles a repasar en las noticias las movilizaciones o los llamados “verdurazos” que persisten en el tiempo. 

El  escueto  decreto  reglamentario  arriba  mencionado también puede ser una muestra de los obstáculos políticos 

-

menta 13 de los 38 artículos de la ley, con poca sustancia.

Más  allá  de  las  reglas  de  funcionamiento  del  Consejo Nacional de la Agricultura Familiar, Campesina e Indígena 

a esbozar cierta regulación en torno a la conformación del 146


Derecho y agrariedad

Banco de Tierras, instrumento fundamental de la ley. Así, se  encarga  a  la  Agencia  de  Administración  de  Bienes  del 

-

suelto por el decreto 462/2025- que informe gradual y pro-gresivamente  acerca  de  todos  aquellos  inmuebles  rurales 

y  se  encuentren  disponibles,  así  como  los  que  sean  dona-dos o transferidos por las provincias o municipios; los que podrán ser asignados en uso al banco. Tampoco avanza en la reglamentación de los mecanismos de adjudicación, limi-tándose a encargar a estos mismos organismos establecer la metodología pertinente. 

Sin perjuicio de los obstáculos que hasta aquí señalamos, nos  parece  importante  visibilizar  y  analizar  la  ley  en  es-tudio. Más aun en tiempos adversos, es necesario que lxs abogadxs construyamos nuestra caja de herramientas para defender los derechos de lxs más vulneradxs. 
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CAPÍTULO 3

Política agraria: breves notas sobre distribu-ción,  uso,  aprovechamiento  y  conservación del suelo agricolaganadero

Flavio De Dios

De género a especie. Recorrer de lo general

a lo particular

La tierra que te da la vida, da un tiempo para decidir

Eligiendo inteligentemente, Todo el mundo podrá ser feliz.

Javier Martínez, Jugo de Tomate

 

Al momento de comenzar a desarrollar las primeras lí-neas de este capítulo me preguntaba, ¿Cuántas veces al día escucho la palabra política? En el trabajo, en mi casa, con amigxs y familiares, en los medios de comunicación (físicos 

 

En ese contexto la sensación colectiva es que todxs sabemos exactamente de qué se trata. Casi nadie detiene al dicen-

precisa. Y así debe ser, de lo contrario cualquier diálogo al respecto se transformaría en una tarea titánica; asumimos que estamos ante un término multivocal (distintas formas 

-

derán del contexto en que se pronuncie.
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-

bra ‘política’ proviene de ‘polis’, la ciudad-estado griega, a la 

poblados que posee todos los medios para bastarse a sí mis-

 

referente al gobierno de los Estados, 2. Actividad de quie-nes rigen o aspiran a regir los asuntos públicos”, etc.; entre otras varias acepciones. Al transitar la carrera de abogacía, nos topamos en el viaje académico, con algunas asignaturas 

-

xs de todos los tiempos hacen su aporte, y vienen a nues-tra memoria Sócrates, Platón, Burdeau, Hauriou, Jellinek, Maquiavelo, etc. Para mí y, tal vez, asumiendo una postura algo reduccionista, pero que me es muy fácil de recordar, la 

 

que

-

-

a poder: poder, ya sea como medio al servicio de 

-

der mismo’ o sea para gozar del sentimiento de 
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Sumado a ello, aporta Fayt

un criterio que pertenece a Aristóteles que se 

denomina  faz  agonal,  faz  arquitectónica  y  faz plenaria;  y  se  corresponden,  la  primera,  con  la conquista y conservación del poder, la segunda; con el ejercicio del poder; y la tercera, con el re-cíproco entrelazamiento de las dos primeras más 

 

conjunto de personas en sociedad, de las relaciones de dis-tinta naturaleza que se entablan, de los vínculos que se te-jen y, como nos recuerda Vivanco “esa coparticipación ac-tiva en el manejo de las cosas de interés público o común surge de la necesidad imperiosa de satisfacer determinadas 

 

acompañado de diferentes adjetivos le aportarán varios sig-

ambiental, agraria, etc. 

Cuando  el  análisis  se  realiza  sobre  aspectos 

parciales de la política, sobre sectores y activida-des particularizadas, se ilumina ese sector o esa actividad y se deja en una bruma el resto de las cuestiones, Pero no por ello dejan de existir, y no por ello dejan de presentarse vinculaciones, rela-

los análisis de las políticas sectoriales, en trazo grueso,  tienden  a  diferenciar  las  medidas  espe-
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general y global que afectan a la totalidad de la 

-

de medidas y/o decisiones de carácter económico, técnico y/o social, llevados a cabo  por el Estado y otros agentes rele-vantes, que se relacionan con la actividad agropecuaria, con el propósito de conseguir un comportamiento adecuado de las personas (comprendiendo todos los aspectos de la vida 

oportunidades económicas de lxs agricultorxs y del desarro-llo agrícola en general. 

Para Vivanco, la Política Agraria es

la acción propia del poder político o de los fac-

tores  de  poder,  que  consiste  en  la  elección  de  los 

-

miento satisfactorio de la conducta de quienes par-ticipan o se vinculan con ella, con el propósito de lograr el desarrollo económico y el bienestar social 

 

las características agrológicas de nuestro país que lo incli-naron desde el comienzo mismo de la Nación a la produc-ción ganadera a la que le siguió la de granos, en un prin-cipio  como  potenciadora  de  la  primera,  alcanzando  luego su propio desarrollo y expansión. Como parte integrante de la  política  económica  general,  la  agraria  se  presenta  con 158
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una característica dinámica, que recibe los impactos de las 

-

el grupo en consideración.

Siguiendo al maestro Vivanco: 

La  aplicación  de  la  política  agraria  se  puede 

lograr por diversos medios ya que no sólo queda circunscrita a los organismos públicos sino tam-

en la conducción de los asuntos vinculados con la actividad  agraria.  Pero  es  indudable  que  donde 

-

Sin el derecho la política solo queda en el terreno de las ideas o bien de la acción de algunas per-sonas o  instituciones. Lo efectivo y permanente sólo puede lograrse por medio del ordenamiento 

En nuestro país, esa acción política se concreta por medio de la sanción de leyes, emanadas del Poder Legislativo, cu-yas decisiones son el producto de la deliberación, el debate público,  el  intercambio  de  opiniones  de  las  diferentes  co-rrientes ideológicas y posturas partidarias como asimismo, 

 

el resultado de un momento y contexto  histórico,  político, ideológico, económico y social, tanto local como internacio-
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nal, lo que redundará en la sanción de una norma con ca-

-

te, podrá facilitar el desenvolvimiento de determinados ac-tores involucrados en la actividad permitiendo el desarrollo y expansión de ciertos agentes favorecidos por las medidas 

Era inevitable pues, la sanción de leyes, normas, regla-mentos y/o disposiciones relativas a lo agropecuario dada la extensión territorial con la que se toparon los primeros ade-lantados  que  llegaron  a  nuestras  costas.  Si  bien,  “no  era, por cierto, muy alentador el panorama económico que ofre-cía la mayor parte de nuestro país cuando llegaron a él los 

desprovisto de grandes riquezas metalíferas, carecía tam-bién de otros atractivos. Esas condiciones sufrieron una sig-

en poco tiempo se poblaron las llanuras de animales capa-

 

Precisamente, los primeros antecedentes jurídicos agra-rios locales29 de los que se tiene noticia se vinculan con el ganado. De este modo, se van a establecer disposiciones re-feridas a la propiedad del ganado, nace así la marca (uno 

 

29 En el plano universal “las primeras manifestaciones jurídicas de la disciplina se han dado en el Código de Hammurabi y en la Ley de las XII Tablas; textos estos que han constituido, en opinión de algunos au-tores, verdaderos Códigos Agrarios”. Y amplia; “en Roma se regularon 
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de los institutos propios del Derecho Agrario, vigente aún 

-

-

ción de la caballada cimarrona, etc.

Si bien como ha quedado establecido la aplicación de la política agraria sólo puede hacerse efectiva por medio del positivismo jurídico agrario, creo que el acta de nacimien-to se encuentra inexorablemente unida a la sanción de la 

 

profundo, elaborado durante mucho tiempo, que se expresa básicamente  en  un  plexo  de  valores  y  en  una  estructura 

 

La base fundacional y organizativa del Estado

Yo pregunto a los presentes, Si no se han puesto a pensar. 

Que esta tierra es de nosotros, y no del que tenga más

Daniel Viglietti, A Desalambrar

Argentina era prácticamente un lienzo en blanco. Apenas comenzaba  a  trazar  las  primeras  líneas  de  una  Nación. Nuestra Carta Magna fue muy sabia al darse cuenta de la situación del país, que contaba con un gran territorio, un vasto y rico suelo, pero aún despoblado. Sus disposiciones debían hacer referencia a la política agraria, la coloniza-ción de las tierras y a la inmigración. Tenían que generar-se las condiciones para encontrar la acción combinada de los tres agentes o elementos de la producción: tierra, capi-
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tal y trabajo; para que, en forma conjunta, en un equilibrio 

pudieran producir riqueza. En ese orden de ideas, Pigna 

artículos aparecido en el Correo de Comercio, resaltaba la necesidad imperiosa de formar un sólido mercado interno, condición necesaria para una equitativa distribución de la riqueza:

El  amor  a  la  patria  y  nuestras  obligaciones 

exigen  de  nosotros  que  dirijamos  nuestros  cui-dados y erogaciones a los objetos importantes de la  agricultura  e industria  por  medio  del comer-cio interno para enriquecerse, enriqueciendo a la patria porque mal puede ésta salir del estado de miseria si no se da valor a los objetos de cambio 

30

En este punto, siendo la tierra el único elemento que el país poseía al momento de sancionarse la Constitución, la pregunta es, ¿Cuáles serían las leyes, que haciendo base en nuestra más alta norma jurídica, deberían sancionar-se relativas a la distribución, empleo, y goce de la tierra? 

 

30 En consonancia con ese pensamiento, “Juan Bautista Alberdi sos-tendrá que ‘Los Estados al igual que las personas deben fortalecerse a través del tiempo’ y que las Constituciones debían adecuarse a las rea-lidades del momento. Bajo las ideas de ‘orden y progreso’, preocupación central de la conocida Generación del 37, Alberdi considerara que cons-tituía un elemento de riqueza la más completa garantía del derecho de propiedad, es decir si se restringía este, se paralizarían la producción y 

162


Derecho y agrariedad

alcancen al mayor número de personas? De esta manera se podrá obtener un mejor provecho del suelo, única he-rramienta  que  el  país  poseía  generador  de  producción  y utilidades.

El enorme intelecto de Alberdi podía resumir la necesi-dad del momento: 

El Congreso  Argentino constituyente  no  será 

llamado  a  hacer  la  República  Argentina,  ni  a crear las reglas o leyes de su organismo normal; él no  podrá  reducir  su  territorio,  ni  cambiar  su constitución geológica,  ni mudar el  curso de los grandes  ríos,  ni  volver  minerales  los  terrenos agrícolas.  El  vendrá  a  estudiar  y  a  escribir  las leyes naturales en que todo eso propende a com-binarse  y  desarrollarse  del  modo  más  ventajo-so a los destinos providenciales de la República 

Persiguiendo ese propósito, la Constitución Nacional, ha sentado el rumbo de la futura legislación incluyendo varias disposiciones al respecto. El artículo 14 da a todos los habi-tantes del país, entre otros derechos civiles, el de usar y dis-poner de su propiedad, que incluye, obviamente a la tierra como uno de tantos bienes. El artículo 17, declara inviola-

tierra. Según el artículo 20, todos los extranjeros disfrutan en el territorio argentino del derecho de poseer bienes raí-ces, comprarlos y enajenarlos. Sumado a ello, el artículo 67 

del uso y de la enajenación de las tierras de propiedad na-
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cional, y de proveer lo conducente a la colonización de las 

La Constitución protege la propiedad territorial estable-ciendo ciertos límites a la posibilidad de legislar sobre su ejercicio: El artículo 28 establece que los principios, garan-tías y derechos reconocidos por la Constitución (que inclu-

-

den ser alteradas, por leyes que reglamenten su ejercicio. En  esa  misma  línea  y  seguidamente  el  artículo  29  indica que, ninguna legislatura nacional o de provincia podrá con-ceder  al  Ejecutivo  facultades  extraordinarias,  sumisiones o supremacías que pongan las fortunas privadas a merced del Gobierno. 

Con  lo  enumerado  supra  tenemos  los  cimientos  para construir las leyes agrarias, herederas de estos propósitos, en donde la tierra jugaría un papel fundamental, tal como fue abordado con mayor amplitud en el Capítulo 1. Al res-pecto, solamente resta enfocar nuestra atención y recurrir a la teoría agrobiológica elaborada por Andrés Ringuelet y Rodolfo Carrera:

Para  Ringuelet,  la  agricultura  se  fundamen-

ta en dos  ciencias:  la biología  y la ecología. Sin naturaleza,  la  agricultura  será  imposible.  Esta predetermina la actividad agrícola y el hombre, 

provecho, debe hacerlo respetando las leyes bioe-cológicas  que  son  las  que  determinan  su  hacer. Porque la agricultura genera a partir de un em-brión o germen, es que es una actividad genética 
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destinada a producir. La teoría agrobiológica con-sidera a la agricultura como un aprovechamiento de los recursos naturales renovables, que ofrecen el suelo y el clima, por medio de una planta que el  hombre  cultiva  para  su  provecho  (Pastorino, 

Esta  teoría  formulada  en  la  década  de  los  años  70  fue actualizada por el Profesor Antonio Carrozza: 

Ampliando sus límites y con ello el conteni-

do de la actividad agraria como objeto material, disciplinando  la  materia  jurídica,  receptando las  características  de  la  realidad  agraria  eu-ropea. Y con ello, entiende que dicha actividad puede desarrollarse con tierra, sin tierra y aun fuera de la tierra, pasando a cumplir un rol ins-trumental  el  suelo;  reteniendo  en  el  seno  del Derecho Agrario actividades que de otro modo pasarían a ser objeto de regulación del Derecho comercial o industrial, lo cual aporta una noción extrajurídica del fenómeno agrario31. (Victoria, 

 

31 Sostiene Carrozza que, “el criterio biológico o ‘agrariedad’ trata de  una  noción  metajurídica,  metaeconómica  y  metasociológica,  on-tológicamente  hablando,  conforme  a la  cual  la  ‘actividad productiva agrícola’ consiste en el desarrollo de un ciclo biológico vegetal o ani-mal, a través de actos de crianza ligado directa o indirectamente al disfrute de las fuerzas y de los recursos naturales el que se resuelve en la obtención de frutos vegetales o animales, destinados al consumo directo, tales son o previa transformación”. Citado por Victoria (2019, 
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En lo que respecta al contenido de este capítulo, el factor tierra se presenta y adquiere un rol necesario (como recep-tor de los impactos que las actividades antrópicas ejercen 

-

-

nar que además de una agricultura y ganadería extensiva contemplamos que, “para ciertas formas de producción de vegetales es evidente la evolución hacia una progresiva li-beración del ciclo productivo del factor ‘tierra’, lo que basta para dar forma a la existencia y difusión de otra agricultu-

32.

La Ley Suprema como una brújula,

no como un faro

Cuando tenga la tierra, la tendrán los que luchan. Los maestros, los hacheros, los obreros.

A. Petrocelli / D. Toro, Cuando tenga la tierra

 

32  “Hay  que  señalar  los  cultivos  en  invernadero,  tendentes  a  cul-

maduración de los productos cultivados al aire libre, y a sustraerlos a la inclemencia de los factores ambientales y climáticos. Otro ejemplo de 

cultivo de plantas inmersas en un sustituto inerte del terreno, en loca-les cubiertos y con luz y temperatura regulables; en estos casos aunque el factor originario tierra resulta completamente superado y sustituido, 
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complejo sobre los derechos y garantías reconocidos por la CN  a  la  propiedad  agraria,  nos  preguntamos,  ¿se  conver-tían en un obstáculo para que el órgano legislativo pueda reglamentar su uso y aprovechamiento de la manera más propicia para construir la riqueza nacional?

La respuesta es contundente. No, ya que todos los dere-chos consolidados por la CN, no lo hacen desde una pers-

tono  privatista  sino  que  son  el  mosaico  con  el  que  se  va a pavimentar la senda que conduce y nos encamina a un propósito  superador,  que  es  el  bien  común,  promover  el bienestar general, expresado en el preámbulo, como cabe-za de texto. 

Y llegaremos a ello por la vía que ha diseñado la Carta Magna  a  través  de  la  conocida  cláusula  del  progreso  -ar-

inmigración, la construcción de ferrocarriles y canales na-vegables, la colonización de tierras de propiedad nacional, la introducción y establecimiento de nuevas industrias, la importación de capitales extranjeros y la explotación de los 

33 . 

 

33 Esta búsqueda del bienestar general se amplía luego de la refor-ma constitucional del año 1994 con la incorporación del inciso 19 que da nacimiento a la cláusula del desarrollo humano con justicia social, además del párrafo agregado al art. 125. 
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Comienza precisamente, el tiempo de sancionar las leyes que permitan a lxs inmigrantes la adquisición y uso de la tierra. Normas que favorezcan el empleo útil y aprovecha-miento del único instrumento de producción con que se con-taba. Desde la época de la corona se había advertido que, a falta de riquezas minerales, el estímulo para el poblamien-to de las zonas rurales se lograría entregando las tierras en propiedad. Luego nacerían los poblados, la vida en comuni-dad y la cohesión social. Las disposiciones de la CN sobre la tierra pública eran muy sabias, razonables y justas. Era muy preciso el mensaje: el reparto y adjudicación debía fa-vorecer la vinculación de ella con la mayor cantidad de per-sonas posibles. Pues bien, parecía este el momento propicio para el razonamiento y la meditación. Aquellas ideas (y an-

que soñaron Manuel Belgrano, Mariano Moreno y José de 

momento de la acción. Luego en los hechos, se sancionarán 

de poder dominantes (por ese entonces, muy relacionados 

convenios internacionales o poca disponibilidad presupues-taria, supondrán una aplicación muchas veces forzada y ar-bitraria34. 

 

34 El pensamiento y la palabra de Alberdi serán polvo en el vien-to, “La tierra es la madre, el hombre es el padre de la riqueza. En la maternidad de la riqueza no hay generación espontánea. No hay pro-ducción de riqueza si la tierra no es fecundada por el hombre. Trabajar es fecundar. El trabajo es la vida, es el goce, es la felicidad del hombre. 168
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Sólo a manera enunciativa podemos recordar y destacar aquellas iniciativas legislativas y/o decisiones políticas que formaron el actual territorio nacional35. Previo a la sanción 

-

posterior a ella: la Ley de Inmigración y Colonización (nú-

36

y, la conocida como campaña o conquista del desierto rea-lizada por Julio A. Roca37, cuyas tropas iban acompañadas 

 

No es su castigo. Si es verdad que el hombre nace para vivir del sudor de su frente, no es menos cierto que el sudor se hizo para la salud del hombre; que sudar es gozar, y que el trabajo es un goce más bien que un sufrimiento. Trabajar es crear, producir, multiplicarse en las obras de su hechura: nada puede haber más plácido y lisonjero para una na-

35

sobre transferencia de tierras públicas promulgada en el periodo 1857-1876 estableció límites máximos en cuanto a la cantidad de hectáreas que se podían adquirir, algunos hacendados eludieron las restricciones recurriendo a la transferencia de derechos para sorteas estas trabas”. Y profundiza, “las estrategias de acumulación utilizadas con más frecuen-cia consistieron en la formación de una colonia agrícola sobre tierras compradas  al  Estado,  las  múltiples  y  simultaneas  transferencias  de derechos, la ubicación de  premios militares  y las  ventas  privadas  in-

36 “Avellaneda no escribe en vano: su análisis es versado y profun-do. Vemos así surgir, de los avatares del sistema rivadaviano, el reparto indiscriminado, la donación, las leyes de premios, los boletos de sangre, 

incultas  y  escasos  propietarios  que  convierten  sus  muchas  leguas  en 

37  Rememora  Cárcano  que  la  historia  se  presenta  cruda,  sin  eu-femismos:  “Penetraba  el  ejército  en  la  Pampa;  batía  a  los  valientes ranqueles  y  tomaba  prisioneros  a  los  ‘caciques  soberanos’.  Los  inge-
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Con la llegada del nuevo siglo, y cuando la mayor par-te del territorio ya había sido adjudicado o apropiado, se sancionan leyes que, conscientes del inconveniente que se había  generado  con  una  colonización  desprolija  (sólo  por 

-

foque y corregir el problema. La regulación en esta nueva 

medio rural, evitando que fueran a engrosar el patrimonio de  unos  pocos privilegiados. Dejar  de  ser  una  mercancía con  valor  rentístico-especulativo,  y  transformarse  (como 

del progreso. 

que frenó la venta de tierras públicas y recuperó millones de hectáreas para el Fisco. Con el advenimiento del cons-titucionalismo  social,  que  se  insinúa  luego  de  la  Primera 

Mundial, aparece esta nueva corriente de pensamiento que, 

  Se caracteriza  por enriquecer al  constitucio-

nalismo  liberal  con  una  visión  más  amplia  del 

un papel activo y protagónico, para hacer posible 

 

nieros dividían la tierra, y los pobladores comenzaban sus trabajos. Al mismo tiempo se exploraban las costas del Rio Negro. Se proyectaban y trazaban nuevas colonias, inmediatamente ofrecidas a la venta” (Cár-
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el aseguramiento del goce de los derechos cons-titucionales, en especial por aquellas personas y grupos que aparecen socialmente como más dis-minuidas. Siguiendo este enfoque, se suele hacer referencia  al  “Estado  de  bienestar”,  al  “Estado benefactor” y, más modernamente, al “Estado so-

p. 58)

En ese contexto de un mundo dinámico y movilizado, de pensamientos cambiantes y nuevas ideas políticas y socia-les, preocupado en responder a los planteos que se formula-ban en torno a la propiedad del suelo (que había impedido su apropiación por la mayor parte de los productores agri-

tierra. En el año 1940 se sanciona la Ley 12.636 (sobre co-

 

Nación  aplicará,  de  acuerdo  a  las  presentes  normas,  un plan agrario destinado a  poblar  el interior  del  país,  a ra-cionalizar las exportaciones rurales, a subdividir la tierra, estabilizar la población rural sobre la base de la propiedad de la misma y a llevar mayor bienestar a los trabajadores agrarios. La propiedad de la tierra queda sujeta a las limi-taciones y  restricciones que se determinan  en esta ley de 

Además dispuso que dentro de las funciones y deberes del  CAN,  le  incumbía,  una  vez  adquirido  un  inmueble, 

subordinada a la naturaleza y topografía del terreno y de-
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berá calcularse en cada región teniendo en cuenta que la persona dedicada a la actividad agrícola pueda realizar la mayor parte de la labor utilizando su trabajo personal y el 

para cubrir sus principales necesidades de vida y acumu-lar un capital que le permita mejorar sus condiciones so-ciales y económicas y la técnica de su explotación (artículo 

-

no de sus artículos, un esbozo de lo que luego se convertirá 

La Ley 12636 y otras que se sancionarán posteriormente abarcando temática similar, están cargadas de un conte-nido técnico que no era común en los antecedentes legis-lativos. 

Las políticas públicas inherentes a la regulación, distri-bución,  aprovechamiento,  ocupación,  conservación,  trans-formación y uso del suelo (y en particular el suelo agrario 

-

zación de este recurso conforme al interés general. En ese sentido la tierra no es una mercancía ni un objeto comer-cial, sino un bien de producción al servicio del trabajo y de 

 

Deviene oportuno recordar que el Código Civil velezano reconocía los caracteres históricos del dominio, considerán-dolo un derecho absoluto, perpetuo y exclusivo. El artículo 2513 disponía “es inherente a la propiedad, el derecho de poseer la cosa, de disponer o de servirse de ella, de usarla y 172
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gozarla según la voluntad del propietario. Él puede desna-turalizarla,  degradarla  o  destruirla…”.  Nuestra  jurispru-dencia38,  ha  “morigerado  esta  concepción  antisocial  de  la 

En sintonía con esta nueva corriente las normas que se sancionan  se  vuelven  permeables  a  nuevos  conceptos,  se modera  la  noción  de  la  propiedad  privada  individualista (que, como hemos mencionado, incluía el histórico carácter 

-

do, sino de limitaciones en función del bienestar general, o también de la función social de la propiedad”.39 (Garasino, 

Y en ese ambiente político, social, económico e ideológico que impregnaba el primer gobierno de Perón, se sanciona la 

38 Corresponde aquí hacer mención al recordado caso Ercolano, en donde  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  la  Nación  decidió  que  “ni  el derecho de usar y disponer de una propiedad, ni ningún otro derecho reconocido  por  la  Constitución  revisten  el  carácter  de  absolutos,  por cuanto  “un  derecho  ilimitado  importaría  una  concepción  antisocial” 

39 El sello de esta nueva percepción se cristaliza por la Corte Su-prema  de  la  Nación  con  el  ya  mencionado  fallo  Ercolano  v.  Lanteri de  Renshaw  en  el  año  1921,  “o  sea,  en  la  época  de  la  consagración internacional  del  constitucionalismo  social….  Este  precedente  ju-risprudencial  se  planteaba  a  raíz  de  una crisis  habitacional  por  las inmigraciones europeas que daba lugar al aumento de los alquileres abruptamente.  A raíz  de  ello  se sanciona  una  ley que  congelaba  los alquileres  por  dos  años….”  En  el  fallo  el  Máximo  Tribunal  sostiene que “hay situaciones especiales en las que el Estado debe intervenir a través del poder de policía para proteger los intereses de la comunidad y siempre que sea por un tiempo y no a perpetuidad. Estableció que la propiedad en este sentido tiene una función social” (Garasino, 2013, 
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Constitución de 1949, que incluía disposiciones inspiradas en el constitucionalismo social, estableciendo que, “La pro-piedad privada tiene una función social y, en consecuencia, estará sometida a las obligaciones que establezca la ley con 

Con  esta  apoyatura  constitucional,  se  promulga  en el  año  1950,  la  Ley  13995  (Tierras  Fiscales  Venta  y 

-

enajenación en forma progresiva y orgánica, a favor de los auténticos trabajadores del campo.

fundamental para la interpretación y aplicación de esta ley el concepto de que la tierra no debe constituir un bien de renta, sino un instrumento de trabajo. El objetivo principal de  la  ley  es  la  protección  del  campesinado  argentino  y  la 

Seguidamente  sostiene  que:  Esta  ley  regula  cómo  será subdividida la tierra rural, teniéndose en cuenta que cada predio debe constituir una unidad económica de explotación 

-

nómica que nos había entregado el decreto reglamentario de la Ley de arrendamientos y aparcerías (Nº 13246 del año 

40. Finalmente, en enero de 1955 se sanciona la Ley 

 

40 Decreto 7786/49, Art. 30. “A los efectos de la Ley número 13.246, 

calidad de tierra, ubicación, mejoras y demás condiciones de explota-ción,  racionalmente  trabajado  por  una  familia  agraria  que  aporte  la 174
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1439241

son categóricas: “La organización de la riqueza agropecua-

dentro de un orden económico conforme a los principios de justicia social”.

Este nuevo paradigma protectorio que acompaña el mo-vimiento trazado por el constitucionalismo social, entiende que: 

La  determinación  de  una  unidad  agraria  no 

es  solamente  el  fruto  de  valoración  de  elemen-tos  naturales  y  económicos,  sino  también  de  la 

-

bor en los regímenes donde el Estado es algo más que el ejercicio desmedido del poder. Ello es así, porque  la  apreciación  de  los  factores  naturales económicos que  la  integran  deben  subordinarse a la postre a posibilitar la subsistencia digna del productor agrario y a una evolución favorable de 

Será la jurisprudencia, en consonancia con las ideas es-

criterio plasmado en la normativa. Concretamente, Rodolfo 

 

mayor parte del trabajo necesario, permita subvenir a sus necesidades y a una evolución favorable de la empresa”.

41 La norma se propone como objeto el de “promover la colonización, 

la comunidad, facilitando a los trabajadores agrarios la posibilidad de convertirse en propietarios de las tierras que cultiven”.
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de la UNLP-, nos acerca el Fallo “Giménez Fauvety y otros, s. demanda de inconstitucionalidad”, del 30/10/195742.

Allí el más alto tribunal sienta la doctrina del 

derecho  agrario  sobre  la  propiedad  de  la  tierra cuando dijo: “El propietario rural tiene el deber social de atender la producción de su cosa fructí-

-

ciente”. Finalmente, en el mismo fallo, se adoptó esta doctrina: “En la organización social actual, el propietario de la tierra fértil no atiende al real destino de ella, haciéndola mero capital produc-tivo de renta para limitarse a disfrutar del precio que obtiene por la cesión de su uso”. 

-

te:

Que  la  consideración  de  los  derechos  y 

deberes de los propietarios de la tierra debe efec-tuarse conforme a la organización social actual. Es lo que la propia Corte ha llamado la interpre-tación “dinámica” de la Constitución43.

 

42

43  Con  anterioridad,  más  precisamente  en  el  año  1934,  el  caso “Avico,  Oscar  Agustín,  c.  De  la  Pesa,  Saúl  C.,  la  Corte  convalidó  la constitucionalidad de la Ley 11.741, del año 1933, que había previsto la moratoria hipotecaria, basada en la existencia de una situación de 

Destacándose que restringe el derecho de propiedad con fundamento en el bienestar general. Nos recuerda Garasino que, “en la obra `El bloque 176
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Que la tierra rural tiene un destino real, 

que es ser trabajada por su dueño, porque cuan-do éste la arrienda o cede su uso, no cumple con su destino.

Que el propietario que la arrienda la con-

vierte, en consecuencia, en “mero capital produc-tivo  de  renta”,  lo  que  es  contrario a su destino. (Carrera, Revista del Colegio de Abogados de La 

-

recho agrario y la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación sobre la propiedad de la 

En resumen, la evolución normativa, doctrinaria y ju-risprudencial  habían  incorporado  la  premisa,  tantas  ve-ces propuesta y defendida por el Derecho Agrario, acerca de la función social de la propiedad. En efecto, corrían los tiempos en que era necesario realizar la distinción entre 

-

la producción agrícola lo que señala el pasaje del estudio civilistico  del  derecho  de  propiedad,  y  de  los  otros  dere-

 

de constitucionalidad. Recepción del derecho internacional de los dere-chos humanos en el derecho constitucional argentino, el Dr. Pablo Luis Manili sostiene que dicho fallo implicó una interpretación mutativa de la  Constitución,  una  especie  de  reforma  no  textual  de  nuestra  Carta Magna para adaptarla a los tiempos que corrían e incorporarla al cons-
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chos  reales  de  goce  sobre  la  cosa,  al  estudio  agraristico de  la  tierra  como  elemento  de  producción”.  (Brebbia  y 

-

va. Veremos….

La dimensión económica de la tierra como

estrategia recaudatoria

El hombre hiere la tierra, Con la reja del arado. La tierra devuelve en frutos, todo el dolor que le ha dado. 

Mariana Carrizo, Coplas de la Tierra

En cumplimiento de la cláusula del progreso corresponde al Congreso de la Nación, en uso de sus atribuciones, san-cionar normas que contribuyan a la prosperidad del país. Muchas de las regulaciones (por no decir todas a falta de 

-

rra, tienen un pronunciado componente económico, basado en que nuestro país durante largos periodos de su historia 

 

o saliendo de una crisis (en lo que a política económica se 

-

tación  de  políticas  públicas  agropecuarias  a  largo  plazo  y con cierto grado de permanencia. La inestabilidad política 

comercial,  crisis  energética  o  de  alimentos,  el  desempleo, etc.;  han  sido  condicionantes,  muchas  veces  insalvables, 
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para que las acciones gubernamentales se sucedan sin im-

-

forme de la Organización para la Cooperación y Desarrollo 

e institucional es uno de los mayores factores de riesgo en la agricultura argentina. Las políticas para el sector care-cen de un marco legislativo que se revise o apruebe perió-

estar vinculada con cuestiones sociales y económicas (segu-ridad y soberanía alimentaria, transferencia de recursos a otros sectores, mantenimiento de la capacidad productiva del país, disminuir o atenuar la migración del campo a la 

República44.

En lo que atañe a este capítulo y vinculado con la utili-zación de la tierra, como agente de producción necesaria en su función o aptitud biológica contribuyendo a la sustenta-bilidad de los agroecosistemas (también se lo utiliza como soporte físico de actividades productivas que no utilizan en forma directa su capacidad nutritiva45

 

44 El sector agroalimentario es una fuente importante de ingresos en divisas. Las exportaciones agroalimentarias representaron más del 60% del total de las exportaciones en el primer semestre de 2024 según 

45 Un ejemplo de ello es la hidroponía, que es un método para plan-tar y cosechar vegetales en un invernadero que permite prescindir del suelo y reduce el uso de agua. La gran ventaja que tiene este sistema, más allá de habilitar los terrenos que no son aptos para cultivos, es la capacidad de producción que tiene, se puede controlar casi un 100% el crecimiento de los vegetales, se puede manejar la luz, el agua, la tem-
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de alimentos y de saldos favorables por exportación de com-modities necesarios para el desarrollo económico argentino, es una obviedad destacar que las políticas públicas encuen-tran en el sector agroexportador una fuente a la que acudir 

Como dos caras de una misma moneda, el desarrollo econó-mico de la Argentina está apoyado en buena medida (des-

producción y la productividad de la tierra. La política agra-ria podrá aspirar al cumplimiento de este objetivo (si es que 

impositivo  adecuado  que  fomente  la  mayor  productividad del  fundo  y  desaliente  el  bajo  rendimiento.  Es evidente  y debemos hacer la salvedad, como bien lo destaca Vivanco 

-

-

lítica agraria; pero es indudable que el régimen tributario puede permitir o facilitar el logro de objetivos importantes 

 

peratura y la emisión de CO2. Destaca el portal de noticias Infocampo 

desde el año 2016 con una huerta hidropónica. “La huerta hidropónica instalada en Los  Piletones  tiene  dos métodos  de  plantación.  Por un lado, los canales de cultivos, que se basan en la circulación continua o 

de PVC o polietileno que alimenta las plantas. Por otro lado, la hidro-ponía   que consta de una pileta en donde se coloca la solución 

plantas”.
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Este introito nos permite abrir las puertas para recordar los requisitos esenciales de la política46 tratándose de, las ideas: que en el caso que traemos como ejemplo se resumen en la necesidad de obtener mayor recaudación y; serán el sustento de la siguiente etapa que es la acción: sancionar normas  que  permitan  cumplir  con  el  objetivo  propuesto. Persiguiendo  ese  cometido  comienza  una  etapa  conocida como  agriculturización,  que  conlleva  a  un  aumento  en  la producción de cereales y oleaginosas, una mirada particu-lar  al  espacio  territorial,  un  proceso  de  manejo  creciente y  continuo  de  las  tierras  para  cultivos  agrícolas  en  lugar de usos ganaderos o mixtos. Sin embargo, tal como ha sido destacado:

Cabe resaltar que la elevación del volumen y 

el valor de la producción no derivó del aumento 

de innovaciones tecnológicas. Los nuevos patro-nes  productivos  exigieron  la  utilización  de  ma-quinarias cada vez más complejas y costosas, a la cual no tenían acceso la mayoría de las explota-ciones47

 

46 En la política son requisitos esenciales las ideas y la acción. Las ideas que se adopten siempre deber servir de soporte esencial para la 

cuyo logro se consigue ordenando la conducta de las personas que de 

 

47 La agriculturización no sólo implica la utilización prioritaria del espacio  territorial dedicada  a  la  agricultura por  sobre  otras  activida-
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-

rrollo económico a partir del aumento de las exportaciones y  como  parte  de  las  políticas  públicas  agropecuarias,  la implementación de medidas que persigan el criterio esta-blecido en pos de obtener una mayor recaudación imposi-tiva. 

Traemos aquí a colación dos normas que pretendieron utilizar este recurso: la Ley de facto Nº 18033, sancionada el 30/12/68, creadora del ITAEA (Impuesto a las Tierras 

ella  se  estableció  así  a  partir  del  1/1/69  y  por  tres  años un gravamen sobre la tierra, consistente en un porcentual 

-

puesto a los réditos. La nueva ley sentaba dos precedentes importantes: gravaba la tierra por parte del gobierno na-cional, y utilizaba explícitamente el impuesto como herra-mienta para estimular la productividad. Los consideran-dos de la ley señalaban que “hace más costosa la tenencia 

-

lizar el año 1973. No debemos olvidar que las provincias conservan la potestad de gravar sus tierras y, atendiendo a  sus  propias  particularidades,  cada  una  de  ellas  deter-

 

des  agraria,  sino  también  profundos  cambios  sociales,  económicos  y 

-

capitalización de pequeños y medianos productores, el crecimiento de los grandes y el fortalecimiento del contratista de maquinaria agrícola”. 
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minará  una  graduación  tributaria  diferente.  Solamente gobiernos de facto pueden obligar a las provincias a uni-formar criterios de valuación de fundos. En gobiernos ele-gidos  democráticamente  esto  sólo  será  posible  con  leyes de adhesión general o con convenios interprovinciales de 

-

ral. Para sortear el inconveniente que generaba el ITAEA se tomaba el pago del impuesto como un adelanto del im-

carácter transitorio. Si bien el impuesto impactaba sobre la baja productividad, no generaba estímulo para fomen-tar su crecimiento, porque cuando ello sucedida se pagaba más impuesto.

Posteriormente,  Perón  promulga  la  Ley  20538  del  año 1973 (que en su artículo 32 deroga a partir del 1 de enero 

implantaba a partir del 1 de enero de 197548 (o antes, una vez  cumplidas  las  etapas  generales  de  relevamiento  ca-

impuesto a las ganancias correspondiente al sector agrope-cuario. Sin importar los resultados reales, las explotaciones agropecuarias tributarían el impuesto calculándolo según la  ganancia  presunta  correspondiente  a  la  “renta  normal 

 

48 Entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 1974 regirá un im-puesto  nacional  de  emergencia sobre  las  tierras  libres  de  mejoras,  el cual podrá computarse como pago a cuenta del impuesto a los réditos en 
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productividad normal potencial de su tierra, ajustando a su predio las cifras zonales que establecería el gobierno. 

-

tárea que sería utilizado para liquidar el impuesto a las ganancias, cualquiera fuere el resultado real de la explo-tación (se determinaran: las zonas de características eco-lógico-económicas uniformes en que se agrupan todas las tierras agrarias del país; los cultivos o explotaciones signi-

-

tivas de las tierras respectivas; la producción física media 

los precios medios de los productos, coproductos y subpro-

gravando la tierra según su criterio49. A nivel nacional no había un impuesto a la tierra propiamente dicho, pero la transformación del impuesto a las ganancias obraba como 

-

xs agropecuarixs o empresas agrarias estarían motivadxs a  obtener  una  productividad  superior  a  la  normal  y  por lo tanto pagarían el impuesto según una renta presunta inferior.

La Ley 20538 fue derogada por el gobierno de facto en 1976. 

 

49 El Poder Ejecutivo Nacional deberá concertar con las autoridades de provincia el ejercicio de las facultades constitucionales concurrentes 
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Producido  el  golpe  de  Estado,  no  es  la  intención  aquí, ahondar  sobre  las  consecuencias  políticas,  sociales  y  eco-nómicas que ello aparejó, pero si es de destacar que, quien fuera designado ministro de economía, José A. Martínez de Hoz50, estaba estrechamente vinculado a la actividad agro-pecuaria, cuya familia fue una de las principales favoreci-das de la Campaña del Desierto encabezada por el general Julio A. Roca en 1879,  -

go de terminada la “conquista”, 2.500.000 hectáreas de tie-rras en la Patagonia. Este interés por lo agropecuario se vio 

-

no. Nos recuerdan Picardi, Tedesco, Settimi, “que a través del Decreto 877/80 el ejercicio de las facultades legislativas otorgadas a los gobernadores estaría subordinado a la auto-rización del Ministerio del Interior cuando la norma a san-cionar  tratara,  entre  otros  temas  sobre  Códigos  Rurales, legislación de aguas, colonización de uso y enajenación de 

-

contexto y como consecuencia de lo expuesto destaco que, mediante la Ley 22.298 del año 1980, se derogan muchos artículos  de  la  Ley  de  arrendamientos  y  aparecerías  (Nº 

-

 

50 Descendiente de José Toribio Martínez de Hoz, quien fuera fun-

1866. En el centro de exposiciones y recinto ferial de la SRA en Paler-mo, el Pabellón del Caballo lleva su nombre. 
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por tres años y no por cinco como lo indicaba la antigua ley. 

El gobierno de facto estaba convencido que el desarrollo del sector  agropecuario se lograría incrementando  la pro-ducción, modernizando a la empresa agraria y extendiendo las fronteras para incorporar tierras improductivas o subu-tilizadas. Es así que en el año 1981 sanciona la Ley 22428 por la que se declara “de interés general la acción privada y pública tendiente a la conservación y recuperación de la 

-

cias  estaban  facultadas  para  adherir  a  la  ley.  Es  una  ley de fomento, en la que se promueve la acción privada para lograr los objetivos que la norma planteaba. Se propicia la creación de consorcios de conservación de suelos integrados voluntariamente por lxs productorxs del mismo. Al respec-to nos aporta Miranda que ellxs

no deberán efectuar prácticas de uso y manejo 

de tierras que originen o contribuyan a originar una  notoria  disminución  de  la  capacidad  pro-ductiva  de  los  suelos  del  distrito.  Como  contra-partida deberán llevar a cabo prácticas de uso y manejo  que  se  consideren  imprescindibles  para la conservación de la capacidad productiva de los 

  Acuña,  por  su  parte,  nos  presenta  un  panorama  poco alentador:

Sin  embargo,  trágicamente,  las  acciones  pú-

blicas  operativas,  aún  no  han  sido  agendadas adecuadamente en los ámbitos políticos, sociales 
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y económicos, y menos aun se han implementa-do  normas  de  uso,  conservación  y  recuperación de  suelos  productivos  que  el  sistema  jurídico tiene  disponible,  a  través  de  leyes  de  plena  vi-gencia jurídica (Ley 22.428 de Fomento para la 

-

cia, dichas leyes se encuentran inoperativas por inexistencia  o  ausencia  de  normas  reglamenta-rias apropiadas y concertadas federalmente, fal-ta  de  asignación  de  recursos  públicos  afectados 

disponen,  para  planes,  proyectos  y  programas, nacional  y  provinciales,  de  implementación  de una acción pública protectiva de los suelos de uso 

Coincidiendo, Pastorino sostiene que “el motivo fue la fal-ta de fondos” y que los mismos podrían provenir “de las re-caudaciones por retenciones, y sería lógico pensar entonces que a través de esta ley se devuelva al suelo sus condiciones perdidas por la sobreexplotación y la tendencia al monocul-

 

El desarrollo humano, ¿Paradigma del derecho

humano al desarrollo?

Las penas y las vaquitas, se van por la misma senda.

Las penas son de nosotros, las vaquitas son ajenas.

-Atahualpa Yupanqui, El arriero
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La  dimensión  económica  es  la  que  atraviesa  el  uso  y aprovechamiento del suelo y se considera prioritaria como herramienta  idónea  de  la  política  agraria  implementada por los gobiernos de turno. Una posición simplista que sos-laya la dimensión social de la tierra, propuesta que preten-

 

incorporando a la pequeña empresa agraria, la agricultu-ra  familiar  y  a  lxs  trabajadorxs  sin  tierra.  La  producción agropecuaria se desarrollaba en forma predominantemen-te extensiva, generando saldos exportables y renta agraria diferencial de cuyo menú, los gobiernos (y sus equipos eco-

(tasa  de  cambio  diferencial,  retenciones  a  las  exportacio-

el pago de intereses de deuda externa, la deuda interna, la importación de insumos y bienes de capital, etc., eran parte de los problemas que se debían afrontar y resolver. Por lo tanto, el modelo hegemónico de la producción a gran escala, y el agronegocio se seguían imponiendo frente a otras alter-nativas con potencial económico relativo. Se priorizaba la 

el incre-

mento de la producción continuó siendo la política agraria prioritaria. De esta manera se pensó que la ampliación de las fronteras agropecuarias y la mayor producción genera-rían  el  excedente  que  el  campo  debía  aportar  (por  medio 

-
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zación y la incorporación de la tecnología extenderían (aun 

A mediados de la década del 90 se autoriza la primera soja  transgénica  y  la  agricultura  de  la  Argentina  experi-mentaría el cambio más decisivo en la estructura agraria. Podría considerarse a esta como una segunda etapa de la agriculturización,  estrechamente  vinculada  con  la  moder-nización agropecuaria y el agronegocio. El monocultivo, la 

-

nológico generarían “cuantiosos ingresos para el país, pero también consecuencias: récord de desmontes51, uso masivo de agrotóxicos, desalojos a campesinos y pueblos indígenas, concentración de tierras en pocas manos” (Aranda, 25/3/16, 

 

51 Las tasas de deforestación son más elevadas que las cifras regio-nales en América Latina y mundiales. Durante 25 años entre 1990 y 2015, Argentina perdió el 22% de sus bosques, principalmente, debido a la agricultura. Además, en los últimos 15 años, aumentaron las tasas de deforestación, a diferencia de las tendencias regionales y mundiales. La emisión de gases de efecto invernadero, la pérdida de biodiversidad y los servicios ambientales hídricos han crecido debido a la pérdida de 

-

tocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el cambio climático (un compromiso en la reducción de gases de efecto 

Protección ambiental de los bosques nativos, por la que se establecen los  presupuestos  mínimos  de  protección  ambiental  para  el  enrique-cimiento,  la  restauración,  conservación,  aprovechamiento  y  manejo sostenible de los bosques nativos. Posteriormente mediante el Decreto 888/2024 el gobierno nacional decide eliminar el Fondo Fiduciario para 
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En las últimas décadas “la Argentina ha experimentado un crecimiento importante en la producción de granos, particu-larmente en cereales y semillas oleaginosas”. (OECD, 2019, 

-

teniente. Es la hora de un nuevo sujeto agrario: el gran arren-datario. Empresarix vinculadx muy estrechamente con la ad-ministración de los pools de siembra. La rápida adopción del paquete de innovación tecnológica disponible (semillas gené-

 

de la productividad de los principales cultivos sino además por el incremento de las tierras dedicadas a la producción. En la 

-

tado los principales cultivos en los últimos veinte años.

[image: ]

 

Figura  3.1:  Imagen  extraída  del  sitio www.innova-ciondigital360.com:  Producción  Agrícola  en  Argentina: 

[image: ]
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Con  la  reforma  de  la  CN  de  1994  las  atribuciones  del 

-

gó a la ya conocida “cláusula del progreso” (artículo 75, inci-

incluida en dicho artículo, en el inciso 1952. 

El mencionado inciso, es una complementación de la cláu-sula  del  progreso  originaria  de  1853,  que  une  el  progreso económico con la justicia social, ya que “al desarrollo huma-no le interesa tanto la generación de crecimiento económico, como su distribución” (Diario de Sesiones de la Convención 

persona humana en su doble sentido individual y social, es decir,  el  desarrollo  de  la  persona  y  de  todas  las  personas. La reforma, además, se destaca por la jerarquización cons-

 

52 Atribuciones del Congreso. Artículo 75.- Corresponde al Congreso: 19. Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia social, a la productividad de la economía nacional, a la ge-neración de empleo, a la formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la moneda, a la investigación y al desarrollo cientí-

armónico de la Nación y al poblamiento de su territorio; promover políti-cas diferenciadas que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo de provincias y regiones. Para estas iniciativas, el Senado será Cámara de origen. Sancionar leyes de organización y de base de la educación que consoliden  la  unidad  nacional  respetando  las  particularidades  provin-ciales y locales; que aseguren la responsabilidad indelegable del Estado, la participación de la familia y la sociedad, la promoción de los valores democráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades sin discri-minación alguna; y que garanticen los principios de gratuidad y equidad de la educación pública estatal y la autonomía y autarquía de las univer-sidades nacionales. Dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad cultural, la libre creación y circulación de las obras del autor; el patrimo-nio artístico y los espacios culturales y audiovisuales.
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titucional  de  convenciones  y  Tratados  Internacionales  de Derechos Humanos atento lo dispuesto en el artículo 75 inci-so 22, que son complementarios de los derechos y garantías reconocidos en la Constitución (destaco aquí, puntualmente, los Pactos Internacionales: de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su artículo 1 y, en el preámbulo y artículo 1 

Reforzando la noción Muñoz sostiene: 

El “desarrollo humano” vuelve a tener recepción 

constitucional  en  el  inciso  17  del  citado  artículo en  cuanto  dispone  regular  la  entrega  a  los  pue-

el “desarrollo humano”, en el art. 41 que consagra el derecho a gozar de un ambiente sano, equilibra-do y apto para el “desarrollo humano” y también en el art. 125 en cuanto atribuye a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la pro-moción del progreso económico y el desarrollo hu-mano, entre otros. Precisamente, el desarrollo hu-

enunciado  en  nuestro  Preámbulo  y  desarrollado en otras cláusulas  supremas - se  constituyen en el núcleo duro ideológico que impregna a toda la 

-

titucional  recepta,  se  promulgan  varias  disposiciones.  Se necesitaban instrumentos para hacer efectiva una política agraria que focalice y mire con atención, poniendo como eje central del debate la discusión sobre el uso, aprovechamien-192
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to, acceso y distribución de la tierra rural. Se sanciona en el año 2006 la Ley de Emergencia de los Territorios Indígenas (No        53. Con esta regulación se busca proteger la pose-sión y propiedad de las tierras que tradicionalmente ocupa-ron las comunidades indígenas y el Régimen de Protección al Dominio Nacional sobre la Propiedad, Posesión o Tenencia de las Tierras Rurales, de 2011. Ambas son antecedentes de legislación agraria positiva, que hacen factible un ordena-miento jurídico integrado que discute de quién es la tierra, 

Esta  última  norma  (Nº  26737,  sancionada  en  diciembre 

Rurales”54. Esta ley se propone (aunque sin mencionarlo ex-

distribución y  uso  del suelo  rural,  al  establecer  límites a la titularidad o posesión extranjera de tierras. Se desprende de la norma la importancia de la protección y defensa de la tierra 

y no renovable. La ley rige en todo el territorio de la Nación 

53

54

denominado Bases para la Reconstrucción de la Economía Argentina, que, entre otras muchas reformas, derogó la Ley de Tierras Rurales. El Centro de Excombatientes Islas Malvinas La Plata promovió demanda de amparo colectivo por la derogación de la Ley de Tierras. La Cámara Federal revocó la sentencia de primera instancia y declaró la inconsti-tucionalidad de la derogación. (Causa C.E.C.I.M. LA PLATA c/ PEN s/ AMPARO LEY 16.986, sentencia del 21/3/24, Número de Expediente: FLP 047574/2023/CA003 - CA001, CAMARA FEDERAL DE LA PLA-

193

Marisa Adriana MIRANDA y Agustín Lezcano CIRONE - Coord.

Argentina, con carácter de orden público, por lo que se impone un límite a la autonomía de la voluntad que no puede ser de-jada de lado por las partes que se vinculan contractualmente. 

las tierras rurales, y categóricamente establece que es “todo predio ubicado fuera del ejido urbano, independientemente 

De acuerdo al art. 124 de la CN, corresponde a las pro-vincias el dominio originario de los recursos naturales exis-tente en su territorio. Y el suelo es uno de ellos. Para sor-tear lo que podría interpretarse como una clara intromisión de  la  Nación  en  temas  que  son  propios  de  las  provincias, se crea el Consejo Interministerial de Tierras rurales, que 

provincias, que tiene como función “ejecutar la política na-

Esta ley limita el ejercicio de un derecho, ya que en nues-tro  ordenamiento  jurídico  los  derechos  no  son  absolutos. No  impide  a  los  extranjeros  adquirir  tierras,  sino  que  se lo  limita  en  función  de  un  interés  supremo  y  en  cumpli-miento de la manda constitucional del artículo 75, “proveer al crecimiento armónico de la Nación y al poblamiento del 

Proteger  los  recursos  naturales  es 

una tarea ineludible y un compromiso de todos que nace del 

la tierra fuente de energía y generadora de alimentos, un factor estratégico para el desarrollo del país. Como bien lo 

interés social y la soberanía de la Nación sobre sus recur-194
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sos estratégicos”

la  manda  del  artículo  21  de  la  Convención  Americana  de los Derechos Humanos cuando instituye que “Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede su-bordinar tal uso y goce al interés social.” (el artículo 75 inc. 22 otorga jerarquía constitucional a diversos instrumentos 

[image: ]

 

Figura  3.2.  Las  provincias  con  más  tierras  extranjeri-zadas. Imagen: Ministerio de Justicia. https://www.argen-tina.gob.ar/justicia/tierrasrurales/datos/extranjerizacion-provincia. Última actualización: agosto de 2025.

[image: ]
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No se puede soslayar la importancia que tienen ciertos acontecimientos de  la  realidad política, social, económica, 

la toma de decisiones y genera, en ocasiones, la sanción de leyes con un contenido particular que, muchas veces, reco-ge el reclamo de determinados sectores. Estos actores que emergen del conjunto de la sociedad, muchas veces nuclea-dos a partir de una idea común, canalizarán sus esfuerzos y conductas para que esas ideas se lleven a la práctica, in-dicando, sugiriendo o forzando (graduación que dependerá 

del Estado. 

Como la radiografía de una crisis, resulta clave pensar que la política de tierras a implementarse ya no será, so-lamente,  preocuparse  en  dividir  parcelas  o  establecer  el tamaño apropiado para una evolución favorable de la em-

visión rural debía tender un puente hacia criterios sociales, ambientales y económicos que la atravesaban y era obliga-ción contemplar. Se imponía que las políticas públicas vira-ran su atención hacia estos conceptos teniendo como meta satisfacer el interés general.

la Ley 27.118 de Reparación histórica de la Agricultura fa-miliar  para la construcción de una nueva ruralidad en  la Argentina,  abreviadamente  llamada  Ley  de  Agricultura 

contemplada por la norma cuando, como una piedra basal, expresa  en  su  artículo  1:  “Declárase de  interés público  la 196
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agricultura familiar, campesina e indígena por su contribu-ción a la seguridad y soberanía alimentaria del pueblo, por practicar y promover sistemas de vida y de producción que preservan la biodiversidad y procesos sostenibles de trans-formación productiva”.

La  ley  fue  precedida  de  una  serie  de  acontecimien-tos  que  se  convirtieron  en  el  combustible  que  se  necesi-taba  para  su  gestación.  Someramente  enumerados:  En 2004,  la  creación  de  la  Reunión  Especializada  de  la  AF 

 

2005,  de  la  que  participan  numerosas  organizaciones  de todo el país (incluido el Movimiento Nacional Campesino 

-

po”  entendiéndose  como  una  fuerte  reacción  y  oposición de sectores rurales medianos y grandes a la decisión del gobierno  nacional  de  implementar  retenciones  móviles  a la  exportación  de  productos  primarios55.  Fue  a  partir  de ese momento, posiblemente, que el gobierno prestó aten-ción  y  observó  con  más  detenimiento  e  interés  al  sector 

 

55 Resolución 125: El 11 de marzo de 2008, se anunció la sanción de la Resolución 125, un nuevo sistema de retenciones a la exportación de granos que se proponía como una solución tendiente a estabilizar los  precios  en  el  mercado  interno.  Logró  como  objetico  no  deseado que  dos  organizaciones,  que  nacieron  históricamente  enfrentadas  y 

-

de Enlace.
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de  la  AF.  Un  Estado  permeable  a  recoger  e  internalizar los  reclamos  de  lxs  campesinxs  y  de  otras  personas  que trabajan en las zonas rurales56. Se trata de un modo de ha-cer agricultura, de producir, de distribuir y consumir. Una forma de generación y apropiación del valor agregado muy diferente  del  modelo  agroindustrial  hegemónico  que  ha predominado en nuestro país por décadas. En el año 2009 se crea el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de 

el Consejo Federal Agropecuario, por lo que cada provincia participa con voz y voto de la política agrícola del país. En la órbita del MAGyP se crea la Secretaría de Desarrollo y Agricultura Familiar.

Sobrevuela sobre esta legislación el espíritu que inspiró al Constituyente de 1994 cuando incorpora el inciso 19 al artículo 75 de la CN. Claramente se desprende de la redac-ción de la ley que era uno de los caminos elegidos (aunque 

 

56 La Resolución 36/22 de Naciones Unidas, reconoce en el Informe del  Consejo  de  Derecho  Humanos  que  “los campesinos y otras perso-nas  que  trabajan  en las zonas rurales  a  menudo  se  ven  afectados  de una  manera  desproporcionada  por  los  efectos  adversos  de  las  activi-dades empresariales”, destacando su preocupación “porque el hambre, al  igual  que  la  pobreza,  sigue  siendo  ante  todo  un  problema  rural  y porque, dentro de  la  población  rural,  quienes  producen los alimentos son los que lo sufren de una manera desproporcionada, y alarmado por el hecho de que el 75% de las personas que padecen hambre viven en zonas rurales, especialmente  de  países en desarrollo,  que el 50% son pequeños propietarios y agricultores tradicionales o bien agricultores de  subsistencia,  y  que  estas  personas  son  especialmente  vulnerables a  la  inseguridad  alimentaria,  la  malnutrición,  la  discriminación  y  la 
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-

mano, al progreso económico con justicia social, a la produc-

-

plasmar tan loables objetivos una premisa fundamental a cumplir consiste en que, quien trabaje y produzca en el me-

y se vincule con el sitio. De esta manera, se compromete con la comunidad, establece lazos con la sociedad, construye la 

 

Promover el desarrollo humano integral, bienestar social y económico de los productores, de sus comunidades, de los trabajadores de campo y, en general, de los agentes del me-

-

-

ción que habita los territorios rurales en pos de la ocupación 

-

no y nos indica el horizonte hacia donde se debe avanzar para cumplir con  estos  propósitos y conseguir un  efectivo arraigo, la redacción del artículo 15: La autoridad de apli-cación articulará con los organismos competentes del Poder Ejecutivo nacional y las provincias para el acceso a la tierra para la agricultura familiar, campesina e indígena, consi-derando la tierra como un bien social (el resaltado me 

Agricultura Familiar, con el objetivo de contar con tierras 
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aptas y disponibles para el desarrollo de emprendimientos 

57.

Y aquí aparece nuevamente esta concepción de la tierra, tan diferente de aquella que se asumía en los albores de la República cuando éramos un germen de la Nación (un territorio conocido 

interesaba principalmente como fuente de renta e ingreso58.

Un  documentado  informe  del  ingeniero  agrónomo  e  in-

de Estudios Patagonia concluye que “la tierra debe ser re-valorizada en relación a conceptos tan primarios como son el de ‘bien común’, ‘soberanía alimentaria’ y ‘salud ambien-tal’, entre otros, y debe verse como un bien social y no como 

 

Dar un solo paso en la legislación, representa

un gran salto en la protección y recuperación

¿Quién dijo que todo está perdido? Yo vengo a ofrecer mi corazón.

- F. Páez, Yo vengo a ofrecer mi corazón

 

57 La Ley de AF sancionada en 2014 fue reglamentada en junio de 2023, luego de una incansable lucha de las organizaciones campesinas e indígenas de Argentina. El Decreto 462/2025 del Poder Ejecutivo Na-

creado  por  decreto  729/2022  y  deroga  numerosos  artículos  de  la  Ley 27118, restituidos por art. 1° del Decreto N° 627/2025

58  Artículo  4  CN:  “El  Gobierno  federal  provee  a  los  gastos  de  la Nación  con  los  fondos  del  Tesoro  Nacional,  formado….  de  la  venta  o locación de tierras de propiedad nacional…”. 
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recurso natural, fuente primaria en la producción de alimen-tos, considerada por la ley de AF, como un bien social, debe 

bienestar de la sociedad en general y favorecer el progreso y 

goce al interés social, poniendo en cabeza de los poderes pú-blicos establecer responsabilidades y obligaciones en nombre de los intereses colectivos, por lo cual debe ser utilizada para 

para la sociedad, como es la conservación de los recursos na-turales renovables y de los bienes productivos en general y; 

-

trabajada por la familia que aporta la mayor parte de la la-bor, logrando un incremento racional de la producción. Todo ello atravesado por los fuertes lazos que se conectan a un de-

las actividades productivas satisfagan las necesidades pre-

59 . Se trata ni más ni menos que del Principio 

de  equidad  intergeneracional60,  disfrutar  de  nuestro  dere-

59 En la misma dirección que la receptada por la Declaración de Rio 

3º “Satisfacer las necesidades de las generaciones pre-

sentes sin comprometer las posibilidades de las del futuro para atender sus propias necesidades”.

60 Los responsables de la protección ambiental deberán velar por el uso y goce apropiado del ambiente por parte de las generaciones pre-
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armonizar su goce a nuestra descendencia.

-

más  de  medio  siglo,  pero  ahora  debemos  perseguirlos  en-sanchando  su  campo  de  acción,  que  abarca  la  considera-ción de los recursos naturales y el ambiente en general, la incorporación de prácticas agrícolas sostenibles (orgánica, 

-

gral (seguridad y soberanía alimentaria, el buen vivir de la 

 

El suelo, valorado históricamente en su dimensión eco-nómica  (permeable  en  algunos  momentos  a  la  dimensión 

recurso natural muy valioso, limitado y no renovable61 ; y las políticas públicas concernientes a su función, uso, regu-lación, utilización, ordenación, evolución; tienen que ser el resultado de pensar su aprovechamiento conforme el prin-cipio de prevalencia que resguarda el interés global de la comunidad sobre el particular.

Es abundante el acopio de antecedentes referidos al re-curso suelo. Tenemos aquella vieja redacción del Código de 

-

daba en el espíritu de la redacción del artículo 2513 por el 

 

61 Su conservación es esencial para la seguridad alimentaria y nues-tro futuro sostenible, en openknowledge.fao.org › server › api El suelo es un recurso no renovable
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cual, “el sometimiento del dominio o propiedad, a la volun-tad y acción de una persona era planteado en forma ilimi-tada  y  absoluta.  Posteriormente,  la  reforma  al  código  en 1969 reformuló la redacción limitando la facultad del pro-pietario expresando ‘es inherente a la propiedad el derecho de poseer la cosa, disponer o servirse de ella, usarla y go-

con  la  sanción  del  Código  Civil  y  Comercial  de  la  Nación 

la  constitucionalización  del  Derecho  Privado,  establecien-do  una  comunidad  de  principios  entre  la  Constitución,  el Derecho Público y el Derecho Privado. Y esto es de suma importancia para la defensa del ambiente (y en particular 

-

dolo así el constituyente de 1994 incorporando la cuestión ambiental al texto del artículo 41 de nuestra Carta Magna, que  consagra  el  derecho  de  toda  persona  a  un  ambiente sano, junto al correlativo deber de preservarlo. En esa línea el CCyCN, de acuerdo a la Constitución, regula los derechos individuales y de incidencia colectiva. Es oportuno recordar el nuevo artículo 14: “Derechos individuales y de incidencia 

-

-

ra el ejercicio abusivo de los derechos individuales cuando pueda  afectar  al  ambiente  y  a  los  derechos  de  incidencia colectiva en general”62.

 

62 Hay un límite al ejercicio de los derechos individuales sobre los bienes que debe ser compatible con los derechos de incidencia colectiva. 
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Es deseable esperar que el recorrido reseñado y las re-

-

dentes referidos al recurso suelo, permanentemente nutrido del aporte de la doctrina, la legislación y la jurisprudencia, 

de las nuevas dimensiones que lo atraviesan e intersecan 

su peso y dar en el clavo con una Ley de presupuestos mínimos  de  protección  del  suelo  agropecuario63 (el 

debe ser prioritario y convertirse en una estrategia de polí-ticas públicas64 de organización y desarrollo territorial sos-tenibles y de largo plazo.

Hoy  la  realidad  nos  golpea  en  la  cara  en  un  contexto donde  más  del  40  %  de  los  suelos  productivos  del  mundo 

 

“Debe conformarse a las normas del derecho administrativo nacional y local dictadas en el interés público y no debe afectar el funcionamiento 

-

sidad, el agua, los valores culturales, el paisaje, entre otros, según los criterios previstos en la ley especial” artículo 240, CCyCN.

-

cional de ordenamiento territorial. Disponible  en  mininterior.gov.ar  › 

64 En este sentido, resulta útil y oportuno mencionar la resolución n°  232/2018  que  creó  el  Plan  Nacional  de  Suelos Agropecuarios  para promover la conservación, la gestión sostenible y la restauración de los suelos para maximizar su productividad. Persigue que las políticas pú-blicas que incidan directamente sobre el uso de los suelos agropecuarios sean, en su conjunto, congruentes y generen incentivos para la adop-ción de prácticas adecuadas que tiendan a la conservación y, en su caso, al mejoramiento de los suelos agropecuarios.
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muestran signos de erosión o pérdida de materia orgánica. No resulta difícil concluir que la degradación del suelo agri-colaganadero  a  la  que  se  suma  el  cambio  climático  (cuya 

crisis que amenaza la seguridad alimentaria y la salud del 

-

can que la agricultura actual no está preparada para el fu-turo y que las prácticas actuales han dejado suelos compac-tados, biológicamente inactivos y vulnerables a la erosión. El futuro deberá ser la producción sostenible de alimentos, encaminando  y  concentrando  nuestros  esfuerzos  en  dejar las cosas mejor de lo que las encontramos65. Debemos dejar 

alguna manera la producción orgánica y agroecológica nos recuerdan como era la naturaleza en su perfecta armonía. Al respecto traigo a colación algunas iniciativas (de las que apreciaremos su verdadero potencial, una vez transcurrido un tiempo prudencial para evaluar los efectos de su imple-

 

65  Un  importante  aporte  para  el  logro  de  este  objetivo  lo  realiza MapBiomas. Es una red global y multiinstitucional, formada por uni-versidades, ONG’s, empresas tecnológicas e institutos de investigación que  trabajan  de  forma  colaborativa  y  está  en  constante  crecimiento, monitoreando los cambios en la cobertura y el uso del suelo en los terri-torios y sus impactos. Basada en la ciencia abierta y colaborativa, la red alimenta una plataforma que integra imágenes satelitales, aprendizaje automático y computación en la nube. Todos los datos, mapas, métodos y  códigos  están  disponibles  de forma  pública  y  gratuita.  La  informa-ción generada por la red MapBiomas puede ser utilizada por tomadores de decisiones, formuladores de políticas públicas, investigadores de las más diversas áreas, profesores y estudiantes, organizaciones de la so-ciedad civil y empresas.
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que tiene la conservación y recuperación del suelo agrope-

-

cadas, Argentina se posiciona como el tercer país del mun-

primero en América Latina, con el 40% del total regional”. 

-

porte comercial. Por eso, el país trabaja en consolidar sus credenciales ambientales. Las Buenas Prácticas Agrícolas 

plataforma VISEC, que garantiza producción libre de defo-

 

indica que:

La provincia de Córdoba decidió agregar a los 

corredores  biológicos  a  su  programa  de  buenas prácticas agrícolas, y de esta forma impulsar su adopción en los campos del territorio mediterrá-neo.

Esta  práctica  consiste  en  generar  un  espacio 

-

mente  bosques  nativos,  y  evitar  que  estén  ais-ladas, para generar mayor diversidad biológica, que  puede  ser  aprovechada  por  los  cultivos  de renta que se siembra a sus costados.

Los corredores biológicos proporcionan refugio 
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el control natural de  plagas además de brindar estructuras  aptas  a  grupos  funcionales  de  re-levancia,  como  los  polinizadores  y  especies  que participan en el reciclaje de nutrientes.

La iniciativa busca restaurar ecosistemas de-

gradados en regiones agrícolas y ganaderas, ge-nerando  espacios  de  integración  territorial  que conecten lotes productivos con pulmones verdes urbanos,  reservas  naturales  y  Áreas  Naturales Protegidas.  Para  lograrlo  se  promueve  la  crea-ción  de  infraestructura  y  la  restauración  ecoló-gica  con  especies  nativas.  Así,  se  impulsa  una restauración  ecológica  participativa,  donde  los productores se convierten en protagonistas de la conservación66. 

 

66  Una  interesante  iniciativa  la  constituye  la  Alianza  del  Pasti-

que es una propuesta “enfocada en la conservación de campos produc-tivos”.  El  proyecto  abarca  aproximadamente  700.000  hectáreas  en  la Argentina, con “la participación de 210 productores en el país”. Su activi-dad consiste en promover “prácticas holísticas como el pastoreo racional y la rotación de potreros, combinadas con la conservación del paisaje y la biodiversidad nativa”. Por último se destaca que la conservación puede  ser  redituable  económicamente,  “los  manejos  que promovemos para la Alianza del Pastizal, al respetar los ciclos naturales, tienen el potencial de capturar carbono de manera efectiva. Grandes empresas, que generan grandes cantidades de emisiones, pagan un diferencial por lo que no pueden reducir en sus propias operaciones”. Finalmente des-taca un dato alentador de cara al futuro, “La tasa de captura de carbono en pastizales naturales varía entre una y dos toneladas por hectárea al 

de emisiones”.
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En  este  sentido,  teniendo  como  premisa  al  desarrollo sostenible,  se  han  presentado  recientemente  proyectos de  Planes  de  manejo  de  bosques  con  ganadería  integra-

(Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación 

normada  a  través  de  la  Ley  de  Bosques  Nº26.331,  desta-cándose que el MBGI es un enfoque de uso sostenible de los bosques nativos, que busca integrar la actividad ganadera con  la  conservación  de  los  recursos  forestales,  mejorando la productividad, los servicios ecosistémicos y el bienestar social (buscando reducir la migración del campo a la ciudad 

doble propósito: fortalecer las economías locales y fomentar prácticas agrícolas que mejoran la calidad de vida.

Estas prácticas enunciadas son sólo una pequeña mues-tra  del  conocimiento  disponible.  Esta  valiosa  cosecha  de información  espera  ser  captada  por  los  gobiernos  de  tur-no  (que  a  partir  del  diálogo,  la  concertación  y  el  consen-

largo  plazo,  cuya  dinámica  evolución  permitirá  hacer  las 

-

tiene que:

El Derecho deber ser estable pero no inmutable, debe ser permanente, pero no anquilosado; de manera tal que lo im-portante es tener presente que, en su continua evolución, el Derecho debe permitir que su regulación normativa com-prenda la  máxima regulación de los intereses económicos 208
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sociales  y  técnicos  que  permitirán  asegurar  y  garantizar 

 

legislación  agraria  positiva.  Resulta  imperioso  trazar  un plan con una visión holística que incluya una estrategia de 

-

nómicos, sociales, alimentarios y ambientales.

Como hemos visto en el tratamiento de este capítulo, las políticas públicas en general y, la agraria en particular, po-drán  ser  realizadas  a  partir  de  un  alto  grado  de  consen-so  y  convencimiento  de  las  autoridades  encargadas  de  su aplicación,  aunque  muchas  veces  el  discurso  de  lo  que  se dice y lo que se hace transitan caminos opuestos. Algunas veces  como  estrategia evasiva para  no  afrontar el proble-ma y otras vinculadas con elementos o situaciones que las 

-

tre ellos: Acuerdos internacionales, la presión de los grupos de interés, falta de coordinación interinstitucional (Nación, 

habitual en nuestro país, la disponibilidad presupuestaria. La historia que nos invita a forjar el territorio agropecuario como motor energético de la naturaleza y puntal económi-co del país exige resetear ideas y acciones destructivas por ideas y acciones regenerativas. 

Se han plasmado en el desarrollo de estos párrafos par-te del abanico normativo, regulaciones y disposiciones (na-

valioso  aporte  de  resoluciones,  proyectos  de  investigación y trabajo de campo  del  INTA,  SENASA y  CONICET, etc. 
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Enriquece  este  menú  las  buenas  prácticas  agropecuarias 

suelo. Sin intención de ser completamente abarcativos he-mos señalado el horizonte, pues bien, no perdamos el tiem-po mirando el dedo.
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CAPÍTULO 4

La cuestión ambiental en la realidad agrope-cuaria argentina

Agustina Ocampo; Agustín Lezcano Cirone y Leandro Vero

¿Que tiene dueño la tierra? ¿Cómo así? ¿Cómo se ha de vender? ¿Cómo se ha de comprar? 

Si ella no nos pertenece, pues. Nosotros somos de ella.

-E. Galeano, Memoria del Fuego.

 

Desarrollo sustentable desde una

perspectiva social

El concepto “Desarrollo Sustentable” resulta ser un co-modín  cuando  queremos  hablar  de  progreso  en  temáticas ambientales, razón por la cual consideramos oportuno in-terpelar  la  idea  misma  de  desarrollo  sustentable  desde sus orígenes en la comunidad internacional, hasta qué se entiende  por  desarrollo  en  un  contexto  geopolítico  local  y cuáles son los desafíos a los que se enfrenta el desarrollo sustentable en la actualidad. 

En primer lugar nos parece importante comenzar desde las bases del concepto tal cual se estructuró en 1987 en el documento “Nuestro Futuro Común” o más conocido como “Informe Brundtland” en honor a la exprimer ministra no-ruega  Gro  Harlem  Brundtland  quien  encabezó  una  comi-sión integrada por distintas naciones del mundo, entre las 
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que  se  encontraban  algunas  de  América  del  Sur,  para  la elaboración  de  un  informe  para  las  Naciones  Unidas  que pusiera en tensión el modelo económico vigente por enton-ces, y su incidencia en la salud del ambiente. Pionero en la 

-

ble como aquel que satisface las necesidades del presente sin comprometer las necesidades de las futuras generacio-nes,  principio  que  será  receptado  poco  menos  de  20  años después  en  nuestro  país  en  la  reforma  constitucional  del año 1994 en el Artículo 41. 

Si bien ya comenzaba a tener audibilidad la problemáti-

Informe Brundtland representa un hito en la evolución del Derecho Ambiental contemporáneo porque fue la primera vez que en el marco de la comunidad internacional se puso 

-

guir interpretando de manera aislada o autónoma respecto de las consecuencias sociales y ambientales que generaba. A partir de allí, el crecimiento económico comenzó a ser en-tendido  como  un  proceso  que  debía  integrarse  necesaria-mente con la protección del ambiente y la satisfacción de las necesidades humanas básicas, incorporando una dimensión social inescindible del concepto de desarrollo. En este senti-do, el enfoque social del desarrollo sustentable pone su én-fasis en la equidad intergeneracional, en la reducción de las desigualdades estructurales y en la garantía de condiciones de vida dignas para las poblaciones actuales, incluso aque-llas más vulnerables. Desde esta perspectiva, el desarrollo sustentable pasa a convertirse en un verdadero paradigma 218
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normativo  que  interpela  a  los  Estados  en  la  formulación de políticas públicas, particularmente en sectores como el nuestro, donde la relación entre producción, acceso a la tie-rra, justicia social y preservación de los recursos naturales como objeto de producción resultan centrales.

Ahora bien, al respecto, cabe señalar que, hace algunos años, se ha señalado críticamente que el concepto de sus-tentabilidad es ambiguo y en consecuencia surgen ciertos 

-

tentable, entre las que se encuentran: ¿Qué quiere decir satisfacer las necesidades humanas? ¿Cuáles son los pa-

-

tabilidad? ¿Qué es lo que se quiere sustentar?, entre otras, a las que nos vamos a permitir sumar desde una mirada geopolítica local algunas preguntas más; ¿qué se entiende por  “necesidades  presentes”?  y  cómo  estas  deben  ser  in-terpretadas  conforme  avanza  el  paso  del  tiempo,  ¿Quién decide?  ¿Qué  peso  tienen  las  comunidades  rurales,  cam-pesinas e indígenas? y hasta incluso sí nos abocamos a lo que la materia nos convoca podríamos preguntarnos sí la idea  de  desarrollo  sustentable  nos  obliga  a  repensar  un Derecho Agrario que esté exento de este principio (Goñi y 

Para intentar abordar algunas respuestas y no quedar-nos  en  simples  interrogantes,  aunque  complejos  a  su  vez de  responder,  vamos  a  comenzar  intentando  comprender 

existente  entre  crecimiento  económico  y  desarrollo  en  los términos más estrictos de la política macroeconómica y, en 
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segundo lugar, intentar comprender qué es lo que se quiere sustentar:

una creciente conciencia acerca de la contradicción que pue-de darse entre crecimiento y desarrollo. 

El crecimiento económico es una condición ne-

crecimiento  económico  es  un  proceso  a  lo  largo del tiempo durante el cual el nivel de actividad económica  aumenta  constantemente.  Se  consi-dera que un país crece cuando su producción de bienes y servicios aumenta en el largo plazo. Por 

crecimiento  que  genera  una  mejor  distribución del ingreso y de la riqueza y que es capaz de re-producir  las  mejores  técnicas  de  producción  en cada  uno  de  los  sectores.  Asimismo,  el  desarro-llo es un crecimiento más justo socialmente, sin indigencia  y  con  oportunidades  de  progreso  so-cial para todos los habitantes del país” (Naclerio, 

En segundo lugar, lo que se pretende sustentar es un con-junto de elementos entre los que se encuentran el ambiente desde un sentido amplio, la economía, la política pero el lu-gar principal lo debe ocupar la sociedad. El desarrollo de la sociedad para la comunidad internacional moderna se eng-loba en el lema “No dejar a nadie atrás” el cual representa el compromiso inequívoco de todos los Estados miembros de la ONU de erradicar la pobreza en todas sus formas, poner 220
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-

dades y vulnerabilidades que dejan a las personas atrás y socavan el potencial de las personas y de la humanidad en su conjunto. Está idea, seductora en lo teórico, representa tensiones en los resultados prácticos de políticas profunda-mente sesgadas en lo social y ambiental. Los interrogantes ya planteados nos obligan a posicionarnos desde una visión local cómo parte de un grupo de países que se encuentran en vías de desarrollo y que está idea de desarrollo estricta-mente económica se paga con desnutrición, enfermedades, contaminación de los recursos, saqueos legitimados por el aparato  estatal  en  tanto  éste  resulta  facilitador  de  la  ex-tranjerización de los recursos y la tierra. Todo esto producto de interpretar la variable económica de una forma aislada de lo social y lo ambiental. 

El  desarrollo  sustentable  aparece  entonces  como  una idea que nuclea el desarrollo económico a la misma vez que se logra el progreso social sin degradar la calidad ambien-tal. ¿A qué nos referimos entonces con esto? A que resulta imposible hablar  de  desarrollo sustentable sí  no podemos lograr  la  movilidad  social  ascendente,  sí  cada  vez  es  más grande el deterioro ambiental y sí seguimos formando parte de los países en vías de desarrollo. 

-

mático que permite establecer etapas de desarrollo que 

enfaticen  al  principio  aquellos  aspectos  que 

permitan mitigar primero, y revertir después, las causas y consecuencias de la presente desigual-dad  social.  Especial  énfasis  merecen  entonces 

221

Marisa Adriana MIRANDA y Agustín Lezcano CIRONE - Coord.

 

central  sea  el  mejoramiento  sustancial  de  las condiciones  de  vida  de  los  sectores  marginali-zados de la economía formal, los vastos sectores que integran el universo de los “nuevos pobres” 

de la sociedad: niños y ancianos. Esto no implica abandonar criterios de sustentabilidad en los as-pectos  más  típicamente  ambientales  a  favor  de necesidades más urgentes (el deterioro ambien-tal  es  sufrido  particularmente  por  los  sectores 

prioridades políticas a partir del cual se articulen 

 

El artículo 41 de la Constitución Nacional

En este apartado deconstruiremos los alcances dados al “derecho a un ambiente sano” incluido en el artículo 41 de nuestra Carta Magna.  En primer lugar, se reconoce a to-dos los habitantes el derecho a gozar de un ambiente sano, equilibrado y apto para el desarrollo humano, esto repre-senta  la  vinculación entre  la  calidad  ambiental  y  la  posi-bilidad de poder satisfacer nuestras necesidades. A esto se le incorpora la idea de -equidad intergeneracional- que es un principio que busca la igualdad de oportunidades entre generaciones,  esto  es,  que  nuestro  paso  por  la  tierra  y  la satisfacción de necesidades actuales no debe comprometer la posibilidad de satisfacción de las necesidades de las ge-222
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neraciones futuras. Aquí es donde se incorpora constitucio-nalmente el concepto de desarrollo sustentable. 

En segundo lugar, encontramos el deber de preservación del  ambiente.  Esto  implica  una  obligación  concreta  para el Derecho Ambiental que lo coloca en una posición activa cómo herramienta para garantizar el cumplimiento de las obligaciones que el constituyente estableció en cabeza del Estado y de los particulares. 

Luego  el  artículo  incorpora  que  el  daño  ambiental  ge-nerará prioritariamente la obligación de recomponer, con-sagrando un criterio propio del Derecho Ambiental que se aparta de la lógica puramente indemnizatoria del Derecho Civil clásico. 

En el segundo párrafo el artículo ordena a las autorida-des a que provean a la protección del derecho a un ambiente sano, al uso racional de los recursos naturales, a la preser-vación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica. Este punto resulta fundamental para el Derecho Agrario en tanto este último incide sobre los modos de pro-ducción de la naturaleza. 

Luego el artículo incorpora a la información y educación ambiental  como  una  herramienta  para  la  protección  del ambiente lo que refuerza una dimensión social y participa-tiva de las cuestiones ambientales. 

El  tercer  párrafo  establece  el  sistema  de  presupues-tos mínimos de protección ambiental: la Nación dicta las normas  que  contienen  los  presupuestos  mínimos,  y  las provincias  las  complementan,  sin  que  ellas  alteren  las jurisdicciones  locales.  Este  apartado  representa,  incluso 

223

Marisa Adriana MIRANDA y Agustín Lezcano CIRONE - Coord.

en la actualidad, uno de los puntos más controvertidos en materia ambiental que es la rivalidad entre jurisdicción y competencias. Por presupuestos mínimos se entiende a un piso de derechos básico que la Nación establece en el mar-co de la política ambiental nacional sobre el cual las pro-vincias pueden reforzar, profundizar, ampliar, pero nunca degradar  a  un  nivel  menor  al  que  estableció  la  Nación. Y este punto resulta central también en nuestra materia para  comprender  la  articulación  federal  de  las  políticas ambientales y agrarias. 

Y  en  último  lugar,  el  artículo  prohíbe  expresamente  el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencial-mente peligrosos, y de los radioactivos reforzando la tutela preventiva del ambiente.

En  síntesis,  podemos  decir  entonces  que  el  artículo  41 

-

tino. Su incorporación no sólo constitucionaliza el concep-to de desarrollo sustentable, sino que también impone una lectura social del mismo, en la que la protección ambiental, la  equidad  intergeneracional  y  los  medios  de  producción aparecen estrechamente articulados.

Instrumentos  de  gestión  y  política  ambiental  ru-ral. Concepto. Legislación y jurisprudencia.

Como  hemos  visto  en  capítulos  anteriores,  la  actividad agraria constituye una forma de la actividad humana ten-diente  a  hacer  producir  a  la  naturaleza  orgánica,  ciertos 

-
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vechamiento de sus frutos y productos, sabemos que es lle-vada adelante sobre bienes naturales comunes. 

En términos generales, debemos referirnos, por un lado, a  los  macrobienes,  como  la  biodiversidad  y  la  calidad  del ambiente, los cuales son sistemas que transcienden a sus partes, y, por otro lado, a los microbienes, como el agua, el aire, el suelo, etc. (Lorenzetti,

incidencia  colectiva  y  de  pertenencia  comunitaria  e  indi-visibles,  rigiendo  sobre  ellos  una  protección  que  debe  ser 

-

tente en nuestro ordenamiento jurídico.

Entonces,  debemos  necesariamente  utilizar  ciertos  ins-trumentos de gestión y política ambiental para poder lograr una tutela más efectiva. Éstos los encontramos en la Ley 

un adecuado ordenamiento ambiental territorial, la evalua-ción de impacto ambiental, garantizar una educación am-

la garantía de la presencia de la población en el proceso de toma  de  decisiones,  lo  cual  contribuye  a  forjar  una  gene-ración  con  conciencia  ambiental,  o  como  nos  gustaría  lla-marla, conciencia agroambiental. Este tipo de instrumen-tos puede emplearse, por ejemplo, para abordar situaciones agroambientales graves provocada por los avances del uso intensivo  de  agroquímicos  y/o  para  la  implementación  de establecimientos de feed lot. 

La LGA dio comienzo a un nuevo ciclo en el tratamiento de la cuestión ambiental, con el objetivo de conseguir para 
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nuestro país la sustentabilidad de su modelo de desarrollo, aspirando a concretar el espíritu constitucional, para que el ambiente sea “apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presen-tes sin comprometer las de las generaciones futuras” (Art. 41, Constitución Nacional. -

tentable establecido en nuestra Ley Fundamental, sin em-bargo, da cuenta de una mercantilización de la Naturaleza, en la cual es importante consolidar una tutela inhibitoria 

 

de este modelo, ya que se entiende por desarrollo sosteni-ble,  al  proceso  destinado  a  satisfacer  las  necesidades  del presente sin comprometer la capacidad de las futuras ge-neraciones de satisfacer sus propias necesidades (Informe 

Actualmente, la agricultura y la ganadería intensiva son el modelo base de desarrollo de la economía de nuestro país, por lo tanto, es menester cumplir con ciertos recaudos lega-les ambientales para poder garantizar el derecho humano a un ambiente sano. El agronegocio y los agrocombustibles, que fomentan una lógica extractivista a través de la conso-lidación  de  un  modelo  agroexportador  de commodities,  la expansión de las fronteras de explotación y la tendencia al monocultivo  son  predominantes  en  nuestro  país  y  es  por ello, que se debe buscar la manera de utilizar estos instru-
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De alguna forma, la LGA lo que hace es brindarnos diver-sos instrumentos para poder realizar una adecuada política y gestión ambiental en las diferentes actividades humanas, y que éstas se desarrollen en el marco de esa sustentabi-lidad.  Es  interesante  la  observación  que  puede  realizarse sobre los seis instrumentos básicos que deben ser tenidos en cuenta en la generación de políticas y acciones de gestión ambiental.

Estas  herramientas,  receptadas  en  el  artículo  8º  de  la LGA,  son:  ordenamiento  ambiental  del  territorio,  evalua-ción de impacto ambiental, sistema de control sobre el de-sarrollo de las actividades antrópicas, educación ambiental, sistema de diagnóstico e información ambiental y régimen de promoción del desarrollo sustentable, y a continuación, por cuestiones de oportunidad, nos avocaremos al abordaje de algunos de éstos.

Ordenamiento ambiental del territorio.

 

territorio  y  su  posibilidad  aparece  como  prioritaria  para cumplimentar el desarrollo sustentable. El Ordenamiento Territorial como Ordenamiento Ambiental son para Petrelli dos instrumentos de política pública en la Argentina, dife-renciables únicamente por la materia que abordan. El pri-mero de ellos “es un instrumento de política pública, desti-nado a orientar el proceso de producción social del espacio” (Art. 4 ap. I. Anteproyecto de Ley Nacional de Ordenamiento 
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hacen al desarrollo equilibrado interjurisdiccional, princi-palmente  del  art.  75,  inciso  19,  segundo  apartado,  de  la Constitución  Nacional.  El  segundo  es  un  instrumento  de política  pública  destinado  a  garantizar  el  correcto  uso  de 

la  letra  del  art.  41,  segundo  apartado,  de  la  Constitución 

Legislación aplicable.

En nuestro ordenamiento jurídico contamos con una vas-ta  legislación  internacional,  como  el  Acuerdo  de  Escazú, la  Convención  sobre  Diversidad  Biológica,  el  Protocolo de  Nagoya  y  el  Tratado  Internacional  sobre  Recursos Fitogenéticos  para  la  Alimentación  y  la  Agricultura.  En cuanto a la legislación nacional, destacamos el artículo 41 de la Constitución Nacional, la LGA, la Ley de Gestión de 

Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental de Bosques 

En cuanto a legislación estadual, destacamos el artícu-lo 28 de la Constitución bonaerense, la Ley de Protección 

-

ger  nuestros  bienes  comunes.  Además,  el  Decreto-Ley  de 

-

les, urbanas y complementarias, disponiendo que las áreas rurales deben destinarse a los usos relacionados con la pro-ducción agraria extensiva, forestal y otras. 
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Este  armazón  de  instrumentos  garantiza  una  gestión adecuada  de  una  política  agroambiental,  teniendo  como principal  objetivo  evitar  daños  ambientales  ocasionados por la actividad agropecuaria, que sean irreversibles.

El Acuerdo de Escazú, el primer acuerdo regional ambien-tal de América Latina y el Caribe, aprobado en Argentina mediante Ley 27.566, si bien no establece de manera direc-ta y expresa al ordenamiento ambiental del territorio como un instrumento de política y gestión ambiental, al ser un tratado de Derechos Humanos en materia ambiental, refe-rida al triple acceso de información pública, participación ciudadana  y  acceso  a  la  justicia  en  asuntos  ambientales, dispone en el artículo 6 referido a la generación y divulga-ción de información ambiental, establece que cada Estado Parte contará con uno o más sistemas de información am-biental actualizado referido a “otros instrumentos de ges-tión  ambiental,  cuando  corresponda”,  indicando  entonces que  una  de  las  características  principales  que  debe  tener un ordenamiento ambiental del territorio para ser ejercido correctamente es que se garantice brindar la información pública adecuada a la población, y además la participación ciudadana. 

Vemos que tiene sentido que la población participe acti-vamente del proceso de ordenación del territorio y uso del suelo, ya que de esta manera se asegura una gestión más 

las necesidades de la comunidad.

A su vez, nuestra Carta Magna, al reconocer la cláusula 
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deben aplicarse en este instrumento, de modo de asegurar 

La  LGA,  en  los  artículos  9  y  10,  desarrolla  a  esta  herra-mienta mencionando los aspectos a tener en cuenta y ase-gurando un uso ambientalmente adecuado de los recursos naturales, condición esencial a tener en cuenta respecto de las actividades agrarias.

Por  otro  lado,  a  nivel  local  dentro  de  la  Provincia  de Buenos Aires,  la Ley 11.723 de Protección,  Conservación, Mejoramiento y Restauración de los Recursos Naturales y 

territorial como uno de los instrumentos centrales de la po-lítica ambiental de la provincia. Su artículo 7 dispone que “En la localización de actividades productivas de bienes y/o servicios,  en  el  aprovechamiento  de  los  recursos  natura-les y  en la  localización y  regulación de los asentamientos 

-

o región, en función de sus recursos, la distribución de la 

Las alteraciones existentes en los biomas por efecto de los asentamientos  humanos,  de  las  actividades  económicas  o de otras actividades humanas o fenómenos naturales.”

Y es su artículo 8 el cual establece que “Lo prescripto en 

-

sarrollo de actividades productivas de bienes y/o servicios y aprovechamiento de recursos naturales: 3. Para las auto-rizaciones relativas al uso del suelo para actividades agro-pecuarias, forestales y primarias en general”. Por lo tanto, 230
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como lo indica la ley ambiental provincial, complementaria 

-

sito sine qua non, que para realizar toda actividad agraria se deba garantizar el adecuado ordenamiento territorial.

-

risprudencia bonaerense, en fallos como “Establecimientos Agropecuarios  Santa  Susana  S.A.  c/  Municipalidad  de Campana s/ Amparo” y “Ancore S.A. y otro c/ Municipalidad de  Daireaux  s/  Daños  y  perjuicios”,  en  los  cuales  se  han aplicado los principios ambientales de prevención y precau-ción, priorizándose la protección del medioambiente frente a las actividades agrarias extractivistas, fomentándose la implementación de un ordenamiento ambiental territorial propicio. 

Principios del Derecho Agroambiental

El uso ilimitado que ha realizado el ser humano de los bienes y servicios ambientales ha dado lugar a profundas 

en forma última, sobre su calidad de vida (Cafferata, 2015, p. 10 . Para lograr preservar este bien jurídico protegido, la calidad de vida, ya que forma parte de nuestro ambiente, deben  aplicarse  los  principios  ambientales,  que  están  ga-rantizados en el artículo 4 de la LGA. Estos principios am-bientales son considerados como “Principios Rectores ... “los postulados fundamentales y universales que la razón espe-cula, generalizando por medio de la abstracción las solucio-nes particulares que se obtienen partiendo de la justicia y 
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la equidad social” ... “Son Principios Rectores generales por su naturaleza y subsidiarios por su función, porque suplen las lagunas de las fuentes formales del Derecho.” Al enu-merar los principios que lo integran, Bustamante Alsina se-

-

supranacional (destacan  la  importancia  de  la  cooperación 

-

-

 

A su vez, Pigretti señala que la nómina de principios pro-pios sobre los cuales se estructura, de ninguna manera ex-

 

-

ción internacional”. Y a su turno, Mosset Iturraspe, señala 

-

-
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Teniendo en cuenta estas características y la base sobre la cual se estructuran dichos principios, se deben utilizar todos los principios a la hora de realizar las actividades hu-manas, sobre todo cuando se garantice el ordenamiento am-biental del territorio en las actividades agropecuarias. Tal como reza la LGA, el Artículo 5 dispone que: “Los distintos niveles de gobierno integrarán en todas sus decisiones y ac-tividades  previsiones  de  carácter  ambiental,  tendientes  a asegurar el cumplimiento de los principios enunciados en la presente ley.” 

Si bien todos los principios contenidos en el artículo 4 son importantes, destacaremos algunos, como el de prevención. Este establece que: las causas y las fuentes de los problemas ambientales se atenderán en forma prioritaria e integrada, tratando de prevenir los efectos negativos que sobre el am-biente se puedan producir; el Principio precautorio, que dis-pone que: Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, 

-

lizarse  como  razón  para  postergar  la  adopción  de  medidas 

-

ción  del  medio  ambiente.  El  Principio  de  equidad  interge-neracional,  que  dice  que:  los  responsables  de  la  protección ambiental deberán velar por el uso y goce apropiado del am-biente por parte de las generaciones presentes y futuras. Y el Principio de progresividad, que menciona que: los objetivos ambientales deberán ser logrados en forma gradual, a través 

temporal que facilite la adecuación correspondiente a las ac-tividades relacionadas con esos objetivos. 
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Sobre  la  base  de  estos  principios  fundamentales  debe asentarse  esta  herramienta  de  ordenamiento  territorial, que garantizará en el desarrollo de las actividades agrarias 

Como  dice  Néstor  Cafferata,  “Los  principios  como  su propio nombre lo indica, se oponen a algo acabado, termi-nado,  son  ideas  germinales.  Son  normas  prima  facie  sin 

de ser completadas. A su vez, los principios son ideas di-

ordenamiento jurídico; son, pues, pautas generales de va-loración  jurídica.  Líneas  fundamentales  e  informadoras de  la  organización.  Las  líneas  directrices  que  informan algunas normas e inspiran directa o indirectamente una serie de soluciones por lo que pueden servir para promo-ver y encauzar la aprobación de nuevas normas, orientar la interpretación de las existentes y resolver los casos no 

-

san, los ponderan, para poder decidir cuál aplicar al caso y en qué medida. Los principios no pueden aplicarse lógico-deductivamente como las reglas. Así, los principios depen-den de y requieren ponderación. La ponderación es la forma 

ahora cómo han sido aplicados estos principios en dos sen-tencias ambientales, que, asimismo, aplican el instrumento de política ambiental de ordenamiento ambiental del terri-torio en la ejecución de las actividades agropecuarias.
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Caso jurisprudencial 

tema  que  nos  ocupa  es  el  fallo  “Ancore  S.A.  y  otro  c/ Municipalidad de Daireaux s/ Daños y perjuicios” (SCBA, 

-

nanza 577 prohibió la instalación de feed lots dentro de un radio de 15 kilómetros contados desde la plaza principal de la ciudad, y además dispuso como régimen transitorio que los establecimientos existentes debían adecuarse an-tes del 15/11/1996. Como consecuencia de esa ordenanza, la empresa Ancore S.A. -que era la única existente a ese momento dentro del indicado radio- decidió no adecuar su explotación  a  las  exigencias  de  la  ordenanza  municipal, cerrar  sus  puertas  e  iniciar  una  demanda  por  los  daños 

-entendía la empresa- transformó a la actividad antes lí-cita en ilícita. 

La demanda tenía por objeto el resarcimiento de los per-juicios que le producía la ordenanza, la que -a entender de la actora- importaba una prohibición de trabajar sin el fun-damento de una ley ni un juicio previo que lo establezca. 

La Suprema Corte bonaerense rechazó la demanda y en-tendió que la ordenanza era razonable al limitar la instala-ción de este tipo de emprendimientos en lugares cercanos al 

sentencia, la Suprema Corte determinó que era razonable limitar los derechos individuales en pos de los derechos de incidencia colectiva. 
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El  caso  es  novedoso,  ya  que,  a  la  época,  sólo  existía como  herramienta  jurídica  la  cláusula  ambiental  de  la Constitución  Nacional,  y  aún  no  se  había  sancionado  la LGA,  que  brindaba  un  abanico  de  posibilidades  más  am-plios a la hora de la defensa de nuestros bienes comunes. La  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Provincia  de  Buenos Aires decidió resolver de manera de respetar el derecho a un ambiente sano y se debe entonces, hacer hincapié en los siguientes puntos:

1.  “El tratamiento de los temas de derecho ambiental requiere una participación activa de la judicatura, la que, si bien de alguna manera pudiera afectar el clásico principio 

-

ventivo acorde con la naturaleza de los derechos afectados y a la medida de sus requerimientos.

2.  Cualquier actividad susceptible de empobrecer sus-tancialmente la calidad de vida de cualquier persona o co-munidad debe ser en primer lugar prevenida o disuadida. Si ya hubiere comenzado a generar el daño, habrá de cesar, sin perjuicio de la reparación integral del agravio irrogado, de acuerdo al principio de que quien perjudica el medio am-biente debe resarcir, pero quien resarce no por ello puede seguir produciendo el perjuicio.

3.  La prevención del daño ambiental posee una impor-tancia superior a la que tiene otorgada en otros ámbitos, ya 

que provocan por su mera consumación un deterioro cierto e irreversible de tal modo que permitir su avance y prosecu-ción importa una degradación perceptible de la calidad de 236
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vida de los seres humanos, por lo que su cesación se revela como una medida impostergable.

4. 

el vigor de esa tendencia que se estampa en el art. 15 de la  Constitución  de  Buenos  Aires,  reformada  en  1994:  “La Provincia asegura la tutela judicial continua y efectiva”, en materia ambiental.

5. 

autoridades la protección del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presen-tes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tie-nen el deber de preservarlo.

6.  El  bien  ambiental  es,  a  diferencia  de  otros  bienes, esencialmente limitado, y su consumo irreparable en cuan-to cada vez con mayor nitidez se advierte la imposibilidad de un reiterado, continuo e inmediato reemplazo, al punto de  preverse en muchos casos -de  persistir  una  utilización irracional-  su  agotamiento  inminente,  con  la  consecuente repercusión directa y obviamente negativa que ello conlleva respecto de la calidad de vida humana.”

Como bien puede observarse, prevaleció nuevamente la protección  de  los  derechos  de  incidencia  colectiva  por  so-bre el ejercicio de los derechos individuales, pero lo que es más novedoso aun, además de garantizar una participación activa del juez a la hora de bregar por el entorno que nos 

-

cación del territorio a la hora de ejercer cualquier actividad agraria, sobre todo siendo el feed lot, el engorde masivo de 
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animales en un corral, en un espacio muy restringido, una situación fáctica que genera demasiadas implicancias am-bientales, económicas, sociales, que deben ser atendidas a la hora de implementar el ordenamiento territorial.

En  conclusión,  para  que  puedan  ejercerse  actividades agrarias que sean sustentables y acordes al modelo de de-sarrollo  sostenible,  debe  utilizarse  e  implementarse  este instrumento  de  ordenamiento  ambiental  del  territorio, 

 

ambiental apropiada. Un espacio ordenado, respetando es-tos requisitos desarrollados a lo largo del capítulo, logrará una conservación de los suelos y de la diversidad biológica, 

 

desarrollo sustentable agrario.

La Evaluación de Impacto Ambiental.

Procedimiento 

El  procedimiento  de  Evaluación  de  Impacto  Ambiental 

Dicho instrumento se utiliza como establece la ley cuando “toda obra o actividad que, en el territorio de la Nación, sea susceptible  de  degradar  el  ambiente,  alguno  de  sus  com-ponentes,  o  afectar  la  calidad  de  vida  de  la  población,  en 

evaluación  de  impacto  ambiental,  previo  a  su  ejecución”. Es  decir,  frente  a  toda  actividad  humana  que  sea  capaz 238


Derecho y agrariedad

 

medioambiente, ya sea el macro ambiente, o un microam-

-

saje, la biodiversidad e incluso la calidad de vida, siempre que esta afectación sea relevante, debe realizarse de forma previa a dicha actividad, el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental. 

La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos 

-

predecir e interpretar los impactos ambientales de un pro-yecto o actividad sobre el medio ambiente, a los efectos de 

-

ridad de aplicación. 

es un elemento parcial de la EIA; consiste en un análisis 

ponderar y corregir las consecuencias o efectos ambientales que un proyecto o actividad tiene sobre la calidad de vida del  hombre  y  su  entorno.  Sería  el  producto  del  proceso  y a veces se denomina “informe de impacto ambiental” por-que es un informe escrito que documenta el proceso del que surgió. En algunas legislaciones aparece también como una “manifestación ambiental”.

Por su parte, la Declaración de Impacto Ambiental cons-tituye un acto administrativo emanado de la autoridad am-biental  provincial  o municipal  -según  el  caso-  de  carácter previo a la resolución administrativa que se adopte para la realización y/o autorización de ciertas obras o actividades, 
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y que -sobre la base de los dictámenes, observaciones rea-lizadas por los interesados, y de la Evaluación de Impacto Ambiental- podrá contener la aprobación de la realización de la obra, su condicionamiento al cumplimiento de instruc-

 

Tal  declaración,  como  acto  administrativo  mediante  el cual la autoridad de marras se pronuncia acerca de la via-bilidad del proyecto, y -en su caso- sobre sus condiciones de ejecución,  valorando  para ello los  reseñados  antecedentes colectados  en  el  procedimiento  de  Evaluación  de  Impacto Ambiental,  es  el  antecedente  que  permite  al  interesado ejercer el debido control de la actividad estatal a través de los diferentes medios de impugnación a su alcance.67

Entonces hay que distinguir el ESIA, que es un estudio inicial, donde una persona humana o jurídica se presenta acompañando  un  análisis  interdisciplinario  cuyo  objetivo 

en  el  medioambiente  que  una  actividad  humana  produz-ca sobre el medioambiente, de la EIA, que es el proceso de carácter técnico, jurídico y administrativo en el cual se va a evaluar esos efectos para tratar de ponderarlos y no oca-sionar un daño ambiental, es decir, un daño relevante, ne-gativo al medioambiente. Y, por último, se debe distinguir, 

 

67 SCBA. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo, Sala I, La Plata, “Estivariz, Carlos A. y ot. c/ Provincia de Buenos Ai-res y ots. s/ Amparo. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley”. 17/6/2015. A72844. 
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asimismo, la Declaración de Impacto Ambiental, que es im-portante reconocer que es un acto administrativo, que va a ser dictado por la autoridad competente y que va a aprobar o rechazar la realización de dicha actividad humana.

La EIA es el fundamento para la prevención de los posi-bles impactos directos e indirectos que actividades huma-nas puedan producir en el ambiente, y se revela como uno de los instrumentos de tipo disuasorio o estimuladores, que se caracterizan por ser de tipo preventivo. La EIA ha ga-nado  importancia  como  instrumento  de  política  y  gestión 

de decisiones en cuestiones ambientales (Astorga Jorquera, Soto Oyarzún e Iza,  -

grar incorporarla de manera previa en todas las activida-des agrarias a realizarse.

Como punto de partida, podemos considerar que la EIA es fundamental para promover la conservación de la diver-sidad biológica. 

Sabemos que la diversidad biológica es la cantidad y va-riedad de organismos vivos que hay en el planeta. La biodi-versidad ha permitido a los sistemas agrícolas evolucionar desde que la agricultura fue inicialmente desarrollada hace unos 10.000 años en diversas regiones a través del mundo. La  variabilidad  genética  en  un  agroecosistema  es  crucial para la resiliencia de las especies y la estabilidad del sis-tema. Una mayor diversidad genética dentro de las pobla-ciones de plantas y animales permite que algunas de éstas 

como cambios en el clima, la aparición de nuevas plagas o 
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enfermedades, y variaciones en la disponibilidad de recur-sos. Los agroecosistemas con baja diversidad genética tien-den a ser más vulnerables a perturbaciones, lo que puede 

tanto, mantener y promover la variabilidad genética es un componente  esencial  para  asegurar  la  resiliencia  ecológi-ca y la productividad a largo plazo en los agroecosistemas. Debido a esta importancia que tiene la biodiversidad para la agricultura es clave protegerla implementando dicho ins-trumento de política y gestión ambiental, de manera pre-via, a aquellas actividades agrarias que puedan ocasionar efectos negativos en el entorno, de manera de mitigarlos y 

El Convenio de Diversidad Biológica, instrumento inter-nacional para “la conservación de la diversidad biológica, la utilización sostenible de sus componentes y la participación 

-

lización de los recursos genéticos”, incorporado en nuestro país  a  través  del  artículo  75  inciso  22  de  la  Constitución Nacional, menciona en su artículo 14 al Procedimiento de EIA, estableciendo sobre la “Evaluación del impacto y re-ducción al mínimo del impacto adverso”, que cada Estado Parte  “establecerá  procedimientos  apropiados  por  los  que se  exija  la  evaluación  del  impacto  ambiental  de  sus  pro-yectos  propuestos  que  puedan  tener  efectos  adversos  im-portantes para la diversidad biológica con miras a evitar o reducir al mínimo esos efectos y, cuando proceda, permitirá la participación del público en esos procedimientos”, lo cual exige que para permitir la conservación y el uso sostenible 242
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de la diversidad biológica es requisito sine qua non estable-cer estos procedimientos adecuados para reducir lo máximo posible los efectos adversos que puedan llegar a ocasionar estas actividades humanas. 

Se debe tener en cuenta que la consideración jurídica de la diversidad biológica es un tema emergente para el dere-cho ambiental que exige una pronta respuesta por parte de los  diversos  ordenamientos  jurídicos  a  la  luz  de  la  pérdi-da progresiva de diversas formas de vida sobre el planeta: “Actualmente,  más  de  30.000  especies  de  plantas  y  5.000 animales se  enfrentan  a la extinción.  Uno  de  los  peligros más serios es la pérdida de hábitat esenciales, como los bos-ques y los arrecifes de coral. Casi la mitad de los bosques del mundo se han destruido y la tercera parte de todos los arrecifes podrían desaparecer dentro de los siguientes 10-20 años. Se estima que entre 20 y 75 especies se extinguen cada día. Una estadística muy alarmante indica que, en el mundo actual, el 90% de la comida deriva sólo de 20 espe-cies de cultivos, mientras unas 50.000 especies de cultivos se extinguen cada año” (Jorquera, Soto Oyarzún e Iza, 2007, 

-

ticas ambientales de nuestro siglo actual (sabemos que son tres: contaminación, cambio climático y pérdida de la biodi-

-

rar la conservación y consecuentemente, evitar la pérdida, situación que no sólo podría afectar al medioambiente sino también  a  las  generaciones  presentes  y,  sobre  todo,  a  las futuras.
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Sobre las implicancias ambientales del feed lot

En el Derecho Agrario, se debe considerar que el feed lot, el cual es un proceso de industrialización que consiste en el engorde masivo de animales en un corral, con el objetivo único de maximizar la producción, es una actividad agraria, más bien de carácter intensivo y extractivista, que está re-gulado en la Ley 14.867 de la Provincia de Buenos Aires, y que tiene grandes impactos ambientales, sociales e incluso económicos, debiendo entonces regularse el funcionamiento para  minimizar  los  efectos  sobre  el  medioambiente,  pero, más que nada sobre la biodiversidad. A continuación, ana-lizaremos las características y cómo es su posible impacto sobre la diversidad biológica. 

Este proceso surgió debido a la aparición de los “pooles de siembra”, difusión del paquete tecnológico, expansión de la frontera agrícola y un engorde más intensivo, desplazan-do al ganado hacia estos corrales masivos y reducidos. Esta problemática se dio en todas las provincias del país. Este tipo de producción cuyo objetivo es la producción de carne en el menor tiempo posible, trata de optimizar los recursos, 

-

ducción claramente genera consecuencias de diversa índole. 

Por un lado, a nivel social, los lugares en donde se insta-lan estos corrales generan grandes efectos:

Olores nauseabundos por los desechos que producen 

estos animales o por los animales muertos;

Enfermedades que se transmiten a los humanos, ya 

que el hecho de que esta forma de producción genera la acu-244


Derecho y agrariedad

mulación de animales, que atrae roedores y moscas que son portadores de enfermedades en los riñones, en la sangre;

Migración del campo a la ciudad, ya no hay trabajo 

para las personas que viven en el campo, es decir para los trabajadores rurales, entonces salen a las ciudades en bús-queda de oportunidades laborales;

Desvalorización de las propiedades, que pierden su 

valor monetario, por estar cerca de estos establecimientos.

Por  otro  lado,  a  nivel  ambiental,  se  generan  distintas problemáticas:

Con respecto a los animales, al estar encerrados, no 

tienen desgaste físico, comen todo el día, están hacinados, se  les  aplica  antibióticos  y  sufren  estrés,  vulnerando  el bienestar y derecho animal;

Y también se produce la contaminación de nuestros 

recursos naturales, del aire por los fuertes olores, el suelo, el agua, tanto por los desechos como por los animales muer-tos,  que  se  llevan  a  los  cursos  de  agua,  produciendo  esta contaminación sobre nuestros bienes comunes.

En esta contaminación que se produce sobre los microbie-nes ambientales se genera la afectación a la biodiversidad, por lo que es clave asegurar previamente el procedimiento de  EIA.  Esto  también  lo  prevé  la  Ley  14.867  en  su  artí-culo 4 inciso b, cuando dispone que “Los establecimientos alcanzados por la presente ley, tanto instalados como a ins-talarse, no podrán funcionar sin la previa habilitación por parte de la Autoridad de Aplicación, para lo cual deberán 

Habilitaciones, con: 
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-

miento, expedido por la Municipalidad que corresponda.

-

do por la Autoridad Ambiental competente.

-

laciones, materiales utilizados en  la construcción, espacio asignado para el alojamiento de los animales de acuerdo al tipo desuelo, altimetría y pendientes donde se radicará el establecimiento, el espacio mínimo de bebederos y comede-ros, las condiciones cualitativas y cuantitativas del agua de bebida, los alimentos suministrados según la concentración 

destino de los cadáveres, entre otros aspectos técnicos que resguarden la salud y el bienestar animal general”.

Entonces cualquier persona humana o jurídica que pre-tenda instalar el funcionamiento de un feed lot, para obte-ner la respectiva habilitación, requiere de forma previa, la aprobación del Estudio de Impacto Ambiental por la autori-dad ambiental competente, en este caso, el actual Ministerio de Ambiente de la Provincia de Buenos Aires.

Se va a presentar dicho estudio teniendo en cuenta una 

-

La ubicación del proyecto, esto es sumamente impor-

territorial, debido a que el feed lot debe instalarse en una zona rural; esto lo prevé el decreto ley 8912/77, el cual esta-blece lo siguiente en su artículo 5: “I- Los municipios deli-246
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y áreas complementarias destinadas a emplazamientos de usos relacionados con la producción agropecuaria extensi-va, forestal, minera y otros. El área rural comprenderá las áreas  destinadas  a  emplazamientos  de  usos  relacionados con la producción agropecuaria extensiva, forestal, minera y otros…”

Además, este estudio informará sobre el medio físico 

 

es una zona de fuertes vientos, hay que tener en cuenta si 

(por si hay cursos de agua cercanos que puedan verse afec-

Y  contendrá cuatro  tres tipos de Planes  diferentes, 

el de Mitigación, el de Contingencia y Cese de la Actividad y el de Gestión de Residuos, siendo este último, uno de los fundamentales  para  obtener  la  aprobación,  por  el  tipo  de actividad de que se trata y por ser altamente generadora 

gestión para no generar una gran contaminación.

Es por ello que el artículo 5 de la Ley 14.867 reza expre-samente que: ARTÍCULO 5°. La aprobación del estudio de Impacto Ambiental según la norma vigente, será otorgado por  la  Autoridad  Ambiental  competente  provincial,  y  en-tenderá en la prevención de los daños ambientales. A tales 

realización de una línea de base ambiental, social y bioló-

-
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sable técnico medio ambiental del establecimiento el cual 

confección de un plano y memoria descriptiva de la topogra-fía zonal y regional, pendiente del terreno y cuenca super-

-

-

ción de un Programa de Monitoreo y Vigilancia Ambiental; 

 

de Residuos, de plagas o vectores, de excretas, de residuos peligrosos y de animales muertos.

La aprobación de este estudio por parte de la autoridad competente  tiene  relación  directa  con  el  principio  de  pre-vención,  contenido  en  el  artículo  4  de  la  LGA,  ya  que  los problemas ambientales se atienden en forma prioritaria e integrada, tratando de prevenir los efectos negativos que se puedan producir sobre el ambiente.

Una vez que se evalúa si cumple con la normativa provin-cial y, sobre todo, con la normativa ambiental, la autoridad competente emite el acto administrativo de Declaración de Impacto Ambiental, aprobando o rechazándolo. 

El impacto ambiental de la actividad forestal.

Otra  actividad  que  debe  ser  sometida  previamente  al procedimiento de evaluación de impacto ambiental es la ac-tividad forestal.
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La actividad forestal o la expansión de la frontera agrí-cola pueden afectar nuestros bosques nativos. Los bosques albergan gran diversidad biológica, referida a todas las for-mas de vida que se encuentran en los mismos, incluidos los árboles, las plantas, los animales, los hongos y los microor-ganismos, así como sus respectivas funciones en la natura-leza. Asimismo, los bosques contienen una gran compleji-dad y rica diversidad de vida que proporcionan muchos ser-vicios vitales a los seres humanos. Sin embargo, los seres humanos están destruyendo la diversidad biológica de los bosques a un ritmo alarmante. 

La conversión de los bosques en tierras agrícolas, el pas-toreo  excesivo,  la  gestión  insostenible,  la  introducción  de especies exóticas invasoras, el desarrollo de infraestructu-ras,  las  explotaciones  mineras  y  petroleras,  los  incendios provocados por el hombre, la contaminación y el cambio cli-mático están teniendo impactos negativos en la diversidad biológica de los bosques. Esta pérdida y degradación hace que  los  bosques  sean  más  frágiles  y  disminuye  los  servi-cios que proporcionan a los seres humanos. Nos hemos dado cuenta de que los bosques ofrecen mucho más que sólo ma-dera. Los bosques proporcionan oportunidades recreativas y  contribuyen  a  nuestra  salud  y  bienestar.  No  sólo  regu-lan las temperaturas locales y protegen los suministros de agua potable, también actúan como sumideros de carbono y mitigan el cambio climático. Los bosques también juegan importantes  papeles  económicos,  sociales,  y  culturales  en las vidas de muchas personas, especialmente en las de las comunidades indígenas.
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En  nuestro país,  en  2023, la tasa de deforestación  cre-ció en un 25% y son 4 las provincias más afectadas, Chaco, Santiago del Estero, Formosa y Salta, las cuales sufren ac-tualmente un 80% de deforestación, para hacer más espacio para criar ganado y plantar soja, que luego se comercializa al exterior, especialmente Asia y Europa.

El marco jurídico de protección ambiental sobre los bos-ques,  a  nivel  nacional,  son  las  leyes  de  presupuestos  mí-

las  cuestiones  atinentes  a  los  mismos.  La  Ley  26.331  de Presupuestos  Mínimos  de  Protección  Ambiental  de  los Bosques Nativos, tiene como objetivo el enriquecimiento, la restauración, la conservación, el aprovechamiento y manejo sostenible de los Bosques Nativos y los servicios ambienta-les que éstos brindan a la sociedad, establece un régimen de fomento y criterios para la distribución de fondos por los servicios ambientales que brindan los bosques, el que per-sigue promover la conservación mediante el Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos y la regulación de la expan-sión de la frontera agrícola y cualquier otro cambio de uso del suelo. 

La ley dispone que todo desmonte o manejo sostenible de Bosques Nativos requiere una autorización por parte de la autoridad de aplicación jurisdiccional, no pudiendo autori-zarse los desmontes de la categoría l (teniendo en cuenta que la misma ley establece las categorías de conservación de Bosques Nativos en:

-  -

ción, los cuales no deben transformarse. 
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-  -

vación, los cuales pueden degradarse, pero sometiéndose a actividades de restauración, siendo sometidos a los siguien-tes usos: aprovechamiento sostenible, turismo, recolección 

-  -

vación,  los  cuales  se  pueden  transformar  parcial  o  total-

prevé dos situaciones:

Cuando las personas humanas o jurídicas, públicas 

o  privadas,  soliciten  autorización  para  realizar  el  manejo sostenible de Bosques Nativos de las categorías II y III, de-ben sujetar su actividad a un Plan de Manejo Sostenible de Bosques Nativos que debe cumplir condiciones mínimas de producción sostenida y mantenimiento de los servicios am-bientales de bosques.

Aquellas  personas  humanas  o  jurídicas,  públicas  o 

privadas, que soliciten autorización para realizar desmontes de bosques nativos de la categoría III, deben sujetar su acti-vidad a un Plan de Aprovechamiento del Cambio de Uso del Suelo, que debe contemplar condiciones mínimas de produc-ción sostenida y el uso de tecnologías que permitan el rendi-

Los planes requieren de la evaluación y aprobación por parte  de  la  Autoridad  de  Aplicación  de  la  jurisdicción,  es decir la autoridad competente local, en forma previa a su ejecución, deben suscribirse por los titulares de la actividad y  estar  avalados  por  un  profesional  habilitado,  inscriptos en el registro.
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Es  decir  que  para  ambos  Planes  se  debe  realizar el  Procedimiento  de  EIA  de  manera  previa  e  inicial. Principalmente, para que se otorgue la autorización de des-monte o de aprovechamiento sostenible, la autoridad com-petente debe someter el pedido de autorización al procedi-miento de evaluación de impacto ambiental.

La ley exige que la evaluación de impacto ambiental será obligatoria para el desmonte, y para el manejo sostenible lo 

-

tivos, que puedan generar o presentar al menos uno de los siguientes efectos:

-

lidad de los recursos naturales renovables, incluye el suelo, 

 

recursos y las áreas protegidas susceptibles de ser afecta-

-

al patrimonio cultural”.

Sea un Plan de Manejo Sostenible o de Cambio de Uso de Suelo, es decir, de desmonte, el procedimiento de EIA es previo y obligatorio, incluso debiendo reconocer y respetar los derechos de las comunidades indígenas originarias del país que tradicionalmente ocupen esas tierras.

Esto en relación con lo establecido en el art. 75 inciso 19 de  nuestra  Constitución  Nacional  y  el  art.  18  del  Código Civil y Comercial de la Nación, los cuales establecen el re-conocimiento de las comunidades originarias del derecho a 252
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la propiedad comunitaria y la  posesión de las  tierras que ancestralmente ocupan. 

La ley de Presupuestos Mínimos establece además que para  “el  caso  de  actividades  no  sostenibles  desarrolladas por  pequeños  productores  y/o  comunidades  campesinas, la autoridad competente debe implementar programas de 

dichas actividades”. 

Entonces la persona humana o jurídica que pretenda rea-lizar alguno de estos planes debe presentar un ESIA, con los requisitos previstos por la ley 26.331 establece que se debe garantizar el procedimiento de evaluación de impac-to ambiental de la LGA, cumpliéndose los requisitos obli-gatorios de acceso a la información pública y participación ciudadana, más teniendo en cuenta la participación de las comunidades rurales locales y de los pueblos originarios, ya que viven en esas tierras.

Por  último,  la  autoridad  ambiental  competente  emiti-rá la Declaración de Impacto Ambiental, la cual no debe ser condicionada. Esto lo dijo la Suprema Corte en el fa-llo  “Cabaleiro,  Luis  Fernando  contra  Papel  Prensa  S.A. 

amparo  contra  Papel  Prensa  S.A.  para  que  suspenda  la actividad forestal, manifestando que la demandada lleva adelante su actividad sin haber obtenido estudios de im-pacto ambiental como lo establecen las leyes provinciales N°  11.723  y  N°  12.442  y  sus  decretos  reglamentarios;  y la  falta  de  actas  de  trabajo  sobre  la  utilización  de  agro-
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productos  utilizados;  asimismo  la  empresa  utiliza  agua subterránea para riego y uso de plaguicidas. Invoca que es aplicable la ley N° 25.080 sobre inversiones forestales y la ley N°11.723 donde se le exige un ESIA. Por último, mani-

a los principios de prevención y precautorio del artículo 4 de la ley N° 25.675. La acción de amparo fue rechazada in limine por la magistrada de primera instancia, pero ape-lado ese pronunciamiento por el actor, la Cámara admitió 

-

-

procedencia de la acción de amparo deducida. El caso llega a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, la cual es-tablece las siguientes cuestiones:

1.  Respecto del Régimen legal de protección del ambien-te en general y en relación a los agroquímicos, menciona el armazón jurídico de orden público tanto nacional como pro-vincial,  que  disponen  la  obligatoriedad  del  procedimiento de EIA previo al inicio de toda actividad humana. 

2. 

menciona que “la ley 10.699 tiene por objeto el control del uso de los agroquímicos, pues las leyes nacionales 20.418 de Pesticidas y 20.466 de Fitosanitarios, legislan sobre la fabricación,  su  tránsito  y  comercialización.  Así,  la  norma provincial controla en el art. 2 la elaboración, formulación, fraccionamiento,  distribución,  transporte,  almacenamien-to, comercialización o entrega gratuita, exhibición, aplica-254
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ción y locación de aplicación de distintos agroquímicos, con el objetivo de proteger la salud humana y los recursos na-turales, evitar la contaminación de los alimentos y del am-

recaudos para el uso de agroquímicos y designa como auto-ridad de aplicación de la ley a la Dirección de Agricultura y 

3.  Respecto del daño ambiental el art. 4 de la ley 25.675 enuncia los principios que deben tenerse en la tarea inter-pretativa de sus disposiciones. Así comienza con el princi-pio de congruencia referido a la adecuación legislativa que deben guardar las leyes ambientales de la provincias y mu-nicipalidades  respecto  de  la  ley  nacional  de  presupuestos mínimos, señalando la prevalencia de esta última en caso 

-

vención señalando que las causas y las fuentes de los pro-blemas ambientales deben atenderse en forma prioritaria e integrada, tratando de prevenir los efectos negativos que sobre el ambiente se pueden producir. También hace men-ción del principio precautorio por medio del cual, en casos de peligro de daño grave o irreversible, ninguna limitación 

 

se desprende que la norma permite adoptar conductas pre-ventivas para evitar el acaecimiento de un hecho que tenga la entidad de provocar un daño al ambiente. Adquiere es-pecial relevancia ese principio cuando se analiza, a la luz de la normativa ambiental nacional y provincial, la acción 
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Por  otro  lado,  también,  se  faculta  a tomar  medidas  co-rrectivas que detengan el daño cuando ya se ha producido, evitando que siga propagándose, sin perjuicio de la recom-posición ambiental que corresponde en estos casos. De allí que la doctrina sostenga que existe un daño relacionado con el  ambiente  distinto  al  daño  civil  entre  particulares.  Así, el profesor Leonardo Fabio Pastorino indica que en el seno de la Convención Constituyente que consagró el derecho al ambiente en el art. 41 de la Constitución nacional, se sostu-vo que más que reparar el daño ambiental lo que se debía hacer era prevenirlo, agregando dicho autor: “Al contrario de lo que ocurre con el derecho civil, que actúa ex post facto, el derecho ambiental debe actuar antes de que se produzca el  daño  concreto.  Esto  otorga  fundamento  al  principio  de prevención en materia ambiental que va ligado al principio precautorio debido a que en estos supuestos, muchas veces no se conocen o no se perciben los perjuicios de las acciones humanas con tanta anticipación. Es decir, en lo que se re-

al Ambiente”, Lexis Nexis Argentina, Buenos Aires, 2005; 

de la Constitución de la Provincia establece una obligación precautoria y también preventiva, a toda persona física y jurídica, de evitación de daño al ambiente que puntualiza y amplía el contenido de la norma nacional, estableciendo la responsabilidad del Estado provincial o municipal por el mal desempeño de su poder de policía pues está a su car-go  el  control  de  todas  las  actividades  que  perjudiquen  al ecosistema, como también promover acciones que eviten la 256
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contaminación del aire, agua y suelo, entre otras cuestiones 

68 .

Incluso menciona el magistrado que la Corte Suprema de Justicia de la Nación prevé la recomposición y prevención de daños al ambiente, que obliga al dictado de decisiones urgen-

-

to es que “en el nuevo marco procesal es papel irrenunciable del juez el que hace a su participación activa con miras a la prevención  del  daño  ambiental,  donde  debe  buscarse  “pre-venir más que curar” (conf. doct. Ac. 60.094, cit.; Ac. 54.665, 

Al hacer un análisis de la legislación ambiental aplicable al  caso,  la  Suprema  Corte  de  Justicia  entiende  que  tanto los juzgados de primera y segunda instancia aplicaron erró-neamente las leyes ambientales N° 25.675 y N° 11.723. El Tribunal entiende entonces que se encuentra acreditado el 

Ambiental como de la obligación de gestionar la disposición 

Y  que  ambas  omisiones  tienen,  a  la  luz  de  los  principios, pautas y normas citadas, la entidad de poner en peligro el ambiente. Entonces, para evitar el acaecimiento de un daño ambiental,  decide  revocar  la  sentencia  y  hacer  lugar  a  la acción de amparo, resolviendo:

a.  Hacer cesar la actividad forestal hasta tanto acredite la obtención de la Declaración de Impacto Ambiental;

 

68  CSJN,  “Cabaleiro,  Luis  Fernando  contra  Papel  Prensa  S.A.  s/ Amparo”. C 117088. 11/2/2016
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b. 

contuvieron agroquímicos con alguno de los operadores ins-criptos en el Registro que habilita la ley 11.720 y su decreto reglamentario 806/1977.

Como podemos observar el EIA es un procedimiento muy importante de garantizar a la hora de iniciar una actividad agraria  extractivista,  ya  que,  de  esta  manera,  se  podrán evitar daños ambientales y, además, mitigar los efectos ne-gativos sobre el ambiente y tutelar el mismo.

Educación Ambiental

La educación ambiental se presenta cómo una herramien-ta de transformación de las conductas de la ciudadanía. En el documento de la Organización de las Naciones Unidas para 

-

nominado “Issues and Trends in Education for Sustainable 

-

cimientos, habilidades, valores y actitudes para lograr una sociedad más sostenible y justa para todos. Busca empoderar y equiparar a las generaciones actuales y futuras para que satisfagan sus necesidades mediante un enfoque equilibrado e integrado de las dimensiones económica, social y ambiental del desarrollo sostenible. En síntesis consiste en integrar el desarrollo sostenible a la educación al mismo tiempo que la educación se integra al desarrollo sostenible. 

En este sentido se plantean algunos objetivos clave que la EDS debe abordar como el cambio climático, la pobreza y 258
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la producción sostenible. Promueve la integración de estos temas críticos de sostenibilidad en contextos locales y glo-bales en la currícula para preparar a los estudiantes para comprender y responder a un mundo cambiante. Al mismo tiempo que busca  fomentar el desarrollo  del  pensamiento crítico,  la  toma  de  decisiones  colaborativas  y  la  asunción de responsabilidades para las generaciones presentes y fu-turas. En este sentido, sin perjuicio que no será objeto de desarrollo en esta oportunidad, es necesario también men-cionar la importancia de la “Ley Yolanda” en el marco de la 

-

blece la obligatoriedad de la formación integral en materia ambiental,  desarrollo  sostenible  y  cambio  climático  para todos los empleados de la función pública del país. Su deno-minación es un homenaje a Yolanda Ortiz, la primera mu-jer en ejercer, en 1973, el cargo de secretaria de Recursos Naturales y Ambiente Humano de Argentina. Esta es una herramienta  clave  para  que  los  funcionarios  y  empleados públicos comprendan la importancia de los temas ambien-tales en la elaboración de políticas que contribuyan a una Argentina más justa y sostenible. 

A la fecha 22 de las 23 provincias argentinas y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sancionaron mediante sus pro-cedimientos internos una Ley de Educación Ambiental diri-gida a funcionarios públicos y sólo resta que la provincia de Formosa la haga propia.

La EA se materializa formalmente con la Ley N° 27.621 para la Implementación de la Educación Ambiental en la República Argentina. La cual establece el derecho a la edu-
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cación ambiental integral como una política pública nacio-nal, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 41 de nuestra Constitución Nacional y el artículo 8º de la LGA N° 25.675.

Ésta  debe  estar  fundamentada  en  algunos  principios, como son el de Abordaje interpretativo y holístico que impli-ca adoptar el enfoque que permita comprender la interde-pendencia de todos los elementos que conforman e interac-túan en el ambiente; el respeto y valor de la biodiversidad entendido  este  como  un  factor intrínseco  de  la  calidad  de vida de las personas; el principio de equidad; de igualdad; de reconocimiento de la diversidad cultural, entre otros. 

Por último, y en el marco del Derecho Internacional, ya son diversos y numerosos los instrumentos que destacan la importancia de integrar la educación sobre el cambio climá-tico  a  los  distintos  niveles  educativos,  para  sensibilizar  a las personas sobre las causas y riesgos del cambio climático y las medidas de mitigación y adaptación necesarias para 

 

Herramientas procesales de protección

al ambiente: el amparo ambiental

Las actividades agrarias, que pueden ser extractivistas o no, como, por ejemplo, las plantaciones de monocultivo de soja transgénica, las instalaciones de feed lot, la actividad forestal, todas aquellas actividades agrarias que se ocupen de  realizar  una  extracción  de  recursos  naturales  y  mate-rias  primas,  sin  intervención  humana,  pueden  ocasionar daños  ambientales.  Como  habíamos  mencionado,  se  debe 260
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realizar  previamente  un  adecuado  ordenamiento  territo-rial para garantizar que la misma se ejerza en zona rural, sin afectar a la población, y también debe garantizarse el cumplimiento del procedimiento de evaluación de impacto ambiental, para  poder prevenir  los posibles  impactos  que puedan llegar a ocasionarse en el medioambiente, mitigán-dolos y disminuyendo la posibilidad del acaecimiento de un daño ambiental.

Si  bien,  el  paradigma  jurídico  que  prima  actualmente es ecocéntrico, teniendo en cuenta el valor intrínseco de la Naturaleza, y no los intereses privados o estaduales, par-tiéndose de la premisa de que la tierra no pertenece al hom-bre, sino que el hombre es quien pertenece a la misma como cualquier otra especie, es importante garantizar el desarro-llo y la implementación de estos instrumentos para lograr 

torne  abstracta,  ya  que,  a  pesar  de  contar  con  una  vasta y valiosa legislación en materia de protección de la biodi-versidad,  sufrimos  de  un  gran  raquitismo ambiental,  que implica una falta de implementación de las normativas.

Cuando evitamos la judicialización de los casos, median-te la implementación previa por parte de la Administración Pública Provincial, en el ejercicio del poder de policía am-biental, de estrategias para la conservación de la diversidad biológica, logramos  evitar la  concreción de posibles daños ambientales que pueden derivar en un carácter irreversi-ble, y una posible pérdida irreparable para las generaciones futuras, afectando los principios de equidad intergeneracio-nal y sustentabilidad.
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Pero esto no siempre sucede. Ya que, como veremos en algunos  fallos  que  comentaremos  a  continuación,  muchas veces el daño ambiental comienza a suceder o se produce 

u omisión por parte de un particular o el Estado, y es enton-ces  cuando  debemos  contar  con  herramientas  procesales, como el amparo, para proteger los derechos de incidencia colectiva. 

El  amparo  está  regulado  en  el  artículo  43  de  la Constitución  Nacional,  el  cual  reza:  “Toda  persona  puede interponer  acción  expedita  y  rápida  de  amparo,  siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto  u  omisión  de  autoridades  públicas  o  de  particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere 

-

rechos  y  garantías  reconocidos  por  esta  Constitución,  un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la in-constitucionalidad  de  la  norma  en  que  se  funde  el  acto  u omisión lesiva. Podrán interponer esta acción contra cual-quier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asocia-

la ley, la que determinará los requisitos y formas de su or-ganización”.

El amparo es una acción rápida y expedita, que procede siempre que no haya otro medio judicial más idóneo. Tiene dicho la doctrina que: “El mero señalamiento de la existen-262
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cia  de  otras  vías  procesales  implica  desconocer  que  no  se debe resistir dogmáticamente la admisibilidad del amparo para  ventilar  un  asunto  que,  como  cualquier  otro  que  se promueva a través de esa acción, contraría con dichas vías alternativas,  pues  de  otro  modo  cabría  considerar  que  el art. 43 de la Constitución Nacional establece una garantía 

El amparo procede contra todo acto u omisión del Estado o de los particulares que, de forma actual lesione o altere, con  arbitrariedad  derechos  de  incidencia  colectiva,  situa-ción que se establece en autos debido a las circunstancias mencionadas.

La  naturaleza  jurídica  del  amparo  ambiental  colectivo está prevista en el artículo 43 de la Constitución Nacional y 

de la Provincia de Buenos Aires. 

La urgencia y la dimensión colectiva de los derechos de incidencia colectiva afectados por las actividades agrarias requiere la elección de esta herramienta procesal a los efec-tos  de  garantizar  la  tutela  inhibitoria  de  dichos  derechos humanos fundamentales. Es que la doctrina coincide en es-tablecer que el constituyente con la reforma constitucional 

adelanto  importante  para  la  defensa  del  medio  ambiente en forma operativa y no sólo declarativa, pues se consagró la acción de amparo como herramienta para tutelar, entre otros, el derecho de todo habitante a gozar de un ambiente sano  y  equilibrado.  Ello  también  surge  por  instrumentos internacionales  que  adquirieron  jerarquía  constitucional 
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por  el  art.  75  inc.22.  En  el  segundo  párrafo  contempla  el amparo ambiental al decir que: 

Podrán  interponer  esta  acción  contra  cual-

quier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen el ambiente, a la com-petencia, al usuario y consumidor, así como a los derechos  de  incidencia  colectiva  en  general,  el afectado, el Defensor del Pueblo y las asociacio-

-

forme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización. 

-

do, tanto en su aspecto temporal como en cuanto a sus for-mas.  Así  ocurre  porque  su  principal  objeto  es  reparar  de 

impugnación  extraordinario,  originalmente  acuñado  para asistir a todo ciudadano que tuviera interés en restablecer un  derecho  fundamental  vulnerado  por  la  autoridad  pú-blica o  por  un particular.  La  función  del amparo  consiste en examinar la legitimidad del o de los actos impugnados 

lesivo del derecho fundamental restableciendo este último 

que la alteración se vincula con cambios o trasformaciones generados en el derecho fundamental; la restricción signi-

 

es decir una conducta contraria a la ley. Sin embargo, mu-chas veces un acto lesivo surge de comportamientos ajusta-264
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dos a derecho que siendo legales (por su encuadre de iure son  ilegítimos  por no  estar  respaldados  por  la razonabili-dad y criterio de justicia que todo acto constitucional por-

de  una  acción,  un  derecho  constitucional  que  llama  a  los Tribunales a intervenir proactivamente, en este caso, a una protección efectiva al derecho a la salud, calidad de vida y preservación del ambiente sano, equilibrado y apto para el desarrollo humano respetando el principio de equidad in-

El amparo colectivo ambiental frente a estos casos exige 

que, si se siguen de forma taxativa los requisitos de admi-sibilidad del amparo, se negaría la protección del ambiente.

Veremos a continuación los requisitos de admisibilidad y procedencia:

1.  Es una acción rápida y expedita; es decir, tramita de forma inmediata, por la urgencia del caso;

2.  Que procede siempre que no haya otro medio judicial 

administrativos previos a la interposición de la acción, pro-duciendo un agotamiento de dicha vía administrativa;

3.  Contra todo acto u omisión;

4.  Del Estado o los particulares;

5.  Que, de forma actual o inminente, lesionen, restrin-jan, alteren o amenacen;

6. 

7.  Derechos y garantías reconocidos en la Constitución Nacional.
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Muchas veces sucede que, al no cumplirse estos requisi-tos, los magistrados acaban por rechazar la demanda de am-

para atender la urgencia de los casos donde puedan ocasio-narse daños ambientales de carácter irreversible. Por ejem-plo, en el caso que observamos de Cabaleiro, Luis Fernando 

claro ejemplo, en el cual, tanto en primera como en segunda instancia, se rechazó la acción, porque no se encontraban cumplimentados los requisitos y los  jueces entendían que 

previo  al  inicio  de  la  actividad  forestal  la  Declaración  de Impacto  Ambiental.  O  como  cuando  se  desconoce  la  apli-cación del principio precautorio a través del amparo en los casos de aplicación de agroquímicos y fumigaciones.

a)  Legitimación activa

El artículo 43, 2º párrafo de la CN establece que podrá interponer  una  acción  expedita  y  rápida  de  amparo:  “... contra  cualquier  forma  de  discriminación  y  en  lo  relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de in-cidencia  colectiva  en  general,  el  afectado,  el  Defensor  del 

-

gistrados conforme a la ley”. La legitimación procesal es en-tendida como la aptitud para ser parte en un determinado proceso  y  está  dada  por  la  titularidad  activa  o  pasiva  de la  relación  jurídica  substancial  controvertida  en el pleito. La LGA prevé en su artículo 30 lo siguiente: “Producido el 266
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daño ambiental colectivo, tendrán legitimación para obte-ner  la recomposición del ambiente dañado, el afectado, el Defensor del Pueblo y las asociaciones no gubernamentales de defensa ambiental, conforme lo prevé el artículo 43 de la Constitución Nacional, y el Estado nacional, provincial o municipal; asimismo, quedará legitimado para la acción de recomposición o de indemnización pertinente, la perso-

en su jurisdicción.  Deducida demanda  de daño  ambiental colectivo por alguno de los titulares señalados, no podrán interponerla los restantes, lo que no obsta a su derecho a intervenir como terceros. Sin perjuicio de lo indicado prece-dentemente toda persona podrá solicitar, mediante acción de amparo, la cesación de actividades generadoras de daño ambiental colectivo”.

Es decir, prevé una legitimación activa más amplia, in-corporando  al  Estado  Municipal,  Provincial  y  Nacional como legitimados para la interposición de dicha acción en defensa  de  nuestros  bienes  comunes  frente  a  actividades extractivistas.

Dicho artículo establece también, que cualquier persona puede solicitar la cesación de actividades que generen daño ambiental a través de una acción de amparo, disponiendo como legitimado activo a las personas que sufran el daño ambiental. La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido que en los procesos colectivos ambientales la legi-timación activa es amplia. Por lo tanto, el derecho del afec-tado no es sólo el derecho del consumidor individual, sino el derecho colectivo a un ambiente sano, tal como surge del 
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mandato constitucional y de los tratados internacionales de Derechos Humanos incorporados a nuestra Carta Magna. 

Es importante entender el concepto de daño ambiental como uno de los requisitos sine qua non para la mera inter-

 

forma negativa el ambiente. Se diferencia el daño ambien-tal per se del daño a los individuos mediante el ambiente. En el caso del daño al ambiente, nos encontramos con un daño al medio, ya sea mediante:

-     Su alteración 

-  O  destrucción,  que  afecta  la  calidad  de  vida  de  los 

distintos seres vivos, sus ecosistemas y los componentes de la noción de ambiente. Cuando existe un daño al ambiente, 

puntual a las personas o sus bienes.

Una simple alteración permitiría que el ambiente puede autorregenerarse, mientras que el daño ambiental no daría lugar a una propia capacidad reconstitutiva de los ecosis-temas. Debería combinarse con los aspectos temporales en 

-

dría entonces vincularse a la alteración de la capacidad de mantener una calidad de vida aceptable y un equilibrio eco-lógico viable, excluyéndose aquellos cambios que no posean un efecto sustantivo.

También  debemos  entender  el  concepto  de  ambiente, este es un concepto amplio, que incluye las nociones de pa-trimonio histórico y cultural, recursos naturales, ecosiste-mas, bienes o valores colectivos.

268
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Entonces para evitar el acaecimiento de este daño am-biental o frente a la producción del mismo, para evitar su agravamiento y hacerlo cesar, la ley otorga la facultad para ejercer dicha acción a estos sujetos legitimados.

b)  Efectos de la acción de amparo. La cosa juzgada. 

El amparo es colectivo por sus efectos, porque extiende sus efectos erga omnes -

chos,  pero  no  porque  intervienen  en  juicio  todos  los  afec-tados, ya que actúa uno solo en virtual representación de otros, no admitiéndose la intervención subjetiva, porque es un proceso acotado. Extiende a favor o en contra sus efec-tos erga omnes, salvo que se rechace la acción por cuestio-

como se debía, puede ser iniciada por otra persona si tiene nuevos u otros elementos probatorios para iniciar la acción.

Una  sentencia adquiere  autoridad de  cosa  juzgada for-mal cuando no puede ser desvirtuada por recurso alguno. En cambio, la decisión adquirirá el carácter de cosa juzgada material cuando además de ser irrecurrible, el tema trata-do en dicho proceso no sea susceptible de ser discutido en otro diferente y ulterior.

Hay grupos que pueden sufrir daños ambientales. Sin em-bargo, sólo algunos suelen interponer una acción tendiente al reclamo de los mismos, por diferentes motivos, como ha explicado la doctrina y la jurisprudencia, suele suceder mu-chas veces, que el monto del reclamo es menor y los gastos que genera el proceso son mayores, el tiempo para litigar es extenso, en el caso, de las zonas rurales, sucede incluso, que los juzgados se encuentran en los centros de las gran-
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des ciudades, siendo difícil tener de recursos económicos, de tiempo e incluso de información, para poder interponer una demanda de amparo en protección del ambiente, viéndose desdibujado el acceso a la justicia. 

Como  diría Pablo Lorenzetti, para saltear estas vallas, podemos  encontrarnos  con  un  proceso  impulsado  por  una asociación para la defensa de las personas que tenga por ob-jeto la protección de los derechos de un determinado grupo de afectados. O bien puede accionar el Defensor del Pueblo, el Ministerio Público o la propia víctima de un daño indivi-dual, pero persiguiendo una pretensión que más tarde o más temprano será la misma que la de toda una clase de sujetos que se encuentren en su misma situación. En estos supues-tos es claro que los efectos de la sentencia deben expandirse a los integrantes de la clase en caso de que la parte disposi-

 

afectaciones a derechos de incidencia colectiva que tengan por objeto la protección del medio ambiente como también a derechos de incidencia colectiva que tengan por objeto la salvaguarda de intereses individuales homogéneos. El efec-to erga omnes de la sentencia ambiental debe operar en to-dos estos casos, siempre y cuando se den ciertos requisitos y una herramienta previa que deberíamos mencionar son las acciones de clases, que bien podrían intentarse a efectos de salvaguardar el bien ambiental. Como consecuencia de ellas nacerá el efecto expansivo de la resolución que en di-chos procesos se dicte. El art. 33 de la LGA determina que la sentencia favorable en esta materia hará “cosa juzgada 270
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y poseerá efecto erga omnes, a no ser que la acción sea re-chazada,  aunque  sea  parcialmente,  por  cuestiones  proba-torias”.  En  este  sentido,  la  LGA  ha  seguido  los  pasos  del art. 38 de la ley 11723 de la provincia de Buenos Aires, que dispone: “Las sentencias que dicten los tribunales no harán cosa juzgada en los casos en que la decisión desfavorable al accionante, lo sea por falta de prueba”.

La  “cosa  juzgada”  abarca  tanto  su  aspecto  formal  como material, impidiendo que vuelva a tratarse en el mismo pro-ceso o en uno posterior la cuestión decidida. Si la sentencia condena a indemnizar el daño a la salud sufrido por una per-sona a raíz del humo que emana una fábrica cercada a su vivienda, el monto de la indemnización tendrá como destino 

-

bargo, siguiendo con este mismo ejemplo, el juzgado no podrá obviar el carácter colectivo del bien que se está tutelando en el caso concreto y deberá adoptar las medidas para proteger no sólo al actor que ejerce su pretensión en el proceso, sino también a todos aquellos que se vean afectados con el evento dañoso.  En  tal  sentido,  el  magistrado  no  podrá  ya  limitar su decisión a los bienes materiales o inmateriales de la par-te procesal. Será necesario que pondere además el efecto de su decisión y la extienda a los integrantes de la comunidad que se ve afectada en su derecho al ambiente sano. No ten-drá efectos erga omnes aquella sentencia que sea rechazada, aunque sea parcialmente, por cuestiones probatorias. 

Además, cabe recordar que

Una  resolución  que  propague  sus  efectos  a 

una  masa  de  sujetos  que  comparten  caracteres 
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comunes evita el riesgo de sentencias contradic-torias y favorece los principios de economía y ce-leridad procesal. Además, este efecto equipara a las partes en el proceso. Para extender los efectos de su decisión hará el juzgador un estricto con-trol de representatividad. Luego se impondrá un análisis de las consecuencias generales que ten-drá  su  manda,  plasmada  en  un  acto  normativo individual  y  particular  como  lo  es  la  sentencia 

Entonces cuando una sentencia hace lugar a una acción de  amparo,  extiende  sus  efectos erga  omnes,  para  que  su derecho humano a un ambiente sano no se vea vulnerado.

Jurisprudencia sobre amparo ambiental

En  la  materia  que  nos  compete,  encontramos  diversos fallos donde se ha interpuesto una acción de amparo para proteger al medioambiente, porque las actividades agrarias han estado ocasionando un daño ambiental.

Un fallo muy conocido es el de “FORO ECOLOGISTA DE 

PROVINCIA DE ENTRE RIOS S/ ACCION DE AMPARO”, en  el  cual  “la  ONG  FORO  ECOLOGISTA  DE  PARANÁ 

-

ro  ambiental  contra  el  Superior  Gobierno  de  la  Provincia 

-

ble- se exhorte a los mismos a establecer medidas urgentes 272
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para proteger a los niños, niñas y adolescentes, maestros y personal  no  docente  que  concurren  a  las  escuelas  rurales de la Provincia, de los impactos negativos que la actividad 

subterránea, el aire y, en consecuencia, en la salud.

franja de 1.000 metros libres del uso de agrotóxicos alrede-dor de las escuelas rurales, y una zona de resguardo consis-tente  en  una  barrera  vegetal,  cuyo  objetivo  sería  impedir y disminuir el egreso descontrolado de agroquímicos hacia 

en un radio no menor a los 3.000 metros, de conformidad a  lo  ordenado  por  el  decreto  reglamentario  de  la  Ley  de 

que es de público y notorio conocimiento que las escuelas rurales de la provincia están, en su gran mayoría, cercadas por áreas de sembrados, por lo que se topan con la contami-nación constante de los productos utilizados en la agricul-tura industrial. Fundan la presente acción en la necesidad de dar prioridad a la salud pública sobre cualquier forma o  concepción  económica  productiva.  Destacan  que  la  Ley General de Ambiente, en consonancia con el art. 41 de la CN,  instituye  que  toda  persona  puede  solicitar  mediante acción de amparo la cesación de actividades generadoras de daño ambiental colectivo” (Superior Tribunal de Justicia de 

Entonces como puede observarse, la ONG interpuso una 

-

tablecida de 1000 y 3000 metros de fumigaciones terrestres 
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y aéreas cerca de las escuelas rurales, ya que esto afectaba la salud de los niños y niñas y todo el equipo docente que asistían a dicha escuela y obviamente, a un medioambiente sano.

Ahora aquí también es interesante analizar con deteni-miento la defensa de la contraparte, ya que, muchas veces son las problemáticas a las cuales se enfrenta una asocia-ción civil o un afectado, a la hora de lograr que prospere en primera instancia una acción de amparo.

La parte demandada cuestiona la legitimación activa de 

posee un estatuto limitado a esta ciudad, pero no le otorga facultades para actuar en toda la Provincia y que, si bien su intervención estaría dada en calidad de asociación civil en los términos del art. 41 CN, entiende que ambas accio-nantes fundan la acción sobre la afectación de intereses de neto carácter individual. Aduce que no existe un acto, he-cho u omisión por parte del poder público que las legitime, ni tampoco que exista inminencia o amenaza a los derechos ambientales que se invocan. Señala que la demanda debe ser rechazada, en tanto no han demostrado que mediante su deducción se persiga la tutela inmediata de un derecho 

sólo han esgrimido presunciones o conjeturas de ilegalidad. Con referencia a los presupuestos de admisibilidad de esta acción indica que, aun considerando la indiscutible impor-tancia  de  aplicar  el  principio  precautorio,  la  parte  no  ha acompañado prueba alguna que avale la situación que a su criterio  se  presenta  como  riesgosa.  planteando  en  primer 274
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lugar la improponibilidad del objeto de la presente acción por su indeterminación y vaguedad, ya que pretende una sentencia exhortativa y no una condena, en protección no de  un  bien  colectivo  sino  individual,  como  es  la  salud  de cada individuo, que puede accionar si se considera afectado. Sostiene que carecen de legitimación el FEP y la AGMER para  demandar  por  esos  individuos,  puesto  que  son  enti-dades que no han sido constituidas para proteger la salud pública sino otros bienes colectivos. Expone que el Estado responde cuando ha omitido controlar, lo que en el caso no ha sido probado, no pudiendo imputarse un obrar ilegítimo por la omisión de un deber genérico o impreciso del poder de policía. Expresa que, si bien no se desconoce la vigencia del principio precautorio, no se encuentran debidamente sus-tentadas las medidas solicitadas, a la vez que no correspon-de que un magistrado se arrogue facultades de legislación y  ejecución  de  normas  y  regulaciones,  en  pos  de  la  salud de un grupo poblacional, aplicando una normativa que se encuentra  delimitada  a  otras  áreas  o  zonas.  Finalmente, aduce que la acción no ha sido dirigida contra quienes pro-ducen la actividad fumigadora, es decir los particulares lin-dantes  (Superior  Tribunal  de  Justicia  de  la  Provincia  de 

En primer lugar, la parte demandada plantea la excep-ción de falta de legitimación activa, que es una particula-ridad  que  se  cuestiona  mucho  a  la  hora  de  plantear  una defensa  en  una  acción  de  amparo,  por  eso,  analizábamos con detenimiento quién está habilitado a interponer dicha acción, según nuestra Carta Magna y las leyes ambienta-
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les, tanto nacionales como provinciales. En segundo lugar cuestionan  que  no  se cumplen de forma intransigente  los requisitos de admisibilidad del amparo, ya que no hay una acción u omisión por parte del Estado que altere o amanece 

-

dencia colectiva, incluso que lo que pretendía el actor era la tutela de derechos individuales y no de un bien colectivo, como es el ambiente, ya que demandaban la protección de la salud, el cual es un derecho individual, existiendo otras vías para realizar estos reclamos, es por ello que también 

-

misibilidad del amparo para la defensa de nuestros bienes comunes, ya que  habilita  la  urgencia de  la tutela  de este bien colectivo, que no se cumplimenten de forma taxativa dichos  requisitos,  porque  estaríamos  negando  el  acceso  a 

dispone que no se puede imputar al Estado un obrar ilegíti-mo por la omisión de un deber genérico de poder de policía. Esto porque se suele cuestionar la falta de daño ambiental 

agroquímicos.

Veamos que se resuelve en la sentencia 

en orden a la admisibilidad o procedencia for-

mal de la acción bajo examen considero que, en atención  al  peculiar  objeto  de  la  aquí  promovi-

causales  de  inadmisibilidad  del  amparo  habida 

palmariamente demostrada una afectación al de-
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recho fundamental de vivir en un ambiente sano y equilibrado, apto para el desenvolvimiento hu-mano,  donde  las  actividades  sean  compatibles con  un  desarrollo  sustentable,  para  mejorar  la calidad de vida y satisfacer las necesidades pre-sentes, sin comprometer las de las generaciones futuras, ninguna duda cabe acerca de la viabili-dad formal del ejercicio de la especial acción de 

respecto a que la tutela judicial brindada por la acción  de  amparo  no  funciona  como  vía  subsi-diaria,  sino  que  reviste  carácter  de  alternativa principal  cuando  los  derechos  lesionados  cons-tituyen  enunciados  básicos  constitucionalmente reconocidos, en el caso el derecho a la salud y el mantenimiento de una adecuada calidad de vida 

-

va, las normas que instrumentan el acceso a la jurisdicción, hasta las que dan validez constitu-cional a las sentencias, deben interpretarse en el sentido que conduzcan necesariamente a un ade-cuado servicio de justicia, sin que sean obstáculo 

del proceso, ocasionando a la postre perjuicios de difícil  reparación  ulterior.  El  peligro  inminente -que las demandadas sostienen que no se ha con-

de la aplicación de los agrotóxicos; y destaco que 

-
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improponibilidad  de  la  acción,  sino  todo  lo  con-trario, ya que no es posible soslayar que se tra-ta de una situación extremadamente delicada y sensible,  estando  en  juego  la  salud  de  miles  de niños  entrerrianos,  a  lo  que  se  debe  agregar  el hecho absolutamente irrebatible que ningún pro-ducto químico que sea esparcido en el ambiente 

inocuo o carente de efectos. 

Es que en este punto el amparo ambiental se diferencia del clásico, y la razón de ser de esa desigualdad es permitir el efectivo cumplimiento del bloque constitucional ambien-tal,  en  pos  de  lograr  la  real  operatividad  de  los  derechos colectivos al ambiente, tanto como la protección del derecho humano al ambiente sano, equilibrado y apto, no sólo para las generaciones actuales, sino también para con las futu-

efectuar el análisis de los presupuestos de admisibilidad y procedencia del amparo persigue, por encima de cualquier ritualismo,  que  el  texto  constitucional  pueda  cumplir  sus 

invoca, no sólo un cercenamiento de derechos de incidencia colectiva, sino además el quebrantamiento de la legalidad 

El nuevo Código Civil y Comercial de la Nación plasmó una novedosa concepción polifuncional de la responsabili-dad civil, añadiendo que la misma posee una función pre-ventiva además de la clásica reparadora o resarcitoria (art. 278
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-

-

sar frente al daño, que ha sido reconocida tanto en doctri-na como en la labor jurisprudencial, desde hace ya varios años. El diseño  normativo elegido por  el proyecto en esta temática, adopta una perspectiva constitucional de la res-ponsabilidad civil que obliga a no perder de vista el carácter instrumental del derecho procesal, pues se pone el acento 

-

nalidad  de  hacer  efectivos  los  derechos  sustanciales  cuya protección  se  requiere  conceptos  que  resultan  plenamen-

regulación ha logrado concretar los principios sustentados en la Constitución Nacional y tratados incorporados con la reforma del año 1994, con especial referencia a la protec-ción de los derechos humanos y a la persona humana como centro del ordenamiento  jurídico.  En este orden de ideas, la  acción  preventiva  receptada  en  el  art.  1711  del  CCyC, cuya legitimación amplia se otorga a todo aquel que acre-dite  un  interés  razonable  en  la  prevención  del  daño  (art. 

frente  al  daño,  adoptando  una  perspectiva  constitucional y convencional que apunta a la efectividad de los procesos judiciales  como  aspecto  central  de  los  derechos  humanos, 

-

rra o, que una vez ocurrido, no se agrave por el transcurso del tiempo. Así, se  establece un deber general de  preven-ción para toda persona, cuando la posibilidad de prevenir se encuentre en su esfera de control. Y surge así también 
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el deber de los órganos jurisdiccionales de desplegar la tu-

preanuncia el riesgo se torne real o, en todo caso, a neutra-lizar o aminorar en lo posible las consecuencias lesivas que alcanzarían al afectado. Y que además, se concede una legi-timación extraordinaria a las entidades reclamantes, para reforzar la protección de aquellos derechos que denuncian conculcados, debiendo destacarse que no existe un derecho de apropiación individual.69

1.                                                       -

tos  de  admisibilidad  del  amparo  cuando  se  de-muestra palmariamente la afectación al derecho de vivir en un ambiente sano y a la salud de la población;

2.     El excesivo formal ritualismo no debe ser 

aplicado cuando están en juego derechos huma-nos fundamentales como el del caso presente, es decir, la vulneración a un ambiente sano y a la salud;

3.     El  amparo  ambiental  justamente  se  di-

ferencia del amparo clásico para lograr la plena operatividad de los derechos de incidencia colec-tiva y no debe desconocerse la aplicación del prin-

 

69 Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Entre Ríos - Sala 

de Paraná y Otro C/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos y Otro S/ Acción de Amparo”. Expediente n° 23709. Sentencia de fecha 29 de octubre del 2018.
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cipio precautorio frente a estas problemáticas de las fumigaciones;

4.     Además, de que se consagra actualmente 

un nuevo sistema de responsabilidad civil, donde se realiza énfasis en la faz preventiva del daño, sobre todo de un daño ambiental, que podría aca-rrear perjuicios de difícil ulterior reparación.

5.     Y frente a la tutela ambiental, existe una 

legitimación extraordinaria de aquellos legitima-dos activos para reclamar por la protección am-biental,  ya  que  “la  legitimación  ambiental  luce ampliada,  entendiéndose  a  tal  efecto  que  toda persona  portadora  de  un  interés  mínimo,  razo-

los derechos de incidencia colectiva.” (Cafferatta, 2012,        .

Es por ello, que el Tribunal Superior de Entre Ríos resol-vió frente al indudable riesgo ambiental de contaminación del aire, agua, suelo y salud de las personas, hacer lugar a la demanda de amparo y establecer las restricciones de dichas  distancias  de  las  fumigaciones  con  agroquímicos, 

cumplimentar con la obligación judicial de otorgar protec-ción adecuada e idónea. Porque como tiene dicho la Corte Suprema  de  Justicia  de  la  Nación,  la  aplicación  de  dicho principio implica armonizar la tutela del ambiente y el de-sarrollo  mediante  un  juicio  de  ponderación  razonable,  no debiendo buscarse oposición entre ambos, sino complemen-
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sino hacerlo más perdurable en el tiempo, de manera que puedan disfrutarlo generaciones futuras.
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CAPÍTULO 5

Derecho Agrario, Derechos Humanos y pers-pectiva de género

Marina Lanfranco

Antes  que  te  des  cuenta,  los  hombres  y  mujeres  en  el terreno de avena salvaje y sus hijxs y las habilidades de lxs artesanxs y los pensamientos de lxs pensativxs y las can-ciones de lxs cantantes son parte del relato, todos han sido puestos al servicio del cuento del héroe

Úrsula K Le Guin,

 

Acercamientos  a  la  agrariedad,  los  derechos  hu-manos y la perspectiva de género

En el presente capítulo nos concentramos en tres gran-des  ejes  que  vinculan  nuestro  trabajo  en  la  asignatura  y que a través de este libro intentamos tramar,  interconec-tar, interseccionar: la agrariedad, los derechos humanos y la perspectiva de género. 

Pensar la agrariedad implica observar prácticas ances-trales  de  economía  y  cultura,  de  hacer  en  y  con  un  terri-torio  determinados,  de  producir  alimentos,  almacenarlos, intercambiarlos, comercializarlos. De obtener las materias primas y elaborar vestimentas, viviendas, herramientas y 

285

Marisa Adriana MIRANDA y Agustín Lezcano CIRONE - Coord.

tecnologías de transmitir historias y saberes de generación en generación. 

De   de subsistencia y renta, dependiendo de las 

posibilidades  de  acceso  a  la  tierra  tan  desiguales  depen-diendo los distintos territorios y en función de las distintas producciones, las relaciones laborales y de empleo agrario que mantienen condiciones más o menos equitativas a co-munidades  enteras  y  dentro  de  ellas  diferencias  visibles entre mujeres y hombres y donde observamos también in-terseccionadas algunos elementos de vital importancia: po-breza, género, migración.

El enfoque de derechos aparece necesario toda vez que en el presente siglo que contextualiza nuestras actividades económicas y productivas y dentro de ellas las agrarias, el mismo lo atraviesa, los transversaliza al igual que la pers-pectiva de género. Consideramos a la perspectiva de género como un puente, como una plataforma a través de la cual observar cualquier problemática social en general; socioam-

 

agrariedad es un tema típico del Derecho Agrario y ha sido 

 

Las tres categorías mencionadas, la agrariedad, el enfo-que de derechos y la perspectiva de género resultan esen-ciales de ser trabajados en nuestra asignatura con un lugar 

de mirar el mundo agrario. Esto cuenta con posibilidades enormes de ser trabajadas, pero en este caso nos interesa 286
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pensarlas en términos transversales e interseccionales, en relación entre sí, con las corporalidades, las producciones y con el territorio en clave de 

Según  reza  la  primera  parte  del  Inc.  1  Art.  25  de  la Declaración Universal de Derechos Humanos de Naciones Unidas, 1948: “1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la sa-lud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales ne-

a la alimentación ha ingresado de manera implícita en el art 75 inc. 22 fruto de la reforma de 1994 con los tratados de DDHH con jerarquía superior a leyes. 

Contribuciones desde y hacia la perspectiva

de género en nuestro trabajo

El hacer cuerpo las luchas sociales en el territorio, nos pone en sintonía con problemáticas ambientales y de con-taminación que las  poblaciones  padecen desde  hace déca-das  por  el  avance  del  modelo  de  agricultura  industrial  y la utilización del paquete biotecnológico. Concretamente en 

en la década de 1990 del siglo pasado con la aplicación de productos  químicos  en  la  agricultura  y  la  tensión  que  los 

a la salud y al ambiente sano. El derecho humano a la sa-lud y el derecho humano al ambiente sano aparecen en la Constitución Nacional Argentina con la reforma de 1994 en 
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los art. 41 y 42 respectivamente. Estos artículos son consi-derados como de tercera generación, en términos cronológi-cos, de incidencia colectiva referentes a intereses individua-les homogéneos. A su vez, se encuentran amparados en el art. 75 inc. 22 sobre tratados de Derechos Humanos.

De  las  teorías  feministas  utilizaremos  el  concepto  de interseccionalidad  propuesto  por  Kemberlé  Crenshaw 

También utilizaremos el concepto de imbricación propuesto 

o hitos que determinan corporalidades y territorios situa-dos en términos políticos y en términos socio-jurídicos. 

La interseccionalidad según Viveros Vigoya es la imbri-cación de opresiones  que se  afectan  mutuamente (2023,  p. 

-

des en razón de la raza, la clase y el género. Se encuentran absolutamente presentes en nuestros territorios y por su-puesto en la Argentina si observamos sistemas productivos cercanos  de  la  agricultura familiar  por ejemplo  en  el  cin-turón hortícola platense. El sostenimiento de estas lógicas de  opresión,  de  estas intersecciones  imbricadas  dan  como resultado  condiciones  de  sometimiento  donde  ponemos  el acento en el género y que  se deben visibilizar para poder generar estrategias de prevención de distritos tipos de vio-lencias, económicas, físicas, simbólicas, ambientales, etc70. 

 

70 El art. 4 de la Ley nacional sobre Violencia contra la mujer N° 26.485 establece un concepto y distintos tipos a saber: “Se entiende por violencia contra las mujeres toda conducta, acción u omisión, que, de 288


Derecho y agrariedad

Lo importante del aporte de la teoría de la interseccio-nalidad  dice  Viveros  Vigoya  es  que  no  excluye  una  cate-goría por otra, mujer o indígena, mujer o pobre, racializa-

problemáticas que no son divisiones binarias de una u otra 

 

Teoría de los cuidados y ecofeminismos

Para el aporte de este libro imbricamos la teoría de los cuidados y los ecofeminismos. Ambas líneas hacen un sig-

presente, entendiendo lo situacional, lo territorial y el sos-tenimiento de la vida en el centro.

En primer lugar, vamos a introducir la teoría de los cuida-dos como enfoque de derechos aplicada al Derecho Agrario. Como  es  sabido,  las  tareas  de  cuidado  y  domésticas  han sido  asignadas  históricamente  a las mujeres en  occidente y en sociedades occidentalizadas como las nuestras desde antiguo71 . Y no sólo eso, sino sobre el resto de las especies.

 

manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como en el priva-do, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad,  integridad  física,  psicológica,  sexual,  económica  o  patrimo-nial, como así también su seguridad  personal. Quedan comprendidas las perpetradas desde el Estado o por sus agentes. Se considera violen-cia indirecta, a los efectos de la presente ley, toda conducta, acción u omisión, disposición, criterio o práctica discriminatoria que ponga a la mujer en desventaja con respecto al varón”.

sufrido un proceso de occidentalización desde época de la conquista (Si-

289

Marisa Adriana MIRANDA y Agustín Lezcano CIRONE - Coord.

Dice Yayo Herrero:

La cultura occidental, impuesta históricamen-

te al resto del mundo a través del comercio y la guerra,  presenta  un  importante  defecto  de  ori-gen: haber creído que nuestra especie y su cultu-ra estaban separadas del resto del mundo vivo y 

El mayor valor al que hace referencia la autora es el va-lor que se traduce en un precio económico, sosteniendo una 

“poder vivir <<emancipados>> de la naturaleza, de 

esas emancipaciones como el “eje central del proceso civili-

 

realidad a lo largo de la historia, el pater familiae, ha sido el 

productivas y de proveedor del dinero y sustento del grupo familiar. Dice Rita Segato al respecto que “el patriarcado o relación de género basada en la desigualdad, es la estruc-tura política más arcaica y permanente de la humanidad” 

 

aluviones,  contextos;  y  se  abre  la  pregunta:  ¿Latinoamérica  es  parte 

productivos encarna el modelo de agricultura industrial y de esa forma se  ha  implantado  en  Latinoamérica  como  hegemónico.  Las  reglas  de juego de esta relación devienen de una matriz de pensamiento occiden-

tan fuertemente como pensamiento propio, incluso, en términos de colo-
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-

tro de ellas, la mayoritaria aceptación, aun en nuestros días de las condiciones de desigualdad por cuestión de género (y 

Si  bien  podríamos  pensar  que  las  mujeres  participan del mercado laboral desde siempre (con algunos hitos sig-

fuertemente, en la segunda mitad del siglo XX, asumiendo también las tareas reproductivas y de cuidados que les son impuestas  por razón de  género. Esto  no  es  menor  en  tér-minos de mandatos sociales y de estereotipos y si trabajan en el mercado laboral también se les exige al igual que sus compañeros varones “sin excusas” existiendo problemáticas asociadas a la brecha salarial fruto de la división sexual del 

 

fundantes del sistema capitalista y heteropatriarcal care-cen de variables esenciales para sostener sus sólidas bases: los trabajos no remunerados como los domésticos y de cui-dado hacia el interior de los hogares resultan vitales pero no entran en ninguna cuenta, ya que no conviene al siste-ma económico que se compute todas esas horas  de traba-jo (efectivamente trabajadas pero no pagadas, o muy mal 

full 

time (Rodríguez Enríquez, 2012; Rodríguez Enríquez, 2018; 
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Aparecen asociadas problemáticas vinculadas a la subor-dinación económica y política (Pérez Orosco, 2014; Pautassi, 

en doble o triple jornada laboral, y su traducción en violen-cias y desigualdades. Estos elementos antes mencionados, dan cuenta de un sistema de dominación cuyo sostén se en-cuentra en el sistema económico y jurídico. 

Si bien el derecho al cuidado es reconocido como un de-

sido de vital importancia  el reconocimiento y alcance que le ha dado la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

respuesta a la consulta realizada por la Argentina en el año 2023 expresando que existe un  -

do; a cuidar, a ser cuidado y al autocuidado. 

El Tribunal consideró que el derecho autóno-

mo al cuidado comprende el derecho de toda per-sona a contar con el tiempo, espacios y recursos necesarios para brindar, recibir o procurarse con-diciones que aseguren el bienestar integral suyo o de otros y les permitan desarrollar libremente sus proyectos de vida, de acuerdo con sus capaci-dades y etapa vital72.

Partir de los cuidados resulta necesario para poder re-ferirnos a los ecofeminismos como matriz de pensamiento 

 

72  Comunicado  de  Prensa  55/2025  de  la  Corte  Interamericana  de Derechos Humanos disponible en el siguiente enlace: https://www.cor-teidh.or.cr/docs/comunicados/cp_55_2025.pdf
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y acción en clave de derechos ambientales y territoriales. Los ecofeminismos se han nutrido de dos grandes vertien-tes de movimientos sociales y construcciones teóricas: los feminismos por un lado y los ambientalismos por otro. Los mencionamos en plural, por su heterogeneidad su relación situacional, su pertenencia  social, su lucha por objetivos 

con puntos en común. Si bien se reconoce que los ecofemi-nismos no han sido  originariamente saberes  academicis-tas, en la actualidad existe una enorme producción teórica sobre los mismos y sobre sus luchas en el territorio, dis-tintas corrientes y movimientos sociales (Svampa y Viale, 

 

Derechos ambientales y territoriales

en reconstrucción epistémica

Trabajar  estos  temas  en  clave  jurídica  y  agroambien-tal, implica introducir la perspectiva de los cuidados den-tro de ellos mismos y su compresión como derecho humano 

que se estructuran en función del sostenimiento de la vida, sobre, al menos, dos grandes evidencias: la interdependen-cia  y  la ecodependencia  (Herrero,  2012;  2018;  Lanfranco, 

Se  adjudica  a  Françoise  d`Eaubonne  (quien  fuera  dis-

ecofeminismo en Francia hacia los años 70 del siglo pasado 
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Si  bien  se  reconoce  que  los  ecofeminismos  no  han  sido originariamente  saberes  academicistas,  sino  producto  de luchas populares por la defensa de los derechos más bási-cos, como el ambiente, la salud y la vida; en la actualidad, existe  una  enorme  producción  teórica  ecofeminista  sobre sus luchas en el territorio, sus distintas corrientes y movi-mientos sociales que los han originado en el pasado y en la 

de las vertientes del ecofeminismo crítico “de raíz ilustra-

Se pone en relieve esas dos grandes evidencias sobre las que  se  sostienen  los  ecofeminismos  críticos  que  tienen  el eje puesto en el sostenimiento a la vida, a saber dos dimen-siones  vitales:  1.  la interdependencia  que  implica  que  re-querimos de otros seres humanos de la misma especie para subsistir en los distintos momentos de la vida, cuando nos 

asistencia en enfermedades o con capacidades diferentes, o simplemente a lo largo de la vida productiva y 2. la ecode-pendencia dependemos como especie del ecosistema mun-do para subsistir, de sus bienes naturales que nos otorgan alimentación  y  vestido,  de  sus  elementos  naturales  para construir nuestras viviendas, ciudades, carreteras, energía e infraestructuras físicas y todos los elementos que consti-tuyen nuestro transitar en el ambiente construido y para el sostenimiento de la vida. 

Dice Yayo Herrero: 

En las últimas décadas se ha superado la bio-

capacidad de la tierra, la biodiversidad desapare-
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ce a pasos acelerados y los procesos dinámicos de la biósfera están completamente alterados, pero esta crisis de lo vivo, pasa social y políticamente 

Teniendo  en  cuenta  estos  elementos  de  análisis  avan-zaremos en el análisis de la importancia de lo situacional, de la vinculación con un territorio determinado, lo que nos lleva directamente a relacionar lo antes mencionado con la actividad agraria y la perspectiva de género.

Roles de género y agrariedad. Acceso a la tierra

y división sexual del trabajo

 

del siglo pasado, asistimos a una feminización del trabajo rural. 

la  creciente  participación  de  las  mujeres  en  la fuerza laboral agrícola, ya sea como productoras independientes, como trabajadoras familiares no remuneradas  o  como  asalariadas.  Las  mujeres no sólo trabajan en los campos y pastizales, sino también  en  plantas  agrícolas  de  procesamiento y embalaje (Lastarria-Cornhie, 2008, p. 4, citado 

Esta  autora  da  cuenta  de  una  precarización  laboral  de las  mujeres  dada  por  las  condiciones  temporarias  de  sus trabajos  y  por  las  modalidades  en  algunas  actividades  o 
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contratos agroindustriales (en tanto medieras73 o maquila-

-

ra industrial que se aprovecha de una tradición de informa-lidad en el agro argentino y que afecta tanto a trabajadoras como a trabajadores, pero que se suma a la evidencia de los estereotipos y discriminaciones por motivo de género. 

La Comisión Económica para América Latina y el Caribe 

Implicancias de los ro-

les de género en la gobernanza de los recursos naturales en América  Latina  y  el  Caribe

desigualdades más salientes: la división sexual del trabajo, falta de acceso a la tierra y al agua y/o a la gestión o control de la misma y a otros elementos vitales que pueden generar capital. También se hace hincapié en la desigual distribu-ción de las tareas de cuidado tal como se menciona párrafos más arriba. 

de  mujeres  y  el  acceso  al  agua  En  América  Latina  y  el Caribe;  no  pueden  participar  de  grupos  o  colectivos  de gestión y toma de decisiones sobre los recursos naturales en el caso de existir tales colectivos (CEPAL, 18 de enero 

No se trata de opiniones, son datos concretos de desigual-

-

des. En términos de interseccionalidad, les asiste una ma-

 

73 La mediería es un vínculo contractual asociativo, muy común en sistemas productivos como la horticultura. Remitimos al texto de Gon-
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yor vulnerabilidad ambiental y climática a las mujeres en tanto mujeres y en tanto a su condición de rurales, indias, campesinas, pobres, desplazadas, racializadas.

En Argentina, se publicó el Dossier Estadístico Mujeres Agropecuarias Argentinas de octubre de 2022 elaborado por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos de Argentina 

 

Se  censaron  un  total  de  210.664  Explotaciones  agrope-

-

Al igual que los datos regionales aportados por la CEPAL en el Documento antes referido de 2021; en Argentina sólo 

y el 78% gestionadas 

En  relación  al  acceso  a  la  tierra,  el  Dossier  arroja  que de ese 20%, el 80% de las mujeres al frente de sus empren-

 

de  las  mujeres  al  frente  de  EAP  se  encuentran,  según  el Dossier, en el NOA-NEA y Patagonia y en términos etarios el 51 % se encuentra entre los 40 y 65 años de años de edad y el 31% supera los 65 años, números más que llamativos en términos de edad y mercado de trabajo. Sólo el 16% te-nía menos de 39 años de edad. Sólo el 50% tenía cumplido el  nivel  primario  y  solamente  el  23%  el  secundario.  Uno de los datos más salientes del Dossier es que el 97% de las 

297

Marisa Adriana MIRANDA y Agustín Lezcano CIRONE - Coord.

productoras  es  de  nacionalidad  argentina  (Conf.  Dossier 

Las producciones que encabezan el trabajo de mujeres al frente de estas EAP son las oleaginosas, 35% los cereales 28% y los forrajes anuales 16%, forrajes perennes 14%. En 

-

tionado por mujeres. El 35 % de las producciones se dedica a  oleaginosas  y  el  30  %  a  cereales  de  primera  y  segunda 

De los números antes referidos podemos concluir que las mujeres a cargo de las explotaciones son la minoría, en la región y en nuestro país; ya que sólo el 20% del total está al frente de mujeres. En Argentina por su parte, de ese 20% el 80% pudo hacerlo porque eran propietarias de las tierras que trabajan y acceden a ella en condiciones propiedad pri-vada y la mayoría de ellas, el 81% son mayores de 40 años de edad. 

En términos etarios, el dossier arroja resultados suma-mente desiguales. Respecto de las edades. A partir de los 40 

de  los  65  años  de edad, cuando ya debería  bajar la  carga laboral de las mujeres, representan el 31%.

Frente a esto nos preguntamos respecto de las mujeres más jóvenes, las campesinas e indígenas, las migrantes y racializadas ¿no se encuentran contempladas  en las esta-dísticas? 

Sabemos que cada territorio es heterogéneo y que cons-truye a través de su comunidad.
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¿Dónde se hacen visibles las cargas de cuidado y domés-ticas? 

¿Qué sucede con las mujeres campesinas, indígenas, mi-grantes que no están contempladas en estos datos, pero que sabemos trabajan en el agro a la par de los hombres, des-de muy temprana edad, en contra de la legislación laboral, incluso,  que  prohíbe  el  trabajo  infantil,  con  las  cargas  de cuidado y domésticas impuestas por motivos de género?

La Organización Internacional del Trabajo (OIT, agencia 

Foro Mujer en la Agricultura: avanzar con trabajo decente 

 de octubre 2024 menciona que:

-

za formal de producción de alimentos en el mun-

También 

juegan un papel muy importante en la conserva-ción de la biodiversidad, la recuperación de prác-ticas agroecológicas, así como en la preservación de  seguridad  alimentaria”  (de  los  fundamentos de  la  Relatoría  Foro  Mujer  en  la  Agricultura, 

No obstante, la enorme y obvia participación de las muje-res en la actividad agraria, la que no resulta para nada des-preciable ya que implica según los datos, más de la mitad de la fuerza de trabajo en todo el mundo; sigue siendo necesario visibilizar tal participación; además de evidenciar, a su vez, las históricas condiciones desiguales por motivos de género. 

Éstas se han agravado y sumado nuevas desde la pan-demia  Covid-19  y  que  continuaron  con  posterioridad  a 
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se  avanzó  sobre  más  problemas:  “precariedad  económica, falta de acceso a bienes y servicios esenciales, limitada mo-vilidad e incremento de la violencia intrafamiliar”. Los ya 

género con aplicación del enfoque interseccional, da cuenta de otras complejidades: 

mayores tasas de desnutrición, discriminación 

por motivos de género y convencionalismos socia-les, participación excesiva en el trabajo no remu-nerado, poco o nulo acceso a la educación, a los 

(de los Fundamentos de la Relatoría Foro Mujer 

En la Octava Reunión del Foro de los Países de América Latina y el Caribe sobre el Desarrollo Sostenible, 2023 de 

género  de  América  Latina  y  el  Caribe,  se  da  cuenta  del incumplimiento  de  los  Objetivos  de  Desarrollo  Sostenible 

que  se  ha  ampliado  la  pobreza  y  la  pobreza  extrema  (in-

-

genas, campesinas y afrodescendientes; las mujeres dupli-can o triplican el tiempo dedicado a las tareas de cuidado y domésticas en comparación con sus compañeros varones 

desempleo de las mujeres supera a la de los varones y sólo 

subsistiendo la bre-

cha salarial por igual tarea (incumpliendo el ODS 8 traba-300
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presentación de la Octava Reunión del Foro de la CEPAL, Banco de datos regional de para el seguimiento de los ODS, 

 

de las producciones más comunes de la zona que habitamos -el Cinturón Hortícola platense, caracterizado como el más importante del país abasteciendo a gran parte del merca-do interno de alimentos frescos- vemos que éste abarca el periurbano de la ciudad capital de la provincia de Buenos Aires y se ha extendido a zonas en la actualidad que antes se  dedicaban  a  otros  usos  como  la  agricultura  extensiva, pero por causa de la especulación inmobiliaria y el avance de la mancha urbana en las últimas décadas han sido pre-sionados a alejarse con sus emprendimientos de agricultu-ra familiar y ocupar otros espacios. 

-

tense es el más competitivo del país. 

Allí  se  ubican  más  de  4.000  establecimien-

tos productivos, donde viven y trabajan más de 10.000  personas,  que  abastecen  de  alimentos frescos  al  Área  Metropolitana  de  Buenos  Aires, donde reside 1/3 de la población nacional (15 mi-

-

riedad e informalidad que caracterizan a la hor-ticultura,  y  que  llevan  a  las  familias  a  vivir  en condiciones de vulnerabilidad y superexplotación 
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La mayor parte de la población que trabaja la horticul-tura en la región mencionada y produce alimentos para el mercado  interno,  es  migrante  de  nacionalidad  boliviana, con  lo que se activan  las  interseccionalidades cuando nos referimos al género, sus discriminaciones y violencias. Ha habido estudios sobre la escalera boliviana y el ascenso so-cial que esto ha generado denominado proceso de movilidad ascendente -

yoría de los estudios hechos no discriminan cuestiones de género y cuentan con una mirada androcéntrica y enfocada 

74 . 

 

Agricultura Familiar, Campesina e Indígena y

nuevo constitucionalismo latinoamericano .

En  nuestro  sistema  jurídico,  contamos  con  una  norma  de suma importancia la ley 27.118/2015 sobre Reparación Histórica 

76.

 

74 Recomendamos la lectura en extenso del trabajo de Ambort, M. 

-

rias  hortícolas  de  mujeres  quinteras  en  el  Gran  La  Plata,  Argentina en  Revista  Española  de  Sociología https://www.

memoria.fahce.unlp.edu.ar/art_revistas/pr.18209/pr.18209.pdf  acceso 22/10/2025

75 La ley 27.118 sobre Reparación Histórica de la Agricultura Fami-liar, Campesina e Indígena es analizada en otros capítulos de este libro.

76  En  este  capítulo  haremos  referencia  a  algunas  cuestiones  vin-culadas a la perspectiva de género, y el principio rector del buen vivir. 302
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Esta es una ley nacional que se ofreció a las provincias bajo el sistema de adhesión77. 

En el momento de su dictado fue recibida como una nor-ma necesaria. La misma declara de interés público la agri-cultura familiar campesina e indígena, por contribuir a la soberanía y seguridad alimentaria, la protección ambiental “por practicar y promover sistemas de vida y de producción que preservan la biodiversidad y los procesos sostenibles de 

Como se puede observar esta norma ingresa en el siste-ma jurídico con nueva perspectiva epistemológica, fomen-tando la soberanía alimentaria, el cuidado del patrimonio genético  y  la  autodeterminación  de  los  pueblos,  poniendo el valor vida en el centro, haciendo un reconocimiento a la agricultura  familiar,  campesina  e  indígena  como  la  gran productora de alimentos en nuestro país. 

Podríamos  preguntarnos  si  efectivamente  el  valor  vida se encuentra en el centro de los sistemas productivos.

Otro  de  los  elementos  salientes  que  trae  esta  ley  es  la escritura  de  su  texto  haciendo  referencia  a  productores  y productoras en clave binaria78, dejando de lado el universal 

 

77 Provincia de Buenos Aires adhiere a la ley 27.118 por ley 14.845 en el año 2016.

78 El siguiente paso sería superar el binarismo en términos de géne-ro entre mujeres y hombres en cumplimiento de la ley nacional 26.743 de 2012 que establece el derecho a la identidad de género de las per-

-
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masculino que ha sido utilizado históricamente en la técni-ca legislativa de nuestro país. Consideramos que reviste un gran avance en términos discursivos; toda vez que hay di-versas manifestaciones que generan invisibilización y des-igualdad, una de ellas parte del no ser nombradas. 

Dentro de los objetivos de la ley de AF aparece con im-portancia el principio rector del buen vivir en los siguientes términos:  “promover  el  desarrollo  humano  integral,  bien-estar social y económico de ellos productores, de sus comu-nidades, de los trabajadores de campo y, en general, de los 

generación de empleo en el medio rural, así como el incre-mento del ingreso, en diversidad y armonía con la naturale-

El  buen  vivir  aparece  como  un  concepto  clave,  que  tie-ne  una  matriz  de  pensamiento  distinta  de  la  continental europea y genera e invita a realizar un cruce paradigmáti-

 

los instrumentos que acreditan su identidad respecto de el/los nombre/s de  pila,  imagen  y  sexo  con  los  que  allí  es  registrada”.  Estamos  muy lejos de cumplir con esta obligación, por eso, cada vez que podemos, la invocamos. Según datos del INDEC de 2022 casi 200.000 personas no 

cosas de estos datos: 1. Que por ser información altamente sensible mu-chas personas no se animan a dar ese tipo de información, motivadas por las violencias que el colectivo LGTBQ+ sufre histórica y sistemática-mente y por lo tanto no forman parte de una estadística tan importante, pero que generaría una amplitud mayor en términos de población y 2. que en estos últimos tres años debe haber crecido exponencialmente. La fuente utilizada se puede consultar en el siguiente enlace: https://

su-sexo-registrado-al-nacer/ acceso 28/10/2025
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co que supere las racionalidades económicas que han sido impuestas heterónomamente como las más valiosas (Leff, 

De  los  ecofeminismos  aprendimos  que  el  valor  vida  se encuentra en el  centro  de  todo,  pero  para la racionalidad 

 

de  pensamiento  parten  de  lógicas  que  no  ponen  a  la  eco-nomía de mercado en el centro, por lo tanto aunque parez-ca muy difícil de comprender, para el sostenimiento de la vida y de nuestros sistemas productivos, la lógica no debe 

desplegado en el sur global, sino de diversidad y armonía 

diálogo entre saberes plurales y culturas; historias y pue-blos, y, en ese marco de diversidad cultural y de amplitud de mirada hacia otras racionalidades, podría darse lugar a éticas socioambientales más adecuadas, sostenibles y abso-lutamente productivas en términos económicos no extrac-tivistas (Pérez, 2014; Gudynas y Acosta, 2011; Leff, 2002; 

Este principio rector ha sido receptado en la Constitución 

vivir 

bien, en la Constitución del Estado Plurinacional de Bolivia 

otras formas de pensar la producción en plural.

Por ello la importancia del valor jurídico que el principio rector del buen vivir y del vivir bien cobran con sus recep-
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nos anuncian la necesidad de pensar nuestras producciones en otro tipo de lógicas sostenibles; que den cuenta de éti-cas socioambientales que se separan de la matriz economi-

La pluralidad, el multiculturalismo, el sostenimiento de la vida forman parte de un proceso que podríamos denominar el nuevo constitucionalismo latinoamericano

La Constitución de Ecuador se centra en el reconocimien-to de sus raíces milenarias, en la diversidad cultural y la pluralidad; en el respeto y reconocimiento de la naturaleza y de la Pacha Mama. Propone de manera colectiva la con-formación de “una nueva forma de convivencia ciudadana, en diversidad y armonía con la naturaleza, para alcanzar el buen vivir, el  ” (Preámbulo de la Constitución 

La  Pacha  Mama  o  Madre  Tierra  cuenta  en  Ecuador  y con nivel constitucional con el estatus de 

en los siguientes términos: “La naturaleza o Pacha Mama, donde se reproduce  y realiza la vida, tiene derecho a que se respete integralmente su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos. Toda persona, comunidad, pueblo o nacionalidad  podrá  exigir  a  la  autoridad  pública  el  cum-

 

79 Para ampliar en este interesante tema se recomienda la lectura de 

-

editorial Fontamara; disponible en el siguiente enlace: https://archivos. juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3271/22.pdf
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plimiento de los derechos de la naturaleza. Para aplicar e interpretar estos derechos se observarán los principios es-tablecidos en la Constitución, en lo que proceda. El Estado incentivará a las personas naturales y jurídicas, y a los co-lectivos,  para  que  protejan  la  naturaleza,  y  promoverá  el respeto  a  todos  los  elementos  que  forman  un  ecosistema” 

La  Constitución  del  Estado  plurinacional  de  Bolivia  se 

-

presamente “pluralidad vigente de todas las cosas y la di-versidad como seres y culturas” integrando a la especie hu-mana con el resto de la biósfera. Promueve como valor el principio rector del vivir bien o suma qamaña, en aymara (Conf. el Preámbulo de la Constitución de Bolivia, 2009, p. 

Según  la  Coordinadora  Andina  de  Organizaciones 

suma qamaña en aymara y 

buen vivir o   en quechua son valores o prin-

cipios rectores diferentes o con diferente alcance, polisémi-

pueden encontrarse diferencias entre los distintos pueblos indígenas una traducción posible que podría acercar a am-bos principios rectores, sería entender al buen vivir o vivir 

Si  bien  en  Argentina  el  principio  rector  del  buen  vivir no ha sido consagrado a nivel constitucional, ha encontra-do una importante recepción, tal como se mencionara más arriba, en la ley AF en su art 3 y ss. y que nos permite pen-sar en esta idea de abrir la trama epistemológica para que 
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convivan matrices de pensamiento de diversa procedencia, pueblos y territorios y donde no vuelvan a estar invisibili-zadas prácticas productivas fuera del sistema de agricultu-ra industrial. 

Luchas  en  el  territorio,  el  caso  de  las  Madres  de Ituzaingó Anexo

El  colectivo  que  fuera  denominado  luego Madres  de Ituzaingó Anexo en la provincia de Córdoba, Argentina ha dado lugar a una de las luchas más emblemáticas en con-

Argentina y con amplia difusión a nivel mundial, al inicio del nuevo siglo. Sin saberlo, sin posicionarse como colecti-

estaban abriendo la trama hacia el reconocimiento de dere-chos a la salud y al ambiente sano, a los cuidados, a la pro-tección del derecho a la vida, a la integridad de sus cuerpos, de sus hijxs, sus familias y de los territorios que habitaban. Sin  decirlo,  ni  marcar  las  etiquetas  del  hacer,  lo  estaban haciendo. 

 

Superior de Justicia de Córdoba de 201580; se condena a un 

 

80  El  texto  completo  de  la  sentencia  se  puede  ver  en  el  siguien-te  enlace  de  la  Revista  de  Pensamiento  Penal  en  línea:  https://www. 308


Derecho y agrariedad

productor y al aplicador como penalmente responsables del delito continuado art. 55 de la ley de Residuos Peligrosos 24051. Se los condena por primera vez por un delito de esta envergadura,  a  una  pena  de  prisión  de  tres  años  (de  eje-

-

rados  en  entidades  públicas  o  instituciones  de  preserva-ción de la salud, y a la inhabilitación (por ocho y diez años 

las  fumigaciones  con  sustancias  químicas  autorizadas  y 

la normativa mencionada y  a la normativa internacional, nacional,  provincial  y  municipal,  por  fumigaciones  sobre centros  poblados  infringiendo  incluso  normativa  munici-pal donde se encontraba declarada la emergencia sanitaria 

 

Fue prueba dirimente a muestra tomada a 30 niñxs, don-de en “veintitrés de ellos, se encontró organoclorados en can-tidades muy superiores a las normas de referencia, lo que demuestra no sólo que los niños han estado expuestos, sino que los agroquímicos han sido absorbidos por sus cuerpos” 

 

pensamientopenal.com.ar/fallos/42218-gabrielli-jorge-alberto-y-otros-pssaa-infraccion-ley-24051-recurso-casacion-ts-j
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importancia lo que recoge el fallo a continuación: “no hace falta  un  número  determinado  de  muertes,  es  inaceptable esperar  esto  para  hablar  de  un  nexo  causal,  las  acciones deben  ser  tomadas  frente  al  mero  peligro,  esto  es  lo  que ha dado en denominar Principio Precautorio, que sería lo mismo que decir, que es mucho mejor y más ético, preve-

 

Esto nos introduce al tratamiento de los principios ambien-tales contenidos en el art 4 de la Ley 25.675 de 2002 cono-cida como la Ley General del Ambiente sobre presupuestos mínimos ambientales, la que es tratada en el capítulo co-rrespondiente, donde remitimos.

Movimiento de Mujeres indígenas por el buen vivir

En nuestros territorios conviven distintas lógicas del ha-bitar, de vincularse con el entorno, de hacer producir a la naturaleza y aprovecharse de sus frutos y productos. Entre esas  distintas  expresiones  aparece  con  carácter  plural  y multiverso el Movimiento de Mujeres Indígenas por el buen 

movi-

miento de resistencia

del capitalismo que diezma los bienes comunes al colonia-

Está  conformado  por  diversos  pueblos-naciones  a  sa-
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ber:  Ava  Guaraní,  Aymara,  Chané,  Charrúa,  Chorote, Chulupí,  Diaguita,  Guaycurú,,  Kolla,  Mapuche-  Tewelche, Moqoit, Qom, Quechua, Ranquel, Simba Guaraní, Tapiete, 

Huellas del Sur

Si bien existen muchas desigualdades que en términos 

 

movimiento propone al menos dos objetivos muy concretos: la  lucha  contra  el  (una  manifestación  de  violencia 

te-

rricidio81

Las  sostenidas  y  devastadoras  formas  de  apropiación de  los  elementos  de  la  naturaleza  que  se  observan  en  el continente que habitamos y posterior a la conquista y que han  marcado  desde  el  siglo  XV  una  lógica  de  dominación y exterminio a través del incipiente capitalismo metrópoli-colonias, continúan dándose en el siglo XXI con renovadas lógicas de poder económico y político, en otros contextos his-tóricos  absolutamente  distintos  pero  que  dan  como  resul-tado lógicas de dominación (Svampa, 2015; Herrero 2018; Federici, 2004; Rivera  Cusicanqui, 2014; Lanfranco 2020, 

El  Movimiento  de  Mujeres  Indígenas  por  el  buen  vivir 

 

81 Respecto de la práctica violenta del chineo remitimos a la nota de referencia que puede verse en extenso en el siguiente enlace: https:// huelladelsur.ar/2022/09/30/entrevista-a-movimiento-de-mujeres-y-di-versidades-indigenas-por-el-buen-vivir/ 
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jurídica de carácter penal: el terricidio; entendido éste como asesinato de la naturaleza; como atentado, muerte o crimen contra la humanidad y la espiritualidad. La propuesta que se eleva es que se considere al terricidio como “crimen de 

En  junio  de  2021,  algunas  representantes  del Movimiento de Mujeres Indígenas por el Buen Vivir pre-sentaron  a  funcionarios  de  los  ministerios  de  Mujeres, Géneros  y  Diversidad;  Seguridad;  y  Justicia  y  Derechos Humanos  de  la  República  Argentina,  un  proyecto  sobre “Defensoras  Territoriales  indígenas”.  Teniendo  en  cuen-

la  Información,  la  Participación  Pública  y  el  Acceso  a  la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el 

 

dicho anteriormente cobra especial sentido. 

Este acuerdo es el único en su tipo por contener normas de derechos humanos y de proyección ambiental, con carác-

-

soras de derechos humanos en asuntos ambientales en su integridad física y seguridad contra todo tipo de amenaza 
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CAPÍTULO 6

Agroquímicos en la legislación

y jurisprudencia bonaerense

Juan Ignacio Moreno

 

Ale Kurz.

 

La problemática de los agroquímicos.

Planteo inicial

La Provincia de Buenos Aires ha sido pionera en mate-ria de regulación sobre el uso y aplicación de agroquímicos atendiendo sus consecuencias sobre el ambiente y la salud. 

1980, los fundamentos de su ley 10.699 reconocían que es-tos insumos químicos repercutían sobre los seres humanos y que el poder público debía contar con una legislación que asegurara su manejo racional. Posteriormente, en la déca-da siguiente, su decreto reglamentario n° 499/91 estableció límites para las aplicaciones aéreas comprendiendo su in-

de  policía  sobre  el  uso  de  los  agroquímicos  es  compartido entre los municipios y la provincia, se han presentado di-versos reclamos de poblaciones rurales frente a la vulnera-ción de las fumigaciones con agroquímicos en la salud y el ambiente. 
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Partiendo  de  este  precepto,  corresponde  realizar  un análisis a través de un enfoque de derechos humanos con especial atención a la tutela de la salud y el ambiente que bajo esta perspectiva resultan interdependientes e indivi-sibles.

De  acuerdo  al  informe  técnico  desarrollado  por  el 

del primer semestre de 2024 sobre exportaciones, se puede observar la importancia de la región de la pampa húmeda de la cual es parte la Provincia de Buenos Aires.

Los  datos  del  informe  son  contundentes,  la  región pampeana  aporta  el  72%  de  las  exportaciones  del  país donde la Provincia de Buenos Aires brinda a esa región el 51% y su aporte respecto al país es del 37% en las ex-portaciones.

De ese 72% de la región pampeana, el 33,7% es de soja, el 10,4% maíz, el 6,5% de trigo, 2,7% de cebada y 2,2% de girasol. Por lo tanto, más del 50% consiste en la agricultura de la región pampeana.

Claramente  la  Provincia  de  Buenos  Aires  se  presenta como el corazón productivo del país. Su estructura econó-mica  se  compone  de  un  sector  agropecuario  e  industrial 

-

cación  que  aporta  dinamismo  a  la  economía  bonaerense. La  Provincia  de  Buenos  Aires  en  la  campaña  2022-2023 aportó  8  mil  toneladas  de  soja  en  producción.  (Centro  de Información  y  Estudios  Económicos  de  la  Provincia  de 
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Esa producción de alimentos en Argentina parte de la utilización de un paquete tecnológico que consta de semi-llas transgénicas, utilización de fertilizantes para acelerar procesos  productivos,  aplicación  de  agroquímicos  para el control  de  plagas  y  malezas  y  un  desarrollo  intensivo  a través de producciones de monocultivos como el caso de la soja.

Respecto a los agroquímicos se encuentran registrados en el Registro Nacional de Terapéutica Vegetal bajo la órbita del Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria 

-

tivos registrados utilizados para formular productos quími-cos de uso agrícola. (Jefatura de Gabinete de Ministros de 

 

exponencialmente  el  volumen  de  agroquímicos  utilizados que ha superado los 500.000.000 kg en los últimos años que equivale un promedio de 13 kg por hectárea. 

El modelo predominante en la Provincia de Buenos Aires es el de esta agricultura intensiva y dependiente de insu-mos químicos, que también suele ser denominada agricul-tura industrial.

Resulta  importante  mencionar  que  la  gestión  de  estos insumos químicos consta de tres etapas: la producción, la utilización y aplicación y la gestión de los envases vacíos. Partiendo de la producción de los agroquímicos a cargo de empresas multinacionales, en su mayor medida, y de em-presas  nacionales  que  deben  presentar  un  estudio  de  im-pacto  ambiental,  ante  la  autoridad  ambiental  provincial 

321

Marisa Adriana MIRANDA y Agustín Lezcano CIRONE - Coord.

correspondiente,  para  llevar  adelante  dicha  actividad  in-dustrial.

En cuanto a la utilización y aplicación de estos agroquí-micos, temática sobre la cual profundiza este capítulo, cabe adelantar que se cuenta con normativa que regula su uso desde  el  ámbito  provincial  y  que  cada  municipio  posee  el poder de policía.

Finalmente, una tercera etapa que está dada por la dis-posición de los envases vacíos de agroquímicos, luego de ser éstos utilizados. Las empresas que producen estos agroquí-micos tienen el deber de la responsabilidad extendida del productor y deberán llevar a cabo planes de gestión de los envases que están volcando en el mercado hasta su valori-

-

puestos mínimos n° 27.27982.

Tomando dimensión del uso de los agroquímicos en estos modelos  productivos  intensivos  en  la  Provincia  de  Buenos Aires, se realizará un abordaje sobre su impacto en el ambien-te y la salud para posteriormente analizar la legislación bo-naerense como las principales resoluciones jurisprudenciales de los últimos años frente a la vulneración de estos derechos.

 

82 En la Provincia de Buenos Aires la Resolución n° 505/2019, del entonces Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible, establece la  implementación  de  la  gestión  diferencial  de  los  envases  vacíos  de 

Resolución  n°  342/2024  para  contar  con  la  trazabilidad  y  control  del 

-

de el operador hasta el Destino Final y la Resolución n° 343/2024 con los requisitos para la habilitación de los Centros de Almacenamientos 
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Un poco de historia, el modelo agroindustrial y los agronegocios

Para  comprender  los  alcances  de  la  utilización  de  los agroquímicos resulta trascendental abordar sobre el tipo de modelo productivo, social y económico en el que se asienta.

-

gieron teorías neomalthusianas que propiciaban el apoca-lipsis  respecto  a  la  producción  de  alimentos.  Dichas  teo-rías planteaban la existencia de un incremento despropor-cionado de las poblaciones, a nivel global, en comparación a la  producción de alimentos  necesaria para  abastecer a todas  las  comunidades  del  planeta.  Frente  esta  postura 

-

bio  de  paradigma  en  la  agricultura  autodenominado  la Revolución  Verde,  tal  como  hemos  desarrollado  en  capí-

Guad (administrador de la Agencia Estadounidense para 

-

riedades de cultivos con mayor rendimiento. Y, con el apo-yo de las Fundaciones Ford y Rockefeller, quienes tuvie-ron a su cargo la creación de Centros Internacionales de Investigación Agrícola en Estados Unidos se desarrollaron 

 

En el contexto de una mirada antropocéntrica y dentro del  sistema  productivo  capitalista,  se  impulsó  la  maximi-zación de la  producción de alimentos para obtener mayor 
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insumos químicos. Esta agricultura industrial fue desarro-llada por multinacionales vinculadas a la industria farma-céutica, como Syngenta y Bayer, y químicas, representadas por Monsanto y Dupont, quienes gestaron la creación de se-

 

-

tapié  para  el  establecimiento  de  una  actividad  agrope-cuaria  intensiva  e  integran  un  paquete  tecnológico  para 

la  utilización  de  fertilizantes  y  agroquímicos  en  vías  de un  control  efectivo  de  plagas,  enfermedades  y  malezas; a su vez comprende la implementación de la práctica de siembra directa a través de la cual no se deja descansar el suelo, como en la técnica del barbecho, pasando a una aplicación directa de agroquímicos y semillas sin arar la tierra.  Además,  esta  agricultura  industrial  propulsa  la implementación del monocultivo concentrando la produc-ción agrícola en el cultivo que sea el commodity/mercancía del momento.

A través de la agricultura industrial no se agrega valor 

de los recursos naturales para la exportación de materias primas  preponderantes  en  las  Bolsas  de  Comercio  inter-nacionales como la de Chicago. Mediante la producción en monocultivos como la soja, la mitad de su producción tiene 

-
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combustibles como el biodiesel y el bioetanol. (Rosales de la 

 

Legislación Bonaerense

Constitución provincial

Durante el año 1994, la República Argentina tuvo su úl-tima  reforma  de  la  Constitución  Nacional  que  implicó  la incorporación de un nuevo capítulo de derechos y garantías plasmando el derecho a un ambiente sano y equilibrado. 

La reforma de la Constitución Nacional generó un efecto 

-

ción. Es así, como la Provincia de Buenos Aires, en 1994, reformó su Carta Magna e incorporó un artículo particular para la protección del ambiente.

El  artículo  28  de  la  Constitución  bonaerense  presenta un mayor desarrollo que el artículo 41 de la Constitución Nacional. 

La norma provincial establece que todos los habitantes de  la  Provincia  tendrán  garantizado  el  derecho  a  un  am-biente sano y establece un deber, que puede ser entendido como una obligación, para su conservación como protección en las generaciones futuras. 

Este  enfoque  de  las  generaciones  futuras  es  entendido desde la perspectiva de la ética intergeneracional donde el constituyente comprende que el impacto sobre el ambiente repercute sobre la generación presente como futura gene-rando  una  obligación  en  todos  los  habitantes  y  principal-
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mente en el Estado, en este caso, provincial en conservar y proteger el goce al derecho a un ambiente sano.

Retomando el análisis del artículo constitucional, se es-tablece  que  la Provincia  posee  el  dominio  eminente  tanto del  ambiente  como  los  recursos  naturales  que  se  encuen-tren en su territorio. Como recurso natural comprende al subsuelo, el espacio aéreo, el mar territorial y su lecho como la plataforma continental y recursos de la zona económica exclusiva para garantizar una gestión adecuada.

de manera racional el aprovechamiento de los recursos na-turales, así como controlar el impacto ambiental de las ac-tividades que afecten al ecosistema, inclusivas de la promo-ción de medidas que eviten contaminación en el aire, agua y suelo.

De esta manera, se establece una obligación de contralor en el Estado provincial para prevenir el impacto ambiental como actuar para minimizar sus consecuencias.

Además, garantiza el derecho al acceso a la información como  a  participar  en  la  defensa  del  ambiente.  Y,  parale-lamente,  obliga  a  instrumentar  políticas  que  conserven  y recuperen la calidad del agua, aire y suelo.

Por  último,  advierte  que  toda  persona  física  como  ju-rídica  que  degrade  el  ambiente  deberá  tomar  todas  las precauciones para evitarlo. En este párrafo se percibe el mismo  enfoque  que  contemplará  años  más  tarde  la  Ley General del Ambiente de la Nación, n° 25.675, dictada en el año 2002.
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Ley ambiental provincial y de residuos especiales

En  el  mes de noviembre de 1995,  la legislatura  bonae-rense sancionó la Ley n° 11.720 que aborda las etapas de la generación, manipulación, almacenamiento, transporte, 

territorio de la Provincia de Buenos Aires.

Dicha  normativa  resulta  aplicable  para  la  gestión  de los  envases  de  agroquímicos  y  sus  respectivas  resolucio-nes del entonces Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible.  Normativa  que  impacta  en  las  empresas  que fabrican  estos insumos  químicos sobre las inscripciones a realizar ante la autoridad ambiental. 

A  su  vez,  en  diciembre  de  1995,  se  publica  la  Ley  n° 11.72383  para  la  implementación  del  artículo  28  de  la Constitución  provincial  cuyo  objeto  consiste  en  proteger, conservar, mejorar y restaurar los recursos naturales y del ambiente en la Provincia de Buenos Aires.

 

83 En el año 2003, la Autoridad del Agua de la Provincia de Buenos Aires  promulga  la Resolución  n° 336/2003,  que sustituye  el  Anexo  II 

establece valores de los parámetros enumerados respecto a sustancias químicas permitidas en el agua. Dicho anexo establece límites permiti-

de la Resolución n° 336/2003 incorpora el listado de pesticidas de la ley n° 11.720 de Residuos Especiales de la Provincia de Buenos Aires y su decreto reglamentario n° 806/97. En dicho listado se puede mencionar la presencia del DDT y el endosulfán como aquellos de mayor conoci-miento público.
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La norma contiene el procedimiento de evaluación de im-pacto ambiental para aquellas actividades u obras que pro-duzcan o sean susceptibles de producir algún efecto nega-tivo al ambiente. Cabe destacar, empero, que la aplicación de los agroquímicos no requiere de un estudio de impacto ambiental.

También brinda una serie de políticas públicas a car-go de la autoridad competente sobre los recursos natu-rales agua, suelo, atmósfera, energía, flora, fauna y re-siduos.

El capítulo sobre el recurso suelo dispone que en los ca-sos que la  calidad del  suelo se  hubiese  deteriorado  por el uso directa o indirectamente por el uso de agroquímicos la autoridad de aplicación tendrá que establecer medidas para mejorar como restaurar sus condiciones en acuerdo con los propietarios de la misma.

 

el Estado provincial el encargado de fomentar métodos al-ternativos para el control de plantas y malezas para reem-plazar  los  agroquímicos.  Sobre  las  especies  cultivadas,  el Estado provincial promoverá crear zonas productoras que se encuentren libres de agroquímicos. 

Por  último,  en  el  capítulo  de  fauna  determina  que  el Estado provincial para proteger y conservar la fauna silves-tre podrá promover métodos alternativos para controlar las plagas  que  reducen  paulatinamente  hasta  la  eliminación 
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Ley provincial de agroquímicos y su decreto regla-mentario

 

sancionó la Ley n° 10.699 que regula la utilización de pro-ductos químicos en la producción para la protección de la salud humana, recursos naturales y la producción agríco-la. Los fundamentos de la ley, sancionada en 1988, hacen hincapié que el objeto ha sido regular todas las etapas que alcanzan la elaboración hasta la aplicación de los agroquí-micos mediante una adecuada utilización para proteger la producción agropecuaria, recursos naturales, salud huma-na y minimizar contaminación ambiental.

Así es como en los argumentos, se destaca cómo las en-fermedades y plagas se presentan como un factor limitante para la expansión del sector repercutiendo en la productivi-dad de la agricultura.

Se  plantea  la  necesidad  de  aplicar  prácticas  de  control probadas y bajo responsabilidad de ingenieros agrónomos. También, se reconoce que los agroquímicos repercuten so-bre  los  seres  humanos  y  destacando  que  el  poder  público debe establecer una legislación que asegure un manejo ra-cional de los plaguicidas.

La  norma  plasma  como  objetivos  proteger  la  salud  hu-mana, recursos naturales, como la contaminación sobre los alimentos y el ambiente y el uso racional de los agroquími-cos.

Para llevar a cabo estos objetivos, se delimita toda la ca-dena de producción de los plaguicidas, en el ámbito de la 
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Provincia de Buenos Aires, que alcanza las siguientes eta-pas:

Elaboración / Formulación / Fraccionamiento / Distribución / Transporte / Almacenamiento / Comercialización o entre-ga gratuita / Exhibición / Aplicación y locación de aplicación

Se enuncian, de forma expresa, tipos de plaguicidas como los insecticidas, acaricidas, fungicidas, defoliantes, herbici-das, entre otros para protección y desarrollo de la produc-ción vegetal; aun cuando deja en el organismo de aplicación la potestad de ampliar estas especialidades cuando razones 

La autoridad competente designada, en aquel entonces, fue el Ministerio de Asuntos Agrarios que actualmente es el  Ministerio  de  Desarrollo  Agrario.  Dicha  autoridad  ten-drá  que  coordinar  con  el  Ministerio  de  Salud  como  otras reparticiones del Estado para llevar a cabo los objetivos de la  normativa.  Podrá realizar  convenios con universidades para llevar a cabo programas de capacitación e investiga-

-

minuir el riesgo de intoxicación así como la contaminación del ambiente.

El organismo de aplicación debe crear, organizar y man-tener actualizados los registros de inscripción para los suje-tos obligados de la normativa, que consisten en:

Fabricantes,  formuladores,  fraccionadores,  distribui-dores,  expendedores,  aplicadores  por  cuenta  de  terceros, transportistas y depósitos.

Respecto  a  la  comercialización  de  los  agroquímicos  se 
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Uso y  venta libre,  aquellos  que  no sean 

riesgosos para la salud humana, de animales do-mésticos y afecten el ambiente. 

Uso y venta profesional, por sus caracte-

rísticas resultan riesgosos para aplicadores como en terceros y el ambiente.

Venta y uso registrado, aquellos que sea 

-

ción de los usuarios.

Los tipos de venta profesional como uso registrado deben comercializarse  con  una  receta  agronómica  obligatoria84 confeccionada por un técnico profesional ingeniero agróno-mo o título asimilable matriculado en el respectivo Consejo profesional provincial85.

A su vez, la autoridad de aplicación podrá desaconsejar el uso de determinados agroquímicos a causa de su alta to-xicidad,  prolongado  efecto  residual  como  cualquier  causa que hiciere peligroso su uso.

 

84 Mediante la Resolución 161/14, el entonces Ministerio de Asuntos Agrarios de la Provincia de Buenos Aires estableció la implementación de la Receta Agronómica Obligatoria Digital. Posteriormente, el enton-ces Ministerio de Agroindustria provincial dictó la Resolución 8/2017 estableciendo  la  obligatoriedad  de  la  Receta  Agronómica  Obligatoria Digital para la adquisición de los agroquímicos de mayor peligrosidad como los de bandas roja y amarilla, es decir, de Clase Toxicológica I y II.

85 Conforme al Registro provincial de los profesionales habilitados para recetar, en 2025 se cuenta con unos 2600 profesionales habilita-dos para confeccionar las recetas agronómicas. Disponible en: https:// www.maa.gba.gov.ar/sistemas/receta_digital/public/profesionales/lis-tado_publico 
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Respecto a la aplicación de agroquímicos sobre cultivos, en  particular  hortifrutícolas,  se  debe  dejar  un  período  de carencia a la cosecha. Aquellos alimentos contaminados con plaguicidas superando índices de tolerancia serán decomi-sados y destruidos, además de las correspondientes multas u otras penalidades. 

El artículo 16  de la norma en análisis establece que el poder de policía se encuentra a cargo de los Municipios y la autoridad de aplicación de la ley. Por ende, tanto Provincia como  Municipio  son  responsables  en  velar  por  el  efectivo cumplimiento de la ley.

La Ley de Agroquímicos provincial es reglamentada en el  año  1991  mediante  el  decreto  499/91,  que  hace  funda-mental  hincapié  en  la  capacitación  obligatoria  tanto  de los ingenieros agrónomos como de los pilotos de aplicación aérea y operarios terrestres. Se establece una habilitación extendida por la autoridad provincial para los sujetos que fabriquen,  formulen,  fraccionen,  distribuyan,  expendan  y tengan depósito de agroquímicos.

Brinda una protección particular sobre los centros  apí-colas que deben promover la inscripción de apicultores de 

migratorios y que los centros resulten un nexo entre apicul-tores y empresas aplicadoras.

En  cuanto  a  las  empresas  que  realicen  aplicación  de agroquímicos  de  forma  aérea  o  terrestre  a  una  distancia menor de 3.000 metros de colmenares deberán comunicar la realización al centro apícola más cercano con 36 horas de antelación y un horario diurno.
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Las empresas de aplicación deberán inscribirse en un re-gistro para llevar a cabo la actividad y contar con un segu-ro vinculado a la responsabilidad civil hacia terceros. Los productores cuentan con equipos propios y estas empresas tendrán que suministrar al personal dedicado a tareas de aplicación los equipos para preservar su salud.

En  este  marco,  son  mencionadas  las  actas  de  trabajo mediante las cuales se deben detallar las condiciones téc-nicas para llevar a cabo las aplicaciones de agroquímicos. Y  brinda  detalles  sobre  las  obligaciones  para  aplicadores terrestres  y  aéreos.  Para  las  aplicaciones  terrestres  esta-blece que no pueden circular con los equipos por centros po-blados y en caso de extrema necesidad sólo pueden hacerlo sin  carga,  limpios  sin  picos  pulverizadores.  Los  controles de plagas en el radio urbano deben contar con autorización municipal y receta agronómica. Deben inscribir los equipos a utilizar. Para el caso de aplicaciones aéreas, las empresas deben acreditar su inscripción para realizar trabajos aéreos ante la autoridad competente de aeronáutica civil. 

Respecto a servicios de máquinas  aéreas  que no se en-cuentren  registrados  en  el  organismo  competente  provin-cial  de  esta  ley,  se  deberá  realizar  una  solicitud  para  su autorización ante el órgano en competencia de aeronáutica civil  provincial.  En  caso  de  fumigaciones  aéreas  masivas, que impliquen uno o más cuarteles o partidos, deben reque-rir una autorización previa de la autoridad competente pro-vincial.  Las  aplicaciones  aéreas  podrán  operar  a  una  dis-tancia no menor de 2 km de centros poblados y no pudiendo sobrevolar sobre éstos aun después de agotar su carga.
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Para la receta agronómica describe que estará compues-ta por una parte destinada al diagnóstico y percepción del agroquímico y otra sobre el diagnóstico, prescripción y su forma de aplicación. La receta debe ser confeccionada por un ingeniero agrónomo.

La receta agronómica en el cuerpo de adquisición debe contener datos del ingeniero agrónomo, datos del compra-dor del agroquímico, localización del predio a tratar, cultivo a tratar como diagnóstico, principio activo, dosis y cantidad total a utilizar. En el cuerpo de aplicación también tendrá que contar con la recomendación técnica por parte del inge-niero agrónomo.

El órgano de aplicación de la ley puede evaluar los efec-tos tóxicos de los agroquímicos para los seres vivos y el am-biente para suspender la venta y uso de un producto cues-tionado y con la facultad para realizar muestreos y análisis 

 

El  caso  de  la  Resolución  de  la  autoridad  agraria 

 

En octubre del 2018, sale a la luz la Resolución n° 246/18 del entonces Ministerio de Agroindustria de la Provincia de Buenos Aires, cargo ejecutivo que ocupaba en aquel enton-ces un exCeo de la empresa Monsanto, y con vigencia desde el mes de enero de 2019.

La resolución tenía por objeto regular la aplicación de los agroquímicos tomando como referencia la idea de Buenas 

-
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nitarios en lugar de agroquímicos. Dichas prácticas, en los fundamentos de la resolución 246/18, son entendidas como un  conjunto  armónico  de  técnicas  y  prácticas  aplicables para  asegurar  la  máxima  capacidad  de  agroquímicos  dis-minuyendo las formas de deriva como posibles riesgos en la salud y el ambiente.

La resolución determina un glosario que no presentaba un lenguaje claro y su ambigüedad dejaba puntos grises en cuanto a las zonas de protección frente a las fumigaciones.

Se planteaba como zona de amortiguamiento a los már-genes de cursos o cuerpos de agua, zonas de bombeo, esta-blecimientos educativos, áreas de esparcimiento y reservas naturales en lotes contiguos a áreas urbanas.

De acuerdo a la norma, se debían considerar las carac-terísticas  de  los  productos  a  utilizar  como  su  toxicidad  y tensión de vapor, su regulación del equipo en velocidad de avance, presión, tamaño de gota y condiciones meteorológi-cas antes y durante la aplicación.

La resolución no saldaba la deuda pendiente en estable-cer restricciones de distancias a las aplicaciones terrestres de los agroquímicos.

Establecía que la aplicación de agroquímicos podría apli-carse fuera del horario escolar, es decir, que un minuto antes del inicio de clases podría fumigar poniendo en riesgo la sa-lud de niños, niñas, adolescentes como docentes y directivos. 

Debido a las inconsistencias expuestas y el reclamo so-cial por parte de la comunidad afectada, se suspendió los efectos de la normativa mediante la Resolución del enton-ces Ministerio de Agroindustria n° 24/2019 que posterior-
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mente  fue  prorrogada  la  suspensión  por  las  Resoluciones del  Ministerio  de  Desarrollo  Agrario  n°  8/2020,  28/2021, 88/2021, 31/2022, 319/2022, 454/2022, 131/2023, 490/2025, 959/2023, 134/2024, 2/2025 y 595/2025.

En el año 2020, el Ministerio de Desarrollo Agrario crea 

-

técnica sobre el uso y aplicación de agroquímicos y sus efec-tos, como una herramienta para la formulación de políticas 

Con un equipo de trabajo interdisciplinario, el OTA con-vocó a mesas de trabajo en las que participaron veinte uni-versidades, cinco centros de investigación y actores involu-crados con la temática, que aportaron 544 trabajos en torno al impacto de los agroquímicos en el ambiente, la salud hu-mana, aspectos socioterritoriales y modalidades de uso. 

Posteriormente se llevó a cabo la sistematización y aná-lisis de las investigaciones recopiladas elaborando un infor-me integral, y se llevaron a cabo reuniones con municipios bonaerenses para evaluar de manera conjunta capacidades 

Resulta interesante mencionar el relevamiento desarro-

respecto a las normativas municipales que regulan el uso y aplicación de agroquímicos que, al año 2022, sistematizó los siguientes datos de los 135 municipios bonaerenses: 

71  municipios  cuentan  con  ordenanzas 

que regulan distancias de aplicación. 

6  municipios  poseen  ordenanzas  sobre 
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uso y aplicación de agroquímicos, pero no regu-lan distancias de aplicación. 

5 municipios tienen ordenanzas que pro-

4 municipios poseen ordenanzas que ad-

hieren  a  la  ley  provincial;  dos  de  ellos  también regulan distancias de aplicación. 

28 municipios no cuentan con regulacio-

-

micos. 

21  municipios  no  disponen  de  informa-

ción al respecto. 

[image: ]

 

Figura 6. 1. Extraída de OTA, 2025
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Es importante mencionar que la elaboración de una re-gulación provincial sobre agroquímicos ha sido prorrogada por el Gobierno provincial señalando la necesidad de contar con mayor tiempo para la adaptación de las herramientas 

han sido consensuadas con todos los sectores involucrados, como  resultado  del  proceso  participativo  iniciado  con  la creación del Observatorio. 

 

sobre  los  agroquímicos  y  su  impacto  en  la  salud  y el  am-biente, con el potencial de fundamentar políticas públicas 

-

das en el período 2021 - 2022 integradas por el Ministerio de  Salud,  Ministerio  de  Ambiente,  Autoridad  del  Agua  y Ministerio de Desarrollo Agrario se reactivaron en el año 2025.

En agosto de 2022, el Ministerio de Desarrollo Agrario publicó la Resolución n° 297/2022 para crear el proyecto de georreferenciación  de  las  restricciones  territoriales  a  las aplicaciones  de  agroquímicos  en  la  Provincia  de  Buenos Aires.

De  acuerdo  a  los  fundamentos  de  la  resolución,  el Observatorio Técnico de Agroquímicos visualizó la necesi-

sobre restricción de agroquímicos por ordenanzas munici-pales y la normativa provincial. Asimismo, contar con las nociones del ordenamiento territorial como el uso del suelo 
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Mediante esta herramienta se buscó contar con un insu-mo para  acceder  a  la información, en  cumplimiento  de  la Ley Nacional n° 25.831 de Acceso a la Información Pública Ambiental, de manera ágil, otorgando fácil acceso sobre las regulaciones  municipales  que  restrinjan  la  aplicación  de agroquímicos.  Se  presenta  como  un  instrumento  trascen-

municipio.

Nótese que los municipios pueden adherir al proyecto de georreferenciación  de  las  restricciones  territoriales  a  las aplicaciones de agroquímicos y deben validar la concordan-cia entre lo normado y lo georreferenciado ante el Ministerio de Desarrollo Agrario.

Recientemente, en noviembre de 2025, el Ministerio de Desarrollo Agrario de la Provincia de Buenos Aires respal-dándose en el trabajo del OTA promulgó la Resolución n° 567/2025  para  la  implementación  del  Sistema  de  Gestión 

Dicho sistema establece la trazabilidad en el uso y aplica-ción  de  agroquímicos  para  su  adquisición  a  través  de  su Receta Agronómica de Adquisición o Remito como alterna-tivo, un diagnóstico como prescripción y forma de aplicación del  producto  al  cultivo  mediante  una  Receta  Agronómica de  Aplicación  y  por  último  la  confección  de  un  Acta  de Condiciones Técnicas de Trabajo.

El  SIGIRAO  se  establece  de  forma  obligatoria  y  se  de-

Territorial de restricciones de uso y aplicación de agroquí-micos entendidos como información pública.
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Impacto de los agroquímicos en la salud y el am-biente

En  1975,  la  Asamblea  Mundial  de  la  Salud  estableció 

-

cidas que comprendía un anexo con ejemplos de dicha cla-

 

-

86.

los agroquímicos distingue entre formas más peligrosas y menos peligrosas conforme la toxicidad del producto técni-co y sus preparaciones. Se toma en consideración el menor riesgo que generan los productos sólidos respecto a los lí-

 

vía oral y dérmica sobre roedores que resultan determinacio-nes de uso corriente en toxicología. Se utilizan las siglas DL50 como valor para estimar la cantidad de miligramos del tóxico por kilogramo de peso corporal que se requiere para la muerte de un 50% de la población de roedores de experimentación.

 

conforme  sus  peligros  ambientales,  físicos  y  para  la  salud.  También establece formas de comunicación de peligros, con requisitos sobre eti-
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De  acuerdo  a  ese  valor,  se  establece  el  riesgo  real  que presentan estos agroquímicos en los seres humanos.

A  continuación,  mostramos  un  cuadro  que  establece  la 

y sus correspondientes colores.

[image: ]

 

Figura  6.  2.  Extraída  de  Agronomía  Campos  Verdes, 2024
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La  exposición  humana  a  los  agroquímicos  se  produce de distintas maneras. Se puede presentar de forma direc-ta, como sucede en el manejo y uso de productos, equipos y envases, especialmente  en trabajadores rurales;  por la exposición a ambientes contaminados, como es el caso de las comunidades aledañas a zonas rurales y periurbanas; o bien, a través de la ingesta de agua y/o alimentos conta-
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minados, a los que tienen acceso la población en general 

Un estudio reciente del Instituto de Salud Socioambiental 

-

tra  que  en  las  zonas  aledañas  a  monocultivos,  la  tasa  de 

nacional. Según la investigación, la probabilidad de muerte de la población joven es 2,5 veces mayor en estos pueblos que  en  el  promedio  nacional,  mientras  que  la  mortalidad por cáncer en mujeres y hombres jóvenes duplica la media nacional (Verzeñassi et al

En  relación  con  la  exposición  a  edad  temprana,  los  ni-veles de daños genéticos hallados en niños/as que habitan en zonas rurales o periurbanas, indican una mayor suscep-tibilidad  a  desarrollar  enfermedades  crónicas,  incluído  el 

pueden manifestarse muchos años, incluso hasta décadas después de la exposición. Esta evidencia subraya la impor-tancia de evitar exposiciones a agroquímicos en niños/as y mujeres embarazadas para proteger su salud presente y fu-tura.

Otras  investigaciones  abordaron  la  incidencia  de  los agroquímicos en la salud de mujeres gestantes, la biología de  la  placenta  y  el  desarrollo  del  embrión,  determinando que “en grupos de embarazadas expuestas, se evidenciaron complicaciones  durante  el  embarazo,  como  rotura  prema-tura  de  membranas,  nacimientos  prematuros  y  retrasos 

También  se  ha  abordado  la  relación  con  abortos  espontá-342
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neos y anomalías congénitas demostrando el incremento de sus tasas en poblaciones expuestas a agroquímicos (Ávila 

Un  estudio  realizado  por  profesionales  del  Hospital Materno  Infantil  Ramón  Sardá  demostró  la  presencia  de plaguicidas  en  la  leche  materna  concluyendo  que  en  un 

-

ron residuos de plaguicidas organoclorados que están pro-hibidos en el país. La contaminación de la leche materna 

alteraciones  del  desarrollo,  afecciones  en  el  intelecto  y  la fertilidad. La exposición a sustancias químicas neurotóxi-

en  períodos  críticos  del  desarrollo,  puede  provocar  en  los niños una alteración de la función cerebral de por vida (Der 

Asimismo,  cabe  recordar  que  el  destino  ambiental  de los agroquímicos está determinado por los procesos de re-tención, transporte y transformación, así como por la inte-racción entre dichos procesos (Aparicio et al

-

coquímicas del producto como por las condiciones ambien-

clave como, la volatilidad de la sustancia para evaporarse, 

retención en agua y suelo, y el nivel de acumulación en los organismos vivos.

En cuanto a las condiciones ambientales, diversos facto-res afectan el comportamiento de la dispersión de los quí-
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micos, lo que incluye la temperatura ambiente, la intensi-dad de precipitaciones, la velocidad y dirección del viento, las características del suelo, entre otras.

La  dispersión  de  los  agroquímicos  en  los  ecosistemas puede darse a través de diferentes procesos:

Deriva  atmosférica:  el  viento  arrastra 

partículas durante y después de la aplicación.

o  exceso  de  riego,  transporta  químicos  a  otras áreas, incluyendo cuerpos de agua.

verticalmente en el suelo y alcanzan aguas sub-terráneas.

Volatilización: los agroquímicos pasan a 

fase gaseosa y se transportan por la atmósfera.

Las fuentes de contaminación por agroquímicos pueden 

un  lado,  las  fuentes  puntuales  provienen  de  actividades asociadas  a  la  manipulación  de  los  agroquímicos  durante el  transporte,  almacenamiento,  preparación  de  mezclas  y limpieza de equipos y envases. Por otro lado, las fuentes di-fusas son aquellas que no tienen un punto de origen único, sino que se distribuyen ampliamente en el ambiente, como 

 

realizó un informe en el que contrasta la presencia de resi-duos químicos en el ambiente y sus efectos en la salud de 344
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las poblaciones expuestas. El informe destaca la evidencia de sus potenciales efectos para la salud de las personas y el ambiente como pérdida de biodiversidad acuática, proli-feración de especies plaga tolerantes y generación de resis-tencia en malezas, pérdida de polinizadores y contamina-

En ese sentido, el documento reconoce que la legislación del país sobre agroquímicos pone el foco en la toxicidad agu-

-

to que se encuentra en estudio y debate en diversos países 

 

heterogeneidad de criterios en torno a la restricción (zonas 

-

 

-

renses. Jurisprudencia 

Primeros casos receptados por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires

“D.J.E.F. s/ acción de amparo” (2012)

En el año 2012 bajo los autos “D.J.E.F. s/ acción de am-paro”, M.C.M y V.A.F. en representación de sus hijos me-nores dedujeron acción de amparo contra el propietario de una  parcela  rural  contigua  a  su  vivienda  que  los  actores 
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ocupaban en el Partido de Alberti, el cual formaba parte de un grupo habitacional construido por el Fondo Nacional de 

Los actores solicitaban que la aplicación de plaguicidas se efectuara sobre una distancia de 200 metros entre su vi-

efectos contaminantes. Fundaban su pretensión en el hecho acontecido los días 20 de octubre y 11 de noviembre de 2008 cuando padecieron en sus propios cuerpos el contenido de los agroquímicos tras la fumigación realizada por el vecino.

La familia requirió una medida cautelar innovativa para suspender la fumigación, la cual les fue otorgada. Ante esta 

-

dida cautelar que fue resuelto en sentido favorable permi-tiéndole fumigar a una distancia de 30 metros respecto a la vivienda de la parte actora. Tras esta decisión que aquejaba sus derechos, la familia recurrió a la Cámara de Apelación y  Garantías  en  lo  Penal  del  Departamento  Judicial  de 

-

tancia  y  desestimó  las  pruebas  presentadas  por  los  recu-rrentes. 

Ante  esta  situación,  la  familia  interpuso  el  recurso  ex-traordinario de inaplicabilidad de ley frente a la SCBA fun-dado en la violación del Preámbulo y los arts. 33, 41 y 43 de la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño y Tratados Internacionales; 20, 28 y 36 inc.8 de la Constitución provincial; la Ley Nacional 25.675; leyes pro-vinciales 7166; 10.699 y su decreto reglamentario 499/91; 11.723; Arts. 1071 y 2618 del Código Civil. Notoriamente 346
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fueron  vulnerados  los  principios  del  Derecho  Ambiental surgidos  de  la  ley  nacional  25675  y  manifestaron  incon-gruencia de la sentencia de la Cámara de Apelación donde existió una absurda valoración de la prueba.

Resulta  interesante  la  interpretación  de  los  magistra-dos de la SCBA sobre el derecho al ambiente entendiéndolo como una ampliación de la personalidad humana donde el hombre forma parte del entorno natural y lo siente como un valor  interior  superando  la  visión  de  relación  de  dominio sobre el ambiente. Por lo tanto, es indispensable garantizar 

ecológico  y  un  bienestar  de  los  individuos  comprendiendo que estos últimos requieren de condiciones aptas para go-zar de dicho bienestar para sobrevivir. 

Respecto  a  la  desestimación  de  pruebas  aportadas  por los actores en instancias anteriores, la SCBA entendió que existía una duda razonable acerca de la peligrosidad de las fumigaciones, aunque no se contara con una certeza cien-

aplicación del principio precautorio.

La SCBA entendió que no era necesaria la comprobación de un daño concreto para una protección inmediata ya que la fumigación a una escasa distancia de la vivienda de los actores  implicaba  una  conducta  potencialmente  lesiva  al ambiente. La Suprema Corte resolvió de manera favorable el recurso, revocándose la sentencia de Cámara, y haciendo lugar a la pretensión del amparo acorde a las distancias de-terminadas por la Ordenanza 1690 (la ordenanza estable-cía una distancia de 1000 metros respecto al ejido urbano 
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para la realización de fumigaciones en condiciones climáti-

 

“Picorelli c/ Municipalidad de General Pueyrredón s/ Inconst. Ord. Nº 21.296” (2014)

Durante el año 2014 se suscitó una nueva controversia so-

Pueyrredón. En los autos “Picorelli Jorge Omar y otros c/ Municipalidad de General Pueyrredón s/ Inconst. Ord. Nº 21.296” los actores en representación de sus hijos menores promueven recurso de inconstitucionalidad de los art. 19, 23, 27 y 28 de la Ordenanza Municipal Nº21.296/2013 con-siderando que la misma vulneraba la Constitución Nacional 

del Ambiente 25.675, la Ley de Residuos Peligrosos 24.051, la ley provincial 5965 de protección a las fuentes de provi-sión y a los cursos y cuerpos receptores de agua y a la atmós-fera, Ley 11.723 y arts. 25 y 27 inc. 17 de la Ley Orgánica de las Municipalidades.

frente a fumigaciones  de 1000 metros (como  establecía la 

sólo prohibió el uso de plaguicidas de síntesis cuando la an-terior resolución prohibía el uso de cualquier producto quí-mico sobre zona de seguridad. La nueva ordenanza prohibió los pulverizadores autopropulsados en un radio de 200 me-tros de centros urbanos, cursos de agua, escuelas y centros de salud, aunque permitiendo en la misma franja la apli-348
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cación  con  “mochila”  cuando  la  prohibición  de  la  anterior normativa era integral para estas prácticas. Por último, so-bre la Franja Transicional Periurbana se permitía, bajo la nueva resolución, la aplicación de productos de síntesis de Banda IV como el glifosato.

Los magistrados de la SCBA resaltaron la importancia del principio de progresividad tras la vulneración de dere-chos por la nueva ordenanza entendiendo que la misma los había sustituido por derechos inferiores.

Continuando con los lineamientos expresados en el caso “D.JE.F. s/ acción de amparo”, la SCBA manifestó que esta actividad  antrópica  de  fumigación  resulta  potencialmen-te nociva, en concordancia con el principio precautorio de la ley 25.675, al entorno y a la salud de la población. Por las razones expuestas, la SCBA resolvió la suspensión de los  arts.  19,  23,  27  y  28  de  la  Ordenanza  21.296/2013  de la Municipalidad General de Pueyrredón, por ende, retomó vigencia el régimen anterior de la Ordenanza 18.740. 

“ASHPA.  Amparo.  Recurso  de  inaplicabilidad  de ley” (2015)

En el año 2015 la SCBA se expidió sobre el caso “ASHPA. Amparo.  Recurso  de  inaplicabilidad  de  ley”  donde  la  aso-ciación civil “ASHPA” Centro de Educación Agroecológico, representada  inicialmente  por  la  Clínica  de  Derecho Ambiental de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales 

contra la titular y el explotador del predio ubicado en las 
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Parcelas 609 y 610, delimitadas por la avenida 21 y la calle 41 de la localidad de Presidente Perón, Guernica y contra el municipio y la Provincia de Buenos Aires. La parte actora 

la pulverización, fumigación o cualquier otra forma de apli-cación de agroquímicos que ocasionan un daño ambiental colectivo. Además, requerían que los entes públicos ejercie-ran el poder de policía ambiental sobre la actividad efectua-da por los demandados.

El pedido de ASHPA fue desestimado por el Juzgado de Garantías en lo Penal Nº3 del Departamento Judicial de La Plata quien fundó su resolución en la inexistencia de vul-neración de derechos al momento de iniciar la acción y que no se había constatado incumplimiento de la ley provincial 10.699. Luego la asociación presentó un recurso de apela-ción frente a la Cámara de Apelación en los Contencioso y 

instancia y manifestó que actualmente no se realizaban la-bores de fumigación y la última efectuada se remontaba a un año. 

Frente a esta decisión, la parte actora interpuso recur-so extraordinario de inaplicabilidad  de ley ante la SCBA. La asociación desestimó los fundamentos de la  Cámara y argumentó  que  los  demandados  ya  habían  reconocido  la utilización  de  agroquímicos  en  varias  campañas  y  que  la última siembra había sido realizada en noviembre de 2011. A  través  de  este  recurso,  ASHPA  destacó  que  la  Cámara se  desentendió  del  análisis  del  art.  43  de  la  Constitución Nacional  al  excluir  expresamente  la  amenaza  e  inminen-350
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cia del daño de las fumigaciones. Por ende, el estado de los hechos  se  concibe  con  el  continuo  peligro  que  persiste  de manera latente entre los demandados que explotaban del predio y el resto de la comunidad, entendiendo que el cri-terio  de  la  Cámara  resultaba  un  supuesto  de  absurdo  ya que sería admisible un amparo solamente cuando se estén aplicando agroquímicos.

Por estas razones, fundaron su reclamo en priorizar los bienes jurídicos como la vida y la salud de las personas y aplicar  los  principios,  como  el  precautorio,  desarrollados por la ley 25.675. También citaron el antecedente de “D.J. E.F. s/ Acción de Amparo” sobre el daño potencial de las fu-migaciones en contraposición a este caso donde se ha apli-cado erróneamente el bloque de legalidad ambiental. 

Por  último,  la  asociación  entendió  que  se  vulneraron 

Deliberante de Presidente Perón como la protección a la sa-lud humana y los recursos naturales que disponía su art.3 y el art. 12 que prohibía las aplicaciones aéreas de productos agroquímicos, de todo  tipo, en el  territorio del Presidente Perón  y  la  aplicación  terrestre  sobre  el  área  urbanizada. La ordenanza disponía la necesidad de contar con una ba-rrera vegetal para la aplicación de agroquímicos. Contando 

 

autoridades estatales no ejercieron el poder de policía.

Finalmente, la  SCBA revocó la sentencia impugnada y ordenó  al  demandado  que  se  abstenga  en  realizar  tareas de  fumigación  terrestre  con  los  productos  incluidos  en  el 
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708/10 de la Municipalidad de Presidente Perón (arts. 3, 4 y 

 

“Papel Prensa S.A.” (2016)

Durante el año 2016 el abogado Luis Fernando Cabaleiro interpuso acción de amparo contra la empresa “Papel Prensa S.A.” a causa de la explotación forestal en el predio “María Dolores” ubicado en el paraje de Palentenlén del Partido de Alberti. El actor cuestionaba la falta de estudios de impacto ambiental y que la parte demandada carecía de la autoriza-ción de una autoridad competente para llevar a cabo su ac-tividad en base a lo dispuesto las leyes provinciales 11.723, 12.442 y 12.952, art.5 de la Ley Nacional 25.080 y el art.11 de la Ley 25.675. Bajo estos términos, el actor solicitaba la suspensión de la actividad forestal hasta que se complete el procedimiento de Evaluación del Impacto Ambiental.

Además, el abogado Cabaleiro planteaba que la empre-sa incumplía con la ley provincial 10.699 y su decreto re-glamentario  499/91  teniendo  en  cuenta  que  la  inspección del  O.P.  D.S.  no  poseía  actas  de  trabajo  sobre  aplicación de agroquímicos, de recetas agronómicas con intervención 

los productos utilizados. También manifestó la utilización, por parte de la demanda, de agua subterránea para riego y aplicación de plaguicidas sin el cumplimiento de las exigen-cias que imponía la ley 12.257. El fundamento del actor fue desestimado en las instancias anteriores.
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Por parte de la empresa, argumentaba que existía una ordenanza en el municipio Alberti por la cual podían uti-lizar  agroquímicos.  La  aplicación  de  agroquímicos  no  se autoriza de manera implícita por la existencia de una or-denanza y debe ser acorde a lo dispuesto por la ley provin-cial 10.699 y su decreto reglamentario 499/91. En este caso se vulneraron ambas normativas ya que no se contaba con una receta agronómica emitida por un profesional, tampoco se  explicaba  cuál  sería  el  destino  de  los  envases  de  estos productos químicos y no poseían un estudio de impacto am-biental sobre la actividad forestal.

Finalmente,  la  SCBA  ordenó  detener  las  actividades de plantaciones por carecer de una evaluación de impacto ambiental ateniéndose a la omisión del organismo provin-cial en dicho control sobre un predio con una plantación de 1120 árboles por hectárea en un predio de 1834 hectáreas envases  y  por  ende  ocasionaba  una  amenaza  ambiental. También determinó que la demandada debería gestionar el 

 

Actualidad y una continuidad jurisprudencial en la protección del ambiente y la salud

Como expusimos anteriormente, de acuerdo con lo esta-blecido  en  el  artículo  16  de  la  Ley  10.699,  los  municipios comparten con la provincia el poder de policía en materia de uso y aplicación de agroquímicos. 

De acuerdo con el relevamiento del OTA, más de la mi-tad de los municipios bonaerenses cuentan con ordenanzas 
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normativas establecen restricciones sobre las modalidades de fumigación, tanto terrestres como aéreas. 

A  continuación,  analizaremos  sucintamente  la  proble-mática vinculada al uso de agroquímicos en los municipios de  Campana,  Marcos  Paz,  Leandro  N.  Alem,  Pehuajó  y General Pueyrredón.

Municipio de Campana

En  septiembre  de  2023,  la  Suprema  Corte  de  Justicia de la Provincia de Buenos Aires se pronunció en la causa “Establecimientos Agropecuarios Santa Susana S.A. contra Municipalidad de Campana”, relacionada con las restriccio-nes establecidas por la Ordenanza N° 5792/11 del munici-pio para la aplicación terrestre de agroquímicos. 

El artículo 14 de la ordenanza prohibía el uso de agroquí-micos en zonas de resguardo ambiental, comprendidas por ejidos  urbanos  y  suburbanos,  áreas  con  núcleos  poblacio-nales, escuelas, centros de salud en zonas rurales y áreas naturales protegidas. Además, estipulaba que las fumiga-ciones terrestres debían realizarse a no menos de 1.000 me-tros de estas zonas. 

En septiembre de 2012, el Juzgado de Primera Instancia en  lo  Contencioso  Administrativo  N°  1  del  Departamento 

a  favor  de  Establecimientos  Agropecuarios  Santa  Susana S.A.,  suspendiendo  la  vigencia  del  artículo  14  de  la  orde-nanza para ese establecimiento. Como medida provisoria, 354
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zonas de resguardo ambiental. 

En noviembre de 2013, el municipio presentó una ape-lación  ante  la  Cámara  de  Apelación  en  lo  Contencioso Administrativo de San Nicolás. Sin embargo, el recurso fue desestimado por falta de fundamentación. 

En  septiembre  de  2021,  el  juzgado  de  primera  instan-cia resolvió levantar la medida cautelar, señalando que las 

incrementando  los  riesgos  de  las  fumigaciones.  Además, consideró precedentes de otras causas similares en las que 

-

el establecimiento rural apeló la decisión, y la Cámara de Apelación revocó el  levantamiento  de  la  medida  cautelar, restableciendo la suspensión del artículo 14. 

Frente  a  este  pronunciamiento,  el  municipio  interpuso un  recurso  extraordinario  de  inaplicabilidad  de  ley,  que fue admitido por la Cámara, llevando el caso a la Suprema Corte de Justicia bonaerense.

-

dida  cautelar  y  restablecer  la  vigencia  del  artículo  14  de la ordenanza, fundamentando su decisión en los siguientes puntos clave: 

  Principio  Precautorio:  Citando  la  Ley 

General del Ambiente N° 25.675, enfatizó que los tribunales tienen la facultad de priorizar el bien colectivo del ambiente mediante la aplicación del principio precautorio. 
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que el aumento de la población en la zona cons-tituía un riesgo objetivo para el entorno urbano-ambiental y destacó la interdependencia entre la salud de los habitantes y la calidad del ambiente. 

 Derecho a un ambiente sano: Subrayó la pro-

tección del derecho humano a un ambiente sano, establecido en el ordenamiento jurídico nacional y provincial, y alineado con los principios de sos-tenibilidad  de  la  Agenda  2030  de  las  Naciones Unidas.

Municipio de Marcos Paz

En  febrero  de  2024,  la  Cámara  de  Apelación  en  lo Contencioso  Administrativo  con  asiento  en  San  Martín en la causa “Rodríguez Ana María Lucía y otros s/ Aguas Bonaerenses  S.A.  y  otro  s/incidente  de  Amparo”.  resolvió respecto a un reclamo sobre la provisión de bidones de agua y monitoreo de agroquímicos en el municipio de Marcos Paz. 

En octubre de 2023, el Juzgado de Garantías del Joven N.º 1 del Departamento Judicial de Mercedes dictó una medida 

un plazo de 48 horas, proporcionar agua potable en bidones sellados y normados según el Código Alimentario Nacional y  la  Organización  Mundial  de  la  Salud  a  las  actoras  del caso. Además, ABSA debía instalar centros de distribución de agua para los usuarios de su servicio. 
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Simultáneamente, el juzgado dispuso que la Provincia de Buenos Aires y el Municipio de Marcos Paz garantizaran la entrega de bidones de agua potable a las familias, escuelas rurales  y  centros de  salud  fuera del  área  de concesión de ABSA. También debían establecer centros de distribución para los habitantes no cubiertos por la empresa. 

El  juzgado  ordenó  a  ABSA  realizar  análisis  mensuales químicos y bacteriológicos del agua, con la obligación de pu-blicar  los  resultados  en  los  medios  locales,  las  boletas  de consumo y de informar al juzgado. La Provincia de Buenos Aires, por su parte, debía realizar análisis de agua subte-rránea, incluyendo el  análisis de  presencia de agroquími-cos. 

En cuanto al municipio, debía proteger los pozos de bom-beo de ABSA y las zonas urbanas, rurales, asentamientos y emprendimientos agroecológicos, extendiendo el área de exclusión  para  fumigaciones  con  agroquímicos  a  un  radio de 1.000 metros. 

ABSA  apeló  la  medida  cautelar  argumentando  que  los niveles de arsénico en el agua cumplían con las normativas 

También  sostuvo  que  no  existía  un  peligro  en  la  demora de brindar bidones, al no haberse reportado enfermedades relacionadas con el agua. 

Sin embargo, la Cámara rechazó el recurso de ABSA. En su fallo, destacó que el derecho a la salud había sido vulne-rado y que el riesgo de no garantizar el acceso al agua po-

priorizando la protección inmediata de la población.
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Municipio de Leandro N. Alem 

En  abril  de  2024,  el  Juzgado  Correccional  N.º  3  del Departamento  Judicial  de  Junín  resolvió  sobre  la  causa “Roccaro Maximiliano, Jillian Buntschuh s/amparo”, en la que  los  padres  promovieron  una  acción  de  amparo  en  re-presentación de sus hijos menores contra productores agro-pecuarios, solicitando el cese de las fumigaciones sobre un establecimiento educativo en Vedia, partido de Leandro N. Alem. 

El  fallo  destacó  una  pericia  bioquímica  que  explicó  el trayecto de los plaguicidas desde su aplicación, señalando que parte de éstos queda suspendida en el aire, o adherida al  material  particulado  atmosférico, y  se  traslada  a otras áreas por erosión eólica o precipitación. También se señaló la relación entre exposición a plaguicidas y daño genético. 

En  la  ocasión  se  hizo  referencia  a  la  Resolución  N.º 276/2010  del  Ministerio  de  Salud  de  la  Nación,  que  esta-blece que no existe evidencia de absoluta inocuidad en los agroquímicos aplicados en actividades rurales. Además, se mencionó la Ordenanza Municipal N.º 1166/06, que regula las fumigaciones para minimizar riesgos a la salud y al am-biente. En el caso, se constató que el demandado no estaba registrado como operario o aplicador ante el Ministerio de Desarrollo Agrario provincial. 

El juzgado falló a favor de los padres, ordenando al de-mandado abstenerse de realizar fumigaciones terrestres en incumplimiento de la normativa provincial y municipal vi-gente.
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Municipio de Pehuajó 

En  noviembre  de  2023,  el  Juzgado  Federal  de  Pehuajó recibió un pedido de la Fiscalía Federal, con adhesión del Asesor de Menores, para establecer un área de restricción en la aplicación terrestre de agroquímicos. 

El  reclamo,  presentado  por  madres  y  padres  en  repre-sentación  de  sus  hijos/as,  evidenció  que  las  fumigaciones habían afectado directamente la salud de cuatro personas, incluidos  dos  niños.  Éstos  debieron  ser  atendidos  en  la Unidad Sanitaria local y el Hospital de Pehuajó por afeccio-nes respiratorias. 

En el marco del caso, el juzgado convocó a una audiencia pública con la participación de las víctimas, los responsables de  la  explotación  del  predio  fumigado,  representantes  de ministerios públicos, del Instituto Nacional de Tecnología 

Concejo Deliberante, del área de salud, referentes ambien-tales y otros miembros de la comunidad. 

Con  base  en  los  testimonios  y  aportes  presentados,  y en la garantía constitucional y convencional del derecho a un ambiente sano, el juzgado resolvió otorgar una medida cautelar. Se dispuso una exclusión de 300 metros desde la zona urbana para la aplicación terrestre de agroquímicos y ordenó al Concejo Deliberante de Pehuajó sancionar, en un plazo de 90 días, una ordenanza que regule las fumi-gaciones.
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Municipio de General Pueyrredón

En mayo de 2025, 10 años después de la primera resolu-ción sobre el caso “Picorelli”, la Suprema Corte de Justicia de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  volvió  a  intervenir  debi-do a nuevas denuncias por incumplimientos, por parte del Municipio  de  General  Pueyrredón,  en  la  medida  cautelar que había suspendido una serie de artículos de la ordenan-za 21.296/13 que contenían distancias irrisorias en la apli-cación de agroquímicos.

La parte actora reclamaba que el municipio no realizaba una  difusión  masiva  y  tampoco  llevaba  a  cabo  un  control necesario para la aplicación de la ordenanza n°18.740, por lo cual requería que se ordenara al municipio que comuni-que por medios masivos la vigencia de la medida cautelar y realice análisis del agua, aire y suelo.

El  máximo  tribunal  ponderó  el  estudio  denominado “Análisis químico de agua subterránea proveniente de perfo-

-

do  por  la  Facultad  de  Ciencias  Exactas  y  Naturales  de  la Universidad Nacional de Mar del Plata y el “Grupo Aguas” para las medidas requeridas a las partes demandadas. 

La  SCBA  resolvió  ordenar medidas complementarias  a la Municipalidad de General Pueyrredón solicitando:

Difundir por todos los medios de comuni-

cación, incluyendo redes sociales, la medida cau-telar.
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-

tablecimientos productivos que se encuentren en 

-

lar sobre la zona de seguridad, conforme artículo 1 de la ordenanza 18.740/08, en 1.000 metros a partir del límite de la zona urbana o núcleos po-blacionales.

Informar  a  los  establecimientos  produc-

tivos  sobre  medidas  de  prevención  y  protección de  daños  al  ambiente  y  salud,  como  el  caso  de instalación de barreras vegetales.

Presentar un informe en que consten to-

dos los productores como establecimientos agro-pecuarios alcanzados por la ordenanza junto a un 

incluir  establecimientos  educativos,  centros  de salud,  asistenciales,  culturales  y  deportivos  de dicha zona.

Informar  sobre  la  existencia  de  denun-

cias sobre establecimientos productivos como in-fracciones.

Proveer  agua apta  para el  consumo hu-

mano a los establecimientos educativos cuyo re-curso hídrico muestreado haya sido afectado por los agroquímicos.

Por  otra  parte,  se  requiere  al  Colegio  de  Ingenieros  de la  Provincia  de  Buenos  Aires  y  al  Colegio  de  Ingenieros Agrónomos  y  Forestales  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
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que den a conocer para los matriculados la resolución de la medida cautelar.

Además se resalta la necesidad de nuevos estudios y aná-lisis de agua, aire y suelo a cargo de la Estación Experimental Agropecuaria Balcarce del Instituto Nacional de Tecnología 

cuenta sobre la presencia de sustancias contaminantes que afecten el ambiente y la salud.

Al  Ministerio  de  Ambiente  de  la  Provincia  de  Buenos Aires le solicita la nómina de establecimientos agrícolas que requieran una Declaración de Impacto Ambiental y Seguro Ambiental Obligatorio para la utilización de agroquímicos en General Pueyrredón como un listado de los vendedores y aplicadores de agroquímicos como de maquinarias para su uso registrados en dicho municipio.

Resulta interesante que el más alto tribunal de la Provincia de forma implícita plantea la necesidad de realizarse estudios de impacto ambiental para la utilización de los agroquímicos como respecto al seguro que esta actividad no lo contempla ante el daño en el ambiente y salud que ocasionan. 
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CONCLUSIONES

 

la relación existente entre ética y Ciencias Naturales; y, en-tre ética y Derecho. Todas ellas amparadas por el código de conducta que se ha pretendido dar la comunidad mundial a partir de la Declaración Universal de Derechos Humanos, de 1948. 

Esta perspectiva constituye, pues, el punto de partida de los diversos capítulos que conforman este libro, entendido como una propuesta integradora de las diferentes temáticas aquí abordadas. El recorrido realizado en ellos tematiza las respuestas dadas en Argentina a las lógicas de producción 

las políticas públicas subyacentes. 

Es en este contexto donde toma fuerza el Derecho Agrario. 

Pero  no  un  Derecho  Agrario  anquilosado,  detenido  en el tiempo, que desoiga las mencionadas relaciones con las Ciencias Naturales que caracterizan esta rama jurídica. La propuesta consiste en otorgar una perspectiva actualizada, que  involucre  la  reformulación  de  su  objeto  de  estudio,  y resulte comprensivo de las problemáticas cruciales que hoy en  día  exigen  someterlas  a  debate.  Problemáticas  que,  a 

las enunciadas por nuestro maestro, el profesor Antonino 

ensanchando el campo de acción disciplinar, explícitamen-te  previsto  por  él,  corresponde  considerar  en  el  marco  de 
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este nuevo Derecho Agrario el tratamiento de los recursos naturales y del agroambiente en general, así como de la in-corporación de prácticas sostenibles (orgánica, agroecológi-

y soberanía alimentaria, el buen vivir de la persona rural 

 

Al respecto, el suelo, valorado históricamente en su di-mensión económica (permeable en algunos momentos a la 

-

so, que expresa, al igual que los demás recursos naturales, sus características intrínsecas de limitación y no renovabili-dad. De ahí se sigue que las políticas públicas concernientes a su función, uso, regulación, utilización, ordenación, evo-lución, tienen que ser el resultado de pensar su aprovecha-miento  a partir  del  paralelo cumplimiento  del imperativo ambiental. Al respecto, revisar parte de la historia agraria de nuestro país nos invita a forjar el territorio agropecuario como motor energético de la naturaleza y puntal económico; aun cuando también exige replantear ciertas ideas y accio-nes destructivas por ideas y acciones regenerativas. 

Desde esta lógica aggiornada cabe revisar críticamente la peligrosa laxitud que, en general, detenta la regulación 

 

incorpore tanto la perspectiva agroambiental como la agro-alimentaria. Al respecto, corresponde recordar que el hito trascendental  en  el  paso  de  la  biotecnología  tradicional  a la biotecnología de base genética se localiza en la primera 368
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década del siglo XX, con la denominación de “gen” a la uni-dad fundamental de la herencia biológica. Desde entonces, y  fortalecida  por  el  descubrimiento  de  la  cadena  de  ADN 

clonación del primer mamífero realizada a partir de células de  un  organismo  adulto  en  1997  corporizada  con  el  naci-miento de la oveja llamada Dolly, la cuestión se limitaba, fundamentalmente, a asépticos laboratorios ubicados en los países centrales. La liberación al medio y, más aun, la ha-bilitación para el consumo, a su vez, involucra y exige otros análisis y responsabilidades. En efecto, las consecuencias, tanto reales como potenciales, de estas decisiones producti-vas de política agraria, generan el inicio de una nueva pro-puesta,  a  la  que  adherimos, encargada  de  desacralizar  la biotecnología agropecuaria, desde el tamiz de sólidos cues-tionamientos  éticos  asociados  a  la  manipulación  de  seres vivos, hasta los planteos que también alcanzan las eventua-les consecuencias ambientales de tal accionar. 

La actualidad de la temática nos impuso dejar plantea-da  la  necesidad  de  intervención  del  Derecho  Agrario  (con 

-

ra  argentina  en  materia  de  agrobiotecnología  encarnada legislativa,  doctrinaria  y  jurisprudencialmente,  desde  su adecuación a las pautas éticas con tendencia a la universa-lidad, institucionalizadas hace ya más de medio siglo. Sin desconocer, no obstante, el discurso legitimador de la agro-

-

se estima que en las próximas décadas gran parte de la po-
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blación mundial se verá envuelta en profundos problemas, básicamente reductibles a la pobreza y el hambre. Y, más allá del grado de certeza o falibilidad de estos postulados, la sociedad contemporánea parece estar de acuerdo respecto a la necesidad de maximizar los rendimientos agrícolas en un ámbito físico global cada vez más limitado y deteriora-do, injuria en la cual la inobservancia de los principios pro-ductivos agrosustentables resulta evidente. En este marco sostenemos  que  el  Estado,  en  su  papel  de  “evaluador”  de la  razonabilidad  de  las  demandas,  debe  necesariamente priorizar aquellas que, en lo básico, respondan a principios éticos y que, además, ostenten el valor de la equidad, fun-damentalmente medido a través de la prudencia. 

En efecto, partiendo del principio de que la especulación jurídica y la especulación ética no pueden caminar ignorán-dose mutuamente, puesto que ambas comparten problemá-

inmediatamente, sobre la compatibilidad entre los instru-mentos internacionales suscriptos por Argentina y la legis-lación interna en vigencia.

Desde  esta  perspectiva,  recuperamos  el  art.  75  inc.  22 

constitucional a la Declaración Americana de los Derechos y  Deberes  del  Hombre  y  a  la  Declaración  Universal  de Derechos Humanos, debiéndose entender sus disposiciones como complementarias de los derechos y garantías recono-cidos por nuestra Carta Magna. Ambos  instrumentos son coincidentes en lo que respecta al reconocimiento del dere-cho a la vida (la Declaración Americana lo hace en su art. 370
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derecho  a la  libertad  de  opinión  y  de  expresión,  inclusivo del de investigar y recibir informaciones y opiniones, y al de 

la preservación de la salud a través de medidas sanitarias y sociales relativas a la alimentación, el vestido, la vivienda 

 

los progresos intelectuales y especialmente de los descubri-

Este cúmulo de derechos expresamente enunciados en esas “tablas  éticas  de  la  humanidad”  se  interpreta  de  manera armónica e integradora, quedando, por ende, sujeto a ellos 

-

yacente-. Sin el respeto al valor supremo, la vida, todos los otros derechos carecen de sentido. 

Nótese,  a  la  vez,  que  la  sanción  del  Código  Civil  y 

-

dental receptando la constitucionalización del derecho pri-vado, estableciendo una comunidad de principios entre la Constitución,  el  Derecho  Público  y  el  Derecho  Privado.  Y esto es de suma importancia para la defensa del ambien-te, entendiéndolo así el constituyente de 1994, que decidió incorporar  la  cuestión  ambiental  al  texto  del  artículo  41 de nuestra Carta Magna, consagrando el derecho de toda persona a un ambiente sano, junto al correlativo deber de preservarlo. En esa línea el CCyCN regula los derechos in-dividuales y de incidencia colectiva, cabiendo recordar que el nuevo artículo 14 reza: 
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Derechos individuales y de incidencia colectiva. En este 

de incidencia colectiva. La ley no ampara el ejercicio abusi-vo de los derechos individuales cuando pueda afectar al am-biente y a los derechos de incidencia colectiva en general87.

En  este  marco,  no  olvidamos  la  urgencia  de  agregar  a este análisis los aportes teóricos provenientes de los ecofe-minismos y enunciar desde allí lógicas no concentradas en el precio sino   considerando, a la 

vez, la presente crisis de los cuidados. Crisis que también afecta, de manera profunda, las relaciones agrarias e im-pone al Derecho Agrario tener presente la interdependen-cia,  en  cuanto  dependemos  de  otros  seres  humanos  para nuestra  supervivencia,  y  la  ecodependencia,  toda  vez  que dependemos del ecosistema biósfera nuestra supervivencia.

De esta manera, y frente a un modelo de producción ex-tractivista que funciona desde hace muchos años en nues-tro país, como sistema económico principal, es vital hacer prevalecer por sobre los agronegocios la tutela del derecho humano a un ambiente sano, garantizado por los tratados internacionales  de  Derechos  Humanos,  la  Constitución Nacional,  las  leyes  nacionales, provinciales y  los decretos 

 

87 Hay un límite al ejercicio de los derechos individuales sobre los bienes que debe ser compatible con los derechos de incidencia colectiva. “Debe conformarse a las normas del derecho administrativo nacional y local dictadas en el interés público y no debe afectar el funcionamiento 

-

sidad, el agua, los valores culturales, el paisaje, entre otros, según los criterios previstos en la ley especial” artículo 240, CCyCN. 372
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municipales.  Será  ideal  garantizar  la  implementación  y aplicación de los instrumentos de la política y gestión am-biental para prevenir el acaecimiento de daños ambienta-les, sin embargo, frente a la concreción de algún daño am-biental,  con  las  características  mencionadas  a  lo  largo  de este capítulo, y a la hora de hacer cesar el mismo, tenemos herramientas procesales que nos ayudan a defender nues-tros  bienes  comunes  y  a  garantizar  una  salud  adecuada tanto de las generaciones presentes como futuras.

Desde  aquí  cabe  pensar  en  una  articulación  norma-

principios rectores del buen vivir y la sustentablidad am-biental,  diálogo  del  que  dan  cuenta,  por  ejemplo,  la  Ley 

Escazú, junto con la Constitución Nacional como pilar legal para estructurar -con el valor vida en el centro- otras lógi-cas intersubjetivas, más equitativas en términos de género, de producción y consumo.

Aspectos éstos indisociables de la armonización legisla-tiva, jurisprudencial y doctrinaria requerida ética y jurídi-camente en materia de agroquímicos, asociados a un mode-lo de agricultura industrial, en general lejano de aquellos principios.

De  esta  manera,  la  propuesta  del  texto  puede  sinteti-

plan  con  una  visión  holística  que  incluya  una  estrategia 

económicos,  sociales,  alimentarios  y  ambientales,  con  la mira  puesta,  además,  en  la  perspectiva  de  género.  La  le-
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gislación debe afrontar este desafío, para lo cual 

aporta signi-
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